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Resumen 
La aplicación de culpabilidad penal en los fallos disciplinarios de la Procuraduría General 
de la Nación durante los últimos 5 años se somete, en el presente escrito, a un examen 
acerca de la validez de su justificación, frente a la efectividad del debido proceso 
administrativo en las actuaciones. Tal examen ha revelado las dinámicas y tensiones 
entre las responsabilidades éticas y patrimoniales que confluyen en la culpabilidad 
disciplinaria, propia de un sistema de control de la Administración con caracteres 
extraídos de varios ordenamientos jurídicos diferentes, que lucha por su propia 
autonomía. Sin embargo, se ha constatado que el carácter inquisitorial del procedimiento 
disciplinario y la exacerbación de su carácter represivo por los operadores han 
fundamentado interpretaciones jurídicas y valoraciones probatorias de la culpabilidad 
disciplinaria que restringen irrazonablemente las mencionadas garantías. Un correctivo 
puede ser posible: reivindicar la situación particular de los disciplinados como 
profesionales de la función pública. 
 
 
Palabras clave: derecho administrativo, derecho disciplinario, culpabilidad 
disciplinaria, funcionario público, control judicial de la administración, sanción, 
debido proceso. 
 
 
 
Abstract 
The application of penal liability principles in the disciplinary sanctions imposed by the 
Public ministry to public servants over the last 5 years is subject, in this paper, to an 
examination of its juridical justification, regarding the effectiveness of the administrative 
due process during the procedures. This examination reveals the ongoing dynamics and 
tensions between ethical and patrimonial responsibilities that converge in disciplinary 
liability, which is part of a control system for the public administration with particularities 
extracted from criminal, civil and administrative law, that struggles for its own autonomy. 
Nevertheless, case studies showed that the inquisitorial nature of the disciplinary 
proceedings and the overestimation of its repressive nature by law enforcers have been 
backing law interpretations and proof appreciations that unreasonably limit administrative 
due process. Vindication of public servants’ status as professionals is, in that sense, 
proposed as a corrective for unlawful application of disciplinary liability. 
 
 
Keywords: administrative law, public servant, disciplinary liability, disciplinary law, 
sanction, due process, judiciary control of the administration.  
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 Introducción 
Con el auge de la aplicación del derecho disciplinario, tanto en audiencia pública como 
en un procedimiento escrito, siendo parte de un sistema de control represivo de las 
acciones y omisiones de los servidores públicos en el ejercicio de la función pública, en 
sede administrativa, ha cobrado importancia la investigación jurídica en todos los 
diversos temas que componen la falta disciplinaria y la responsabilidad disciplinaria. Esto, 
por dos razones: de un lado, porque el derecho disciplinario, a pesar de formar parte del 
derecho laboral administrativo, fue construido por el Legislador con base en tres 
ordenamientos jurídicos: el derecho penal, el derecho administrativo y el derecho civil. 
Ello obliga a hacer una aplicación jerarquizada de las fuentes del derecho disciplinario 
para cada una de las categorías dogmáticas que la forman. Y de otro lado, porque su 
aplicación, tanto en lo sustancial como en lo procedimental, implica el trámite de un 
procedimiento administrativo sancionador especial. Lo que significa, por supuesto, 
preservar un delicado balance entre la efectividad de los derechos y garantías de los 
implicados y la preservación de la buena marcha de la administración pública como fin 
ulterior del derecho disciplinario. 
 
Todas estas preocupaciones responden al imperativo de proveer seguridad jurídica en la 
interpretación jurídica de las normas aplicables, en la valoración probatoria de las piezas 
procesales necesarias para adoptar el correspondiente fallo y en el control jurisdiccional 
de los fallos disciplinarios por parte del juez contencioso-administrativo. La seguridad 
jurídica dentro del procedimiento disciplinario resulta, a pesar de todo, un asunto de 
altísima complejidad. Hoy, el país atraviesa por una enrevesada situación coyuntural de 
desmedro generalizado de la cosa pública, que exige colmar la necesidad apremiante de 
luchar contra la corrupción y de preservar la moralidad administrativa con resultados 
inmediatos perceptibles por la ciudadanía, en términos de investigaciones y juzgamientos 
efectivos. Sin embargo, tal clamor legítimo ha tenido que enfrentar la inexperiencia y la 
falta de imparcialidad de los operadores disciplinarios en la aplicación del derecho 
disciplinario –debido a su condición de funcionarios de libre nombramiento y remoción en 
la Procuraduría-, los efectos adversos de la espectacularidad de algunos procedimientos 
verbales en contra de funcionarios de elección popular –como gobernadores, diputados, 
concejales, congresistas y alcaldes- y el efectismo con que las últimas administraciones 
del ente disciplinario han venido sustanciando procedimientos disciplinarios donde  
capitales políticos están en juego. A ello, súmesele la falta de una política jurídica 
consistente de parte de la Sección Segunda del Consejo de Estado para el control 
judicial de los elementos de la responsabilidad disciplinaria, con el propósito de no sólo 
hacer posibles los fines del derecho disciplinario sino también de atajar la arbitrariedad 
de la Administración en contravía del principio de legalidad. 
 
En lo tocante al elemento de la culpabilidad disciplinaria, después del estudio de varios 
casos decididos tanto en sede administrativa como en sede judicial, notamos que 
existían dos situaciones bastante interesantes, que eran, precisamente, reflejo de las 
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situaciones que venimos de poner de presente. En primer lugar, observamos que la 
interpretación jurídica de la categoría dogmática de la culpabilidad disciplinaria se hacía 
con base en una concepción normativista de la culpabilidad, traída del derecho penal. En 
dicha concepción normativista, no hay necesidad de demostrar el elemento subjetivo de 
la responsabilidad cuando se descubre que existe pleno discernimiento de su parte para 
la comisión de la infracción. No hay libre albedrío ni otra elección posible para el sujeto 
que cumplir con el deber funcional que le fue asignado. Por eso, resulta intolerable, 
desde el juicio de reproche, que el servidor público se comporte de otra manera diferente 
a la de la prescripción legal, ya que muestra su desdén por la buena marcha de la 
administración pública. Esto, a pesar de que en el Código Disciplinario Único se ha 
establecido no sólo una prohibición de responsabilidad objetiva sino una gradación de las 
culpas propia de una concepción psicológica de la culpabilidad. Y en segundo lugar, nos 
llamó la atención la forma como se construía la prueba indiciaria sobre la que se 
edificaba la certeza acerca de la existencia de responsabilidad disciplinaria. Debido a la 
imposibilidad de obtener una prueba directa de la culpabilidad disciplinaria, con 
frecuencia se han empleado las presunciones de hombre para deducirla de la infracción 
misma y de las circunstancias de tiempo, modo y lugar que rodean su comisión. Con 
todo, ello se ha hecho con base en máximas de la experiencia frente a las que no existe 
confiabilidad razonable alguna ni regla científica que las respalde, y que exteriorizan más 
una apreciación altamente subjetiva del juzgador disciplinario que un ejercicio que 
cumpla con las normas establecidas para la construcción y apreciación de los indicios. Es 
incontestable que, además de contrastar con la exigencia legal de certeza más allá de 
toda duda razonable acerca de la responsabilidad disciplinaria, tales presunciones de 
hombre facilitan la prueba de la culpabilidad disciplinara y exoneran de la carga de la 
prueba a la Administración, trasladándola al disciplinado –quien, pareciera, bajo la 
concepción normativa de la culpabilidad, no tener otra defensa que la causa extraña-. 
 
Lo anterior, sin duda alguna, lleva a una pregunta mucho más amplia acerca de la 
validez, legitimidad y eficacia de la doctrina sustancial y probatoria de la culpabilidad 
disciplinaria empleada por la Procuraduría General de la Nación, y objeto de control 
judicial contencioso-administrativo. ¿Debía tratarse al servidor público infractor de la ley 
disciplinaria como a un delincuente o como a un elemento útil a la Administración cuyo 
comportamiento debe ser corregido? ¿Es ese trato efectivo para el logro de los fines del 
derecho disciplinario, para la materialización de las garantías fundamentales de los 
presuntos implicados y para la mejora en la prestación de un buen servicio en la 
Administración? Al controlar los motivos de la decisión disciplinaria, ¿debe la justicia 
contencioso-administrativa limitarse a verificar la existencia de una prevaricación en la 
interpretación y valoración de la culpabilidad disciplinaria, ratificando lo decidido por el 
operador disciplinario en sede administrativa? ¿O por el contrario, debe efectuar un 
control pleno y integral, basado en una concepción propia de las categorías dogmáticas 
del derecho disciplinario traídas del derecho de la función pública? En ese orden de 
ideas, cabe cuestionarse sobre si tales formas hermenéuticas y de reconocimiento 
probatorio de la culpabilidad podrían estudiarse a la luz de un estándar que se alejara de 
las concepciones dominantes, afincadas en un derecho altamente represivo como el 
penal, incompatible con la precariedad de las garantías propias del debido proceso 
administrativo, y que reivindicara el carácter profesional del servicio, su importancia en la 
realización de los fines del Estado y las bases para la creación de una administración 
pública moderna.  
 
Así, buscamos proponer las bases de una técnica de interpretación jurídica y de 
valoración probatoria de la culpabilidad disciplinaria que tuviera asidero en los principios 
Introducción 3 
 
del derecho administrativo y del derecho civil, como una respuesta más acorde a los fines 
preventivos y correctivos del derecho disciplinario. Por eso, para establecer cómo la 
función disciplinaria se inscribe en las finalidades de la buena marcha de la 
administración pública, incluso tratándose de la evaluación jurídica y fáctica del aspecto 
subjetivo que motiva un comportamiento reprochable de parte de un funcionario, fue 
preciso adelantar tres actividades en el curso de la presente investigación académica. En 
primer lugar, era importante identificar y confrontar la interpretación jurídica y la 
valoración probatoria de la culpabilidad disciplinaria en la doctrina, la jurisprudencia y en 
los fallos de la Procuraduría General de la Nación. Luego, ello nos permitiría formular el 
concepto de “buen servidor público” como fundamento de la interpretación y valoración 
probatoria de la culpabilidad disciplinaria adecuada a los fines del derecho disciplinario. 
Así, en último lugar, sería posible demostrar –como esperamos haberlo hecho a lo largo 
del presente escrito- que, a partir de la aplicación de técnicas de interpretación jurídica y 
de valoración probatoria de la culpabilidad disciplinaria basadas en el concepto de “buen 
servidor público”, se cumplen los fines del derecho disciplinario y se respetan las 
garantías procedimentales fundamentales de los implicados más que con los actuales 
estándares traídos del derecho penal. 
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1. El concepto de culpabilidad disciplinaria en la 
doctrina y la jurisprudencia: contradicciones 
entre ordenamientos forzadamente 
transversales 
1.1 Culpabilidad civil, penal y administrativa: punto de 
partida de la culpabilidad disciplinaria 
El derecho disciplinario de los de servidores públicos y de aquellos particulares que 
ejercen función pública -entre otros sujetos disciplinables- es una de las tantas 
manifestaciones de la potestad sancionadora del Estado. Al lado del derecho 
disciplinario, se encuentra el derecho penal, el derecho administrativo sancionador y la 
pérdida de investidura de los congresistas -denominado en el derecho anglosajón como 
‘impeachment’- (Corte Constitucional, 2001). Dentro de las vertientes del derecho 
disciplinario, se encuentra el derecho disciplinario en ejercicio de función administrativa y 
el derecho disciplinario en ejercicio de función judicial. El ejercido de tal potestad en 
virtud de la función administrativa es el que llevan a cabo las oficinas de control 
disciplinario, las personerías municipales y distritales y la Procuraduría General de la 
Nación. De otro lado, el derecho disciplinario aplicado en virtud de la función judicial es el 
que ejercen los Consejos Seccionales de la Judicatura y el Consejo Superior de la 
Judicatura, en sus Salas Jurisdiccionales Disciplinarias, con el fin de preservar la buena 
marcha de la administración de justicia. Esto es, respecto de la labor de adjudicación de 
los jueces de la República, de los fiscales que ejercían función judicial, de los árbitros y 
de todas aquellas personas que en virtud del artículo 116 de la Constitución Política 
ejerzan función judicial. 
 
En ese trabajo, aunque uno y otro régimen disciplinario se rigen por la Ley 734 de 2002, 
nos concentraremos particularmente en el derecho disciplinario ejercido en virtud de la 
función administrativa. Más concretamente, en el ejercicio que de dicha potestad realiza 
la Procuraduría General de la Nación. Como hemos venido adelantándolo, la potestad 
disciplinaria ejercida por este organismo de control es, en esencia, un ejercicio de la 
función administrativa. Es decir, a pesar de que el ejercicio de la función disciplinaria está 
regulado en un Código Disciplinario Único, en el que se reglamenta de forma 
pormenorizada el régimen de faltas, responsabilidad, sanciones y procedimientos para la 
realización de las correspondientes investigaciones y juicios disciplinarios, ello no 
desdibuja su naturaleza de procedimiento administrativo sancionador especial. En este 
orden de ideas, las actuaciones disciplinarias están sometidas a las exigencias legales 
sobre los actos administrativos y el ejercicio de la función administrativa; y lo más 
importante, están sometidas al control judicial por parte de la jurisdicción de lo 
contencioso-administrativo. 
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No obstante, aunque el derecho disciplinario pertenece, sin duda alguna, a la órbita el 
derecho administrativo laboral -en tanto que busca preservar la buena marcha la 
administración pública respecto de sus funcionarios, y por ende, optimizar el ejercicio de 
la función pública en todos los niveles de la administración-, su carácter punitivo y sus 
fines de corrección y prevención hacen que confluyan, en la aplicación de las normas, 
elementos de diversa naturaleza. De un lado, se encuentra todo el plexo de garantías 
procedimentales fundamentales propias del debido proceso y el derecho de defensa en 
las actuaciones administrativas. Y de otro lado, se encuentran categorías propias de la 
dogmática del derecho disciplinario que comparten no pocas similitudes con aquellas del 
derecho penal, pero que tienen su propia finalidad y gozan de autonomía, en tanto 
derivadas, inexorablemente, del respeto del principio de legalidad propio del Estado 
Social de Derecho, como pilar del derecho administrativo. Sin embargo, tanto en la teoría 
como en la práctica, tales rasgos propios no son del todo claros y han generado 
controversia en su aplicación. Ello, por cuanto se ha querido construir una teoría 
independiente del derecho disciplinario, con motivaciones ajenas a las propias del 
derecho administrativo, pero desde la adaptación propia de categorías dogmáticas de 
otras especialidades del derecho; en especial, del derecho penal. 
 
En consecuencia, antes de adentrarnos en el estudio la culpabilidad disciplinaria, es 
pertinente efectuar un estudio general de los elementos de la responsabilidad 
disciplinaria, con el fin de explicitar no sólo esta particular problemática del derecho 
disciplinario sino también de efectuar un acercamiento a las diferentes manifestaciones 
de la aplicación de ordenamientos jurídicos forzadamente transversales. Teniendo cuenta 
lo anterior, nos referiremos a los elementos de tipicidad y legalidad de la falta, de ilicitud 
sustancial, y finalmente, de culpabilidad. 
 
En primer lugar, el elemento de la tipicidad y de la legalidad de la falta hace referencia a 
la predeterminación, en la ley y el reglamento, de la conducta desplegada por el servidor 
público considerada reprochable, en tanto que implica una infracción a un deber funcional 
concreto propio del cargo o de la función administrativa que desempeña. De un lado, este 
elemento le impone al operador jurídico disciplinario un esfuerzo en la construcción de la 
falta disciplinaria, bajo el sistema denominado ‘numerus apertus’, en el que este debe 
identificar, dentro del catálogo de deberes que le son exigibles al investigado cuál de 
ellos ha sido, en efecto, infringido, de manera que ello se traduzca en el incumplimiento 
de aquel, en la extralimitación de funciones con el abuso del cargo. Lo anterior, sin 
perjuicio de las faltas gravísimas taxativamente señaladas por el Legislador como tales, 
tanto en el Código Disciplinario Único como en leyes especiales. Y por otro lado, la 
tipicidad y la legalidad, en tanto elementos de la responsabilidad disciplinaria, obligan al 
operador jurídico a realizar un serio y estricto ejercicio de adecuación y subsunción de la 
conducta reprochable dentro del verbo rector, del modelo descriptivo, de su objeto y de 
cada uno de los elementos normativos y subjetivos del tipo. 
 
En segundo lugar, el elemento de la ilicitud esencial en la responsabilidad disciplinaria 
alude a la injustificada afectación del deber funcional que se verifica con la infracción del 
deber mismo. Esto es, el grado de perturbación al servicio, a los usuarios y a la 
comunidad que contraría en grado significativo el orden administrativo y que se había 
producido como consecuencia del comportamiento censurable del sujeto disciplinario. En 
este evento, el operador disciplinario tiene la carga de verificar y valorar el impacto de la 
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infracción del deber funcional que se estima como falta disciplinaria, de conformidad con 
los criterios establecidos para determinar la gravedad o la levedad de la falta disciplinaria. 
Sin embargo, la ilicitud sustancial no se contrae al desconocimiento de los principios de 
la función administrativa -ya que implicaría, nuevamente, volver al terreno de la infracción 
del deber funcional-, sino a la verificación de los efectos de la conducta investigada y a 
las circunstancias que han rodeado su comisión. 
 
Y en tercer lugar, como eje del presente trabajo, se encuentra el elemento de la 
culpabilidad disciplinaria. Dicho elemento es el cariz subjetivo de la responsabilidad 
disciplinaria; es decir, la contracara de la ilicitud sustancial como cariz objetivo de la 
misma. La culpabilidad disciplinaria, entonces, se define como el reproche individual que 
se formula al disciplinado por haber actuado de forma negligente o deliberadamente 
dañina en la causación del incumplimiento del deber, de la extralimitación en las 
funciones o del abuso del cargo. El servidor público y el particular en ejercicio de 
funciones administrativas, en tanto sujeto disciplinable, incurre en una ilicitud que le es 
imputable y atribuible como autor, y que no es posible justificar a la luz de las causales 
eximentes de responsabilidad disciplinaria previstas en la ley. En la culpabilidad 
disciplinaria, la censura tiene dos aristas: para comenzar, se reprueban aquellos 
comportamientos contrarios a la diligencia, prudencia o pericia que debe observar el 
implicado frente al ejercicio de sus deberes funcionales en un momento determinado. De 
contera, se desautorizan aquellas conductas donde existe la intención positiva de 
perjudicar a la administración pública con la comisión de la falta disciplinaria. 
 
Ahora bien, como ya lo habrá advertido el lector, de entrada es difícil identificar qué 
criterios serían los correctamente aplicables para delimitar y estructurar la naturaleza de 
las diferentes manifestaciones de la culpabilidad disciplinaria. No sólo porque la ley 
disciplinaria misma efectúa una remisión expresa a otras fuentes de derecho, sino porque 
no se entiende hasta qué punto éstas fuentes normativas de derecho regulan de forma 
especial el tema de la culpabilidad ni hasta dónde éstas son compatibles con las 
finalidades propias del derecho disciplinario. Según el artículo 21 del Código Disciplinario 
Único, “En lo no previsto en esta ley se aplicarán los tratados internacionales sobre 
derechos humanos y los convenios internacionales de la OIT ratificados por Colombia, y 
lo dispuesto en los Códigos Contencioso Administrativo, Penal, De Procedimiento Penal 
y de Procedimiento Civil en lo que no contravengan la naturaleza el derecho 
disciplinario”. Con todo, hay que tener en cuenta que el Código Contencioso 
Administrativo -hoy Ley 1437 de 2011 o Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (“CPACA”)- carece de norma especial acerca de la 
culpabilidad, y que, por tanto, se impondría la aplicación de los artículos 21 a 24 del 
Código Penal. De la misma manera, debe considerarse que la naturaleza del derecho 
disciplinario es la preservación de la buena marcha de la administración pública mediante 
la prevención y la corrección de las conductas que vulneren la efectividad de los 
principios y fines previstos en el ordenamiento jurídico cuya observancia es obligatoria en 
el ejercicio de la función pública. 
 
Lo arriba expuesto trae como consecuencia lógica, sin lugar a dudas, que los 
presupuestos sobre la culpabilidad penal no puedan ser aplicados a la culpabilidad 
disciplinaria; aun cuando, de la remisión normativa expresa que se haga de la ley, sea el 
Código Penal el primero en turno de aplicación que tenga una regulación especial acerca 
de la culpabilidad. A nuestro juicio, la naturaleza del derecho disciplinario es incompatible 
con las finalidades del derecho penal, y por tanto, el reproche de culpabilidad que en 
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sede penal se hace a los imputados -quienes, una vez desvirtuada la presunción de 
inocencia, se les tiene por delincuentes-, no puede ser aplicado a quienes en sede 
disciplinaria se estima han actuado a título de dolo o culpa -y que, una vez desvirtuada la 
presunción de inocencia, se les tiene por lo menos como infractores-. Sobre el particular, 
recordemos el artículo 4º del Código Penal establece como fines de la pena la 
prevención general y especial la retribución justa, la reinserción social y la protección al 
condenado. Es decir, el derecho penal, en el momento del establecimiento legislativo la 
sanción, quiere disuadir al delincuente mediante la amenaza de un mal ante la violación 
de las prohibiciones. La pena, entonces, busca evitar la comisión de los comportamientos 
punibles por parte de quien ya ha trasgredido el ordenamiento penal y que la 
colectividad, igualmente, le sea fiel al derecho, respetando la protección de los bienes 
jurídicos tutelados. También, la pena persigue la realización de la justicia como fin en sí 
misma, como presupuesto del restablecimiento de la concordia; y por último, la 
resocialización del delincuente, de conformidad con los principios humanistas y las 
normas de derecho internacional, de manera que éste se reintegre de nuevo a la 
sociedad. Lo anterior, paradójicamente, a pesar de haber sido excluido de la misma 
mediante una pena privativa de la libertad. 
 
Pero el servidor público no puede ser considerado, de ninguna manera, un delincuente. 
Eso no es a lo que apunta la finalidad de la sanción disciplinaria. Lo que persigue el 
derecho disciplinario es disuadir tanto a los demás sujetos potencialmente disciplinables, 
como al directamente implicado, de la comisión de faltas disciplinarias, incluso de manera 
reiterada, mediante la aplicación de sanciones oportunas, proporcionales y efectivas. 
Igualmente, la aplicación de la respectiva sanción disciplinaria busca enderezar las 
desviaciones en el ejercicio de la función pública en beneficio del buen servicio, 
imponiendo, de acuerdo con la gravedad de la falta, las respectivas medidas 
correccionales. Ello, en razón a que la responsabilidad disciplinaria reviste un carácter 
eminentemente profesional, que tiene un vínculo más o menos directo con las 
obligaciones exigibles en el ejercicio de la función pública y que golpea al servidor 
público no tanto como individuo, en sus libertades o bienes, sino como un profesional 
dentro de la estructura de la función pública -nombrado en libre nombramiento y 
remoción, en carrera administrativa o mediante elección popular-, a quien debe 
respetarse el cúmulo de garantías desprendidas del derecho de acceder legítimamente al 
ejercicio de la función pública. 
 
Esto quiere decir, inexorablemente, que lo que pretende el derecho disciplinario es la 
continuidad de los servidores públicos infractores en el desempeño de sus funciones, 
haciéndoles ver que sus comportamientos ilícitos no pasarán impunes y que se verán 
abocados a soportar sanciones severas cuando efectivamente se compruebe su deseo 
inequívoco de causarle daño a la administración pública o su desidia e incuria en el 
cumplimiento de sus deberes. No puede ser otra sino esa la teleología que inspira al 
artículo 16 del Código Disciplinario Único, que reza: “La sanción disciplinaria tiene 
función preventiva y correctiva, para garantizar la efectividad de los principios y fines 
previstos en la Constitución, la ley y los tratados internacionales, que se deben observar 
en el ejercicio la función pública”. 
 
Por eso mismo, en nuestro sentir, a pesar de que así lo han entendido erróneamente la 
jurisprudencia constitucional y un sector de la doctrina, a las consideraciones sobre la 
culpabilidad disciplinaria no puede aplicarse la figura jurídica de la relación especial de 
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sujeción, traída del derecho español. No es cierto que por el hecho de tener un régimen 
disciplinario regido por un procedimiento administrativo especial exista un tratamiento 
diferencial intensificado en materia de exigencia de deberes para los servidores públicos. 
Lo anterior, por cuanto es natural que dentro del Estado Social de Derecho, el ejercicio 
de los derechos y prerrogativas de todos los administrados traiga como correlato la 
responsabilidad. Todos los administrados, sean ciudadanos o sean servidores públicos o 
particulares en ejercicio de funciones públicas, están sujetos a regímenes de 
responsabilidad personal frente a las consecuencias jurídicas que puedan desencadenar 
sus comportamientos. Entender que los servidores públicos se encuentran vinculados 
bajo cargas especialísimas por virtud del enlace con la administración pública, significa 
desconocer ampliamente el contenido el artículo 6º de la Constitución Política. De 
acuerdo con esa disposición, “Los particulares sólo son responsables ante las 
autoridades por infringir la constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la 
misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. 
 
Basta, entonces, con una lectura desprevenida de la norma transcrita para ver que los 
servidores públicos no tienen ninguna relación especial de sujeción con el Estado, que 
haga más oneroso el cumplimiento de sus deberes funcionales, de forma distinta a como 
deberían hacerlo los particulares en sus propios asuntos. Lo que sucede, en realidad, es 
que los servidores públicos tienen un régimen de responsabilidad personal distinto al de 
los particulares, acorde con las mismas normas que rigen el ejercicio de la función 
pública, y que les exigen no cargas especialísimas sino diferentes, en consonancia con 
los principios propios del derecho público. En consecuencia, la existencia de una relación 
especial de sujeción carece de justificación alguna entre el ordenamiento jurídico 
colombiano. El Constituyente ha querido que tanto particulares como servidores públicos 
sean sancionados por la infracción de las leyes de la de la República, pero que los 
servidores públicos también lo sean de manera que, por la naturaleza las funciones que 
desempeñan, se les impida actuar con arbitrariedad. Esta precisión resulta de cardinal 
importancia, por cuanto permite comprender que al servidor público no se le puede exigir 
ser un héroe; es decir, al servidor público no se le puede pedir que responda más allá de 
la responsabilidad que le imponen las leyes. 
 
Sin embargo, la confusión viene al dársele una interpretación errónea al inciso 1º del 
artículo 122 de la Constitución Política, que reza: “No habrá empleo público que no tenga 
funciones detalladas en ley o reglamento y para proveer los de carácter remunerado se 
requiere que estén contemplados en la respectiva planta y previstos sus emolumentos en 
el presupuesto correspondiente”. Es ahí donde los partidarios de la denominada relación 
especial de sujeción han querido ver que los servidores públicos sólo pueden realizar 
aquello que está expresamente permitido por la ‘Norma normarum’, las leyes y los 
reglamentos. Analizado este planteamento, bajo los argumentos aquí desarrollados, es 
incontestable que éste resulta contrario a lo que desean los propios principios de la 
función pública y la realización de los fines esenciales del Estado. De aceptarse dicha 
argumentación, se estaría condenando a la administración pública a la parálisis en la 
prestación de los servicios, porque es imposible que, aun cuando el país padece de una 
hiperinflación normativa, las disposiciones que rigen el ejercicio de la función pública 
puedan cubrir todos y cada uno de los deberes funcionales que implica el desempeño de 
un cargo público, dada la necesidad, oportunidad y conveniencia que en todo momento 
allí se presentan.  
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En realidad, la mayoría de las veces, la dinámica en el ejercicio de dichos deberes, no 
contemplada expresamente en las normas que los contienen, emana de la aplicación 
práctica de los postulados del artículo 209 de la Constitución Política y del artículo 3º del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), 
que cumplen una función integradora para el ejercicio de la función pública. Esto, en 
tanto que le imponen a los servidores públicos interpretar y aplicar las normas que rigen 
el desempeño de sus cargos teniendo en cuenta que éstas se encuentran destinadas a 
proteger y garantizar los derechos y libertades de las personas, la primacía de los 
intereses generales, la sujeción de las autoridades a la Constitución y demás preceptos 
del ordenamiento jurídico, el cumplimiento de los fines estatales, el funcionamiento 
eficiente y democrático de la administración, y la observancia de los deberes del Estado y 
de los particulares. 
 
Ahora bien, si no es la culpabilidad del derecho penal la apropiada para llenar los vacíos 
normativos que en la materia trae el Código Disciplinario Único, porque no es compatible 
con la naturaleza del derecho disciplinario, ¿a qué norma podríamos remitirnos para tal 
efecto? La respuesta estaría, en nuestro sentir, dentro de los principios propios del 
derecho administrativo y de la función pública, que se nutren, a su vez, de las normas del 
derecho común acerca de la culpabilidad. En otras palabras, sólo un concepto propio de 
culpabilidad administrativa para el derecho disciplinario que tenga en cuenta las 
particularidades anotadas, sería capaz de hacer efectivos tanto los fines del derecho 
disciplinario como las garantías propias de los sujetos disciplinables. No obstante lo 
anterior, en este estadio del análisis aquí propuesto, vale la pena revisar, una a una, las 
categorías de los ordenamientos civil y penal aplicadas a las diferentes manifestaciones 
de la culpabilidad disciplinaria; más concretamente, al dolo y a la culpa. Ello, buscando 
ofrecer un panorama general que aporte los elementos suficientes para explicar la 
manera como la Procuraduría General de la Nación y la jurisprudencia contencioso-
administrativa han entendido la culpabilidad disciplinaria. 
 
En todas las especialidades del derecho, existe el elemento común de la responsabilidad, 
como presupuesto fundamental de la sujeción al Estado de Derecho y el principio de 
legalidad. Resulta improbable, bajo la égida del Estado Social de Derecho, tanto para 
particulares como para servidores públicos, que el ejercicio de los derechos, las 
libertades, las prerrogativas, las potestades y las garantías no traiga como consecuencia 
la asunción de responsabilidades, obligaciones y deberes, tal como lo enseña el artículo 
95 de la Constitución Política. En ese orden de ideas, de acuerdo con las finalidades 
tuitivas de cada régimen de responsabilidad, se ha previsto en mayor o menor grado la 
exigencia efectuar un reproche subjetivo al componente anímico de quien como infractor 
incurre en un comportamiento contrario a derecho. De un lado, tratándose de 
responsabilidades patrimoniales, como las estatuidas en el derecho de daños civil y 
administrativo, la culpabilidad es, en esencia, una reprimenda moral al comportamiento 
del responsable, donde se le enrostra la inobservancia de deberes de vigilancia, de 
control o de utilización, calificados de forma personal y discrecional por el juez. Aun 
cuando el régimen de la culpa civil o de la falla el servicio pareciera ceder su lugar a las 
pólizas de responsabilidad civil y a los mecanismos de aseguramiento colectivo de la 
responsabilidad, e inclusive a los regímenes de responsabilidad objetiva como las teorías 
del riesgo y del daño especial, lo cierto es que el reproche subjetivo frente a la comisión 
de un daño antijurídico permanece vigente en aquellos casos donde al derecho, además 
de resarcir, le interesa más encontrar culpables que responsables. 
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De otro lado, en lo tocante a las responsabilidades éticas, como es el caso de la 
responsabilidad penal y de la responsabilidad disciplinaria, e igualmente, de las demás 
expresiones del derecho administrativo sancionador (las multas por la infracción de 
normas relativas a la protección de la competencia y a las prácticas restrictivas de la 
competencia, a las reglas de operación en el mercado bursátil, a las normas tributarias, 
etc.), la culpabilidad es, en mayor o menor medida, uno de los fundamentos intrínsecos 
de dicha responsabilidades. Lo anterior, bien sea estableciéndolas como baremo de la 
ilicitud misma del comportamiento censurado en el fuero interno del autor, en tanto 
categoría autónoma desprendible de la mera infracción del ordenamiento jurídico -como 
sucede en el derecho disciplinario-, bien sea como incorporándolas dentro del reproche 
mismo, de manera que se entienda no la existencia de una responsabilidad objetiva, sino 
que el comportamiento en sí mismo encierra un nivel de negligencia o de intencionalidad 
de parte de quien incurre en éste -como lo sería quien incumple una obligación tributaria-. 
 
Dicho esto, nos proponemos estudiar, en el derecho civil, en el derecho penal y en el 
derecho administrativo, los aspectos relativos a la regulación sustancial y a la prueba de 
la culpabilidad. 
1.1.1 La culpabilidad civil 
En el derecho civil, en el campo de la responsabilidad extracontractual, la culpabilidad se 
ha entendido como la transgresión del deber general de conducta preexistente 
denominado ‘neminem laedere’, originar un modo de ser psicológico del autor del daño. 
Este deber encontrado en el artículo 2341 del Código Civil, le impone a toda persona, en 
la vida social, de conducirse tomando las precauciones y adoptando todos los cuidados 
exigidos por cada una de las actividades cotidianas en las circunstancias en que estas se 
realizan. Se trata de una norma de comportamiento -llamada “norma de civilidad”- cuya 
violación constituye una imprudencia o negligencia, en la que el juez debe determinar, en 
cada caso, a partir de la generalidad misma de dicha norma, en qué consistía el deber de 
conducta y qué actitud debía guardar quien está obligado a observarla. De esta forma, la 
responsabilidad civil ha creado un modelo de conducta más o menos abstracto: el del 
buen padre de familia. Tal modelo le permitirá comparar la conducta efectiva de la gente 
con aquellas que le imponía la norma abstracta de comportamiento, donde entran a jugar 
todas las condiciones modales temporales y espaciales, la naturaleza de la actividad 
realizada, al igual que las circunstancias internas de orden material, físico o económico 
del responsable -en especial, la edad, estado de salud, las aptitudes físicas y también la 
situación socioeconómica del agente-. 
 
Vale decir que como la sociedad, en punto de la responsabilidad civil, juzga los actos y 
no las personas que los cometen, para esta especialidad jurídica son irrelevantes las 
circunstancias internas de naturaleza intelectual o psicológica -como la inteligencia, el 
grado de instrucción, el carácter, las intenciones del comportamiento desplegado-; al 
menos, cuando se trate de interioridades que podrían llegar a excusar al actor del daño. 
A pesar de que sería difícil, en responsabilidad civil, declarar una persona responsable 
de las debilidades de su ser, concuerdan los autores en señalar que los daños causados 
por inatención, ignorancia, torpeza o tontería, si bien pueden ser moralmente 
responsables, no dejan de ser por ello indemnizables. Por contera, en la responsabilidad 
civil contractual, lo que se reprocha como culpa es el incumplimiento mismo de una 
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obligación legal o contractual en el marco de un negocio jurídico. De acuerdo con la 
doctrina, las fuentes de estas obligaciones residen, primeramente, en las estipulaciones 
contractuales, en la ley o los reglamentos, de los deberes propios de la buena fe y de 
ciertas posiciones jurisprudenciales. En líneas generales, las diferencias en el régimen de 
responsabilidad civil contractual, en cuanto a la culpabilidad, se contraen a la distinción 
entre obligaciones de medios y obligaciones de resultado. El fundamento de la misma ha 
estado orientado en función de qué es lo que ha sido prometido por el deudor y de 
aquello que el acreedor puede razonablemente esperar del contrato. Dicho régimen, 
importado de la doctrina francesa, ha sido abiertamente criticado por carecer de la 
precisión necesaria en los criterios dispuestos para su aplicación (Jourdain 1994, 48). 
 
En las obligaciones de resultado, el deudor se compromete a procurar al acreedor un 
resultado preciso (entregar una cosa, transportar de un lado a otro, pagar una suma de 
dinero). Mientras que en las obligaciones de medios, el acreedor se obliga solamente a 
emplear todos los medios apropiados para la obtención de un resultado que el acreedor 
ha previsto: el médico que se obliga a tratar una enfermedad pero no a curarla, el 
abogado que se compromete a defender los intereses de su cliente, pero no a ganar el 
proceso. La finalidad de la referida distinción, como lo explica la doctrina, era eliminar 
algunas contradicciones aparentes en aquellos casos en que el deudor está obligado a 
pagar indemnizaciones cuando nos tienen capacidad de justificar que la falta de 
ejecución proviniese de una causa extraña que no podía serle imputada -aplicable a las 
obligaciones de resultado- o en que se le imponía guardar el cuidado de un buen padre 
de familia -aplicable a las obligaciones de medios- (Jourdain 1994, 49). 
 
De la misma forma, cuando la obligación es de resultado, la culpa consiste en no haber 
acometido el resultado prometido al acreedor, deduciéndose simplemente de la ausencia 
del resultado. El perjudicado, acreedor de la obligación, no está obligado a probar la 
culpa; simplemente la no obtención del resultado esperado permite presumirla. El deudor 
no puede exonerarse probando que se ha comportado de forma irreprochable, es decir, 
la prueba de un comportamiento prudente y diligente sería inocua, ya que éste se 
comprometió a mucho más cuando se obligó a dar un resultado. El único medio de 
exoneración para el deudor a fin de escapar a su responsabilidad es establecer una 
causa positiva de exoneración: la causa extraña o un hecho justificativo, como la fuerza 
mayor. De otro lado, cuando la obligaciones es de medios, la culpa consiste en no haber 
puesto en marcha las medidas pertinentes, a no haber sido diligente, prudente o hábil, 
por no haber tomado las precauciones que hubiesen podido evitar el daño. Esta vez le 
corresponde al perjudicado probar la falta de diligencia del deudor. En lo que hace el 
juez, éste no podrá conformarse con constatar que no se obtuvo el resultado esperado 
por el deudor porque eso no fue lo que se le prometió al momento de estipular la 
obligación. Éste, entonces, deberá proceder una apreciación de la culpa buscando 
aquello que realmente imponía la obligación para el deudor, es decir, cuál hubiera sido al 
comportamiento del modelo de referencia situado en las circunstancias concretas de la 
acción en las que el juez de tenerlo en cuenta. La culpa contractual en estos casos será 
apreciada en abstracto, pero de manera muy individualizada, como se hace en la 
apreciación de la culpa delictual o extracontractual (Jourdain 1994, 49-50).  
 
Sin embargo, cuando el estudio de la voluntad de los contratantes no permite determinar 
el contenido y el alcance de sus obligaciones, existen algunos criterios para determinar 
cuándo una obligación es de medios y cuándo es de resultado. En primer lugar, se 
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encuentra el criterio relativo al análisis del objeto de la obligación. En ese orden de ideas, 
serían consideradas como resultado las delegaciones en las que la ejecución no se 
cumple ni dando más ni dando menos, aquellas en las cuales no podría concebirse que 
el deudor haya podido ligarse únicamente a hacer todo lo que le fuera posible. Este es el 
caso de las obligaciones de dar y de no hacer y de algunas obligaciones de hacer. Sin 
embargo, ese criterio resulta insuficiente. Por eso, en segundo lugar, se admitió el 
empleo del criterio fundado sobre el alea de la ejecución de la obligación. Habría lugar a 
pensar que, si la ejecución de la obligación es aleatoria, el deudor no quiso 
comprometerse a un resultado, sino solamente cometerlo poniendo en marcha todos los 
medios apropiados para el efecto, y que el deudor, por su parte, ha aceptado ciertos 
riesgos que pueden entrañar daño. Tal sería el caso, por ejemplo, de las prestaciones de 
cuidado médico, en las que las consecuencias son aleatorias: el médico no promete ni el 
paciente le exige curarse, aun cuando el uno y el otro buscan la cura. Por el contrario, si 
el resultado deseado por el acreedor puede ser alcanzado sin dificultades particulares, se 
podría presumir que es ese resultado el objeto de la obligación y que el acreedor no ha 
aceptado ningún alea. Por ejemplo, el transportador siempre se obliga a llevar al viajero a 
buen puerto (Jourdain 1994, 50-51). 
 
En tercer lugar, según el criterio que se apoya sobre el papel activo del acreedor en la 
ejecución de la obligación. De acuerdo con la doctrina, la libertad de acción del 
perjudicado tiende a aumentar el alea. Dicha libertad conduce, naturalmente, a suponer 
que el deudor no ha querido comprometerse con la consecución de un resultado y que el 
acreedor, por su parte, ha aceptado algunos riesgos nacidos de su actividad. De esta 
forma, son habitualmente considerados como obligaciones de medios aquellas de los 
médicos, cirujanos y otros miembros de profesiones médicas y paramédicas, que no se 
obligan sino a proveer los cuidados conformes a la ‘lex artis’ de acuerdo con el estado 
actual de la ciencia; así como los prestatarios de servicios intelectuales, entre los que se 
encuentran los abogados.  
 
En esa clasificación, se ubican las obligaciones de información y de consejo, por las que 
responden varios profesionales, en razón del alea inherente a la comprensión por el 
cliente, de informaciones dadas por aquel y de su libertad de decisión. Tal es el caso 
también de las obligaciones de seguridad. Aunque sería imposible intentar enlistarlas 
todas, son aquellas que han de observar quienes se dedican habitualmente y bajo los 
estándares exigidos a la organización de juegos y actividades deportivas, a la explotación 
de los establecimientos donde se practican dichas actividades (piscinas, circos, platos, 
parques de atracciones, sitios de cabalgatas), de establecimientos hoteleros, de 
restaurantes y de expendios de bebidas de espectáculos públicos, los estadios 
vacacionales, establecimientos de enseñanza o de rehabilitación y reinserción, etc. 
También son de medios las obligaciones de conservación de las cosas y de vigilancia de 
las mismas, salvo casos puntuales: la obligación de seguridad del trasportador de 
personas durante el tiempo del viaje comprendido entre el momento en que el viajero se 
monta al vehículo y el momento en que desciende de éste, la obligación de los 
laboratorios de análisis médico frente a los exámenes más corrientes, debido a que las 
técnicas fiables y probadas que para ello emplean carecen de alea (Jourdain 1994, 52-
53). 
 
En razón de esa clasificación, hoy en día, se ha venido hablando de la culpa del 
profesional. Éste término, que ha sido revisado por la jurisprudencia para denominar la 
culpa de los médicos, de los agentes comerciales, corredores de bolsa y seguros y otras 
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personas que por sus artes y oficios se consideran como tales, se refiere a la corrección 
que se espera de un buen profesional de la correspondiente especialidad; es decir, de 
quien acata debidamente los preceptos que gobiernan su ciencia o técnica (Corte 
Suprema de Justicia 2011). En ese orden de ideas, de acuerdo con la doctrina, la calidad 
del profesional debe determinarse por la capacitación de un individuo que desarrolla de 
manera habitual una actividad, bien por los estudios que ha realizado o porque la ha 
adquirido a través de la experiencia. En uno y otro caso, el régimen de responsabilidad 
civil del profesional será igualmente aplicable sin distinción alguna. Remunerar el oficio 
no resulta un elemento esencial de la definición de profesional, pese a que ciertamente sí 
constituirá un elemento que permitirá menguar el grado de exigencia de la conducta 
adelantada (Ariza Fortich 2010).  
 
Por lo general, en el derecho colombiano, la responsabilidad de los profesionales se basa 
en una culpa actualizada con la noción del buen padre de familia. Dicha noción implica 
guardar una diligencia o un cuidado medianos teniendo en cuenta las leyes que rigen 
cada profesión. Tales leyes, señala un sector de la doctrina, implican el establecimiento 
de obligaciones preexistentes derivadas de la prestación del servicio profesional. En 
general, tal como ya lo adelantamos, estas obligaciones se comprenden en deberes 
jurídicos secundarios de seguridad, de información, de advertencia y de consejo, 
emanados de la buena fe, de la experiencia y de la proactividad con que los 
profesionales deben conducirse, en aquellos casos en que éstos se comprometen a 
entregar productos o a suministrar servicios. En suma, al profesional se le exige el 
comportamiento de otro sujeto de su misma profesión, un profesional prudente término 
medio; advirtiendo, eso sí, que para eventos de extrema complejidad o para casos 
pioneros, el nivel de exigencia de cuidado del profesional debe disminuirse al rango de la 
culpa grave (Ariza Fortich 2010). 
 
De la misma forma, la opinión doctrinal indica que a pesar de que, en cada caso 
concreto, deben analizarse las particularidades del oficio o actividad del presunto 
responsable, ello no es óbice para que a un profesional pueda exigírsele, de forma 
objetiva, un comportamiento que respete los siguientes parámetros: (i) El cumplimiento 
de las obligaciones del profesional medio arriba anotadas derivadas del ejercicio de una 
actividad profesional, exista o no un vínculo contractual previa; ii) El nivel de aprendizaje 
o de técnica que involucre aquellos conocimientos científicos difundidos en el país en que 
se realiza la actividad profesional; (iii) La reglamentación legal, contractual, gremial o 
ética de la profesión u oficio; (iv) El criterio de equidad tratándose de la concurrencia de 
culpas puede visitar responsabilidades; y (v) Las convenciones socialmente aceptadas 
de precaución, de organización y diligencia impuestas por la cultura y las empresas 
(Ariza Fortich 2010).  
 
Sin embargo, se ha venido aceptando, por motivos de oportunidad y de equidad, la 
responsabilidad de algunos profesionales que, en virtud de la actividad que realizan, 
exponen a sus clientes a riesgos particulares que pueden generar daños. Es el caso de 
la jurisprudencia francesa, donde se ha apreciado con severidad la conducta de tales 
profesionales, en un evidente y legítimo afán de proteger la seguridad de los usuarios y 
consumidores. La sub-regla jurisprudencial en comento ha querido aplicarse, 
notablemente, en las actividades potencialmente peligrosas y aquellos casos en los que 
los deudores entregan o utilizan cosas para ejecutar sus obligaciones y también cuando 
estos ejercen su actividad sobre objetos que son confiados. Este es el caso de los 
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médicos radiólogos y los médicos anestesiólogos, quienes responden por la obligación 
de resultado tratándose del material o de los productos utilizados en su actividad 
profesional. Lo mismo, en el caso de los centros de transfusión sanguínea, donde los 
galenos tienen la obligación de resultado de proveer transfusiones de sangre no viciadas, 
como sucedía con las contaminaciones sanguíneas difíciles y como sucede ahora con el 
virus del sida. Asimismo, prestadores de servicios relativos a cosas como mecánicos, 
reparaciones técnicas, instaladores de sistemas de alarma, entre otros, también 
responden por obligaciones de resultado. Por último, los contratantes que en principio 
estarían obligados a responder con obligación de medios pueden, debido una parte de su 
prestación en la que la ejecución de la misma no presenta ningún alea particular, están 
obligados a la consecución de un resultado. De esta manera, los cirujanos maxilofaciales, 
cuya obligación es de medios en cuanto a los cuidados médicos que procuran a sus 
pacientes, están obligados a responder por una verdadera obligación de garantía 
respecto de los defectos de las prótesis que les suministran y les colocan. Igualmente, 
los dueños de restaurantes y cafeterías están obligados a servir alimentos y bebidas 
libres de peligro a la salud de los consumidores (Jourdain 1994, 53-54). 
 
Volviendo a las manifestaciones de la culpa en la responsabilidad civil contractual, la 
culpabilidad tiene esencialmente dos manifestaciones: de un lado, se encuentra el dolo; y 
de otro, la culpa, dividida, a su vez, en culpa grave, leve o levísima, atendiendo a la 
mayor o menor gravedad de la misma. Esta clasificación se encuentra contenida en el 
artículo 63 del Código Civil, cuya importancia para efectos del presente trabajo, nos 
permitimos transcribir en extenso: 
 
“La ley distingue tres especies de culpa o descuido. 
 
Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar 
los negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes o de 
poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en 
materias civiles equivale al dolo. 
 
Culpa leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y 
cuidado que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios. 
Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. Esta 
especie de culpa se opone a la diligencia o cuidado ordinario o mediano. 
  
El que debe administrar un negocio como un buen padre de familia, es 
responsable de esta especie de culpa. 
 
Culpa o descuido levísimo es la falta de aquella esmerada diligencia que un 
hombre juicioso emplea en la administración de sus negocios importantes. 
Esta especie de culpa se opone a la suma diligencia o cuidado. 
 
El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o 
propiedad de otro”. 
 
Así las cosas, en lo que concierne a la culpa grave, si bien no existe un elemento 
intencional con relación a la producción del daño, el agente se ha comportado como si lo 
hubiera querido. Por eso se la equipara con el dolo, por ser particularmente grosera. La 
culpa grave, entonces, implica haber obrado con negligencia, despreocupación o 
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temeridad especialmente graves; por evidenciarse un error, una imprudencia o una 
negligencia tales, que no podrían explicarse sino por la inexcusable necedad del agente. 
Esto es lo que en derecho francés se conoce como la ‘faute lourde’, que supone la 
violación del deber pero al precio de un error de conducta grosero. Allí, varios criterios 
permiten calificar una culpa como grave, muchos de ellos siendo de naturaleza activa. 
Por ejemplo, la incuria extrema, la particular estupidez del agente, y la conciencia del 
peligro y de los riesgos de daño de que el que pone voluntariamente en trance los 
intereses de otro; sólo para nombrar algunos. También en el derecho francés se han 
establecido criterios objetivos, independientes del examen de comportamiento la gente, 
para desligar una culpa grave en su actuar. Verbigracia, la importancia del daño, el 
carácter esencial de la obligación no ejecutada o el carácter de profesional del autor del 
daño, son también elementos que concurren a la calificación de dicha culpa. 
 
Como colofón, algunos autores franceses señalan que al equiparar la culpa grave y el 
dolo se reflejó un interés de profilaxis jurídica. La asimilación de ambas modalidades de 
culpabilidad impediría que los malhechores y los deshonestos quieran pasar por 
imbéciles pretendiendo que han actuado sin mala voluntad. Lo mismo porque quien actúa 
por necedad o temeridad igual de peligroso que quien actúa por maldad. En estos casos 
la culpa grave, al igual que el dolo, permite excluir las limitaciones de responsabilidad 
civil, con algunas excepciones -como lo sería por ejemplo, el contrato de seguros, donde 
podrían asegurarse las conductas gravemente culposas de los asegurados- (Jourdain 
1994, 56-57). 
 
Cabe resaltar que en el derecho francés existe otra categoría de culpa que no existe en 
nuestro derecho -heredero del derecho romano-, denominada culpa inexcusable (‘faute 
inexcusable’). Este tipo de culpa aparece como una culpa de una gravedad todavía 
mucho más superior a la culpa grave. Ésta tiene incidencia en algunos regímenes legales 
y jurisprudenciales especiales de responsabilidad, como los transportes marítimos y 
aéreos y los accidentes de trabajo y de circulación. Dicha culpa también se define en 
abstracto a través de sus elementos objetivos como subjetivos, de carácter excepcional, 
en la que los jueces aprecian la conciencia del peligro o la probabilidad del daño que 
hubiera podido tener el agente y no la que el agente ha efectivamente tenido. 
 
De la misma forma, el artículo en comento establece la culpa leve como esa falta de 
aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios 
propios (inciso 3º, artículo 63 ‘in fine’). Es decir, la culpa leve es aquella que reprocha no 
actuar con la diligencia de un buen padre de familia. Esta diligencia se restringe “(…) a 
aquel grado de diligencia que se considera suficiente por los gentes capaces y 
conscientes en esas relaciones y en las clases y esferas de personas de que se trate, por 
ejemplo, en los negocios mercantiles, el cuidado de un comerciante capaz; en la 
construcción, el cuidado de un arquitecto idóneo; en la operación la diligencia de un 
médico capaz; en la conducción de automóviles, el cuidado, la serenidad y presencia de 
espíritu de un buen conductor (…)”. El mencionado estándar, es claro, debe entenderse 
en el siguiente sentido: un buen padre de familia debe asumir los daños que se causen 
por haber incurrido en un error de conducta que no hubiera cometido una persona 
prudente colocada en las mismas circunstancias externas en que se encontraba al 
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causar el daño. Ello, sin importar si debe previamente representarse o no el resultado 
(Corte Suprema de Justicia 1958)1.  
 
Por último, en lo relativo a la culpa levísima, cuyos orígenes se pueden rastrear, al igual 
que las otras modalidades de culpa, a la Ley 11, Título 13 de la 7ª Partida de Alfonso El 
Sabio, se ha dicho que el descuido levísimo de la falta de aquella esmerada diligencia del 
hombre juicioso emplea la administración de sus negocios importantes, y que se opone a 
la suma diligencia o cuidado. 
 
Sin embargo, ha dicho la jurisprudencia que esa clasificación no tiene aplicación alguna 
en la responsabilidad civil extracontractual. Lo anterior, porque la responsabilidad civil 
extra contractual, se trate de delitos civiles -esto es, de dolo- o de cuasidelitos civiles -de 
culpa-, siempre comprometerá la responsabilidad del causante del daño y desatará la 
obligación de indemnizar. En este caso, no tiene sentido hablar de graduaciones de 
culpa, porque la llamada culpa aquiliana o extracontractual es unitaria, sin importar si el 
agente actúa con la intención positiva de causar daño, o mediando negligencia, impericia 
o imprudencia. Se entiende, entonces, que el criterio se centra en el de la culpa leve; es 
decir, en el del buen padre de familia tanto para el dolo como para la culpa. En la 
apreciación de la culpa aquiliana, se entiende que una persona cuidadosa y prudente 
obra cumpliendo con las obligaciones precisas que la ley pone a su cargo, y no obra con 
la intención de perjudicar (Santos Ballesteros 1997, 22). De esta manera lo han aceptado 
la jurisprudencia constitucional y la jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la 
Corte Suprema de Justicia (Corte Constitucional 2010) (Corte Suprema de Justicia 2012). 
 
Finalmente, vale la pena reseñar que, en punto de la responsabilidad civil 
extracontractual, al interior de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia 
se ha venido dando un interesante debate sobre cuál debe ser el régimen de 
responsabilidad por las actividades peligrosas, si el de la responsabilidad sin culpa o el 
de la responsabilidad por culpa presunta. En un principio, en Sentencia de 24 de agosto 
de 2009, en una controvertida ponencia, sino que la responsabilidad civil por llaves 
peligrosas “(…) es una responsable objetiva la que no opera presunción alguna de 
responsabilidad, de culpa, de peligrosidad, ni se basa en la culpabilidad, sino en el riesgo 
grave peligro que el ejercicio de estos actividades comporta para los demás. La noción 
de culpa está totalmente excluida de su estructura nocional, no es menester para su 
constitución, tampoco su esencia probada la impide ni basta para exonerarse” (Corte 
Suprema de Justicia 2009). Agregó el alto Tribunal, de igual forma, lo siguiente: 
 
“(…) c) La responsabilidad recae en quien desarrolla una actividad que pueda 
estimarse como generadora de riesgos o peligros para la comunidad, en 
cuanto con la misma se incrementan aquellos a los que normalmente las 
personas se encuentran expuestas y, por ende, será responsable quien la 
ejerza, de hecho o de derecho, o esté bajo su dirección, manejo o control. 
 
                                                
 
1 “(…) La culpa, pues, se presenta en dos casos: a) Cuando el autor conoce los daños que 
pueden ocasionarse con un acto suyo pero confió imprudentemente en evitarlos. Esta es la 
llamada culpa consciente y es desde luego la más grave. Así, cuando alguien conociendo los 
defectos de una máquina, antes de proceder a su reparación la emplea en una actividad en la 
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d) En este sistema, por lo general, exonera solo el elemento extraño, esto es, 
la fuerza mayor o el caso fortuito, la intervención de la víctima o de un tercero, 
cuando actúa como causa única y exclusiva o, mejor la causa extraña impide 
la imputación causal del daño a la conducta del supuesto autor. 
 
e) En las actividades peligrosas concurrentes, el régimen jurídico aplicable es 
el consagrado en el artículo 2356 del Código Civil y, en su caso, las normas 
jurídicas que existan sobre la actividad concreta” (Corte Suprema de Justicia 
2009). 
 
No obstante, en sentencias posteriores, esa Sala de Decisión ha retornado al régimen de 
culpa presunta para aceptar la responsabilidad civil extra contractual por las actividades 
peligrosas. Para ello, se ha aducido la interpretación tradicional que del artículo 2356 del 
Código Civil se ha hecho, que parte de una noción subjetiva de la responsabilidad civil. 
Esto, para colegir que al haberse producido el daño con malicia o con negligencia el 
Legislador quiso que los calificativos de la conducta del actor se ciñan a la noción de 
culpa delictual, pero que, en los casos en que el agente del daños se excede en sus 
derechos y prerrogativas del uso de bienes o de las fuerzas de la naturaleza y causa 
menoscabos jurídicamente relevantes, se le facilita la víctima, con criterios de justicia y 
equidad, reclamar la indemnización la que tiene derecho. Agrega el alto Tribunal que “Lo 
anterior es demostrativo, se reitera, de que no es el mero daño que se produce ni el 
riesgo que se origina por el despliegue de una conducta calificada como actividad 
peligrosa la que es fuente de la responsabilidad civil extracontractual de indemnizar a 
quien resulta perjudicado, sino que es la presunción rotunda de haber obrado, en el 
ejercicio de un comportamiento de dichas características con malicia, negligencia, 
desatención incuria, esto es, con la imprevisión que comporta de por sí la culpa” (Corte 
Suprema de Justicia 2010) (Corte Suprema de Justicia 2010). 
1.1.2 La culpabilidad penal 
En el derecho penal, la culpabilidad hoy se estudia desde dos ámbitos. El primero de 
ellos es el denominado tipo subjetivo.  En el  tipo subjetivo, se revisa lo ateniente a la 
categoría de lo injusto de la conducta como contracara de la categoría de la 
responsabilidad del sujeto activo. Así, al abordar la culpabilidad penal, se partirá de dos 
planos valorativos independientes: una desvalorización objetiva específicamente penal 
del hecho, y otra de la responsabilidad individual del autor. Aunque la relación síquica del 
autor con su hecho será relevante tanto en el injusto como en la responsabilidad, lo cierto 
es que en el injusto, como conducta desvalorada por contraria las normas de valoración y 
determinación, se observará, de un lado, el desvalor de resultado -la realización de un 
riesgo no permitido en la lección opuesta en peligro en bien jurídico-, y de otro, el 
desvalor de acción, que exige establecer si la conducta activa u omisiva, que creó un 
aumento del riesgo jurídicamente desaprobado, fue dolosa o imprudente (Castro Ospina 
2002, 227-228).  
 
En el derecho penal, en el tipo subjetivo se examina la disposición “subjetiva” de quien 
emprendió una acción o de quien incurrió en la comisión de cumplir con un deber que le 
correspondía, creando un aumentando un riesgo jurídicamente desaprobado, a causa del 
cual lesionó o puso en peligro un bien jurídico. El tipo subjetivo, entonces, se encuentra 
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compuesto por el dolo, la culpa y la preterintención. Así las cosas, de acuerdo con el 
artículo 21 del Código Penal, “La conducta es dolosa, culposa o preterintencional. La 
culpa y la preterintención sólo son punibles en los casos expresamente señalados por la 
ley”. Esto hay que leerlo en concordancia con el artículo 12 del mismo Código, que 
establece que “Sólo se podrá imponer penas por conductas realizadas con culpabilidad. 
Queda erradicada toda forma de responsabilidad objetiva”. 
 
En primer lugar, se entiende que existe dolo cuando se realizó una conducta activa u 
omisiva con conocimiento y voluntad. El elemento intelectivo o cognitivo del dolo consiste 
en que el sujeto haya previsto que pueda realizar un tipo penal con su conducta. Esto es, 
que el sujeto se represente un grado de riesgo en la realización del tipo y que esa 
representación se refiera concretamente al comportamiento que se ha llevado a cabo. 
Mientras tanto, el elemento emocional o volitivo consiste en que el individuo acepte, se 
resigne o se conforme con dicha realización. Hoy en día, en el derecho penal, se ha 
llegado a aceptar la eliminación del aspecto volitivo o emocional del dolo. Para la 
corriente liderada por Gunther Jakobs, el dolo debe definirse como el conocimiento de la 
acción junto con sus consecuencias. Es decir, el riesgo creado y advertido por el sujeto 
de que con su conducta producirá un resultado típico no puede depender solo de las 
representaciones del sujeto, sino también de la calidad objetiva del mismo (Castro 
Ospina 2002, 231-232). 
 
El objeto del dolo es, bajo esta óptica, la realización del tipo objetivo. El dolo es, 
entonces, un dolo natural o avalorado, que requiere tan sólo el conocer y el querer la 
realización del tipo del gusto correspondiente, sin que sea necesario advertir que la 
realización de la conducta es antijurídica, contrario a como se concibió en el ‘dolus malus’ 
del causalismo, predominante en el denominado Código Penal de 1980. Recuérdese 
que, en el causalismo, el dolo se ubica en la culpabilidad y se lo concibe como un ‘dolus 
malus’, en el que se exige el conocimiento y la voluntad del aspecto objetivo de la 
tipicidad como el de la antijuridicidad (conciencia de la prohibición). Ahora, bajo el Código 
Penal de 2000, marcadamente finalista, el dolo implica tan sólo el conocimiento de que 
con la propia conducta, activa u omisiva, es probable que se incurra en hechos 
constitutivos de una infracción penal, y con todo y ello querer o aceptar la realización de 
la conducta (Castro Ospina 2002, 231-232). 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, el artículo 22 del Código Penal define como dolosa la 
conducta cometida por el agente cuando éste conoce los hechos constitutivos de la 
infracción penal y quiere su realización. Agrega que “También será dolosa la conducta 
cuando la realización de la acción penal ha sido prevista como probable y su no 
producción se deja librada al azar”. De entrada, se observa que ha quedado descartada 
la posibilidad de entender el dolo como una forma de culpabilidad tal y como señala la 
doctrina, y que el sujeto realiza la conducta tipificada en la ley como delito, sabiendo que 
lo hace, al conocer todos los elementos del tipo subjetivo y su significación, y queriendo 
llevarlo a cabo (Velásquez Velásquez 2004, 282-283).  
 
De manera que, en un primer momento, el elemento cognoscitivo o intelectivo del dolo 
implica que el sujeto activo de la conducta es consciente de que su acción u omisión son 
constitutivos de una conducta penalmente reprochable. Tales elementos hacen 
referencia, principalmente, a la cualificación del sujeto activo, al sujeto pasivo, al objeto 
material, a la conducta, a los ingredientes objetivos y normativos del tipo y a las 
circunstancias de agravación y de atenuación; adicional a los presupuestos de la 
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imputación objetiva -creación de un riesgo jurídicamente desaprobado exceso de límites 
de un riesgo permitido, relación causal y realización del riesgo-. El grado de conocimiento 
del sujeto acerca de los elementos constitutivos de la infracción penal se valorará sobre 
la base del conocimiento que tendría un hombre medio con su nivel sociocultural, es 
decir, el conocimiento que tendría un no especialista que se halla en el mismo segmento 
social del autor de la conducta (Castro Ospina 2002, 233). El autor, igualmente, debe ser 
consciente de los elementos que integran la figura típica y considerar la producción de 
dichas circunstancias como realmente posibles en el caso concreto, además de tener 
conciencia de que la propia acción está en posibilidad de realizar el aspecto activo del 
tipo (Velásquez Velásquez 2004, 283). 
 
Por su parte, la clase de conocimiento que el autor debe tener de los hechos constitutivos 
de la infracción penal, necesario para que se considere que está incurriendo en una 
conducta dolosa, es el conocimiento efectivo y actual de tales elementos. Este 
conocimiento es el realmente poseído por el agente, por estarlo pensando al momento de 
realizar el hecho. Tal conocimiento se opone al conocimiento potencial y actualizable de 
tales elementos, que equivale a la mera posibilidad del autor del delito de conocerlos y en 
el que éste, a pesar de poseer ese conocimiento y tenerlo disponible, no lo considera al 
instante de actuar (Castro Ospina 2002, 233-234) (Velásquez Velásquez 2004, 283-284). 
En ese orden de ideas, hay que advertir que si el autor no conoce los elementos del tipo 
objetivo no actúa con dolo y obra en un error de tipo, llamado así por no existir armonía 
entre las partes objetiva y subjetiva de la figura (Velásquez Velásquez 2004, 285). 
 
Contrariamente, el elemento volitivo del dolo consiste en que el sujeto quiera, acepte o se 
decida a realizar la conducta, de acción por omisión, conociendo que existe una 
probabilidad de que como consecuencia se produzcan los hechos constitutivos de 
infracción penal. Para saber cuándo el autor ha querido realizar el tipo penal en su 
aspecto objetivo, es necesario distinguir las diversas maneras como se manifiesta la 
voluntad realizadora del fin, lo que ha originado una división del dolo en tres clases 
distintas. En primer lugar, se encuentra el llamado dolo directo de primer grado o dolo 
intencional. Es aquel que se presenta cuando la realización de los hechos constitutivos 
de la infracción penal es la meta de la conducta del agente. En esta especie de dolo 
directo, prima el componente cognitivo sobre el componente cognoscitivo y a él se refiere 
el primer inciso del artículo 22 del Código Penal. En segundo lugar, está el dolo directo 
de segundo grado o dolo indirecto o de consecuencias necesarias. En este evento, el 
sujeto está seguro o casi seguro que con su conducta activa u omisiva traerá consigo 
unas consecuencias que están previstas como infracción penal, porque se presentan 
como inevitables; incluso pueden parecer desagradables o puede no desearlas, pero 
esta disposición anímica no es relevante, ya que predomina el aspecto cognoscitivo o 
intelectivo sobre el volitivo. Con otras palabras, los resultados colaterales como efectos 
concomitantes de la acción aparecen ligados en la conciencia del autor con el fin querido 
por él, de una manera necesaria. Este sería el caso, por ejemplo, el homicida que para 
lograr la muerte de la víctima, a la que prende matar haciendo estallar una bomba en el 
vehículo, asume el deceso del conductor que la acompaña, o el de quien colocó una 
bomba en el avión en que un político con el objeto de asesinarlo, y obra con dolo directo 
domicilio también con respecto a los acompañantes de la víctima. Por último, en el caso 
del dolo eventual o condicionado, el sujeto se representa como probable que con su 
conducta activa u omisiva se produzca los hechos constitutivos de una infracción penal, y 
no obstante lo anterior, no evita su acaecimiento. El contenido del injusto presente en el 
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dolo eventual es de menor grado que el presente en el dolo directo (de primero y 
segundo grados), porque la realización del tipo penal no nació propuesta ni tenida como 
segura por el autor, sino que se dejó abandonada al curso de los fenómenos (Velásquez 
Velásquez 2004, 285-286) (Castro Ospina 2002, 234-235). 
 
En cuanto a la culpa penal, se dice que una conducta es culposa cuando produce un 
resultado que era previsible para el autor, a causa de la infracción del deber objetivo de 
cuidado que le correspondía en esa situación y de acuerdo con sus conocimientos. El 
derecho penal sanciona cualquier conducta causante de un determinado resultado lesivo, 
siempre y cuando éste sea previsible y viole un deber de cuidado de modo determinante 
para la producción del resultado. Por eso, la redacción del artículo 23 del Código Penal, 
cuando expresa que “La conducta es culposa cuando el resultado típico es producto de la 
infracción al deber objetivo de cuidado y el agente debió haberlo previsto por ser 
previsible, o habiéndolo previsto, confió en poder evitarlo”. Esto obliga al operador 
jurídico a completar esos tipos imprudentes abiertos con los deberes específicos de 
cuidado que le corresponden al sujeto al momento de realizar la conducta. En nuestro 
derecho penal, los hechos imprudentes sólo pueden ser punidos en los casos señalados 
en la ley de manera expresa (Velásquez Velásquez, Manual de derecho penal, 2014, 
434) (Castro Ospina 2002, 241). 
 
Menciona la doctrina que también en la culpa existe un aspecto objetivo y otro subjetivo. 
El aspecto objetivo de la culpa, ahora en sede de tipicidad, está conformado por la 
infracción a un deber objetivo de cuidado y el resultado mismo producido. Ello implica 
darle cabida tanto al desvalor de resultado –en tanto que la realización del tipo 
imprudente es un atentado contra los bienes jurídicos tutelados por la norma penal-, 
como al desvalor de acción –la realización del tipo culposo es un atentado contra los 
valores ético-sociales-. En cuanto al deber objetivo de cuidado, se ha aceptado que se 
trata de un concepto normativo. El agente debe comportarse en sociedad como se habría 
comportado cualquier persona razonable y prudente en su misma situación. Por eso, si el 
autor no obra de forma acorde con esas exigencias, infringe el deber objetivo de cuidado. 
Las leyes de cuidado surgen de las leyes, de los reglamentos administrativos, del 
principio de confianza2, de normas técnicas o procedimientos que rigen determinadas 
profesiones; y como ya se advirtió, la valoración de las normas de cuidado que le son 
exigibles a un hombre diligente y prudente en la situación concreta del autor se hace 
                                                
 
2 Este principio de confianza es definido de la siguiente manera: “(…) quien se comporta en el 
tráfico de acuerdo con la norma puede y debe confiar en que todos los participantes en él también 
lo hagan, a no ser que de manera fundada se pueda suponer lo contrario. Así, por ejemplo, quien 
lleva la preferencia al circular por una calle no tiene necesidad de disminuir la velocidad en un 
cruce, y prever posibles choques, pues parte del presupuesto de que su prelación le será 
respetada y, si el accidente tiene lugar, solo habrá actuado con culpa quien no observó dicha 
norma. Esto no significa, sin embargo, que a raíz de toda contravención al tráfico el agente deba 
responder del accidente, pues, como se dirá enseguida, al estudiar otro de los requisitos del tipo, 
es necesario que esa violación de la disposición legal o reglamentaria haya influido en el 
accidente. Desde luego, el principio de la confianza se extiende también a los ámbitos de trabajo 
donde rige la división del mismo –piénsese en la actividad médica- y a las esferas de la vida 
cotidiana donde el actuar del agente esté supeditado al comportamiento de los demás” 
(Velásquez Velásquez, Manual de derecho penal, 2014, 441).  
22 La culpabilidad disciplinaria en los fallos de la Procuraduría General de la Nación 
y su interpretación jurídica y valoración probatoria de cara al estándar de “buen 
servidor público” 
 
tomando en cuenta, ‘ex ante’, sus conocimientos, su situación personal, psicológica, 
cultural, etc. (Velásquez Velásquez 2014, 439) (Castro Ospina 2002, p. 242). 
 
Ponen de relieve los autores que hemos venido citando, que el empleo del estándar 
medio –el criterio del hombre medio en el mismo sector del tráfico jurídico-, equivalente al 
estándar del buen padre de familia del derecho civil, es una pauta de suma importancia 
para que el juzgador valore la conducta, examinada a la luz de la actuación que hubiera 
llevado a cabo un hombre prudente y diligente puesto en la misma situación del autor. 
Cuando el comportamiento del agente se mantiene dentro de los linderos propios de esa 
pauta, no hay violación alguna del deber objetivo de cuidado. Si rebasa tales límites, por 
el contrario, el agente habrá incurrido en un tipo imprudente. Tal consideración, no 
obstante, ha sido objeto de crítica. Se ha dicho que esa pauta es, en realidad, una 
construcción artificial que no tiene sustento en el mundo fenoménico, y que, por ende, 
está sujeta a la discrecionalidad del juzgador. Por eso se ha querido complementarla a fin 
de que pueda trazarle límites ciertos a la tipicidad, como con criterios como el del 
“estándar mínimo de previsibilidad”. Es aquel baremo de diligencia compartido por casi 
todos los integrantes de una cultura, de forma verificable y comprobable en un momento 
determinado (Velásquez Velásquez, Manual de derecho penal, 2014, 441-442). 
 
Ahora bien, señala una de las opiniones doctrinales consultadas que también la 
infracción al deber objetivo de cuidado tiene dos momentos. Uno, conocido como 
objetivo-intelectual o cognoscitivo, en el que, de acuerdo con el criterio de adecuación, se 
examine qué eventos eran previsibles ‘ex ante’ y los cuidados que debía adoptar el sujeto 
para evitar el resultado, partiendo también de sus conocimientos especiales y de las 
circunstancias que rodearon los hechos. Esta exigencia surge del deber que tienen las 
personas de actuar de forma prudente en sociedad, lo cual incluye el deber de advertir la 
presencia de un peligro en su gravedad aproximada. El otro momento, conocido como el 
objetivo-conductual o fáctico, implica examinar la teoría del riesgo permitido en el caso 
concreto. El agente debe valorar, dentro de las actividades peligrosas permitidas, qué 
conductas suyas pueden generar resultados constitutivos de infracción penal, 
permitiéndole desistir de ellas o ajustarlas a las normas de cuidado que le sean exigibles. 
Así las cosas, surgen deberes objetivos de cuidado como el deber de omitir acciones 
peligrosas cuando al sujeto le falta preparación técnica para cierta actividad que la 
requiere, el deber de preparación e información previa antes de emprender una acción 
peligrosa y el deber de actuar prudentemente en situaciones peligrosas, que impone la 
prudencia aún en ejecución de actividades dentro del riesgo permitido (Castro Ospina 
2002, 242). 
 
De contera, en el aspecto subjetivo de la culpa, se abordan, en esencia, dos temáticas: el 
aspecto volitivo y el aspecto intelectivo o cognoscitivo. De un lado, el aspecto volitivo 
sirve para establecer que el sujeto iba realizar una conducta final que no estaba dirigida a 
ocasionar hechos constitutivos de infracción penal. El resultado típico producido no debe 
quedar abarcado en la voluntad realizadora de la acción, o comprendiéndolo, debe 
hacerlo con una causalidad distinta de la que el agente programó. De otro lado, el 
aspecto intelectivo o cognoscitivo permite concretar la objetiva previsibilidad, 
representación o recognoscibilidad por parte del actor de que, a partir de su infracción al 
deber objetivo de cuidado, se podría generar un resultado jurídico-penalmente relevante. 
Es decir, el agente debe tener la posibilidad de conocer la amenaza que la conducta 
representa para los bienes jurídicos y de prever el resultado de acuerdo con ese 
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conocimiento. Según la opinión doctrina consultada, esas manifestaciones del elemento 
cognoscitivo deben diferenciarse de la posibilidad de conocer el deber de cuidado. Éste, 
como conocimiento potencial de la antijuridicidad, es un verdadero problema de 
culpabilidad, y el error que sobre ella recaiga es de prohibición. No sobra decir que debe 
tenerse en cuenta también la actitud del sujeto frente al resultado que se representó: si 
era de confianza en que no sucedería, o en que era lejana su posibilidad, habrá culpa 
con representación; en caso contrario, dolo eventual (Velásquez Velásquez, Manual de 
derecho penal, 2014) (Castro Ospina, 2002, 243). 
 
Por su parte, en la legislación penal colombiana, también la culpa fue regulada dentro del 
capítulo correspondiente a la conducta punible, emigrando así de la culpabilidad al 
injusto, y fue también prevista, al igual que la preterintención, dentro de un sistema de 
‘numerus clausus’. Además de haberse mantenido el concepto normativo de la culpa, se 
mantuvo la clasificación de culpa consciente y de culpa inconsciente. De esa forma, de 
un lado, se tuvieron en cuenta elementos del aspecto subjetivo, como la previsibilidad o 
representatividad del resultado y la confianza en poder evitarlo, para la culpa consciente; 
y de otro lado, se introdujo un elemento objeto-normativo para la culpa inconsciente: que 
el resultado sea previsible. Así, ello “Dependerá de lo que “sea previsible”, para lo cual 
podrá tomarse como baremo lo recognoscible para un hombre medio, no exclusivamente 
para el autor”. Por último, se incluyeron la infracción del deber objetivo de cuidado, la 
relación de causalidad o determinación y la realización del riesgo en el resultado como 
aspectos objetivos del tipo culposo (Castro Ospina, 2002, 245). 
 
Pone de presente la doctrina, como tema especial, que existen diferencias entre el dolo 
eventual y la culpa consciente. Esas diferencias se explican por las teorías de la voluntad 
o consentimiento y de la representación, teniendo en cuenta que, en ambos eventos, el 
autor se represente como posible el acaecimiento de los hechos punibles, y en ninguno 
de los casos quiere que ello ocurra. En primer lugar, existe la llamada teoría de la 
voluntad, del consentimiento o de la aprobación. Es una teoría de origen causalista, pero 
de aceptación mayoritaria. Según sus planteamientos, el autor de la conducta punible 
actúa con dolo eventual cuando aprueba interiormente la posible realización del tipo. Es 
decir, cuando acepta de manera consciente o presta su consentimiento frente a la 
posibilidad de que con su conducta se generen hechos descritos en la ley como 
infracción penal. Esa particular atención en el consentimiento de la posibilidad del 
resultado, y su posterior aprobación, es lo que hace que la conducta se cometa a título 
de dolo eventual. El autor hubiera actuado a pesar de llegar a conocer con seguridad que 
con el resultado perseguido se produce necesariamente el resultado antijurídico 
(Velásquez Velásquez 2014, 393) (Castro Ospina 2002, 236). 
 
En segundo lugar, existen las denominadas teorías de la representación. Según ellas hay 
dolo eventual cuando el autor se representa la eventual realización del tipo como 
probable. Esto es, “Habrá dolo eventual cuando el autor advirtió una gran probabilidad de 
que se produjese el resultado; por el contrario, será culpa consciente cuando la 
posibilidad reconocida por el autor fue vista como muy lejana” (Castro Ospina 2002, 237). 
Lo definitivo para la existencia del dolo eventual es que el agente haya querido la 
conducta, pese a conocer el peligro inherente a ella, que la haya previsto como posible y 
aun así no se haya abstenido de realizarla. Sin embargo, la doctrina ha puesto de 
presente la dificultad de esta teoría para cuantificar porcentualmente las probabilidades 
de ocurrencia del resultado y para identificar los criterios para determinar hasta cuál 
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porcentaje se considera que hay culpa consciente y a partir del cual se considera que 
hay dolo eventual (Velásquez Velásquez 2014, p. 393-394) (Castro Ospina 2002, 237). 
 
Y en tercer lugar, existen unas teorías denominadas eclécticas, en las que se combina la 
consciencia de la peligrosidad de la conducta con un elemento volitivo. Por supuesto, en 
estas teorías, el elemento volitivo es el que sufre atenuación. Por ejemplo, en unas 
variantes se dice que para que haya dolo eventual es suficiente con que el sujeto “tome 
en serio”, la posibilidad de que con su conducta puede dar lugar a hechos punibles y “se 
conforme” con dicha posibilidad; posibilidad que, aunque desagradable, no lo haga 
desistir de su conducta. El agente actúa simplemente confiando en que los hechos 
punibles no se producirán. Inclusive, en otros casos, el elemento volitivo llega a 
desaparecer, gracias a posturas que consideran que quien “toma en serio” la 
probabilidad de que la conducta produzca los hechos constitutivos de infracción penal, y 
sin embargo incurre en la acción u omisión, está aceptando esa probabilidad, y por ende, 
los hechos punibles que llega a desatar (Castro Ospina 2002, 238). 
 
Aún así, de acuerdo con las opiniones doctrinales consultadas, lo cierto es que el Código 
Penal de 2000 adoptó para el país, en el tema del dolo eventual y de la culpa consciente 
o con representación, la teoría de la probabilidad. Así, se prescindió del “querer, aceptar 
o conformarse”, característicos de las conductas dolosas, y se incluye la “no evitación”, 
en el artículo 22 del Código Penal, cuando se refiere la norma al dejar la producción 
“librada al azar”, lo que implica la no intervención del agente (Castro Ospina, 2002, 239). 
 
Por último, existe en el derecho penal una categoría analizada en el tipo subjetivo que se 
conoce como preterintención. En la preterintención, el agente quiere realizar una 
conducta que da lugar a unos hechos constitutivos de infracción penal, pero cuyo 
resultado, siendo previsible, es diferente al querido por él. De acuerdo con el artículo 24 
del Código Penal, “La conducta es preterintencional cuando su resultado, siendo 
previsible, excede la intención del agente”. El tipo preterintencional es definido, 
comúnmente, como un tipo subjetivo “compuesto”: incorpora los hechos constitutivos de 
infracción penal resultado de una conducta dolosa, y aquellos que acaecen como 
consecuencia de una conducta culposa. De acuerdo con la opinión doctrinal consultada, 
para que la preterintención tenga lugar –también parte de un sistema ‘numerus clausus’ y 
desplazada de la culpabilidad al injusto-, se requiere (i) Que el tipo preterintencional se 
encuentre expresamente regulado en la parte especial del Código Penal; (ii) Que pueda 
imputarse objetivamente el resultado que excedió la intención del agente –relación de 
causalidad y realización del riesgo en el resultado-; (iii) Que haya identidad de objeto 
material entre aquel hacia el cual se dirigió la conducta y aquel sobre el que recayó el 
resultado excesivo; (iv) Que exista dolo de realizar una conducta que, con probabilidad, 
acarree hechos constitutivos de infracción penal; (v) Que el resultado sea excesivo frente 
al que se perseguía con la conducta dolosa; y (vi) Que el resultado sea previsible, de 
acuerdo con los criterios señalados para la conducta imprudente (Castro Ospina, 2002). 
1.1.3 La culpabilidad en la responsabilidad administrativa 
Ahora bien, en lo tocante a la culpabilidad en la responsabilidad administrativa, hay que 
decir que esta tenía un desarrollo en torno a lo que se conoce en el país, desde hace 
más de 90 años, como la responsabilidad del Estado. Dicha responsabilidad, al igual que 
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la responsabilidad civil contractual y extracontractual, es eminentemente patrimonial y 
tiene como fundamento el artículo 90 de la Constitución Política. La administración 
pública únicamente puede actuar a través de sus agentes, pero las actuaciones en las 
que participa tiene como propósito ulterior la realización de los fines esenciales del 
Estado. Por eso, en observancia del interés general, se ha desarrollado un régimen mixto 
que combina el reproche subjetivo de las entidades responsables -el régimen de culpa 
probada en la responsabilidad contractual y el régimen de la falla el servicio en la 
responsabilidad extracontractual-, con un régimen de responsabilidad sin falta -el riesgo 
excepcional y el daño especial en la responsabilidad extracontractual y el 
restablecimiento del equilibrio financiero del contrato en la responsabilidad contractual-. 
 
Para comenzar, en el régimen de la responsabilidad subjetiva de la administración 
pública, como ya se adelantó, rige hoy, en el campo de la responsabilidad contractual, un 
régimen general de culpa probada. Éste, por supuesto, tiene fundamento en lo 
establecido no sólo en el canon 90 Constitucional, al que ya se hizo referencia; también, 
en los artículos 50 y 55 de la Ley 80 de 1993, al igual que por remisión expresa del 
artículo 13 de esa ley, en la culpa contractual de los artículos 1604 a 1610 y 1612 a 1617 
del Código Civil. En esa noción, de acuerdo con la jurisprudencia contencioso-
administrativa y con la jurisprudencia constitucional, se han incluido tanto la 
responsabilidad pre-contractual, derivada de la ruptura de la relación-jurídico 
administrativa una vez surtido el procedimiento de selección objetiva del contratista, 
como la contractual propiamente dicha, surgida dentro de la ejecución del 
correspondiente acuerdo negocial (Corte Constitucional, 1996) (Consejo de Estado, 
1993)  (Consejo de Estado, 2009). 
 
En ese orden de ideas, se ha sostenido que la responsabilidad contractual del Estado se 
configura cuando concurren los siguientes elementos: (i) La existencia de un daño 
consistente en la lesión del derecho de crédito del contratista; y (ii) La imputación del 
daño a la entidad contratante; con la consecuente (iii) Relación de causalidad entre uno y 
otro. En el caso del primer elemento, el daño antijurídico debe ser cierto, real, concreto y 
evaluable en términos económicos. Ello implica, naturalmente, que “(…) el contratista 
acredite su existencia, lo cuantifique en dinero, de acuerdo con los parámetros del 
contrato celebrado o los factores objetivos existentes y además lo individualice”. Además, 
aunque resulte obvio, se requiere que exista el contrato fuente de la obligación debida –
es decir, que el acuerdo de voluntades se haya elevado por escrito-, que estén cumplidas 
las condiciones legales y contractuales que condicionan la ejecución del contrato –esto 
es, que se hayan aprobado las garantías y que se hayan provisto las disponibilidades 
presupuestales correspondientes- y que la obligación que se afirma incumplida sea 
exigible (Consejo de Estado, 2010).  
 
Tratándose del segundo elemento, de acuerdo con la jurisprudencia de la Sección 
Tercera del Consejo de Estado, señala que el título de imputación por incumplimiento 
contractual es el subjetivo, propio de la culpa, revistiendo tres formas: (i) La mora o falta 
de cumplimiento de la obligación en el plazo estipulado; (ii) El cumplimiento defectuoso 
de la obligación, como cuando la conducta, si bien se dirige a ejecutar la prestación 
objeto de la obligación, no logra la extinción de aquella, porque la ejecución de la 
obligación no se ajusta a los parámetros y condiciones exigidas por el contrato, la ley o la 
buena fe para la satisfacción del interés público; y por último, (iii) El incumplimiento 
definitivo de obligación, que se produce en tres situaciones: (a) Por la imposibilidad 
sobrevenida de la prestación objetiva y absoluta, (b) Por la imposibilidad relativa dada la 
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expiración del plazo contractual con frustación del fin de interés público del contrato, y (c) 
Por la decisión inequívoca de la Administración de no ejecutar el objeto contractual 
(Consejo de Estado, 2010). 
 
Aunque no ha sido aceptado totalmente por la jurisprudencia del Consejo de Estado, un 
sector de la doctrina, con base en las soluciones aplicadas por el derecho francés, ha 
instituido a la ruptura del equilibrio financiero del contrato como un título de imputación 
objetiva dentro de la responsabilidad contractual del Estado. En la ruptura de la ecuación 
económica contractual no media culpa alguna de las partes, puesto que se trata de 
hechos imprevisibles de carácter económico o de situaciones provenientes de terceros 
ajenos al contrato que desbalancean el sinalagma y la conmutatividad de los contratos 
estatales, que por lo general, son bilaterales, al ser contratos de contraprestación. Entre 
estos eventos se encuentran el hecho del príncipe, el ‘ius variandi’, la imprevisibilidad y la 
previsiblidad y los riegos. De manera que aquí también se presenta, al igual que en 
ciertos casos de la responsabilidad extracontractual del Estado, una rompimiento del 
principio de igualdad ante las cargas públicas, pues “(…) [L]a indemnización constituye el 
ingrediente a favor del contratista que, como se sabe, es en el contrato administrativo un 
colaborador de la administración. La entidad contratante le impone obligaciones 
exorbitantes frente a las nacidas de los contratos entre particulares. El contratista debe 
realizar esfuerzos particulares para superar las dificultades que encuentre en la ejecución 
del contrato. Incluso si la ejecución conlleva pérdidas debe llevarla a cabo” (Benavides 
Russi, 2004, 138). 
 
En el caso de la responsabilidad extracontractual del Estado, ésta se configura cuando 
concurren los siguientes elementos: (i) El daño antijurídico; (ii) El título de imputación 
jurídico (‘imputatio iuris’); (iii) El nexo de causalidad o atribuibilidad (‘imputatio factii’) 
(Consejo de Estado, 2011). A continuación, veamos los títulos de imputación de la 
responsabilidad extracontractual de la administración pública. Estos títulos son, 
básicamente, (i) La falla probada del servicio, basada en la culpa; y (ii) La 
responsabilidad objetiva, que a su vez contempla los regímenes de riesgo excepcional y 
de daño especial. Igualmente, en ciertos eventos, hay una (iii) Responsabilidad del 
Estado por ministerio de ley, la que, de todos modos, se inscribe en los regímenes de 
culpa o de responsabilidad objetiva. Para comenzar, la falla probada del servicio, 
importada del derecho francés, pero adaptada y evolucionada de acuerdo a las 
necesidades de la realidad nacional, implica el incumplimiento de un deber jurídico 
concreto a cargo de la Administración, que es el de prestar correctamente los servicios a 
la sociedad. Éste título de imputación, que es por excelencia aquel sobre el cual han de 
intentarse todas las demandas de reparación directa, debe ser probado, y además, debe 
ser analizado en concreto, considerando las circunstancias que rodearon la producción 
del daño, su mayor o menor previsibilidad, los medios de que disponían las autoridades 
para contrarrestarlo y su utilización adecuada en orden a cumplir los cometidos para los 
que están previstos (Consejo de Estado, 2008)3. Es lo que se conoce, en suma, como la 
                                                
 
3 Ver, entre muchas otras: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Secc. 
Tercera, Exp. No. 8163, Sentencia de 13 de julio de 1993, C.P. Juan de Dios Montes Hernández; 
Rad. No. 14787, Sentencia de 3 de febrero de 2000, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez; 
Rad. No. 20001-23-31-000-1997-03359-01(16626), Sentencia de 30 de noviembre de 2006, C.P. 
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relatividad de la falla del servicio: al Estado sólo pueden exigírsele los medios que 
correspondan a su realidad para cumplir con tal obligación (Consejo de Estado, 2007). 
 
De contera, la responsabilidad objetiva tiene como fundamento la protección de las 
víctimas de actividades administrativas dañosas, al amparo de la equidad, cuando el 
daño antijurídico se ha producido sin que siquiera exista un comportamiento que pueda 
censurarse a la Administración. En estos eventos, se produce una ruptura de la igualdad 
ante las cargas públicas, que quienes padecen los perjuicios del daño no están obligados 
a soportar. Tal sería el caso, por ejemplo, en que se produce un daño a un particular por 
la ejecución de una actividad peligrosa socialmente tolerada, o cuando se obra en 
cumplimiento de normas o expidiendo regulaciones o providencias judiciales (Quintero 
Navas, 1999).  
 
Así las cosas, de un lado, en punto de la responsabilidad por riesgo excepcional, se ha 
dicho que ésta tiene lugar cuando el Estado, al construir obras públicas o al prestar 
servicios públicos, utiliza medios o recursos técnicos que colocan a los ciudadanos o a 
sus bienes en una situación de peligro que puede llegar a desencadenar daños. Al 
quedar expuestos a dicha anormalidad, los ciudadanos quedan en la situación de 
soportar cargas que desbordan las que razonablemente deben soportar como 
contraprestación de las ventajas que reciben de la prestación de tales servicios o de la 
construcción de las mencionadas obras (Consejo de Estado, 1999). Ejemplos de casos 
resueltos por esta vía son aquellos en los que el Estado ejerce actividades que implican 
riesgo de daños (‘riesgo-creado’), en los que el Estado recibe un provecho por llevar a 
cabo la actividad peligrosa que la aventaja, y en los que existe una alta probabilidad de la 
producción de un daño sobreviniente a la actividad realizada por el Estado (Saavedra 
Becerra, 2006, 382-383) (Paillet, 1998, 185). Esos eventos serían, ‘verbi gratia’, los 
daños causados por el uso de armas de dotación oficial, por la conducción de vehículos 
oficiales o por las redes de conducción eléctrica; entre otros. 
 
De otro lado, en la responsabilidad por daño especial, por motivos de equidad y 
solidaridad, se impone restablecer el equilibrio ante las cargas públicas por actuaciones 
administrativas lícitas que causan, de forma anormal y especial, perjuicios a los 
administrados que no están obligados a soportar. Que el daño sea anormal y especial 
significa, en plata blanca, que el daño sea soportado por una sola persona o por un grupo 
de personas determinable o determinado, con alcance restringido, y que el perjuicio 
tenga un grado de afectación tal, de acuerdo con las circunstancias del caso, la 
naturaleza del daño y del tipo de actuación que lo causó, que rompa la igualdad ante de 
las cargas públicas de quienes lo padecen. Esta fórmula fue adoptada en el país desde la 
célebre Sentencia de 29 de julio de 1947, empleada por el Consejo de Estado para 
resarcir al periódico “El Siglo” por el decreto gubernamental que ordenó su cierre 
(Consejo de Estado, 1947). La referida teoría ha sido empleada, sólo afin de nombrar los 
ejemplos más clásicos para la reparación directa de los daños causados a conscriptos, 
de los daños causados por la ejecución de trabajos públicos y la ocupación temporal o 
permanente de inmuebles, por los actos del Legislador y por actos administrativos 
legales; entre otros. 
                                                                                                                                              
 
Alier Eduardo Hernández Enríquez; Rad. No. 76001-23-31-000-1994-00736-01(15263), Sentencia 
de 19 de junio de 2008, C.P. Myriam Guerrero de Escobar. 
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Finalmente, en lo que toca a la responsabilidad por ministerio de la ley, diremos que ésta 
se afinca en la preocupación del Legislador por regular de forma especial ciertos temas 
en los que considera que debe existir indemnización de parte del Estado para ciertas 
víctimas de las actuaciones administrativas. Aunque el tema no ha sido de mucha 
importancia en el país, éste ha sido desarrollado principalmente para resarcir los daños 
por error judicial, por privación injusta de la libertad y por anormal funcionamiento de la 
administración de justicia, al igual que para las indemnizaciones ‘à forfait’ de ciertos 
servidores que sufren perjuicios especiales y anormales en el ejercicio de sus funciones, 
y por bodegaje o almacenaje oficial de bienes. 
1.1.4 La prueba de la culpabilidad civil, penal y administrativa 
En el caso del derecho civil, la doctrina clásica del derecho probatorio, se ha dicho que 
en materia de la prueba en el dolo se rige por la regla general de la carga de la prueba: el 
principio ‘onus probandi, actor incumbit’. Quien invoque el dolo como vicio del 
consentimiento o como fundamento de la responsabilidad contractual o extracontractual, 
para deducir efectos jurídicos favorables consagrados en una norma legal, debe probar 
su existencia, como presupuesto para la aplicación de dicha norma, a menos que la ley 
expresamente presuma en el caso concreto e imponga a la otra parte la carga de probar 
el hecho contrario. Por su parte, en cuento a la prueba de la culpa, esa opinión establece 
que siempre que el demandante pretenda deducir efectos jurídicos favorables de una 
culpa del demandado, tendrá la carga de probar los hechos que la configuran. Cuando 
sea el demandado quien oponga como excepción la culpa del actor, para deducir efectos 
jurídicos que excluyan los pretendidos por aquel, estará sujeto a la carga de su prueba, lo 
mismo en el terreno contractual que en el extracontractual. Se exceptúan, naturalmente, 
los casos en que la ley establece una presunción de culpa (Devis Echandía, 2002, 472-
474). 
 
En suma, según el maestro Hernando Devis Echandía “(…) el carácter constitutivo, 
extintivo o impeditivo de la culpa (mejor dicho, de los efectos jurídicos que de ella se 
pretende deducir), no determina quién lleva la carga de su prueba, sino la situación de 
las partes respecto al efecto consagrado en la norma de cuya aplicación se trate, esto es, 
la circunstancia de ser o no favorecidas con ella. Para esa distribución se aplica la regla 
general enunciada (…), cualquier que sea la denominación que corresponda al efecto de 
la culpa, conforme con esa clasificación y la situación procesal (de demandante o 
demandado) que tenga la parte que la alega. (…)”. Lo mismo, en este campo jurídico, 
“No existe diferencia entre la manera cómo opera la carga de la prueba respecto de la 
culpa o ausencia de esta, en los terrenos contractual y extracontractual; la regla general 
es una misma, sea que exista o no presunción en el caso concreto (…). En ambos 
terrenos, cuando se tiene la carga de probar la ausencia de culpa, tal circunstancia es el 
supuesto de la norma que consagra el efecto jurídico exculpativo en favor del sujeto de la 
carga, y cuando se tiene la carga de probar la culpa ésta es presupuesto de la norma 
cuyos efectos jurídicos se pretende deducir de ella” (Devis Echandía, 2002, 474-475). 
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Hoy en día, el Código General del Proceso –aplicable a la jurisdicción contencioso-
administrativa desde el 1º de enero de 20144-, en su artículo 167, ha establecido la regla 
general de la carga de la prueba, con la posibilidad de invertirla. De acuerdo con la 
doctrina, se trata de la consagración positiva del sistema de carga dinámica de la prueba, 
aplicable a todos los procesos regidos por ese código como a aquellos a los que éste se 
les aplique por remisión. Sin embargo, ello no obsta para que en un proceso operen, al 
mismo tiempo, dicho sistema y el de carga estática de la prueba, pero respecto de 
supuestos fácticos diferentes. En verdad, dicha norma le permite al juez redistribuir la 
carga de la prueba, mediante auto motivado, en cualquier momento antes de fallar y no al 
momento de proferir sentencia, evitando con ello sorprender a las partes en la 
providencia de mérito. Dicha redistribución se aplicará a cualquiera de las partes, 
siempre que una se encuentre en mejor condición que la otra para contribuir a la 
búsqueda de la verdad dentro del proceso (Acero Gallego, 2014, 206-213). 
 
El siguiente es el tenor de la norma en comento: 
 
“Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que 
consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. 
 
No obstante, según las particularidades del caso, el juez podrá, de oficio o a 
petición de parte, distribuir, la carga al decretar las pruebas, durante su 
práctica o en cualquier momento del proceso antes de fallar, exigiendo probar 
determinado hecho a la parte que se encuentre en una situación más 
favorable para aportar las evidencias o esclarecer los hechos controvertidos. 
La parte se considerará en mejor posición para probar en virtud de su 
cercanía con el material probatorio, por tener en su poder el objeto de prueba, 
por circunstancias técnicas especiales, por haber intervenido directamente en 
los hechos que dieron lugar al litigio, o por estado de indefensión o de 
incapacidad en la cual se encuentre la contraparte, entre otras circunstancias 
similares. 
 
Cuando el juez adopte esta decisión, que será susceptible de recurso, 
otorgará a la parte correspondiente el término necesario para aportar o 
                                                
 
4 Ver: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Secc. Tercera, Subsecc. “B”, 
Rad. No. 05001-23-31-000-2011-00462-01(44544), Auto de 15 de mayo de 2014, C.P. Enrique Gil 
Botero; Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Rad. No. 25000-23-36-
000-20123-00395-01 (IJ) (49299), Auto de 25 de junio de 2014, C.P. Enrique Gil Botero. “La Sala 
concluyó, a ese respecto, que la norma no estaba vigente puesto que, a pesar que el Código 
General del Proceso había fijado una fórmula de entrada en vigencia gradual, la cual había sido 
reglamentada por el Consejo Superior de la Judicatura, tales plazos no resultaban aplicables para 
el caso de la jurisdicción contenciosa, como acertadamente lo había concluido la Sala de Consulta 
y Servicio Civil del Consejo de Estado en concepto del 25 de junio de 2014.  (…) A partir de este 
análisis, la Corte coincidió con el Consejo de Estado en que para el caso particular de la 
jurisdicción contenciosa administrativa, el Código General del Proceso había entrado en vigencia 
el 1º de enero de 2014, incluido el artículo 626 que derogó, entre otros, el artículo 9º de la Ley 
1395 de 2010". Ver también: Corte Constitucional, Sentencia C-229 de 21 de abril de 2015, M.P. 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo: Sentencia C-654 de 14 de octubre de 2015, M.P. Luis Ernesto 
Vargas Silva. 
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solicitar la respectiva prueba, la cual se someterá a las reglas de 
contradicción previstas en este código. (…)”. 
 
En cuanto a los medios de prueba aptos para demostrar la culpa civil en sus diferentes 
vertientes, se ha sostenido tradicionalmente que existe libertad probatoria, pero sin 
perjuicio de aquellos eventos –como la responsabilidad civil contractual- donde se 
requiere demostrar la existencia de un contrato o de un acto jurídico5. En esos casos, se 
exigirá prueba escrita del acto de que se trate. Incluso cuando se trata de eventos en que 
es un tercero quien causa un perjuicio, alrededor de una relación jurídica negocial, se 
exige la prueba escrita de un acto jurídico, aun tratándose de responsabilidades que 
serían extracontractuales. En general, como medios para demostrar la responsabilidad 
civil se han aceptado los testimonios, los indicios, las pruebas trasladadas de otros 
procesos penales o civiles, la peritación, y por supuesto, la confesión (Savatier, 1951, 
307-316).  
 
Ésta es precisamente la directriz seguida por el artículo 176 del Código General del 
Proceso, que reza:  
 
“Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas 
de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley 
sustancial para la existencia o validez de ciertos actos. 
 
El juez expondrá siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada 
prueba”. 
 
De igual forma, el inciso 1º del artículo 165 del Código General del Proceso establece la 
libertad de medios de prueba, en los siguientes términos: “Son medios de prueba la 
declaración de parte, la confesión, el juramento, el testimonio de terceros, el dictamen 
pericial, la inspección judicial, los documentos, los indicios, lo informes y cuales quiera 
otros medios que sean útiles para la formación del convencimiento del juez. (…)”. 
 
En materia penal, la cuestión ha recaído sobre la denominada “prueba de hechos 
subjetivos o psicológicos”. Se ha dicho que la constatación de estos hechos resulta 
especialmente compleja, ya que, a diferencia de lo que sucede con la prueba de otros 
elementos fácticos, el conocimiento ajeno es un dato que se sitúa más allá de la 
percepción sensorial. Por tanto, para su descubrimiento, se ha estimado de poco o nulo 
aporte el que harían los medios probatorios tradicionales, como la prueba testimonial. 
Estos aspectos no se circunscriben únicamente al dolo, sino también a aquellos en que 
se basan los elementos subjetivos del tipo o el conocimiento de la antijuridicidad (Vallés i 
Ragués, 2004, 17). 
                                                
 
5 Recuérdese que, según el artículo 225 del Código General del Proceso, “La prueba de testigos 
no podrá suplir el escrito que la ley exija como solemnidad para la existencia o validez de un acto 
o contrato. Cuando se trate de probar obligaciones originadas en contrato o convención, o el 
correspondiente pago, la falta de documento o de un principio de prueba por escrito, se apreciará 
por el juez como un indicio grave de la inexistencia del respectivo acto, a menos que por las 
circunstancias en que tuvo lugar haya sido imposible obtenerlo, o que su valor y la calidad de las 
partes justifiquen tal omisión”. 
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Sobre el particular hay que recordar que, en el derecho penal colombiano, existe libertad 
probatoria para la demostración de los hechos que interesan al proceso, de acuerdo con 
el artículo 373 de la Ley 906 de 2004, así: “Los hechos y circunstancias de interés para la 
solución correcta del caso, se podrán probar por cualquiera de los medios establecidos 
en este código o por cualquier otro medio técnico o científico, que no viole los derechos 
humanos”. No obstante, es el ente acusador –la Fiscalía General de la Nación- quien 
ostenta la carga de la prueba de los hechos constitutivos de infracción y responsabilidad 
penal, según el artículo 7º del referido Código: 
 
“(…) En consecuencia, corresponderá al órgano de persecución penal la 
carga de la prueba acerca de la responsabilidad penal. La duda que se 
presente se resolverá a favor del procesado. 
 
En ningún caso podrá invertirse esta carga probatoria. 
 
Para proferir sentencia condenatoria deberá existir convencimiento de la 
responsabilidad penal del acusado, más allá de toda duda”. 
 
Según el autor en comento, tradicionalmente se ha entendido que para probar los hechos 
psíquicos existen sólo dos medios de pruebas. De un lado, está la confesión, como 
medio de prueba por excelencia, ya que sólo el acusado sabe realmente qué pasaba por 
su cabeza en el momento de cometer los hechos. Y de otro lado, están los indicios, de 
donde se infiere, a partir de hechos probados, llamados indicadores, hechos no 
probados, denominados indicados, bajo apreciaciones efectuadas con base las 
denominadas “reglas de la experiencia”. Este medio de prueba es al que más 
frecuentemente se acude en la práctica para atribuir conocimientos, ya que las 
confesiones no son muy frecuentes. Sin embargo, se advierte que estas dos pruebas 
sólo son útiles para acreditar un hecho cuando, como resultado de su valoración, se 
provoca en la persona del juez la íntima convicción de que tal hecho ha sucedido 
realmente  (Vallés i Ragués, 2004, 18). 
 
Con todo, la íntima convicción –desarrollada de forma especial en Francia como la ‘intime 
conviction’- ha generado gran controversida en su aplicación. Este sistema, si bien hace 
parte de aquellos de libre valoración de la prueba, no sólo confía demasiado en que el 
juez, en tanto funcionario del Estado, sea entrenado profesionalmente y se comporte 
como un decisor neutral y responsable, sino en que supone, ingenuamente, que el hecho 
puede llegarse a demostrar empíricamente después de una valoración discrecional que 
tiene por resultado la persuasión individual y subjetivamente del juez acerca de la 
existencia del hecho. Según la opinión doctrinal en comento, “(…) dado que las 
convicciones personales son algo muy variable de una persona a otra, si se acoge la 
convicción del juez como criterio decisivo para una correcta valoración de la prueba se 
hace depender la solución final de los casos de un factor subjetivo y cambiable, lo que 
supone aceptar, de forma más o menos explícita, que dos casos absolutamente idénticos 
pueden tener soluciones radicalmente distintas en función de quien los enjuicie y que, 
pese a ello, la solución de los dos casos deberá considerarse correcta [sic]” (Vallés i 
Ragués, 2004, 18). 
 
Por supuesto, que tal tarea se realice de esa forma no deja de ser algo arbitrario e 
irresponsable. Sobre el particular, la doctrina del derecho probatorio ha establecido que 
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el principio de la libre valoración de la prueba tiene como particularidad que éste no 
determina la forma en que el juzgador ha de llevar a cabo su valoración discrecional. Así, 
“A veces se dice que el juez debe seguir su propia intuición o “corazonada” al determinar 
el valor probatorio, o también que debe basarse en sus propias sensaciones y creencias 
íntimas y pesonales para poder lograr una especie de “certeza moral” sobre los hechos 
en litigio. Las versiones del principio en términos de intime conviction se suelen 
interpretar en este sentido [sic]. En sus versiones más extremas, un enfoque así conduce 
a concepciones irracionales de la valoración de la prueba y del juicio sobre los hechos, 
según las cuales no existirían estándares identificables para la valoración de la prueba, 
pues dicha valoración se concibe como una especie de experiencia espiritual subjetiva e 
incognoscible del juzgador. En realidad, esta concepción se vincula directamente con las 
teorías irracionalistas de la decisión sobre los hechos (…). Desde esta perspectiva, la 
libertad del juez se interpreta como el equivalente de una elección arbitraria y meramente 
individual” (Taruffo, 2008, 137). 
 
Para superar este problema, se han planteado varias soluciones. En el derecho penal 
español, por ejemplo, se ha dicho que en aquellos casos en que la apreciación de la 
prueba no depende necesariamente de la inmediación judicial, una determinada 
convicción no puede apreciarse sin más como correcta si su contenido se opone a los 
conocimientos científicos operantes o contradice las reglas de la lógica y la experiencia. 
Aunque la introducción de estos nuevos criterios permite la revisión en sede de tribunales 
de más alto nivel, lo cierto es que aunque permite filtrar las conclusiones judiciales 
absuraos, sigue tolerando que dos casos idénticos puedan tener dos soluciones 
correctas distintas, siempre que ninguna de ellas pueda calificarse de ilógica o de 
científicamente insostenible. Por tanto, se ha propuesto, como criterio que posibilite 
escoger entre las diversas convicciones “sostenibles” que puedan imaginarse como tales 
para un caso cocncreto, aquella que sea correcta (Vallés i Ragués, 2004, 19). 
 
Así, ha empezado a tener acogida la aplicación de las “reglas de experiencia sobre el 
conocimiento ajeno”, sobre la que existe un amplio consenso social en torno a su 
vigencia. Conforme con la opinión de Ramón Vallés i Ragués, la tarea del juez penal, al 
realizar la labor de valoración de la prueba de la culpabilidad penal, no es la de construir 
ni inventar las reglas de la experiencia para cada caso concreto, sino la de acudir a la 
interacción social para encontrarlas. Para el dolo, dice la doctrina, el juez deberá aislar 
aquellas reglas que se emplean en sociedad para las atribuciones mutuas de 
conocimientos entre ciudadanos. De esta forma, “Sólo cuando el juez encuentre en dicha 
interacción una regla de experiencia de vigencia indiscutible según la cual, presupuestos 
ciertos datos objetivos, una persona por fuerza ha sido conocedora de determinados 
hechos, podrá atribuir correctamente dichos conocimientos al concreto acusado. 
Cualquier convicción judicial que se parte de este criterio deberá ser considerada 
arbitraria, una consideración que puede tener importantes efectos –sustantivos y 
procesales- en sistemas que, como el español, proclman la interdicción de la 
arbitrariedad de los poders públicos en su texto constitucional (…)”  (Vallés i Ragués, 
2004, 20). 
 
Por su parte, cabe recordar que las reglas de la experiencia, por lo etéreo de su 
naturaleza, han sido objeto de no pocas críticas. Nuevamente en España, se ha dicho 
que las máximas de la experiencia carecen de todo fundamento racional, y fungen 
simplemente como una cláusula de estilo que hace referencia a una especie de 
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imaginario colectvo que se toma como ejemplo de consenso social o científico de qué es 
aquello que ocurre normalmente o con frecuencia. Lo cierto es que prácticamente nunca 
que se alude a una máxima de la experiencia dicha máxima posee esta naturaleza, 
puesto que, en realidad, se está haciendo referenciana, en ocasiones, a simples 
convenciones sociales que están llenas de prejuicios y no atienden en absoluto a un 
método científico. Según Jordi Nieva Fenoll, “Creo que ha llegado el momento de retirar 
definitivamente ese telón que supone esta noción, mirando qué se esconde detrás del 
mismo. El concepto de máxima de la experiencia, aquneue en diferentes versiones, como 
vimos, es anterior a Stein. Y es sabido que la denominación no convencía al propio autor 
de la expresión, que la enunció provisionalmente. Hoy en día ya no podemos refugiarnos 
en algo tan sumamente vago para eludir dar motivos del juicio probatorio. Las ciencias 
han avanzado lo suficiente como para poder dar razón de aquello que impulsa a un juez 
a creer o no en un caso concreto. Ya no podemos contentarnos con la confianza –rayana 
con la fe- en simples “impresiones” que surjan de la inmediación, y que se suponga que 
no se pueden explicar. Todo lo contrario. Toda acción humana es explicable en mayor o 
menor medida. Pero el juicio jurisdiccional, que siempre viene precedido de una reflexión 
y, además, forzosamente tiene que ser motivado, no puede quedarse húerfano de 
explicaciones (…)” (Nieva Fenoll, 2010, 210-211). 
 
De acuerdo con Michele Taruffo, existen dos estándares de prueba que suponen un 
intento acertado –aunque no exento de problemas, por su generalidad y por su 
flexibilidad- de racionalizar la libre valoración de la prueba, que eviten recurrir a la íntima 
convicción y a las máximas de la experiencia. De un lado, se encuentra la 
preponderancia de la prueba, preponderancia de la probabilidad o mayor peso de la 
prueba del derecho probatorio del ‘common law’. Ese estándar establece, en esencia, 
que cuando sobre un hecho existan pruebas contradictorias, el juzgador debe “sopesar” 
las probabilidades de las diferentes versiones sobre los hechos para hacer una elección 
a favor del enunciado que parezca ser más relativamente “probable”, sobre la base de los 
medios de prueba disponibles. La razonabilidad del estándar radica en que sería 
irracional dejar al arbitrio del juzgador elegir la versión de los hechos que esté menos 
apoyada por los medios de prueba, pues la versión relativamente “más fuerte” debe 
prevalecer sobre la relativamente “más débil”. Para que un enunciado sobre los hechos 
pueda ser elegido como la relativamente mejor versión, se requiere no sólo que sea más 
probable que las demás versiones, sino también que en sí mismo “sea más probable que 
su negación”; “(…) esto es, que la versión positiva de un hecho sea en sí misma más 
probable que la versión negativa simétrica”. Por último, para cuando están en juego 
importantes intereses individuales, debe aplicarse el estándar más exigente de la prueba 
clara, precisa e indibitable, menos riguroso que el de la prueba más allá de toda duda 
razonable. Éste consiste en que el interesado demuestre que lo que alega es 
sustancialmente más probable que improbable que ello sea cierto (Taruffo, 2008, 137-
139). 
 
Éste último estándar de la prueba más allá de toda duda razonable fue introducido por el 
artículo 381 de la Ley 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal) –influenciado por el 
sistema penal acusatorio de E.E.U.U. y Puerto Rico-. Lo anterior, en los siguientes 
términos: 
 
“Para condenar se requiere el conocimiento más allá de toda duda, acerca del 
delito y de la responsabilidad penal del acusado, fundado en las pruebas 
debatidas en el juicio. 
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La sentencia condenatoria no podrá fundamentarse exclusivamente en 
pruebas de referencia”. 
 
Lo mismo, en el artículo 372 del mismo Código, al señalar los fines de la prueba: “Las 
pruebas tienen por fin llevar al conocimiento del juez, más allá de duda razonable, los 
hechos y circunstancias materia del juicio y los de la responsabilidad penal del acusado, 
como autor o partícipe”. 
 
Para la doctrina del derecho procesal penal y la jurisprudencia constitucional, el deber del 
juez de encontrar probados, más allá de la duda razonable, los elementos del delito y de 
la responsabilidad penal, supone aproximar al juez, de la forma más fiable posible, a los 
supuestos fácticos que han de soportar su decisión. En el proceso penal debe buscarse 
una verdad equilibrada, que se distancia de la verdad material en tanto verdad absoluta, 
y de la verdad formal en tanto verdad libremente construida. Se trata de una verdad que 
se armoniza con la necesidad de fundamentación fáctica, pero también con el imperativo 
de respetar unos límites operaciones, temporales y normativos ineludibles. Es decir, se 
ha adoptado una posición intermedia entre la inexistencia absoluta de la verdad penal y 
la reconstrucción judicial de la verdad formal, en el que el fallador busca obtener 
verdades relativas, contextuales y aproximadas pero derivadas racionalmente de las 
pruebas que están a disposición en cada caso particular. En ese sentido, la 
correspondiente decisión, para ser justa, debe ser el reflejo del acercamiento del vínculo 
entre la verdad judicial, las garantías penales y procesales y la verdad fáctica que da 
origen al proceso  (Urbano Martínez, 2011, 113-116) (Fernández León, 2010, 170) (Corte 
Constitucional, 2007). 
 
De otro lado, Michele Taruffo plantea el concepto del ‘Beweismass’ del derecho alemán; 
esto es, del grado de prueba requerido. La valoración del ‘Beweismass’ se debe hacer en 
términos de probabilidad preponderante, considerando que la versión relativamente más 
probable de los hechos en litigio debe ser adoptada como una base para la decisión. En 
algunas de sus versiones, dicho concepto plantea la incorporación de grados numéricos 
de probabilidad y mínimos de 51% de probabilidad para que los hechos se tengan como 
ciertos. Han surgido, por supuesto, críticas a ese nivel de probabilidad, bien por ser 
demasiado bajo, bien porque la valoración de la prueba es algo que no puede ser 
cuantificado con exactitud en razón a que resulta de la apreciación subjetiva del juzgador. 
Por lo demás, es ampliamente aceptado que el ‘Beweismass’ debe ser adaptado a la 
especificidad de los casos particulares, pero puede ser interpretado en términos del peso 
preponderante de la prueba a favor de la versión de los hechos relativamente más 
probable (Taruffo, 2008, 139). 
 
Frente a la prueba de la culpabilidad administrativa, cabe hacer las mismas precisiones 
que en la materia se hicieron para la culpabilidad civil. 
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1.2 Culpabilidad civil, penal y administrativa: punto de 
partida de la culpabilidad disciplinaria 
1.2.1 La doctrina de Carlos Arturo Gómez Pavajeau 
La doctrina disciplinaria colombiana ha sido influida fuertemente por la tendencia a 
aplicar, sin ninguna variación, todo lo relacionado con la culpabilidad penal, a pesar de 
que con base en ella se proponen “categorías dogmáticas autónomas” de culpabilidad 
para el derecho disciplinario. Esta tendencia ha encontrada amplia representación en la 
obra de Carlos Arturo Gómez Pavajeau, antiguo Viceprocurador General. En cuanto a la 
culpabilidad, se ha dicho por el sector de la doctrina que el referido autor representa que 
ésta debe aplicar las definiciones de dolo y culpa contenidas en los artículos 22 y 23 del 
Código Penal, por remisión expresa del artículo 21 del Código Disciplinario Único. 
 
En una primera aproximación, dentro de la vigencia de la Ley 200 de 1995, el referido 
autor definió el dolo de la siguiente forma: “Para que haya dolo basta que la persona 
haya tenido conocimiento de la situación típica aprehendida en el deber que 
sustancialmente se ha infringido [sic]. El conocer ya involucra al querer, pues si conozco 
y realizo la conducta es porque quiero [sic]”. Allí menciona que el dolo en el derecho 
disciplinario no puede nutrirse del derecho penal, en razón a que en el derecho penal los 
delitos son de resultado, mientras que en el derecho disciplinario las faltas son de mera 
conducta y envuelven un reproche estrictamente ético, soportado en la mera infracción al 
deber funcional. Explica el autor en comento que “(…) bien se sabe que los tipos 
disciplinarios son de mera conducta, en tanto la falta se perfila, sin más, con la infracción 
al deber, los referentes psíquicos no pueden estar soportados en el resultado, que no es 
objeto de la valoración, y por tanto, no puede ser referenciado en el reproche ético-
disciplinario, que resulta ser la valoración del objeto”. De contera, el autor Gómez 
Pavajeau definió la culpa de la siguiente manera: “Existirá imputación por culpa cuando 
los supuestos fácticos que aprehende el deber sustancialmente infringido se realizaron 
sin el conocimiento actual del sujeto vinculado con él, esto es, los desconoció cuando 
estaba en situación de conocerlos. Para que existe culpa basta la cognosicibilidad [sic]”. 
Cognoscibilidad que debe entenderse como aquella previsión que el sujeto disciplinable 
podía conocer o que era capaz de ser conocida al momento de actuar y que justamente 
no previó (Gómez Pavajeau, 2001, 183-184). 
 
Esta fórmula, según ha sido entendido por un sector de la doctrina, permite al operador 
disciplinario exonerarse de la carga de probar la voluntad de la realización de la 
conducta, porque se presume a partir del mero conocimiento de los hechos constitutivos 
de la falta disciplinaria (Isaza Serrano, 2009, 173). 
 
En materia de culpa, bajo la égida de la Ley 200 de 1995, Carlos Arturo Gómez Pavajeau 
determina que opera la determinada asunción de culpa. Esa figura consiste en que, 
respecto de quien como sujeto disciplinable acepta un encargo profesional, se entiende 
que ha evaluado las condiciones técnicas para asumir el asunto, sin que se pueda 
exculparse alegando que no era conocedor de la especialidad a la que éste se refiere. 
Tal asunción de culpa tiene origen en los fallos disciplinarios que la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura emprendía contra los abogados que 
faltaban a la celosa diligencia en sus deberes profesionales, bajo el Decreto 196 de 1971 
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(Gómez Pavajeau, 2001, 184). Sala ésta de la que el autor en cita fue Magistrado 
Auxiliar. 
 
Acto seguido, el mencionado autor agrega que en el derecho disciplinario todas las faltas 
culposas y dolosas se inscriben en un sistema genérico de incriminación, denominado de 
‘numerus apertus’. En ese sistema, en principio, toda modalidad dolosa de una falta 
disciplinaria tiene su par culposo. Con todo, es preciso excluir la modalidad culposa de la 
falta disciplinaria cuando por la configuración del tipo disciplinario se evidencia un 
elemento de intencionalidad que acompaña al verbo rector de la conducta. Ello quiere 
decir que hay tipos disciplinarios en los que sólo se puede hacer el consabido juicio de 
reproche y desligar la responsabilidad disciplinaria si el sujeto ha actuado con dolo. Éste 
sería el caso de aquellos que incluyen las expresiones “a sabiendas”, “con el fin de”, “de 
mala fe”, “con el propósito de” y demás ingredientes subjetivos del tipo que descartarían 
la posibilidad de que se admitieran faltas culposas. Tal apreciación también fue tomada 
de las decisiones disciplinarias contra abogados seguidos por su juez natural, donde se 
interpretó que en el sistema de números abiertos los tipos disciplinarios eran por regla 
general dolosos, y sólo eran culposos cuando por la estructura y naturaleza de los 
mismos sean susceptibles de realizarse con culpa, o cuando expresamente así se 
consagrara en el Decreto 196 de 1971 (Gómez Pavajeau, 2001, 186-187). 
 
Por último, en materia de culpa disciplinaria, para Carlos Arturo Gómez Pavajeau sólo 
son admisibles la culpa gravísima y la grave. De acuerdo con el artículo 278 numeral 1º 
de la Constitución Política y el artículo 25 numeral 3º de la Ley 200 de 1995, es preciso 
investigar y juzgar las faltas disciplinarias cometidas con manifiesta negligencia. En el 
caso de la negligencia grave, ésta se justifica en el artículo 90 numeral 2º de la 
Constitución Política y en el artículo 40 numeral 26 de la Ley 200 de 1995, que permite 
comprometer la responsabilidad individual del funcionario en esos términos. No obstante, 
ni la culpa leve ni la levísima originan responsabilidad disciplinaria alguna, por lo que en 
esos casos ni siquiera existe la obligación de formular queja en contra del respectivo 
servidor público. Según el mencionado autor, evocando la Circular No. 6 del 6 de agosto 
de 1997 del Despacho del Procurador General, “Lo anterior tiene su razón de ser en la 
vida misma, toda vez que, si cualquier descuido fuera penalizado, la interacción social se 
haría imposible. Por tanto, el Estado de derecho, por virtud del principio de 
proporcionalidad que le es inherente (art. 1º de la C.N.), tolera los mínimos descuidos, 
pues la reacción contra los mismos resultaría necesaria y antijurídica” (Gómez Pavajeau, 
2001 193-194). 
 
Sin embargo, como colofón, agrega el autor en cita que “El determinar que una falta se 
cometió por culpa leve o levísima no significa ni impide enervar toda reacción estatal. No, 
lo único que queda limitado es la utilización del derecho disciplinario, puesto que por la 
vía de la calificación de servicios o la utilización ponderada de los principios de 
conveniencia y oportunidad en los eventos de vinculación del servidor público en 
provisionalidad o como empleado de libre nombramiento y remoción, evitando la 
desviación de poder, se puede ejercer un adecuado control (inc. 2º del art. 125 de la 
Carta Política). También queda para este remanente la responsabilidad fiscal cuando se 
haya afectado el patrimonio público” (Gómez Pavajeau, 2001, 195). 
 
En la edición más reciente de su obra sobre la culpabilidad disciplinaria, Carlos Arturo 
Gómez Pavajeau hace énfasis en que dicha categoría gira alrededor del concepto de 
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exigibilidad, entendido éste como un concepto eminentemente normativo. Al respecto, el 
autor refiere que la culpabilidad es un juicio individual de reproche sobre el ilícito 
sustancial como infracción a un deber funcional o un juicio de exigibilidad por un 
comportamiento disciplinario contrario a las normas jurídicas que lo rigen. Nuevamente 
apelando a la jurisprudencia de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior 
de la Judicatura, el autor en comento señala que para declarar la responsabilidad 
disciplinaria –entendida como culpabilidad- se requiere establecer el nexo psicológico 
entre el autor y la conducta. Ese dato se recauda a través del examen de su actitud 
frente al deber que le corresponde en relación con el asunto que se juzga, su grado de 
libertad en el caso concreto (exigibilidad de la conducta), y el conocimiento de la ilicitud 
del comportamiento o la observancia del cuidado necesario en el desarrollo de sus 
funciones oficiales. Ello, según se trate de culpa o dolo (Gómez Pavajeau, Dogmática del 
derecho disciplinario, 2011, 435). 
 
Aunque reclama la independencia entre las categorías, Carlos Arturo Gómez Pavajeau 
defiende que entre la culpabilidad penal y la culpabilidad disciplinaria, en ciertos 
aspectos, se presentan caracteres relevantes de afinidad estructural. Por eso, con 
fundamento en las relaciones especiales de sujeción, que le impone al servidor pública el 
irrestricto cumplimiento de los deberes como única forma de lograr la buena marcha de la 
administración pública, la culpabilidad en el derecho disciplinario se compone de los 
siguientes elementos: (i) La capacidad de culpabilidad o imputabilidad; (ii) El dolo o la 
culpa; (iii) La conciencia de la antijuridicidad y (iv) La exigibilidad de otra conducta. Esto 
se explica –y aquí sigue a Óscar Julián Guerrero Peralta- porque como el derecho 
disciplinario sanciona el incumplimiento de deberes, el abuso del cargo, la extralimitación 
en las funciones y la incursión en prohibiciones, inhabilidades, incompatibilidades, 
impedimentos y conflictos de interés, las nociones de dolo y culpa siempre van a estar 
referidas a las modalidades de acción u omisión con que se falta al cumplimiento de los 
deberes propios del cargo o función (Gómez Pavajeau, Dogmática del derecho 
disciplinario, 2011, 438-439).  
 
Asimismo, atando la culpabilidad a la “antijuridicidad” disciplinaria, un comportamiento 
disciplinariamente reprochado puede ser imputado a alguien cuando se le puede hacer el 
reproche por haberlo aceptado. En cuanto al dolo, señala que en el derecho disciplinario 
éste no se circunscribe únicamente a los aspectos cognoscitivo y volitivo, como en el 
derecho penal, sino que se resuelve en otras características, como la previsibilidad 
efectiva. Así, “La previsibilidad se considera si esta presente el antecedente lógico y 
psicológico de la evitabilidad de un resultado contrario a derecho y no deseado. La 
previsibilidad se desarrolla a través de la capcidad intelectual propia de la gente para 
asumir situaciones de un hombre de inteligencia y cultura media en un momento dado 
con la posibilidad de prever el evento como consecuencia de su conducta”. Y en cuanto a 
la culpa, se dice que el derecho disciplinario se ha proyectado hacia el concepto de 
diligencia exigible, que es aquella diligencia que se determina según la clase de actividad 
de que se trate y de la que puede y debe esperarse de persona normalmente razonable y 
sesnsata perteneciente a la esfera técnica del caso en el que se produce la falta (Gómez 
Pavajeau, Dogmática del derecho disciplinario, 2011, 439). 
 
Por último, el autor en comento señala, siguiendo de nuevo a Guerrero Peralta, que a 
pesar de que en el derecho penal y en el derecho disciplinario la culpabilidad viene dada 
en el ámbito del comportamiento laboral, ambas difieren en lo que atañe a las relaciones 
generales de sujeción y a la relación especial de sujeción. En la primera, existe un mayor 
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margen de libertad, regido por los límites de bien jurídico penal y el orden jurídico legal, 
pues todo lo demás está permitido. Por el contrario, en la segunda, existe un ámbito 
restringido por la relación funcional encarnada en el deber, estrictamente fundado en los 
principios y valores superiores de la función pública, por lo que los servidores públicos 
sólo pueden hacer lo que les está mandado o permitido. En consecuencia, en el juicio de 
culpabilidad disciplinario, es preciso que se estudie, en primera instancia, la 
imputabilidad, que incluye la constatación y verificación de las condiciones requeridas 
para ser servidor público, en donde está implícita la pregunta sobre la libertad de 
voluntad del servidor público; y en segunda instancia, la cuestión sobre la reprochabilidad 
(Gómez Pavajeau, Dogmática del derecho disciplinario, 2011, 440-441). 
 
Ahora bien, en lo referente al dolo disciplinario, Gómez Pavajeau refiere que el elemento 
de la voluntad como componente del dolo ha hecho crisis en la dogmática penal actual. 
Señala que como la concepción psicologista de la culpabilidad penal es insostenible, 
pues llevaría a convertir al derecho penal en un instrumento totalmente inefectivo o a 
entregar, subrepticiamente, la solución de los casos al factor intuitivo de la convicción 
judicial, el factor volitivo del dolo puede ser soportado en el examen normativo que hace 
el operador jurídica acerca del conocimiento del peligro concreto jurídicamente 
desaprobado para los bienes jurídicos. Con base en la doctrina penal de Enrique 
Bacigalupo y de Ramón Vallés i Ragués, señala el autor que hoy en día, en el derecho 
penal contemporáneo, cuando un sujeto ha llevado a cabo una conducta especialmente 
apta para producir un determinado resultado lesivo, y lo ha hecho siendo conocedor de la 
peligrosidad genérica de tal conducta, y contando además con un perfecto conocimiento 
situacional, debe serle imputado el conocimiento de que su conducta era concretamente 
apta para producir dicho resultado, y por tanto, su dolo con respecto al resultado (Gómez 
Pavajeau, Dogmática del derecho disciplinario, 2011, 443).  
 
Y si ello es así “en el derecho penal más moderno”, no puede ser de otra forma en el 
derecho disciplinario. Ello, según menciona Gómez Pavajeau, “(…) habida cuenta que los 
tipos descriptivos de comportamientos punibles son de mera conducta y no de resultado; 
el ilícito se construye sobre la basa de la teoría de la norma subjetiva de determinación 
que prescinde de un todo del resultado aun entendido en términos jurídicos, pues el 
mismo es infracción de un deber y, para infringir un deber, basta que la persona: conozca 
que está obligada ante un contexto situacional típico, tenga conciencia de su capacidad 
individual de acción, y no realice el deber”. El dolo disciplinario, en suma, concordante 
con la evolución de la dogmática penal –y aquí el autor en comento sigue a Esiquio 
Sánchez Herrera-, no puede ser otra cosa que el conocimiento del hecho que se realiza y 
el conocimiento de la exigencia del deber. El resultado provocado por la conducta 
reprochable en la configuración del dolo pasa a un segundo plano. No sólo no se previó 
en la ley disciplinaria una figura como la preterintencionalidad; el eje de construcción de 
un reproche ético-jurídico como el disciplinario es el desvalor de la acción, en donde la 
trasgresión de la norma de determinación determina la confirguración del ilícito. Por eso 
no pueden extrapolarse, sin esta precisión, la figura del dolo penal al derecho 
disciplinario (Gómez Pavajeau, Dogmática del derecho disciplinario, 2011, 444). 
 
De ello se derivan varias consecuencias importantes. La primera, que para que exista 
dolo sólo es necesario que el agente sepa que está vulnerando un interés legítimamente 
tutelado, y que, no obstante, actúe en ese sentido, permite pensar que quiere la lesión; 
esto es, hace suyo el resultado. Así, recogiendo la posición del jurista alemán Joachim 
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Hruschka, el conocer ya involucra el querer, pues si yo conozco y realizo la conducta es 
porque la quiero. Extrapolando dicha concepción al derecho disciplinario, quien sabe que 
está infringiendo el deber funcional, y sin embargo, actúa desconociéndolo, quiere su 
infracción y hace suya la comisión de la falta disciplinaria. La segunda de las 
consecuencias derivadas de esa forma de apreciar el dolo es que, tratándose de faltas 
disciplinarias por omisión, el sujeto disciplinable actuará con dolo cuando se abstenga de 
producir el acto esperado, a pesar de saberse obligado a su realización (Gómez 
Pavajeau, Dogmática del derecho disciplinario, 2011, 444-445). 
 
En lo que hace a las faltas culposas, señala Carlos Arturo Gómez Pavajeau que habrá 
lugar a la culpa disciplinaria cuando los supuestos fácticos que aprehenden el deber 
sustancialmente infringido se realizaron sin el conocimiento actual del deber infringido por 
parte del sujeto disciplinable. Es decir, cuando el sujeto disciplinable los desconoció 
estando en situación de desconocerlos. La imprudencia es, entonces, la cognoscibilidad 
del deber que se infringe. Simplemente, se trata de la negligencia del sujeto para 
informarse de los deberes, en ilustrarse acerca de la forma como debe cumplir sus 
funciones. Citando a Gunther Jakobs, Gómez Pavajeau pone de presente que la culpa es 
aquella forma de la evitabilidad en la que falta el conocimiento actual de lo que ha de 
evitarse. No le basta al servidor público hacer cualquier cosa para cumplir con el deber, 
sino hacer todo aquello que se requiere para actuar eficaz y eficientemente, de acuerdo 
con sus capacidades y aptitudes, aunado a lo que resulta posible conocer y a la 
capacidad material para realizarlo (Gómez Pavajeau, Dogmática del derecho 
disciplinario, 2011, 446-447). 
 
Siendo ello así, en la concepción de culpa disciplinaria expuesta por Gómez Pavajeau, a 
los servidores públicos no puede exigírseles más de lo que humanamente pueden 
producir. Pero cuando los funcionarios no ponen de su parte toda la actividad que son 
capaces de desarrollar y miran con desdén el cumplimiento de los deberes a su cargo, 
incurren en culpa disciplinaria. Sin embargo, no puede desconocerse que a quienes se 
dedican profesionalmente al ejercicio de actividades reguladas en leyes sectoriales se les 
impone un mayor deber de cuidado en ellas. Por eso, la cognosicibilidad es el centro de 
la culpa disciplinaria, ya que, al fundamentarse en la dignidad del hombre, ésta le 
permite, a partir de su raciocinio, discernir las causas y consecuencias de sus actos, de 
manera que comprenda con facilidad el curso entero de sus actuaciones y realizar los 
preparativos necesarios para adaptarse a él (Gómez Pavajeau, Dogmática del derecho 
disciplinario, 2011, 448-449). 
 
Al igual que en la edición de 2001, la edición de 2011 de “Dogmática del derecho 
disciplinario” vuelve a hacer énfasis en la denominada “culpa por asunción”. Lo anterior, 
para significar que en el país debe proscribirse definitivamente la práctica de ejercer la 
función pública sin los conocimientos, capacidades, aptitudes y competencias necesarias 
para ello, y luego exculparse de tener que responder disciplinariamente por deberes 
imposibles de cumplir por ignorancia. Así, “No parece correcto que quien se postula para 
un cargo público (de elección popular o cualquiera otro, con la intención de trabajar por el 
bien general, en defensa de lo público, esto es, para administrar bienes ajenos, ignore las 
cuestiones básicas para que tales fines se consigan. Tanto como el profesional médico 
que sin haber cursado especialización en neurocirguría acomete, la labor de extirpar un 
tumor craneano o el inexperto que sin diferenciar siquiera las partes del automóvil, se 
pone al volante para iniciar la marcha por una concurrida avenida” (Gómez Pavajeau, 
Dogmática del derecho disciplinario, 2011, 451-455). 
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Continuando con su exposición, Gómez Pavajeau vuelve a hacer énfasis en que en el 
derecho disciplinario todas las faltas culposas y dolosas se inscriben en un sistema 
genérico de incriminación, denominado de ‘numerus apertus’. No obstante, añade en la 
edición de 2011 de “Dogmática del derecho disciplinario” que dicho sistema consagra 
faltas disciplinarias que, en principio, pueden ser dolosas y culposas. Asimismo, que la 
ausencia de dolo no significa, automáticamente, que el funcionario haya obrado con 
culpa (‘versari in re illicita’), y menos, sin verificar las reglas para excluir la culpa, 
implicaría una violación de los principios de determinación y culpabilidad en el derecho 
disciplinario. A continuación explica que en el sistema de ‘numerus apertus’ existen dos 
modelos: uno que propugna por el que la imputación por culpa ocupe el lugar principal y 
la imputación por dolo, el lugar secundario. Otro, en donde la imputación por dolo ocupa 
el lugar principal, y la imputación por culpa, uno secundario (Gómez Pavajeau, 
Dogmática del derecho disciplinario, 2011, 457). 
 
En el primer modelo, la infracción administrativa imprudente constituye el punto de 
partida originario, y la comisión dolosa es un fenómeno derivado que presupone que el 
hecho no ha sido cometido culposamente. Así, los tipos disciplinarios contemplan de 
forma general conductas imprudentes, y los dolosos están respecto a aquellos en 
relación de subsidiariedad. Mientras tanto, en el segundo, lo que existe es el ya 
estudiado sistema genérico de incriminación, en el que todos los tipos disciplinarios son 
dolosos, y excepcionalmente, se castigan como culposos. En la opinión de Gómez 
Pavajeau, el sistema adoptado en la Ley 734 de 2002 es un sistema mixto, en el que es 
el operador disciplinario quien está en libertad de determinar cuándo la falta admite la 
modalidad de culpa o dolo disciplinarios, siempre que la configuración estructural del tipo 
no la señale de forma expresa. Ello sucede cuando los tipos sirven de medio para lograr 
un fin considerado ilícito en sí mismo y se ha previsto para su configuración ingredientes 
subjetivos que excluirían de por sí la posibilidad de admitir faltas culposas. Recogiendo 
palabras de la Sección Segunda del Consejo de Estado, se dice que “Jurídicamente 
nadie puede ‘interesarse ilícitamente’ en forma culposa, porque si su interés está 
animado por la ilicitud, necesariamente su voluntad está orientada por una intención 
reprochable de realizar una conducta que es sancionable, y, por lo mismo, dolosa” 
(Gómez Pavajeau, Dogmática del derecho disciplinario, 2011, 461). 
 
Por último, el autor en comento reitera que en derecho disciplinario sólo son reprochables 
las faltas cometidas a título de culpa gravísima y culpa grave; no así las cometidas con 
culpa leve o levísima. Citando a Carrara y a Manuel Luzón Domínguez, expone el autor 
que “(…) puesto que la ley humano no puede nunca llevar sus exigencias a los 
ciudadanos cosas insólitas y extraordinarias, es indiscutido que la culpa levísima no es 
imputable, por principio de justicia”. Lo mismo, citando a Claus Roxin y a Juan Bustos 
Ramírez, señala que la culpa levísima no es punible porque nadie está exento de 
cometer pequeñas faltas de cuidado, y porque la diligencia que se echa de menos ante 
esta clase de negligencias sólo la observaría una persona excepcionalmente cuidadosa. 
Finalmente, reitera la posición de la edición de 2001 de su obra, en el sentido de 
anunciar que estos comportamientos no pueden pasar sin intervención estatal alguna, y 
que deben ser objeto de control mediante la calificación de servicios o mediante la libre 
remoción de los funcionarios, e incluso, mediante la responsabilidad fiscal si se produjo 
detrimento patrimonial al Estado (Gómez Pavajeau, Dogmática del derecho disciplinario, 
2011, 472-473). 
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Por lo demás, Gómez Pavajeau agrega que el parágrafo del artículo 44 del Código 
Disciplinario consagra como punibles estas dos modalidades de culpa, y que el artículo 
51 del mismo Código prevé que las conductas cometidas a título de culpa leve 
permanezcan impunes, y que para ellas se empleen mecanismos como anotación en la 
hoja de vida o como motivo de evaluación discrecional. También, citando a Juan Carlos 
Henao Pérez, hace referencia a que los criterios de graduación de la culpa civil 
establecidos en el artículo 63 del Código Civil, en tanto que establecen estándares, son 
aceptables para la valoración de la culpa disciplinaria, aunque no extrapolables por 
completo a esta rama del derecho, porque si resulta censurable traslapar las categorías 
dogmáticas del derecho penal al derecho disciplinario también lo es hacer lo propio con 
aquellas del derecho civil. “Lo anterior, por cuanto, como ya se ha propuesto desde la 
primera edición de este trabajo, sólo resultan punibles las culpas gravísima y grave, no 
así la leve. Pero además, tal técnica de estándar ha sido introducida para perfilar los 
caracteres de la culpa gravísima y grave desde un primer nivel de la imputación de la 
culpa, lo cual opera en un plano normativo de imputación objetiva, y después de su 
verificación habrá de irse a la imputación personal donde el juicio tiene las notas de 
individualidad y por tanto de imputación subjetiva personal” (Gómez Pavajeau, 
Dogmática del derecho disciplinario, 2011, 474). 
 
A continuación, el referido autor procede a definir la culpa gravísima, empleando la 
consagración legal. En primer término, define la ignorancia supina, a partir de una 
interpretación gramatical de la acepción, como aquella que procede de la negligencia en 
aprender o inquirir lo que puede y debe saberse. La ignorancia supina se presenta, 
según Gómez Pavajeau, cuando el desconocimiento del deber infringido obedece a una 
falta de ilustración del sujeto disciplinable por negligencia; esto es, porque el sujeto 
disciplinable no se actualiza conforme se lo demanda la actividad que realiza. Según el 
mencionado autor, esta clase de culpa encuentra su fundamento en los numerales 2º y 
40 del artículo 34 del Código Disciplinario Único, que le exige al servidor público como 
deber actuar con diligencia y capacitarse y actualizarse en el área donde desempeña su 
función. Asimismo, señala el autor que esta manifestación de la culpa gravísima tiene 
origen en la imprudencia temeraria de la legislación penal española de comienzos del s. 
XX. Ésta se aplica a quienes por el cargo, empleo, profesión u oficio están obligados a 
mayor previsión y diligencia (Gómez Pavajeau, Dogmática del derecho disciplinario, 
2011, 474-475). 
 
Acto seguido, Gómez Pavajeau explica lo que entiende por desatención elemental, como 
otra de las manifestaciones de la culpa gravísima. En su sentir, y evocando a varios 
tratadistas del derecho español, la desatención elemental consiste en la omisión de las 
precauciones o cautela más elementales, o el olvide de las medidas de racional cautela 
aconsejadas por la previsión más elemental, que deben ser observadas en los actos 
ordinarios de la vida, o por una conducta de inexcusable irreflexión y ligereza. Implica 
prescindir, de manera elemental, del buen juicio y moderación necesarios y 
fundamentalmente indispensables para “(…) realizar el bien y evitar el mal”. En la 
desatención elemental, no se adoptan, por irreflexión, rudimentarias cautelas, cuidados o 
precauciones de previsión ordinaria, al alcance de cualquier hombre, por obrar con 
desatención. Gómez Pavajeau también sitúa la génesis de esta manifestación de la culpa 
gravísima en el Código Penal español de 1928, que consagraba la imprudencia 
temeraria, donde se afirma que no se hubiera incurrido en culpa gravísima por 
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desatención elemental si el hecho se hubiera podido prever con la “(…) elemental y 
ordinaria diligencia” (Gómez Pavajeau, Dogmática del derecho disciplinario, 2011, 475). 
 
Luego, el autor en cita explica su definición de violación manifiesta de reglas de 
obligatorio cumplimiento, como la tercera de las manifestaciones de la culpa gravísima. 
Para el autor, esta modalidad de culpa gravísima se configura cuando la ley, en 
situaciones específicas, prevé que se le dé a un asunto un cuidado especial y obligatorio 
que por recibir tratamiento jurídico especial sirve como parámetro de exigibilidad 
ineludible para el cumplimiento diligente de la función. Nuevamente, Gómez Pavajeau 
sitúa el origen de esta manifestación de la culpa gravísima en la inveterada legislación 
penal en cita, en donde también resultaba un comportamiento temerariamente 
imprudente haber concurrido al hecho “(…) con infracción de leyes, ordenanzas y 
reglamentos”. Pone de relieve, como ejemplo de las normas de obligatorio cumplimiento, 
el numeral 4º del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, que desarrollando el principio de 
responsabilidad en la contratación estatal, establece que las actuaciones de los 
servidores públicos en esa materia deberán estar presididas por las reglas sobre 
administración de bienes ajenos y por los mandatos y postulados (Gómez Pavajeau, 
Dogmática del derecho disciplinario, 2011, 475-476). 
 
En cuanto a la culpa grave, después de transcribir la definición legal, el referido autor 
señala que el nivel de cuidado desconocido en esta modalidad de culpa también se 
encuentra estandarizado, y que ese estándar tiene como modelo a un hombre prudente. 
La culpa grave, en ese orden de ideas, se presenta cuando se ha prescindido, de manera 
no elemental, de la moderación y el juicio que normalmente suelen conducir al 
cumplimiento de funciones públicas o al ejercicio profesional, de acuerdo con la especial 
relación de sujeción de que se trate. Para el autor en cita, el estándar de la culpa grave 
se refiere al “(…) hombre medio de la administración pública –servidor o particular- o de 
la profesión intervenida, pues tal modalidad de culpa “existe cuando el agente ha omitido 
la diligencia media acostumbrada en una esfera especial de actividad” [sic]” (Gómez 
Pavajeau, Dogmática del derecho disciplinario, 2011, 476). 
 
Por último, para Gómez Pavajeau, indudablemente, la ubicación dogmática del dolo y la 
culpa en el derecho disciplinario, aunque sean expresión de la culpabilidad, se ubican en 
la categoría dogmática de la tipicidad. Con el fin de explicar dicha tesis, ofrece cuatro 
razones. La primera de ellas es que si el ilícito disciplinario se funda a partir de la “norma 
subjetiva de determinación” –esto es, aquel deber funcional vinculante que el sujeto 
procesal escoge, bajo su libre albedrío, seguir o no-, es incontestable que las formas de 
actuar doloso y culposo disciplinario son expresiones diferentes de no encauzar el 
comportamiento enjuiciado conforme lo reclama el ordenamiento jurídico. Así, dolo y 
culpa en materia disciplinaria hacen parte del tipo disciplinario. En segundo término, la 
jurisprudencia constitucional, en sede de unificación de tutela –en concreto, la Sentencia 
SU-901 de 2005-, resolvió que el dolo y la culpa eran modalidades del ilícito disciplinario, 
lo que implica, a su juicio, que tales figuras de la responsabilidad disciplinaria subjetiva 
hacen parte de la consideración de una conducta típicamente antijurídica. Lo mismo, en 
sede de tutela, la Corte Constitucional habría señalado que el grado de culpabilidad 
constituía el elemento subjetivo de la conducta y hacía parte de su descripción, 
precisando que tal elemento poseía una dimensión intelectiva y otra volitiva. Al efectuar 
tal precisión, según Gómez Pavajeau, dando cuenta del conocimiento y la motivación 
como parte del elemento subjetivo del ilícito disciplinario, el alto Tribunal se está 
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refiriendo al dolo neutro propio de la teoría finalista, cuya ubicación, indiscutiblemente, 
está en la tipicidad. Y agrega que cuando en esa providencia se dice que el dolo y la 
culpa disciplinaria deben hacer parte de la descripción, materialmente se está haciendo 
alusión a la tipicidad, habida cuenta de que la culpabilidad es eminentemente valorativa y 
la sentencia se refiere a ella como juicio de exigibilidad (Gómez Pavajeau, Dogmática del 
derecho disciplinario, 2011, 476-477). 
 
Como tercera razón, citando la Sentencia C-155 de 2002, Gómez Pavajeau señala que la 
Corte Constitucional vinculó el sistema de incriminación por culpa en derecho 
disciplinario, de ‘numerus apertus’, con la técnica legislativa de los tipos disciplinarios 
abiertos, con lo que no cabe duda que el estudio de la culpa debe realizarse en sede de 
tipicidad. Por ello, también resulta obvio y “lógico-formalmente” correcto entender que el 
dolo disciplinario también deba estar ubicado en la tipicidad. No obstante, el autor en cita 
efectúa la siguiente salvedad –algo tautológica-: “De todos modos, creemos que la mejor 
interpretación de tal afirmación debe descansar en la idea de que tal referencia va 
dirigida a la infracción del deber objetivo de cuidado, manteniéndose, en el ámbito de la 
culpabilidad, lo referido al juicio de reproche por infracción al deber subjetivo de cuidado 
expresado en la culpa individualmente considerada”. Finalmente, la cuarta razón acerca 
de por qué la culpa y el dolo disciplinarios se ubican en la capacidad radica en la 
distinción que debe hacerse entre la culpabilidad como principio y la culpabilidad como 
categoría dogmática. Explica Gómez Pavajeau que el dolo como conocimiento y la culpa 
como infracción al deber objetivo de cuidado hacen parte de la tipicidad en tanto vienen 
demandadas por el principio de culpabilidad. Por el contrario, la capacidad de 
culpabilidad, la conciencia de la ilicitud y la exigibilidad de otra conducta o la infracción al 
deber subjetivo de cuidado –para la falta culposa-, hacen parte de la culpabilidad en tanto 
vienen demandadas por el principio de culpabilidad. 
1.2.2 La doctrina de Carlos Mario Isaza Serrano 
Para otros, como Carlos Mario Isaza Serrano, aunque todavía con la influencia del 
derecho penal fuertemente arraigada, sobre todo en la concepción normativa del 
elemento subjetivo de la responsabilidad sancionatoria, la culpabilidad en sede 
disciplinaria debe ser morigerada con los caracteres propios del derecho de la función 
pública. Sin embargo, en ese autor, la aproximación al derecho administrativo, como 
género connatural del derecho disciplinario en tanto institución propia de la función 
pública, es muy tímida. Para comenzar, al igual que Gómez Pavajeau, el autor en 
comento señala que la culpabilidad añade un nuevo momento a la acción antijurídica. 
Afirma que la culpabilidad disciplinaria fundamento tanto la disconformidad de la acción 
disciplinario con el ordenamiento jurídico, sino también el reproche personal al 
disciplinado por haber actuado de forma contraria a las exigencias funcionales (Isaza 
Serrano, 2009, 155).  
 
La culpabilidad disciplinaria equivale, conforme a este autor, a la responsabilidad plena. 
Dicha responsabilidad, según Isaza Serrano, es “(…) resultante de un juicio normativo en 
cuya virtud se le imputa al destinatario de la ley disciplinaria la realización de un 
comportamiento oficial contrario a las normas jurídicas que lo rigen, atendidas sus 
calidades personales y el contexto donde se desempeña laboralmente”. Para arribar a tal 
juicio, el operador disciplinario debe determinar si en las condiciones en que el sujeto 
disciplinable se encontraba al momento de la comisión de la falta le era exigible o no el 
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cumplimiento del deber funcional desconocido. Con todo, hay que tener en cuenta que la 
determinación de la responsabilidad disciplinaria no supone en todos los casos 
congruencia psicológica entre la falta y el elemento subjetivo que debe informarla –esto 
es, una relación directa o directa de la culpa o el dolo con el hecho.  En las modalidades 
de culpa previstas por el Código Disciplinario Único, este elemento de la conducta no 
refleja la culpabilidad en el sentido tradicional sino la responsabilidad del sujeto 
disciplinable por las consecuencias propias de los actos, incluidas las fortuitas (Isaza 
Serrano, 2009, 155-156). 
 
El autor, entonces, procede a proponer la configuración de la culpabilidad disciplinaria a 
partir de los siguientes elementos: 
 
“1) Condiciones personales y laborales del autor y una acción que lo vincule 
objetivamente con la falta, esto es, mediante una relación de causalidad. 
 
2) La imputabilidad que atañe a una condición psicofísica presumible en el 
servidor público, pues las mismas exigencias requeridas para imputar 
subjetivamente un resultado son demandadas para el desempeño de 
funciones públicas. 
 
3) La culpabilidad, en sentido estricto, que designa el conocimiento y la 
voluntad de la concreta falta a cuya comisión se puede legar a título de dolo o 
culpa, bien por la relación de la conducta con las exigencias de conocimiento 
de las circunstancias fácticas o normativas que delinean el campo de acción 
del servidor público, para evaluar las posibilidades de evitabilidad del 
resultado, o porque la conducta se encuentre siendo constitutiva de un estado 
psicológico querido por el autor, creador de un riesgo al deber funcional”  
(Isaza Serrano, 2009, 156-157). 
 
Acto seguido, Carlos Mario Isaza Serrano, estableciendo los fundamentos de la 
culpabilidad disciplinaria, acogiendo el criterio normativo propio de la culpabilidad penal, 
sostiene que el servidor público no tiene la misma libertad negativa de cara al derecho 
que tienen los particulares. El particular autorregula su conducta conforme a los límites 
fijados por el ordenamiento jurídico, que determina para aquel una permisión general 
limitada sólo por prohibiciones legales. Mientras tanto, para el servidor público es 
diferente. La conducta oficial que éste debe observar se encuentra regulada de 
antemano, tanto ética como funcionalmente, y sólo le corresponde mantenerla dentro de 
los comportamientos previstos por el Legislador y buscar por medio de ella las finalidades 
para las cuales fue instituida. El servidor público, entonces, para delimitar su campo de 
iniciativas, tiene un catálogo de funciones laborales y una exigencia implícita de 
cumplimiento en cada una de ellas. En suma, para el servidor público es tan lícito hacer 
lo que debe hacer según las normas que encauzan su conducta, como para el particular 
hacer u omitir lo que no se encuentra legalmente prohibido. Para el primero, lo ordenado 
es su única opción posible para determinar su voluntad; para el segundo, lo prohibido le 
delimita negativamente un campo de acciones potestativas (Isaza Serrano, 2009, 157-
158). 
 
Así, para el servidor público, la libertad jurídica no coincide con la esfera del derecho 
subjetivo, ampliamente entendido. Éstos carecen de libertad jurídica y de derechos 
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subjetivos, excepto de aquellos previstos en la ley como exigibles en el cumplimiento de 
sus funciones o como consecuencia de ellas. Por eso, las competencias de la autoridad, 
según Carlos Mario Isaza Serrano, son siempre expresas y explícitas, con lo que no 
existen competencias implícitas, ni por analogía. Lo anterior justifica que cuando un 
ciudadano se desempeña como servidor público asume un papel de mayores deberes y 
obligaciones basado en la importancia de su misión de servicio al Estado y a la 
comunidad, por medio del ejercicio de funciones en la forma prevista en el ordenamiento 
jurídico. En el sentir del referido autor, en conclusión, la libertad jurídica para los 
servidores públicos no existe o se entiende restringida a su más mínima expresión, ya 
que su voluntad individual se halla dirigida a la realización de la voluntad estatal. La 
autonomía del servidor público se reduce, de esta forma, a aceptar o no la trayectoria 
previamente delineada por los deberes funcionales, protegida por el interés general, y no 
en función de la concreción de un derecho subjetivo (Isaza Serrano, 2009, 158-159). 
 
De conformidad con el anterior planteamiento, cuando hay un acto de libertad del 
servidor público que no consulte normativamente los límites del deber funcional, se 
genera la atribuibilidad de la acción, y por ende, se configura la responsabilidad 
disciplinaria. Con otras palabras, contrario a lo que sucede en lo que hace al derecho 
penal, las acciones y decisiones libres, por fuera del campo de autonomía funcional que 
le es permitido a algunos servidores públicos, son punibles por no estar reconocidos 
como producto del ejercicio de una libertad jurídica. En virtud de lo anterior, el contexto 
de la culpabilidad disciplinaria será siempre laboral y estará determinado por las 
exigencias básicas del deber funcional al servidor público. Tal apreciación de la 
culpabilidad modifica el concepto de exigibilidad, en tanto que impone verificar cuando 
dejó aquel de serle exigible. Esto, por imposibilidad de su ejercicio, por ausencia de 
condiciones personales o laborales para conocer de su existencia normativa o de las 
condiciones fácticas que reclama su ejercicio oportuno o actualizado para evitar un 
resultado cuestionable, o cuando conociéndolas no puede corregirlas. El concepto de 
exigibilidad en derecho disciplinario, contrario a como sucede en el derecho penal, se 
refiere a la observación de una única conducta –la oficial-, y no a un conjunto de 
iniciativas respecto de la cual se decide elegir una. A juicio del referido autor, “(…) resulta 
irrelevante para sustentar un juicio de reproche al servidor público investigado analizar si 
este como autor de la falta tuvo o no libertad para distanciarse del ver funcional, dado 
que por regla general siempre la ha de tener, pues lo que se ha de establecer es cuándo 
pudo o no, en las circunstancias en que se encontraba, dejar de serle exigible el 
cumplimiento del deber funcional con miras a desestructurar el ilícito disciplinario (Isaza 
Serrano, 2009, 161-162). 
 
Las consideraciones arriba expuestas permiten arribar a la conclusión sobre que no 
puede establecerse una indebida relación entre juicio de culpabilidad y dolo o culpa. En 
la práctica pueden existir conductas culposas o dolosas que carecen de culpablidad. En 
estos casos, el sujeto disciplinable puede haber actuado con conocimiento y voluntad de 
cometer la falta, o con infracción del deber objetivo de cuidado, pero está amparado bajo 
una causal de exclusión de la responsabilidad que hace que no le sea exigible otra 
conducta. Por tanto, al darle a la culpabilidad disciplinaria contexto dentro de las 
relaciones laborales entre el Estado y sus servidores públicos, deben evaluarse las 
capacidades físicas, psíquicas y de previsión del sujeto disciplinable, sus calidades 
profesionales, su experiencia laboral y los procesos de inducción y aprendizaje en el 
desempeño de las tareas públicas (Isaza Serrano, 2009, 167). 
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Ahora bien, en cuanto al dolo disciplinario, Carlos Mario Isaza Serrano sostiene que éste 
implica la conciencia de la antijuridicidad del comportamiento del servidor público, porque 
el conocimiento sobre el incumplimiento del deber funcional o su cumplimiento 
defectuoso entraña un juicio de valor sobre la antijuridicidad. Recogiendo la opinión de 
Esiquio Sánchez Herrera, señala el autor que se trata de un dato psíquico de la efectiva 
representación del carácter prohibido del hecho en el momento de su comisión. De esta 
forma, la representación de que el hecho está genéricamente prohibido puede ser, en 
ciertas circunstancias, el reflejo motivatorio mínimo a partir del cual el servidor público 
debe contar con la serie posibilidad de la exisgencia de una norma prohibitiva que 
proscriba su comportamiento. En razón de ello, le corresponde al operador disciplinario 
determinar el título de la imputación subjetiva, como dolosa o culposa, en sus diferentes 
modalidades (Isaza Serrano, 2009, 169). 
 
En ese orden de ideas, el dolo disciplinario es el estado psicológico de quien ejerce 
funciones públicas configurado por el conocimiento del ejercicio irregular del deber 
funcional, en una de sus dos facetas –normativa y fáctica-, a partir de la valoración 
laboral que del mismo deber se tiene en un contexto situacional específico, en el 
entendido de que hay perspectivas diferentes entre los campos de acción de un superior 
jerárquico o funcional y un subalterno. El conocimiento de la faz fáctica del deber 
funcional se hace exigible cuando deriva de una relación de jerarquía o funcional con otro 
servidor público, mediante el ejercicio de funciones tales como la vigilancia, el control o la 
evaluación sobre las tareas que éste adelante. El servidor público, entonces, debe tener 
conocimiento normativo del deber funcional de vigilancia y control que le corresponde, 
como el conocimiento fáctico en su respectivo ejercicio. Igualmente, ello involucra el 
conocimiento de las funciones a cargo del subalterno que vigila y controla, así las de 
desarrollo práctico de éstas. Todo, con el fin de determinar cuándo las circunstancias 
normales impuestas por la organización laboral se rompían, demandando una mayor 
exigencia de intervención del superior por sobre las posibilidades funcionales del 
superior, el reparto especializados de las tareas a cargo de las diferentes dependencias 
(Isaza Serrano, 2009, 176). 
 
Frente al dolo eventual y al dolo en las omisiones aplicable al derecho disciplinario, 
Carlos Mario Isaza Serrano expone que: 
 
“Cuando de esta valoración laboral se concluya que era menester intervenir 
para evitar un resultado en términos de afectación sustancial del deber 
sustancial, por el riesgo causado por la ruptura de este equilibrio impuesto por 
la organización laboral, es igualmente atribuible el resultado a título de dolo, 
en el entendido de que el servidor público era consciente de que debía evitar 
el riesgo de ese resultado o su ocurrencia y no lo hizo. 
 
Así las cosas, cuando la irregularidad se verifica por omisión, “la característica 
básica del dolo es la falta de decisión de emprender la acción jurídica 
impuesta al omitente”. Por esta razón, “el dolo de la omisión se debe apreciar 
cuando el omitente, a pesar de tener conocimiento de la situación de hecho 
que genera el deber de actuar y de su capacidad de realizar la acción, no 
actúa” [sic]”  (Isaza Serrano, 2009, 176-177). 
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De contera, frente a la culpa, el autor en comento la soporta en la violación de un deber 
de cuidado o en la del deber de motivarse para el cumplimiento del deber funcional, en el 
caso de la culpa gravísima. El reproche, en sede de culpa disciplinaria, debe edificarse 
sobre la base de que el sujeto disciplinable no haya observado el deber de cuidado 
mínimo que le es reclamable, por defecto de su voluntad, por negligencia o por descuido, 
la afectación sustancial del deber funcional. Para tal propósito, debe tener como 
referencia lo que otro servidor público de las mismas calidades y perteneciente a la 
misma esfera técnica del disciplinado haría en igualdad de circunstancias. También, el 
reproche puede edificarse por no haberse preparado el sujeto disciplinable para conocer 
o asumir el deber funcional, por no haberlo ejecutado cuando una regla específica de 
mayor exigencia técnica requiere su ejercicio en términos de oportunidad y calidad, o por 
ejecutarlo contrariando dicha regla (Isaza Serrano, 2009, 175). 
 
Desde una óptica puramente normativa de la culpa, Isaza Serrano menciona que la 
diferencia entre dolo y culpa viene dada por el conocimiento directo del deber funcional 
en su doble faz, fáctica y jurídica; y por consiguiente, de la eventual conducta que 
surgiendo de su ejecución pueda llegar a vulnerarlo (dolo) o de la ausencia de ese 
conocimiento, mediando la exigencia de actualizarlo para evitar cualquier riesgo que lleve 
a su transgresión (culpa). A su juicio, el conocimiento directo del deber funcional, en su 
aspecto fáctico, se hace exigible cuando se deriva de una relación de jerarquía o 
funcional con otro servidor público, mediante el ejercicio de funciones tales como la 
vigilancia, el control o la evaluación sobre las tareas que éste adelante (Isaza Serrano, 
2009, 175-176). 
 
Ahora bien, volviendo a la definición de las graduaciones de culpa adoptadas por el 
parágrafo del artículo 44 del Código Disciplinario Único, el autor en comento señala que 
la culpa gravísima puede definirse como “(…) el estado psicológico en el que el servidor 
público consiente o crea un riesgo de afectación a deberes funcionales de especial 
cuidado, al no estar empoderado razonablemente de las únicas condiciones que explican 
y justifican su presencia en la administración pública, cuales son el conocimiento de ellos 
o su cumplimiento atento y prudente”. Es decir, para el autor, lo que define la culpa 
gravísima no es el grado de diligencia que el servidor público debe imprimirle a sus 
actuaciones sino la infracción de deberes objetivos de cuidado de especial significación o 
peligro. Además, agrega que lo que hace más reprochable a la culpa gravísima frente a 
la culpa grave radica en que no es lo mismo inobservar el cuidado necesario respecto de 
un asunto corriente que no observar ningún cuidado frente a exigencias normativas 
específicas (Isaza Serrano, 2009, 177). 
 
Enseguida, Isaza Serrano se refiere a las tres modalidades de la culpa gravísima. 
Comienza por definir qué son reglas de obligatorio cumplimiento, puesto que se trata de 
un concepto transversal a la ignorancia supina, a la desatención elemental y a la 
violación manifiesta. De forma acertada, el autor reseña que no cualquier norma 
constituye una regla de obligatorio cumplimiento, pues es el creador de las mismas el 
que, dadas las condiciones que ellas mismas establecen, le otorga esa connotación. A su 
juicio, estas reglas establecen razones para la acción por el solo hecho de su existencia 
en cuanto reglas, y generan así una presión normativa incluso en los casos en los que 
las justificaciones subyacentes a las reglas indican el resultado contrario. La sola 
inobservancia de esas reglas concreta por sí misma la imprudencia o negligencia que 
constituye culpa gravísima en estos casos. Éstas, sin importar su ubicación dentro de la 
pirámide jerárquica jurídica, se caracterizan por no admitir interpretaciones frente a su 
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acato o aplicación, dado el grado de especificidad de su contenido, que es precisamente 
el que reclama, por esta misma circunstancia, mayor atención que la que pueda suscitar 
una disposición con mayor grado de generalidad. En ese sentido, las reglas de 
obligatorio cumplimiento (i) Estatuyen preceptos propios de un arte o profesión; (ii) Dan 
soluciones procesales; (iii) Regulan con mayor detalle la prevención de riesgos laborales 
o la ocurrencia de accidentes en ámbitos donde ordinariamente el Estado, por medio de 
sus servidores, asume la actividad de custodio, gestor, intrevento, empresario o cualquier 
otra; o (iv) Regulan el ejercicio inmediato o reactivo de una atribución en procura de la 
defensa de intereses generales o los mecanismos urgentes de protección de un derecho 
fundamental con miras a evitar o corregir su vulneración (Isaza Serrano, 2009, 179-180). 
 
Sin embargo, de forma contradictoria con lo arriba mencionado, Isaza Serrano escribe: 
“De consuno [sic] con lo anterior, a una exigencia de mayor atención fundada “en 
acciones que deben evitarse y actos de precaución que deben emplearse” el reproche 
debe fundarse tomando en consideración una relación de proporción inversa; a mayor 
desatención hasta situarse en la desatención elemental corresponde un reproche 
normativo progresivo hasta llegar a ser máximo” (Isaza Serrano, 2009, 179). Es decir, 
para la autor, la culpa gravísima implica una mayor exigencia de atención frente al 
cumplimiento de la regla de obligatorio cumplimiento. Esta mayor exigencia de atención 
frente a la regla de obligatorio cumplimiento es proporcional al cumplimiento de la regla 
misma: entre más específica o técnica o mayor cuidado demande la regla para su 
preservación, debe reclamarse mayor atención en su acato o ejecución. Por eso, al 
violarse la regla de obligatorio cumplimiento, la conducta averiguada deviene 
automáticamente en temeraria, al surgir una distracción, inadvertencia o 
desentendimiento simple o elemental de ella (Isaza Serrano, 2009, 183). 
 
Frente a las tres modalidades de culpa gravísima, Isaza Serrano, empleando una 
definición gramatical, autorizada por el artículo 27 del Código Civil, señala que la 
ignorancia supina es un estado de conciencia que procede de la negligencia en aprender 
o inquirir lo que puede y debe saberse en lo que hace a las reglas de obligatorio 
cumplimiento. De cara a la desatención elemental y a la violación manifiesta, el autor en 
comento pone de presenta que la primera es esencialmente una conducta omisiva, que 
se origina en una falta de atención, mientras que la segunda es activa, porque implica la 
ejecución de un deber funcional que desconoce abiertamente las reglas de obligatorio 
cumplimiento o darles un cumplimiento torcido, fruto de una conducta temeraria o 
imprudente. Precisamente, explica que el autor que el hecho de que el sólo 
desconocimiento de las consabidas reglas sea la exteriorización de la culpa gravísima es 
lo que la diferencia del dolo. La diferencia viene dada por la norma que es objeto de 
transgresión, y no por el conocimiento del deber funcional, tanto en su aspecto fáctico 
como normativo; es por eso que esa transgresión se sitúa en el campo de la culpa 
extrema. Esa transgresión de las reglas de obligatorio cumplimiento implica que se 
desconozca el sentido literal de la norma y su concreta finalidad, mediante una 
irrazonable hermenéutica jurídica en la que se les da a esas reglas un alcance que no 
pueden tener y que no se explica por ignorancia o por errónea asimilación de su 
contenido. Igualmente, implica que haya una actuación oficial que conculque 
indebidamente derechos legítimos. 
 
Por último, para Isaza Serrano, la culpa grave es el estado psicológico en el que se 
consiente un riesgo de afectación al deber funcional, creado por la inobservancia del 
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cuidado necesario que un servidor público perteneciente a la categoría y especialización 
del disciplinado le daría al ejercicio de sus funciones, en el manejo del asunto donde se 
comete la falta. A fin de desentrañarla dentro de las diligencias, es preciso que el 
operador jurídico estudie el ejercicio del deber de cuidado que al investigado le 
correspondía observar dentro de la órbita de sus funciones para evitar la producción de la 
falta. Al igual que en el derecho civil y que en la definición legal de culpa grave, para este 
autor, esta culpa resulta de contrastar la diligencia desplegada por el servidor público 
investigado con lo que haría en idéntica situación una persona del común, con la misma 
esfera de responsabilidades; es decir, a lo que frente a la misma situación laboral haría 
razonablemente otro servidor público perteneciente a su misma esfera laboral o nivel 
técnico. La culpa grave surge, entonces de la conducta equivocada de una persona que, 
de hecho, ha obrado de modo diferente a como habría obrado un tipo ideal o abstracto 
de comparación, y al hacerlo, ha quebrantado el interés jurídico protegido por el derecho 
disciplinario. Por supuesto, la definición no deja de encerrar cierta contradicción, porque 
el baremo de la diligencia debida no puede ser, a tiempo, el de un servidor público 
perteneciente a la categoría y especialización del disciplinado, y el de un hombre del 
común (Isaza Serrano, 2009, 184-185). 
 
Agrega Isaza Serrano, sobre el elemento normativo “persona del común” del parágrafo 
del artículo 44 del Código Disciplinario Único “(…) debe circunscribirse al contexto laboral 
y además, debe ser comprensivo de las circunstancias personales de cada servidor 
público en particular, en fusión con su investidura y la administración de la esfera técnica 
donde desarrolla su trabajo, tanto modal como temporalmente (…)”. En el sentir del 
referido autor,  “(…) atendiendo el hecho de que una lectura diferente o localizada por 
fuera del campo laboral haría diluir el plus de mayores exigencias y responsabilidades 
que por sobre la situación del particular le son impuestas a quien ejerce función pública”. 
Por eso, el estándar del deber objetivo de cuidado es el del tipo modelo del servidor 
público prudente y diligente, de quien se evaluará si éste habría incurrido en el mismo 
error, habida cuenta de las circunstancias externas en las que actuó el autor de la falta 
(Isaza Serrano, 2009, 1851-86). 
 
De la misma forma que Carlos Arturo Gómez Pavajeau, Carlos Mario Isaza Serrano 
identifica a la capacidad de culpabilidad como otro de los elementos de la culpabilidad 
disciplinaria propiamente dicha dentro del respectivo juicio de reproche. Es la famosa 
imputabilidad; esto es, el conjunto de facultades físicas y psíquicas que le permiten al 
servidor motivarse positivamente en su misión constitucional y en el cumplimiento de sus 
deberes a su cargo. Esta categoría de la culpabilidad, también para Isaza Serrano, se 
presume respecto de quien es capaz de ejercer funciones públicas, en el sentido de que 
quien cuenta con esa capacidad para ejercer tales funciones es capaz de llevar a cabo 
su transgresión. En el caso de los servidores públicos, las normales facultades 
intelectivas y volitivas propias requeridas para ser imputables ya han sido previamente 
comprobadas como condición para el ingreso al servicio público. Finalmente, asevera el 
autor en comento que la capacidad de culpabilidad en los servidores públicos 
disciplinables debe evaluarse no sólo respecto de la aptitud psicológica para cometer una 
falta disciplinaria, sino también profesional; esto es, desde la denominada asequibilidad 
normativa. Dicha aptitud profesional para cometer faltas disciplinarias está “(…) 
expresada en una condición suficiente para adaptar el desempeño laboral a las 
condiciones del trabajo y a las normas que le indican cómo actuar (…)”  (Isaza Serrano, 
2009, 186). 
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Ahora bien, para terminar de presentar su teoría general de la culpabilidad, Isaza Serrano 
se refiere, por último, a la no exigibilidad de un comportamiento conforme al deber 
funcional. Pone de presente que este requisito, propio de la postura de Gómez Pavajeau 
y de quienes la siguen, es innecesario en materia disciplinaria. Mientras que, en el 
derecho penal, los particulares no pueden actuar contra derecho, y se les exige, por 
tanto, regular de manera autónoma su conducta de acuerdo con las exigencias y límites 
del ordenamiento jurídico, contrariamente, las conductas de los servidores públicos son 
reguladas por el ordenamiento jurídico con base en la fijación de competencias y 
atribuciones, para que actúe siempre de acuerdo con su misión constitucional y los 
deberes funcionales a su cargo, “(…) como única opción posible”. Como la fidelidad al 
derecho para el cumplimiento del deber funcional le es impuesta al servidor público 
mediante el acto de posesión en el cargo a desempeñar, para los fines del derecho 
disciplinario nada importa la discusión sobre si es demostrable o no la capacidad de 
actuar de otro modo de parte del investigado, porque no juega como presupuesto la 
libertad de acción. En ese orden de ideas, el juicio de culpabilidad se circunscribe tan 
sólo a verificar si el servidor público tenía acceso a las condiciones normativas y fácticas 
que integran el deber funcional para ese caso en concreto (Isaza Serrano, 2009, 187).  
 
Isaza Serrano, entonces, va más allá de la imposibilidad de demostrar empíricamente la 
libertad del disciplinado de haberse comportado de otro modo al cometer la conducta 
reprochable, y pregona la absoluta ausencia de libertad del funcionario con el propósito 
de anular la exigibilidad de cualquier otra conducta. El servidor público obra sin libertad 
respecto del cumplimiento del deber funcional, pues se halla determinado para cumplirlo. 
Sin embargo, no es lo mismo frente a la incursión en una falta disciplinaria, que no puede 
estar previamente determinada al hecho que la produce. Al cometer una conducta 
reprochable, la situación jurídica del servidor público infractor se desfavorece, pues 
mediante un acto de autonomía no reconocido por el derecho afecta sustancialmente el 
deber funcional, bien porque lo llena de sentido propio o personal, o bien porque lo vacía 
de contenido, impidiendo respecto de ese caso específico alcanzar los fines y funciones 
del Estado. En suma, la exigibilidad subyace al conocimiento del deber funcional frente a 
la conducta que lo contraría, de tal forma que ante la estructura cognitiva y activa, la 
realización del comportamiento sin que haya sido neutralizado por el poder vinculante del 
deber funcional genera reproche disciplinario (Isaza Serrano, 2009, 187-188). 
 
Vale la pena transcribir las propias palabras del autor sobre el particular, para observar 
en extenso sus ideas sobre la libertad y la determinación del sujeto en punto de la 
culpabilidad disciplinaria: 
 
“En el derecho disciplinario el reproche al servidor público investigado no 
puede sustentarse sobre el hecho de que siendo la libertad un derecho 
fundamental sólo cuando aquel es libre porque tiene la posibilidad de opción y 
escogencia puede tener cabida legítima el juicio de culpabilidad, porque la 
libertad, donde no la presupuestan como base de la existencia funcional de la 
categoría jurídica de servidor público, no es relevante para otros efectos. Es 
decir, al derecho disciplinario no le interesa la respuesta a la pregunta de si el 
servidor público fue libre para obrar o no, en lo que hace a la conducta 
investigada, sino la respuesta al interrogante de si en las condiciones 
laborales en que se encontraba in situ le seguía siendo exigible o no el 
cumplimiento del deber funcional. 
Capítulo 1 51 
 
 
En suma: habiendo de antemano certeza sobre la única opción de libertad 
que frente al deber funcional tiene el servidor público, esto es, su 
incumplimiento, cuya materialización ya de por sí constituye la falta 
disciplinaria, no tiene ningún sentido entrar a evaluar en sede de culpabilidad 
si los factores externos e internos incidieron en dicha opción, sino si le 
impedían respecto de la conducta, al lado de otras circunstancias de modo, 
complementadas, en el contexto laboral con los principios de la buena fe y 
confianza legítima, obrar conforme a las exigencias del deber funcional o de 
acuerdo con cualquier elemento que neutralizara cualquier consideración 
sobre la ilicitud de la conducta frente a la existencia de un daño potencial o 
riesgo al deber funcional, en atención a los intereses jurídicos generales o 
colectivos que se protegen con el derecho disciplinario”  (Isaza Serrano, 2009, 
192) 
 
Teniendo en cuento lo arriba expuesto, Isaza Serrano expone que los nuevos 
fundamentos de la culpabilidad disciplinaria gravitan en torno a la diligencia exigible 
frente al conocimiento de la ley disciplinaria de parte de sus destinatarios. Ello evita, de 
un lado, que se pueda esgrimir la ignorancia de la ley como excusa para librarse de la 
responsabilidad disciplinaria, y que el servidor público, concretamente, no pueda 
excusarse alegando que desconoce las atribuciones del cargo para el que fue vinculado, 
y mucho menos, que no las estaba cumpliendo o las estaba cumpliendo mal. Y de otro 
lado, le impone a los servidores públicos no la obligación genérica de conocer todo el 
repertorio de ilícitos disciplinarios, sino la de procurar conocerlos. En consecuencia, al 
servidor público no se le responsabilizará disciplinariamente por sus conocimientos 
reales –a diferencia del derecho penal-, sino por los conocimientos exigibles a la 
diligencia debida. Esta diligencia puede variar en atención a las circunstancias 
personales del servidor público –y en esto sigue a Alejandro Nieto-: grado de cultura, 
medio en que vive, grado de proximidad del ilícito a sus actividades habituales y 
profesión (Isaza Serrano, 2009, 190-191). 
1.2.3 Críticas a las posturas de Gómez Pavajeau y de Isaza 
Serrano 
Sin embargo, la postura normativa de la culpabilidad, en lo que toca al derecho penal –de 
donde, claramente, ha sido extraída la culpabilidad disciplinaria por Gómez Pavajeau y 
por Isaza Serrano- ha sido objeto de amplia crítica. Según lo mencionaba Alfonso Reyes 
Echandía, desde los años ochenta, la concepción normativa de la culpabilidad considera 
como relación contradictoria –y por ende, digna de reproche-, aquella existente entre la 
voluntad del sujeto y la norma. Bajo esta concepción, la culpabilidad se define –citando a 
Edmund Mezger- como “(…) el conjunto de aquellos presupuestos de la pena que 
fundamentan frente al sujeto, la reprochabilidad personal de la conducta antijurídica”. A 
pesar de ello, el maestro Reyes Echandía puso de presente que esta teoría había sido 
cuestionada por mezclar ilógicamente la reprochabilidad de la conducta del autor –la 
antijuridicidad-, con el juicio de reproche que respecto de su comportamiento antijurídico 
se formula –la culpabilidad propiamente dicha-. Por eso se dice también que este 
concepto resultaría idéntico al de la antijuridicidad, con el que sin duda llegaría a 
confundirse. Por último, señala el autor en comento que admitiendo que la culpabilidad 
fuese un juicio de reproche, surgiría el problema de saber a quién corresponde emitirlo: si 
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le corresponde al propio autor, entonces la inexistencia o inexistencia de culpabilidad 
estaría condicionada al criterio del mismo delincuente; pero si le corresponde al juez, el 
concepto de culpabilidad se refundiría con el de antijuridicidad (Reyes Echandía, 1984, 
259). 
 
Las demás críticas a la concepción normativa de la culpabilidad penal han sido 
condensadas por Miguel Córdoba Angulo. De acuerdo con este autor, uno de los 
presupuestos fundamentales de la concepción normativa de culpabilidad penal es la 
libertad de voluntad del hombre, su libre albedrío. Por eso, el individuo, pese a estar en la 
libertad –y en la posibilidad- de actuar de otro modo, contraviene el ordenamiento jurídico 
penal. El actuar libremente constituye, entonces, el fundamento del juicio de reproche al 
individuo: culpabilidad es reprochabilidad. Con todo, esa libertad de voluntad o libre 
albedrío es un dato empíricamente indemostrable. A las ciencias del comportamiento les 
es imposible demostrar que un individuo, en un caso concreto y bajo unas determinadas 
circunstancias específicas, podía controlar sus impulsos y sus emociones. Adicional a 
ello, en la práctica, a los funcionarios judiciales les resulta imposible, con los medios a su 
alcance, intentar siquiera demostrar la libertad de voluntad al momento de la realización 
de la conducta punible. Es así que esta teoría termina invirtiendo la carga de la prueba, 
ya que si es indemostrable la libertad de voluntad el Estado, a través de sus servidores, 
presume la culpabilidad. Es decir, presume que el hombre actuó libremente, 
imponiéndole injustificadamente al ciudadano el demostrar que no pudo actuar 
libremente, lo cual termina siendo imposible (Córdoba Angulo, 2011, 364-365) 
 
Estas críticas, a juicio de Óscar Villegas Garzón, no se hacen sólo a la concepción 
normativa de la culpabilidad penal sino a la culpabilidad penal en general. Citando a 
Enrique Gimbernat Ordeig y a Fermín Morales Prats, el autor en comento recoge los 
principales argumentos esgrimidos contra esa particular categoría dogmática, que se 
centran básicamente, en la imposibilidad de demostrar empíricamente el libre albedrío 
del agente al momento de cometer un delito. Tales reproches son los siguientes: (i) No es 
posible demostrar empíricamente que el autor de una infracción, al momento del hecho, 
podía haber actuado de otro modo a como lo hizo; (ii) No es posible explicar los 
elementos que componen el juicio de culpabilidad, porque la exigibilidad de la conducta 
adecuada a derecho implica una referencia ineludible a lo que es exigible a un hombre 
promedio, porque las construcciones dogmáticas del juicio de reproche son moralizantes 
y porque si el conocimiento de la antijuridicidad constituye una presunción sobre lo que 
es exigible normalmente a un hombre promedio, no existen componentes 
verdaderamente personales –realtivos al autor concreto- que puedan analizarse en el 
juicio de culpabilidad. Por eso, pretender fundar el derecho penal en el indemostrable 
libre albedrío resulta contrario a todo fundamento científico razonable que pretenda 
dársele a esa especialidad jurídica (Villegas Garzón, 2010).  
 
Otra crítica válida es la que se le hace al supuesto del elemento cognoscitivo del dolo, 
que como base de la imputación subjetiva haría innecesaria la voluntad para la 
concreción de dicha modalidad de culpabilidad. Señala Alejandro Ordóñez Maldonado –
actual Procurador General de la Nación- que en el caso del dolo, no se ha evaluado por 
parte de quienes pregonan las teorías normativistas de la culpabilidad disciplinaria, que 
se parte de la suposición de un conocimiento puramente formal del deber funcional por 
parte, a partir de su experiencia en la función pública o del mero hecho de su posesión 
en el cargo. Esa postura, sin duda, sería contraria al sentido común, ya que impediría 
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formar una idea realista de justicia objetiva en torno a la culpabilidad, pues a partir de 
esos hechos es imposible inferir lógicamente que el funcionario sabía en realidad, al 
momento de actuar, cuáles eran los deberes funcionales que no podía infringir (Ordóñez 
Maldonado, 2009, 12). Veamos: 
 
“En lo que concierne a la respnsabilidad disciplinaria por faltas cometidas a 
título de dolo, se mantuvo la idea de que siempre, para la estructuración de 
esta forma de imputación, bastaba el conocimiento de los hechos y el de la 
ilicitud. Consecuentemente, se asumió que el hecho de tomar posesión del 
cargo público suponía el conocimeinto no sólo de los deberes exigibles del 
agente estatal, sino también de las actividades relacionadas con el ejercicio 
del cargo y de los contenidos normativos de la ley disciplinaria, lo que hacía 
derivar el dolo, únicamente, del conocimiento exigible del servidor público, 
pero se obviaba el conocimiento real (del agente) del comportamiento típico, 
y, además, se dejaba de lado el ingrediente volitivo de la conducta, resultado 
de una inferencia que, aunque iuris tantum, se tornó inquebrantable en 
muchos casos cuando se decía: “quien sabe lo que hace y lo hace, quiere 
hacerlo” [sic]” (Ordóñez Maldonado, 2009, 12). 
 
Por su parte, Henry Villarraga Oliveros –tristemente célebre ex–Magistrado de la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura- expone con notable 
tino que, de un lado, la concepción de la culpabilidad disciplinaria contenida en la Ley 
734 de 2002 es estrictamente psicológica y que obedece a un sistema de ‘numerus 
apertus’; y que, de otro, todas las faltas disciplinarias contenidas en el Código 
Disciplinario Único deben ser primero evaluadas como culposas antes que como dolosas. 
En primer lugar, Villarraga Oliveros explica que, al contrastarse la culpabilidad penal con 
la disciplinaria, se tiene que pese a proscribirse la responsabilidad objetiva en materia 
disciplinaria y disponer que las faltas sólo serán sancionables a título de dolo o culpa –
artículo 13 del Código Disciplinario Único-, el Legislador omitió especificar, como sí lo 
hace el derecho penal, una regla de clasificación a partir de la cual sus destinatarios 
puedan conocer anticipada y certeramente el alcance efectivo de su conducta. Así, en el 
derecho penal, todas las conductas previstas como punibles sólo podrán ser realizadas 
con dolo, a menos que la ley penal admita otro tipo de modalidad. Luego, el Legislador 
opta por diseñar tipo autónomos que, si bien en principio son dolosos, termina por 
identificar específicamente su modalidad culposa o preterintencional. Tal es el caso de 
los artículos 339 y 360 del Código Penal (Villarraga Oliveros, 2014, 316-317). 
 
A pesar de lo estatuido por la Corte Constitucional en la Sentencia C-155 de 2002, sobre 
que en el país todos las faltas típicas pueden ser tanto doloso como culposas, salvo 
aquellas que involucren elementos subjetivos en su descripción que la califiquen 
expresamente, a juicio del citado autor, la libertad de determinación de la modalidad de 
comisión de la conducta reprochable disciplinariamente es apenas aparente. Así, el 
operador disciplinario deberá determinar la modalidad de culpabilidad con que se comete 
la conducta censurable dependerá del material probatorio y del diseño estructural mismo 
de la infracción, teniendo en cuenta el tipo de deber infringido. Retomando la subregla 
sentada por la Corte Constitucional en la Sentencia C-181 de 2002, Villarraga Oliveros 
sostiene que, a diferencia de lo que sucede en el derecho penal, en el sistema de 
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‘numerus apertus’ del derecho disciplinario, el dolo pierde el protagonismo que se le 
reconoce en el sistema de ‘numerus clausus’ propio de esa expresión de la potestad 
sancionadora del Estado. Así, citando a Ángeles de Palma del Teso6, “(…) en materia 
disciplinaria la culpa asume el papel de la regla general, solo quedando lugar para el dolo 
en los eventos en que la infracción al deber exija una especial animosidad que descarte 
la imprudencia o la negligencia en el desempeño de las funciones del cargo y en los que 
las circunstancias específicas de realización den cuenta de sus elementos constitutivos”. 
Por eso, para el autor en cita, el juicio de culpabilidad en materia disciplinaria es más 
exigente para el operador disciplinario que aquel que debe acometer la autoridad penal 
(Villarraga Oliveros, 2014, 330-332). 
 
Villarraga Oliveros, con base en lo anterior, procede a efectuar una crítica a la posición 
adoptada por Isaza Serrano en relación con el entendimiento del sistema de ‘numerus 
apertus’ en la culpabilidad disciplinaria. Según su entender, es erróneo sostener que la 
imputación disciplinaria debe hacerse, en principio, a título de dolo, mientras que si lo que 
media es el deber de actualizarlo, cabría la culpa. Ello, en atención al conocimiento que 
de sus deberes funcionales se espera, en situaciones normales, del servidor público. Sin 
embargo, explica Villarraga Oliveros que no en todos los casos el conocimiento del deber 
va aparajeado de su transgresión intencional por parte de quien debía observarlo. Si ello 
fuera de recibo, explica el mencionado doctrinante, se desnaturalizaría el dolo como 
querer y voluntad, para simplemente suprimir, sin justificación alguna, el elemento 
volitivo, fundamental para que la intención positiva de causar daño sea tal. Esta postura 
encierra, en el fondo, la misma presunción de que quien conoce y realiza la conducta es 
por que la quiere, pero el solo conocimiento del deber funcional por parte del servidor 
público disciplinado no es suficiente para establecer el respectivo título de imputación en 
el juicio de reproche (Villarraga Oliveros, 2014, 333-334). 
 
Por eso, para Villarraga Oliveros, en aquellos casos en los que la infracción demanda 
normativamente una animosidad específica, al presunto conocimiento del deber deberá 
acompañarlo la prueba de la intención de transgredirlo, so pena de que necesariamente 
el comportamiento deba calificarse de culposo. Así, salvo evidencia en contrario, la 
                                                
 
6 “(…) [M]ientras en el derecho penal lo prohibido de forma general son las acciones dolosas y, 
subsidiariamente, se castigan las acciones imprudentes, en el derecho sancionador administrativo 
sucede lo contrario. Por lo tanto, si bien es igualmente exigible el elemento subjetivo para la 
existencia del ilícito administrativo, dolo y culpa desempeñan en el derecho penal. Mientras la 
infracción administrativa imprudente constituye el punto de partida originario, la comisión dolosa 
del hecho constitutivo de infracción es un fenómeno derivado que presupone que no ha sido 
cometido de forma imprudente. (…) Los tipos administrativos. Contemplan de forma general 
conductas imprudentes. En el caso de que la conducta hubiere sido dolosa, efectivamente 
concurriría el elemento subjetivo y, por tanto, existiría infracción, pero el dolo determinaría, 
además, la calificación de la sanción con más gravedad que si la conducta fuer imprudente. En 
definitiva, para la existencia de la infracción administrativa es suficiente la concurrencia de la 
culpa, pero si falta este elemento subjetivo no por ello deja de existir infracción si la conducta 
hubiere sido realizada a título de dolo. Como vemos, la relación entre dolo y culpo en el ámbito 
sancionador administrativo es inversa a la que tiene lugar en forma general conductas en su forma 
imprudente, y las dolosas están respecto de aquellas en relación de subsidiariedad. ello explica 
que en nuestro derecho sancionador administrativo la concurrencia de dolo sea un criterio para 
agravar las sanciones” (De Palma del Teso, 1996, 130-131). 
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mayor parte de las afectaciones sustanciales a los deberes funcionales serán tenidas por 
culposas, en cualquiera de sus grados. Con el propósito de complementar su argumento, 
señala Villarraga Oliveros que en el derecho disciplinario es inaplicable la postura del 
normativismo penal en la que el cariz subjetivo de la responsabilidad se estudia en el tipo 
y no en el juicio de culpabilidad, por evidente contradicción con el artículo 13 del Código 
Disciplinario Único. Según este autor, si bien ello podría significar una contradicción entre 
la configuración típica de la infracción de los deberes funcionales y la afectación 
sustancial del deber funcional, lo cierto es que la proscripción de la responsabilidad 
objetiva, y la necesidad de que la determinación de la modalidad de culpabilidad juegue 
en la determinación y proporcionalidad de la sanción a imponer al sujeto disciplinable, 
impiden que el dolo y la culpa se ubiquen en el estanco de la tipicidad de la conducta 
censurable (Villarraga Oliveros, 2014, 335-336). 
 
A estas críticas hay que añadirles aquellas que se han producido en el derecho español, 
especialmente, contra las pluricitadas relaciones especiales de sujeción. En ese país, la 
noción de relación especial de sujeción ha entrado en decadencia, por mostrarse vacía y 
carente de contenido, y por evidenciar que esconde restricciones injustificadas a los 
derechos fundamentales de quienes se consideran sometidas a ellas. La noción de 
relaciones especiales de sujeción –proveniente originalmente del derecho alemán- ha 
estado ligada, por lo menos en ese país, en las restricciones de derechos fundamentales 
de quienes se entienden sometidos a ellas. Por eso, en líneas generales, particular 
atención merece el hecho de que esta noción haya tenido su esplendor en la 
jurisprudencia española producida durante la transición del franquismo hacia la 
democracia. En pocas palabras, las relaciones especiales de sujeción son “(…) 
relaciones jurídico-administrativas caracterizadas por una duradera y efectiva inserción 
del administrado en la esfera organizativa de la Administración, a resultas de la cual 
queda sometido a un régimen jurídico peculiar que se traduce en un especial tratamiento 
de la libertad y de los derechos fundamentales, así como de sus instituciones de 
garantía, de forma adecuada a los fines típicos de cada relación”. Como partícipes de 
esas relaciones especiales de sujeción se ha señalado, comúnmente, a los estudiantes, 
a los militares, a los servidores públicos y a los reclusos en establecimientos carcelarios. 
Cabe resaltar que en este tipo de relaciones, según la doctrina, implican a su vez una 
relación especial de poder en las que se merma la aplicación del principio de legalidad y 
en donde la Administración posee un elevado margen de discrecionalidad (Cotino Hueso, 
1999, 296-297). 
 
En ese orden de ideas, este concepto –de la forma como ha sido aplicado en Alemania y 
España- permite menoscabar garantías básicas de los derechos y libertades de quienes 
se hayan sujetos a ellas, da pie para mermar el principio de legalidad a favor de 
prescripciones e instrucciones administrativas que las regulan e imposibilita un control 
judicial de tales limitaciones a los derechos y de las referidas regulaciones internas 
administrativas. Poco a poco, el Tribunal Constitucional Federal alemán fue aceptando 
que, bajo dicha categoría, no fuera posible la limitación discrecional de derechos 
fundamentales, y que la limitación legal de aquellos se debía justificar a favor de valores 
constitucionales. Sin embargo, el Tribunal Supremo de Justicia español la empleó como 
fundamento de la potestad disciplinaria militar y de la potestad sancionadora de la 
Administración civil, al igual que como forma de relativización del principio ‘non bis in 
idem’ –en aquellos casos en que coincidían sanciones penales y administrativas y en 
donde sus fundamentos no eran coincidentes-. Con todo, hacia la década de los noventa, 
el Tribunal Constitucional español empezó a afirmar que la existencia de una relación de 
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supremacía especial no podía suponer la relativización y supresión de los principios 
constitucionales. En ese orden de ideas, la categoría en comento, en ese país, ya no 
sirve para excusar el análisis de la admisibilidad de las limitaciones a los derechos 
fundamentales, y ante una medida administrativa que intente restringirlo debe estudiarse 
su finalidad, necesidad, idoneidad, proporcionalidad y respeto del contenido esencial del 
derecho fundamental a limitarse. Así, desde 1994, ya no se menciona, en la 
jurisprudencia constitucional, a los funcionarios civiles como sujetos a relaciones 
especiales para con la Administración (Cotino Hueso, 1999, 299-310). 
 
Para Lorenzo Cotino Hueso, a quien venimos citando, la noción de relaciones especiales 
de sujeción ya no cumple ninguna utilidad práctica, porque existen otras categorías de 
más fácil utilización para justificar una restricción de derechos fundamentales por cuenta 
de una medida administrativa. Por ejemplo, en lo tocante a la jurisdicción contencioso-
administrativa española (Sala Tercera del Tribunal Supremo de Justicia), se ha terminado 
por vaciar el significado restrictivo de las relaciones especiales de sujeción, privilegiando 
la efectividad del principio de legalidad en el derecho administrativo sancionador. En 
general, el hecho de que se reconozca la existencia de una relación de sujeción especial 
no excluye la necesidad de fundamentar, desde el juicio de ponderación, cualquier 
limitación a derechos fundamentales. La importancia de las relaciones especiales de 
sujeción quedó reducida, hoy, a descubrir la finalidad perseguida y el bien constitucional 
a protegerse con una medida administrativa limitativa de los derechos fundamentales, 
pero ello no exime de estudiar la necesidad y proporcionalidad de la misma. Por tanto, al 
ser una noción vacía y confusa, la relación de sujeción especial, como figura jurídica, 
debe descartarse y relegarse a la historia, pues representa la voluntad estatal de 
distanciarse del derecho (Cotino Hueso, 1999, 318-322). 
1.3 La aplicación de tres ordenamientos diferentes en la 
regulación probatoria de la culpabilidad disciplinaria, 
y en concreto, de la prueba indiciaria 
No existe mucho material doctrinal disponible en Colombia acerca de la prueba de la 
culpabilidad en materia disciplinaria. Aunque la mayoría de los autores coinciden en que 
es necesario que se pruebe la culpabilidad bajo la que actúa el sujeto disciplinable para 
poderlo sancionar, y que es el Estado quien ostenta la carga de la prueba de todos los 
elementos constitutivos de falta y responsabilidad disciplinaria, al estar proscrita la 
responsabilidad objetiva7, no muchos tratan sobre los medios de prueba útiles, 
conducentes y pertinentes para demostrar la culpabilidad. 
 
Por su parte, en el derecho español, vale mencionarlo, la responsabilidad disciplinaria 
exige la concurrencia de dolo o culpa en la conducta del sujeto sancionado con rechazo 
de la responsabilidad objetiva. Pero en ese ordenamiento jurídico, no es el interesado 
quien ha de probar la falta de culpabilidad, sino que ha de ser la Administración 
sancionadora la que ha de demostrar la ausencia de diligencia (Ivars Ruiz y Manzana 
Laguarda, 2008, 70-71). 
                                                
 
7 En ese sentido, véase a: Duarte Acosta, 2009;  Villegas Garzón, 2010; entre otros. 
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Ahora, volviendo a lo que nos ocupa, en la opinión de Carlos Arturo Gómez Pavajeau, la 
prueba del dolo en materia disciplinaria corre la misma suerte que en el derecho penal –y 
como mención al margen, que ocurre lo mismo en el derecho civil-. Indica que el dolo 
sólo puede demostrarse con confesión o con indicios. Pero de estas dos pruebas, 
considera la prueba indiciaria como la más adecuada para demostrar el aspecto subjetivo 
o psicológico del dolo disciplinario. Según el referido autor, las demás pruebas dentro del 
proceso, sobre todo, las que tienen que ver con los hechos constitutivos de falta 
disciplinaria, permiten construir la inferencia lógico-deductiva de donde se concluye la 
existencia de culpa o dolo. La posibilidad razonable de probar el hecho psíquico o 
subjetivo se materializa mediante las pruebas indirectas o inferenciales (Gómez 
Pavajeau, Problemas procesales disciplinarios comunes y sus soluciones, 2009, 189-
190).  
 
El autor, después de un recorrido doctrinal y jurisprudencial, concluye lo que a 
continuación se transcribe: 
 
“Ya desde hace mucho tiempo se viene sosteniendo que la prueba indirecta 
circunstancial, esto es el indicio [sic], es la verdaderamente apta para 
demostrar el estado interior del hombre [sic], y con frecuencia, es la única 
prueba con que cuenta el proceso penal, constituyendo “a menudo el único 
medio” para descubrir el delito y acreditar la culpabilidad del autor [sic]. Las 
demás pruebas como testimonios, pericias, documentos, inspecciones, etc. 
operan como fuentes de la prueba indiciaria, ya que ésta es la única capaz en 
lo más “íntimo de la psiquis” o en los “más escondidos laberintos de la 
conciencia”, en orden a la acreditación del “impalpable elemento intencional”; 
esto es, la accesibilidad a los mismos es de carácter indirecto [sic]” (Gómez 
Pavajeau, Problemas procesales disciplinarios comunes y sus soluciones, 
2009, 190-191). 
 
Empleando varias de las soluciones de la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de 
la Corte Suprema de Justicia, Carlos Arturo Gómez Pavajeau explica las reglas para 
arribar al convencimiento sobre la existencia del dolo disciplinario. El procedimiento 
empleado en el derecho penal para acreditar el dolo –que debe emplearse, ‘mutatis 
mutandi’, en el derecho disciplinario es el de la reconstrucción del cuadro de autor. Debe 
hacerse una labor arqueológica del proceso de ejecución del ilícito, para así desentrañar 
la existencia de dicho elemento subjetivo de la conducta. A partir de los hechos 
indicadores ofrecidos mediante los demás medios de prueba allegados al proceso, el 
intérprete debe representarse, en el cuadro de la propia experiencia mental, cómo es que 
realmente han sucedido las cosas, determinando la exacta voluntad del sujeto y el 
conocimiento de lo que realizaba era contrario a derecho. La voluntad del agente del 
delito puede llegar a extraerse estudiando las circunstancias de tiempo, modo y lugar que 
antecedieron, se sucedieron y siguieron al hecho, al igual que los actos positivos 
realizados para la comisión del ilícito (Gómez Pavajeau, Problemas procesales 
disciplinarios comunes y sus soluciones, 2009, 191-192). 
 
Con todo, advierte el autor que esas formas de prueba y de ponderación de los hechos 
constitutivos del delito para desligar el dolo deben ser armonizadas con la concepción 
normativa de la culpabilidad penal, pues son propias de la concepción psicológica, ya 
ampliamente superada. Por eso, Gómez Pavajeau sostiene que, para la prueba del nexo 
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psicológico, en el análisis de la culpabilidad debe hacerse necesaria referencia a la 
conciencia de la antijuridicidad. El dolo, entonces, para colmar ese elemento, auscultará 
elementos como la experiencia del sujeto activo, la ausencia del error invencible, etc. 
(Gómez Pavajeau, Problemas procesales disciplinarios comunes y sus soluciones, 2009, 
194). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
2. Aspectos sustanciales de la doctrina de la 
Procuraduría de la culpabilidad disciplinaria en 
las diferentes modalidades y su tratamiento en 
sede de control jurisdiccional 
Contrastadas las anteriores construcciones conceptuales doctrinales con las decisiones 
disciplinarias de la Procuraduría General de la Nación, es posible identificar varias 
situaciones contradictorias en las que los conceptos ya estudiados de culpa y dolo 
disciplinario, como parte de la responsabilidad disciplinaria, se han venido aplicando en la 
práctica de una manera no sólo distante del sistema de ‘numerus apertus’ consagrado 
por el Legislador y avalado por la Corte Constitucional en materia disciplinaria, sino 
también alejada de toda concepción psicológica de la culpabilidad. En la gran mayoría de 
los casos, al emplear una concepción normativa de culpabilidad disciplinaria, en la que el 
nexo psicológico del sujeto disciplinable con su conducta depende de aquello que 
jurídicamente le era exigible, cualquier comportamiento fruto del libre albedrío que no 
escoja el cumplimiento irrestricto del deber implica haber incurrido en culpa o dolo 
disciplinarios.  
 
Respecto del dolo, se ha dicho, en numerosos fallos, que para desligar el elemento 
volitivo del dolo basta tan sólo con entenderlo presumido a partir del elemento 
cognoscitivo –el conocimiento del deber funcional-, pero desde un vista de vista 
meramente formal. Es decir, se ha dado aplicación generalizada a la presunción de 
hombre de que quien conoce y realiza la conducta censurable es porque la quiere. En 
otras ocasiones, frente a la culpa disciplinaria el operador disciplinario ha confundido la 
culpa gravísima o la culpa grave con la culpa leve o levísima, en el sentido de exigir 
esmerada diligencia o máximo cuidado del sujeto disciplinable para configurar estándares 
de comportamiento que, en realidad, ponen de presente o una falta a la mediana 
diligencia o la incuria y la temeridad. Por último, en varias oportunidades, especialmente, 
en los casos de responsabilidad disciplinaria por la delegación administrativa, se ha 
querido imponer deberes funcionales de inspección y vigilancia de imposible 
cumplimiento a los sujetos disciplinables, como estándares de conducta para evaluar el 
aspecto subjetivo de su responsabilidad disciplinaria. En estos últimos casos, sobre todo 
en investigaciones sobre actuaciones administrativas donde han existido actos de 
delegación, se le exige el absurdo deber de anticiparse a la conducta presuntamente 
reprochable del delegatario para poder ejercer una celosa vigilancia sobre sus 
actuaciones, y así, proceder a revocar el respectivo acto de delegación administrativa. 
 
Como es posible anticiparlo, tales interpretaciones parten de una hermenéutica 
jurídicamente incorrecta que resulta de aplicar instituciones jurídicas propias del derecho 
penal que no sólo están en desuso sino que han sido objeto de enérgica crítica, y que se 
alejan por completo del derecho de la función pública –parte del derecho administrativo- 
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como marco jurídico general para el ejercicio de la acción disciplinaria. De un lado, al 
hacer eco de aquellas doctrinas penales en donde antijuridicidad y culpabilidad se 
refunden en el denominado juicio de reproche, al igual que lo que sucede en el estudio 
de la falta disciplinaria –un asunto de infracción-, todas las demás categorías de la 
responsabilidad disciplinaria quedan reducidas a la valoración altamente discrecional del 
operador disciplinario, y además, a ser simples consecuencias del incumplimiento de 
normas verificado en la infracción del deber funcional en tanto falta. De otro lado, el 
establecimiento de presunciones, de estándares de conducta de imposible cumplimiento 
o de deberes propios de la culpa levísima como fundamento de la culpa gravísima o 
grave evidencia una tendencia interpretativa del operador disciplinario a forzar los 
conceptos sustanciales de la culpabilidad, incluso cuando no se cuentan con todos los 
elementos acreditados para su configuración, para que así quepan los supuestos fácticos 
en la categoría dogmática en comento y mantener incólume la imputación. En este último 
aspecto tiene que ver mucho la doctrina antes estudiada, en donde como lo veíamos, 
para el estándar de culpa gravísima se exige un mayor cuidado en el respeto de las 
reglas de obligatorio cumplimiento, lo que equivaldría a una esmerada diligencia, y no el 
exiguo cuidado que ni aún los servidores públicos más descuidados imprimen al ejercicio 
de sus funciones. 
 
Éstas, por supuesto, tienen como consecuencia que se haga una calificación jurídica 
errónea de los hechos constitutivos de culpabilidad disciplinaria. En estos eventos, como 
manifestación de la falsa motivación de los actos administrativos no cabe duda, se 
produce cuando existe una disparidad entre las razones que justifican la expedición del 
acto y la realidad fáctica y jurídica atinente al mismo. En concreto, los hechos aducidos 
como supuestamente constitutivos de culpabilidad disciplinaria, en efecto, han ocurrido, 
pero no tienen los efectos o el alcance que les da el fallo disciplinario, o no corresponden 
a los supuestos de culpa o dolo disciplinarios descritos en las normas que se invocan. O 
bien, de otro lado, se le da un alcance normativo equivocado a lo que debe entenderse 
por una u otra modalidad de culpabilidad disciplinaria. Ello hace que la sustentación 
fáctica del acto carezca de veracidad, y que, entonces, por afectar el sentido de la 
decisión –haciéndola sancionadora en lugar de absolutoria- la correspondiente decisión 
deba ser revocada en su totalidad (Berrocal Guerrero, 2014, 544). A veces sucede que 
los hechos reputados como constitutivos de culpabilidad disciplinaria ni siquieran han 
tenido lugar en la realidad, con lo que también habría falsa motivación por inexactitud 
material de los hechos. Por supuesto, tratándose del ejercicio de competencias regladas, 
como la que involucra la determinación de la responsabilidad disciplinaria, el juez tendrá 
plenas facultades para descalificar, recalificar o confirmar si el juicio que hizo el operador 
disciplinario sobre si el comportamiento del funcionario -situación de hecho- constituye o 
no una falta susceptible de justificar una sanción disciplinaria –calificación jurídica- 
(Morand-Deviller, 2010, 786). 
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2.1 La culpa disciplinaria y sus diversas graduaciones: 
gravísima, grave, leve y levísima. Efectos sobre los 
derechos fundamentales y las garantías 
procedimentales. 
La culpabilidad disciplinaria en los fallos disciplinarios de la Procuraduría General de la 
Nación ha seguido en todo la doctrina establecida por Carlos Arturo Gómez Pavajeau en 
su obra “Dogmática del derecho disciplinario”. De forma general, por ejemplo, en Fallo de 
Segunda Instancia de 20 septiembre de 2012, se dijo que la culpabilidad disciplinaria 
estaba compuesta por la imputabilidad, la exigibilidad de otra conducta y la 
correspondiente calificación del juicio de reproche al sujeto disciplinado como de dolo o 
culpa disciplinaria. Dicha subregla ha sido ampliamente ratificada en varias providencias. 
Veamos: 
 
“Para la doctrina la culpabilidad o responsabilidad es el juicio de exigibilidad 
en virtud del cual se le imputa al agente la realización de un ilícito disciplinario 
por el que debe responder dado que no actuó conforme a la norma que 
determina el deber funcional. 
 
En el derecho disciplinario el concepto de culpabilidad se encamina al juicio 
de reproche, producto de la imputabilidad y a la posibilidad de exigir otro 
comportamiento al sujeto disciplinado”8. 
 
Ahora bien, en lo concerniente a la culpa disciplinaria, se ha sostenido en los fallos de la 
Procuraduría General de la Nación, extrapolando la noción de culpa establecida en el 
artículo 21 del Código Penal, que señala que ésta consiste en una infracción al deber 
objetivo de cuidado. Infracción que, en ciertos momentos, consistirá en la ignorancia 
supina, en la desatención elemental y en la violación manifiesta de reglas de obligatorio 
cumplimiento, como presupuestos de la culpa gravísima, y como la falta de diligencia y 
cuidado que cualquier persona del común imprime normalmente a sus actuaciones, como 
fundamento de la culpa grave. Ello, en consonancia con lo establecido en el parágrafo 
del artículo 44 del Código Disciplinario Único. Igualmente, siguiendo a Gómez Pavajeau, 
se ha dicho que la culpa disciplinaria depende de la consciencia o inconsciencia del autor 
en representarse un resultado dañino que podría ser o no previsible. De esta forma, se 
dijo, en Fallo de Segunda Instancia de 20 de mayo de 2013, la culpa disciplinaria tiene 
lugar: 
 
“(…) cuando el comportamiento de la persona que realiza el hecho lo ejecuta 
por falta de previsión del resultado previsible, o cuando habiéndolo previsto, 
confió en poder evitarlo. 
 
La culpa puede ser inconsciente cuando el autor, habiendo podido hacerlo, no 
previó la consecuencia de su conducta y, es consciente, cuando el agente 
prevé esa consecuencia, pero confió en que el resultado no se produciría. 
                                                
 
8 Procuraduría General de la Nación, Sala Disciplinaria, Rad. No. IUS 2008-243249 (161-5250), 
Fallo de Segunda Instancia de 20 de septiembre de 2012, P.D. Juan Carlos Novoa Buendía. 
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Otra de las modalidades del hecho culposo se refiere al incumplimiento de 
normas legales y reglamentarias, entendiéndose el concepto de ley en 
sentido amplio, de tal manera que dentro de él se comprenden no solo las 
leyes en sentido formal, o sea las expedidas por el Congreso, sino también 
los decretos, las ordenanzas, los acuerdos y demás actos que se ofrecen 
como ley en sentido material, debiéndose tener en cuenta que la sola 
inobservancia de estas disposiciones no constituye culpa, sino que es 
necesario que tal violación conduzca a la comisión de hechos previstos en la 
ley como falta disciplinaria”9. 
 
En un caso donde se le reprocharon al disciplinado dos faltas gravísimas, en la 
modalidad de concurso, se le varió la culpabilidad disciplinaria ya en el fallo de primera 
instancia –y no haciendo uso de la variación del cargo, como lo ordena el inciso 5º del 
artículo 165 del Código Disciplinario Único10-, cambiándola de dolo a culpa gravísima. 
Frente al primer cargo, que consistía en una presunta omisión de denuncia, se dijo que el 
disciplinado, rector de una Universidad Pública, había violado de forma manifiesta reglas 
de obligatorio cumplimiento, por no haber denunciado los delitos de que había tenido 
conocimiento por una llamada telefónica: un supuesto “plan pistola” del paramilitarismo, 
contra líderes y miembros de la izquierda, en una universidad pública. Mientras tanto, en 
el segundo cargo, se dijo que había habido una desatención elemental de reglas de 
obligatorio cumplimiento, porque el disciplinado, rector de dicho claustro, debía adoptar 
todas las precauciones posibles para evitar que se produjeran esas amenazas. Así, se 
elevó a norma de obligatorio cumplimiento aquella que obliga a los servidores públicos a 
denunciar delitos. Esto, en un caso donde, a pesar de que se presentaron amenazas a 
algunos miembros de la comunidad universitaria, no se comprobó que se hubiera 
cometido delito alguno ni que la persona que llamó al disciplinado a comunicarle de tales 
hechos los hubiera cometido. 
 
En el Fallo de Primera Instancia de 30 de diciembre de 2014, se dijo lo que a 
continuación se transcribe: 
 
“(…) [L]a falta anteriormente descrita se imputará definitivamente al señor 
JAIME ALBERTO CAMACHO PICO, a título de CULPA GRAVÍSIMA [sic], en 
tanto está demostrado que al no poner en conocimiento de las autoridades 
competentes, los planes delictivos que le fueron informados en la 
llamada que recibió el 04 de julio de 2007, incurrió en la violación 
manifiesta de normas de obligatorio cumplimiento, como es el de 
denunciar delitos de los cuales tenga conocimiento, para el caso que nos 
ocupa, en la información que obtuvo de “Félix” se le comunicó y pidió 
colaboración para adelantar hechos delictivos contra estudiantes, docentes, 
                                                
 
9 Procuraduría General de la Nación, Sala Disciplinaria, Rad. No. 021-168214/08 (161-4982), Fallo 
de Segunda Instancia de 20 de mayo de 2013, P.D. María Eugenia Carreño Gómez. 
10 Artículo 165, inciso 5º, Código Disciplinario Único: “(…) El pliego de cargos podrá ser variado 
luego de concluida la práctica de pruebas y hasta antes del fallo de primera o única instancia, por 
error en la calificación jurídica o por prueba sobreviniente. La variación se notificará en la misma 
forma del pliego de cargos y se otorgará un término prudencial para solicitar y practicar otras 
pruebas, el cual no podrá exceder la mitad del fijado para la actuación original”. 
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empleados de la UIS, personas a las cuales él estado obligado a proteger. 
Por ello, no haber denunciado el recibo de la llamada, poner a disposición de 
las autoridades correspondientes la grabación de la misma lo sitúan en la 
vulneración de las normas que regulan tal deber, como lo es lo contemplado 
en el artículo 417 del código penal y numeral 4 del artículo 48 del CDU. 
 
También es evidente que se presentó una desatención elemental de sus 
funciones, por cuanto al ostentar el máximo nivel directivo en la Universidad 
Industrial de Santander, debía velar porque todas las actuaciones y gestiones 
realizadas se enfocaran al bien común de la comunidad educativa [sic], 
docentes, empleados y en general de todas las personas que tienen algún 
vínculo con la Institución Universitaria, por ello al restarle importancia o no 
darle trascendencia tanto al motivo de la llamada como a los hechos 
sucedidos con posterioridad a ello conlleva a la definida desatención 
elemental, por cuanto el disciplinado estaba llamado a tomar todas las 
precauciones o cautelas para evitar la materialización de los hechos 
delictivos que tuvo conocimiento se iban a perpetrar en la Universidad, 
con posterioridad a la conversación telefónica; fecha desde la cual debió 
haber adelantado gestiones necesarias tendientes a mitigar cualquier riesgo o 
impedir que se dieran los hechos delictivos de atentados contra la integridad 
física, moral y psicológica de los miembros de la Universidad Industrial de 
Santander”11 (El énfasis es mío). 
 
Recientemente, en un pliego de cargos elevado contra el Director General de una caja de 
compensación familiar –particular que maneja recursos públicos-, la Procuraduría 
Delegada para la Economía y la Hacienda Pública le imputó, entre otras censuras, el 
haber permitido que se emplearan recursos de los subsidios liquidados y no cobrados de 
dos vigencias fiscales como capital de trabajo disponible representado en cartera de 
crédito a afiliados y empresarial. Con ello, se habría autorizado la utilización indebida de 
recursos con destinación específica, como lo son los recursos parafiscales administrados 
por las cajas de compensación familiar. Lo anterior, teniendo en cuenta que lo que 
censura la norma es la utilización indebida de rentas con destinación específica, y que 
los dineros del subsidio familiar, contrariamente, no son rentas porque salen de los 
aportes de los trabajadores y no del presupuesto de una entidad pública; y que, de otro 
lado, el solo hecho de haber vulnerado normas que se refieren a recursos parafiscales no 
las convierte, por sí solas, en reglas de obligatorio cumplimiento. 
 
De acuerdo con el Auto de 5 de marzo de 2015: 
 
“Para este cargo, se estima que se actuó con culpa gravísima, por violación 
manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento, toda vez que se han 
utilizado recursos con destinación específica, esto es, para el pago del 
                                                
 
11 Procuraduría General de la Nación, Procuraduría 2ª Delegada para la Vigilancia Administrativa, 
Rad. No. IUS 2009-126435 (IUC-D-2009-79-124997), Fallo de Primera Instancia de 30 de 
diciembre de 2014, P.D. (E) Yahaira Bernal González. 
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subsidio familiar en dinero, para apalancar créditos a afiliados y a empresas, 
que deben financiarse con los recursos destinados para tal fin”12. 
 
Por supuesto, esta apreciación de la culpabilidad disciplinaria fue ratificada en la decisión 
condenatoria de primera instancia. Allí, se elevó a las normas sobre destinación 
específica de los recursos del subsidio familiar a normas de obligatorio cumplimiento 
cuyo cumplimiento debe ser objeto de micro-gerencia por parte de los directores de las 
cajas de compensación familiar. Todo, en los siguientes términos: 
 
“Al tocar el aspecto subjetivo de la conducta en el cargo precedente, se refirió 
que la actividad misional de la caja de compensación familiar y lo que define 
su razón de ser es, en esencia, la administración y pago del subsidio familiar, 
por lo que la atención a las reglas que definen su utilización adquiere gran 
relevancia en la tarea de la caja de compensación familiar. Se insiste en que 
la administración y uso de los recursos no se reduce solamente a las 
personas del área de contabilidad, presupuesto o gastos de la caja, sino que 
encierra a su director general, cuya labor principal es la administración y pago 
del subsidio familiar, que encuentra armonía con las responsabilidades que 
funcionalmente se le han atribuido, cuales son establecer políticas y criterios 
corporativos para la asignación e inversión de recursos y toma de decisiones 
y la autorización de los pagos de los recursos asociados al proceso que 
administra y controla [sic]. 
 
(…) 
 
Por estas razones, se confirma la culpa gravísima imputada, por violación de 
reglas de obligatorio cumplimiento referentes a la destinación específica de 
los recursos del subsidio familiar”13. 
 
Sobre la culpa grave, recientemente, en Fallo de Segunda Instancia de 27 de noviembre 
de 2014, la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación puso de presente 
que la culpa grave es aquella en la que el disciplinado inobserva el cuidado necesario 
que una persona, en sus mismas circunstancias, imprimiría a su correspondiente a esa 
actuación. En ese caso, en el que una funcionaria interventora delegataria debía verificar 
si existía o no incumplimiento del contratista en un contrato de obra, debía desplegar un 
escrupuloso cuidado para comprobar dicha situación e imponerle la correspondiente 
multa. Y no de la forma como lo hizo la disciplinada en el evento en comento; esto es, 
aceptando que el contratista devolviera una suma destinada por él a fines diferentes al 
objeto contractual, bajo el compromiso de solucionar varios problemas que se habían 
presentado respecto de la calidad de lo ejecutado. Ello, a pesar de que, como bien se 
sabe, la imposición de multas no es obligatoria para la entidad contratante en la 
                                                
 
12 Procuraduría General de la Nación, Procuraduría Delegada para la Economía y la Hacienda 
Pública, Rad. No. 2014-370075 (IUC-D-2014-792-720895), Auto de 5 de marzo de 2015, P.D. 
Rafael Guzmán Navarro. 
13 Procuraduría General de la Nación, Procuraduría Delegada para la Economía y la Hacienda 
Pública, Rad. No. 2014-370075 (IUC-D-2014-792-720895), Fallo de Primera Instancia de 6 de 
agosto de 2015, P.D. Rafael Guzmán Navarro. 
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contratación estatal –no lo es ni siquiera la imposición de la declaratoria de caducidad, 
sanción mucho más grave-, pues puede preferir aplicar los medios de arreglo directo 
para solucionar las controversias con el contratista. 
 
Veamos: 
 
“Para la Sala la disciplinada sí actuó con culpa grave, por cuanto inobservó el 
cuidado necesario que una persona en sus mismas circunstancias imprime a 
su actuación. En efecto, a una persona que se le delega de manera particular 
para determinar si existían o no incumplimientos del contratista en un contrato 
de tanta importancia para la entidad (valor inicial del contrato de 
$33.581.000.000) debía desplegar la mayor diligencia y ser muy 
cuidadosa en determinar de manera clara si se presentaban o no 
incumplimientos para efectos de imponer o no la multa. 
 
(…)  
 
No se trataba de simples retardos, sino como ha dicho la primera instancia de 
incumplimientos graves y reiterados, de manera que una persona diligente, a 
quien se le confía una tarea tan precisa, hubiera impuesto la multa con 
independencia de una suma de dinero que el contratista tenía que devolver 
porque no la había destinado a las obras objeto del contrato. 
 
En fin, el objeto del contrato y su cuantía, y el desarrollo del contrato 
(continuos incumplimientos) imponían ser exigente con el contratista y 
sancionarlo con la multa que las partes habían acordado en caso de 
incumplimientos. 
 
No obstante lo anterior, la disciplinada resolvió no imponer la multa a cambio 
de la devolución de una suma de dinero que el contratista había destinado a 
fines diferentes a las obras contratadas y con el compromiso de aquel de 
solucionar los problemas de calidad en algunas obras. 
 
A la disciplinada no se le está exigiendo la prudencia de una heroína, como 
dice el apoderado, ni que se inmiscuyera en las competencias de otros 
intervinientes en la actividad contractual; por el contrario, solo se le ha exigido 
que determinara con la ayuda de esas personas los incumplimientos de que 
tenía noticia, los que ha señalado la primera instancia eran notables y graves. 
 
No es una culpa que no sea relevante para el derecho disciplinario, 
como quiere hacer ver la defensa, pues no se trató de una equivocación 
normal de un servidor público a quien se le confió una labor muy 
importante o que podría excusar a cualquier persona bajo el supuesto 
de que nadie es infalible, sino que nos encontramos frente a una falta de 
diligencia y cuidado que una persona diligente en las mismas 
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condiciones no hubiera cometido, tal como se ha señalado en 
precedencia”14 (El énfasis es mío). 
 
Las decisiones arriba transcritas permiten concluir que existe un profundo arraigo, en las 
motivaciones de los fallos disciplinarios de la Procuraduría General de la Nación, de 
tratar la culpabilidad disciplinaria, en lo sustancial, desde una concepción normativa 
propia del derecho penal, y en lo probatorio, de deducirla, al parecer de forma indiciaria, 
de las circunstancias que rodearon la comisión de la conducta censurable del sujeto 
disciplinable. No obstante, se observan que varias de las providencias estudiadas se 
producen, a menudo, de manera que se terminación favoreciendo interpretaciones 
jurídicas y valoraciones de las pruebas contrarias a derecho, que aligeran las cargas 
argumentativas y de prueba del Estado con perjuicio de las garantías fundamentales de 
los investigados. Estas apreciaciones son también aplicables en el caso del dolo 
disciplinario. 
 
Particularmente, en el caso de la culpa disciplinaria, desde el punto de vista de la 
hermenéutica jurídica, se denota la existencia de imprecisiones en la aplicación de la 
culpa gravísima y de la culpa grave, donde se termina exigiendo una mayor diligencia en 
el comportamiento del servidor público y no la que, en estricta aplicación de los principios 
del derecho laboral administrativo, merece cada una de esas categorías. En lo que tiene 
que ver con la calificación jurídica de una norma contentiva de un deber funcional que ha 
sido infringida como regla de obligatorio cumplimiento, para desprender la culpa 
gravísima del disciplinado, vale la penal poner atención a que los operadores 
disciplinarios tienden a convertir todas las normas contentivas de deberes funcionales en 
reglas de obligatorio cumplimiento, afincando el carácter obligatorio de su cumplimiento 
en la finalidad a la que atienden. Desde el punto de vista probatorio, basta cualquier 
relación circunstancial entre los hechos investigados y las definiciones de culpa grave y 
gravísima propuestas para que se infiera la existencia de negligencia o de deliberada 
voluntad de dañar, porque al presumir la ausencia de libre albedrío frente al cumplimiento 
de los deberes funcionales, la concepción normativa de la culpabilidad disciplinaria 
exonera a la Administración de constatar, en lo fáctico, la voluntad del disciplinado. En 
algunos casos, incluso, el simple hecho de haberse verificado una supuesta falta, lo que 
constituye una infracción a los deberes funcionales, permite inferir el elemento subjetivo 
del reproche acerca de la conducta. 
 
De un lado, la exigencia de una mayor diligencia en la conducta del funcionario, en todas 
las manifestaciones de culpa disciplinaria, lesiona el debido proceso administrativo; en 
especial, el principio de legalidad. Bien sabido es que, también estas actuaciones, se 
debe respetar la plenitud de las formas propias de cada juicio. Y parte de esas formas 
son los alcances que pueden dársele a una y otra categoría dogmática que hace parte de 
la culpabilidad disciplinaria. Se trata de la denominada “garantía jurisdiccional” o debido 
proceso sustantivo, en la que se obliga al operador jurídico a interpretar la ley aplicable al 
caso concreto con corrección fáctica y jurídica. Una de sus manifestaciones es la 
                                                
 
14 Procuraduría General de la Nación, Sala Disciplinaria, Rad. No. IUS 2010-353388 (IUC-D-650-
322740 / 161-5605), Fallo de Segunda Instancia de 27 de noviembre de 2014, P.D. María Eugenia 
Carreño Gómez. 
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aplicación del principio ‘pro homine’ o ‘pro persona’ en la aplicación de normas que tienen 
que ver con derechos fundamentales, que en el caso del disciplinario, es el de acceso a 
cargos públicos y a elegir y ser elegido, del canon 40 Superior. Ésta, por supuesto, tiene 
fundamento también en el artículo 6º del Código Disciplinario Único, en el que el 
funcionario competente debe guardar “(…) observancia formal y material de las normas 
que determinen la ritualidad del proceso (…)”, y en el artículo 21, que permite la 
aplicación de este principio al procedimiento disciplinario, consagrado en el artículo 29 de 
la Ley 16 de 1972 o Convención Americana de Derechos Humanos. 
 
Y de otro lado, el sobredimensionamiento de la culpa gravísima –en sus tres 
modalidades- y de la culpa grave, aproximándola a una esmerada o acuciosa diligencia, 
bajo una concepción normativa de la culpabilidad disciplinaria, donde se desliga la 
imprudencia de la infracción misma de la norma que contiene los deberes funcionales, no 
sólo facilita la labor probatoria de la Administración sino que casi la exonera de tener que 
probar la responsabilidad disciplinaria. Es indudable que la remisión expresa del 
parágrafo del artículo 44 del Código Disciplinario Único a las categorías de culpa 
gravísima y culpa grave implica una gradación de las culpas propia de la responsabilidad 
civil, en la que prevalece un elemento psicológico frente a la intención del autor en la 
comisión de la conducta considerada reprochable. Es aquí donde las definiciones propias 
del artículo 63 del Código Civil han de tener plena aplicación para el derecho 
disciplinario: al equiparar al buen servidor público con el buen padre de familia, de quien 
se exige la mediana diligencia, sólo se puede ser responsabilizado disciplinariamente por 
comportarse con ausencia del cuidado que se emplea ordinariamente en el ejercicio de 
las propias funciones. De manera que la culpa gravísima disciplinaria es equivalente a la 
culpa grave civil, y la culpa grave disciplinaria es equivalente a la culpa leve civil. 
 
Siendo ello así, resulta contrario a la definición misma de la culpa gravísima exigirle al 
disciplinado mayor diligencia o un especial cuidado en el ejercicio de los deberes 
funcionales, cuando lo que la culpa gravísima esencialmente reprocha al disciplinado es 
que no haya desempeñado sus funciones ni con aquel cuidado que aun los servidores 
públicos negligentes o de propia prudencia suelen emplear en el ejercicio de sus propias 
funciones. Se trata en verdad, la culpa gravísima, en no haber observado la diligencia 
básica que demanda el ejercicio de la función pública de parte del servidor público. 
Diligencia que, por supuesto, no llega hasta el deber de adoptar medidas para mitigar 
perjuicios o para menguar su trascendencia social, sino de por lo menos evitar causar 
mayor lesión a la buena marcha de la administración pública que la que ya se ha 
producido. Recuérdese que en el derecho civil, la culpa grave equivale al dolo porque la 
temeridad o la incuria con la que actúa el responsable es tal que pareciera, 
inconscientemente, que tuviera la intención positiva de causar daño. Un baremo 
interesante para el ejercicio de la función pública lo ha establecido el artículo 6º de la Ley 
678 de 200115, en materia de acción de repetición, en el que no sólo se ha definido la 
                                                
 
15 Artículo 6º, Ley 678 de 2001: “La conducta del agente del Estado es gravemente culposa 
cuando el daño es consecuencia de una infracción directa a la Constitución o a la ley o de una 
inexcusable omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones. Se presume que la conducta 
es gravemente culposa por las siguientes causas: 1. Violación manifiesta e inexcusable de las 
normas de derecho. 2. Carencia o abuso de competencia para proferir de decisión anulada, 
determinada por error inexcusable. 3. Omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la 
validez de los actos administrativos determinada por error inexcusable. 4. Violar manifiesta e 
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culpa grave –sinónimo de culpa gravísima disciplinaria- como una infracción directa, 
manifiesta e inexcusable a la Constitución Política o a la ley o de una inexcusable 
omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones. 
 
El hecho de que la culpa grave en materia de acción de repetición exija que las 
infracciones directas del ordenamiento jurídico o las omisiones o extralimitaciones en el 
ejercicio de las funciones sean manifiestas e inexcusables es un criterio auxiliar de 
interpretación para la culpa gravísima disciplinaria. Lo mismo, el que aporta el derecho 
civil frente a la culpa grave civil, donde el reproche surge de inobservar el cuidado 
primario que debe guardarse en la gestión de negocios ajenos –como son los relativos a 
la función pública, que aprovechan al Estado y al interés general. A eso es a lo que 
apuntan las modalidades de la culpa gravísima disciplinaria cuando califican las formas 
de incurrir en ella como violación manifiesta, desatención elemental e ignorancia supina 
de reglas de obligatorio cumplimiento. Se trata en verdad de errores que no cometen ni 
los funcionarios negligentes cuando se desempeñan en sus cargos, pues provienen de 
una desidia frente a la buena marcha de la administración pública, donde el funcionario 
se comporta de una manera excesivamente imprudente arrostrando peligros para el 
acometimiento de los fines esenciales del Estado. En ese evento, la ignorancia supina 
proviene de la ausencia del cuidado apenas obvio del servidor público en conocer reglas 
de obligatorio cumplimiento; esto es, reglas que debe y puede conocer por la importancia 
que tienen para el ejercicio de la función pública. En el caso de la desatención elemental, 
el funcionario conoce plenamente el deber funcional contenido en la regla de obligatorio 
cumplimiento, pero no hace caso o aprecio de su contenido pasando por encima las 
consecuencias apenas obvias, de fácil comprensión y evidentes de su aplicación en el 
cumplimiento del deber funcional. Por último, en los eventos de violación manifiesta, el 
disciplinado, por una falta de cuidado básico, termina infringiendo el deber funcional de 
forma patente, contenido en el mandato esencial de la regla de obligatorio cumplimiento 
que lo consagra. 
 
Así, en punto de la culpa gravísima disciplinaria, es también importante definir lo que ha 
de entenderse por reglas de obligatorio cumplimiento. La sola noción misma sugiere la 
existencia de reglas de facultativo cumplimiento. De igual manera, y como lo han 
anticipado autores como Carlos Mario Isaza Serrano, la noción es lo suficientemente 
amplia como para clasificar cualquier norma que contenga un deber funcional como una 
regla de obligatorio cumplimiento16. Lo que entraña como consecuencia, es natural, que 
                                                                                                                                              
 
inexcusablemente el debido proceso en lo referente a detenciones arbitrarias y dilación en los 
términos procesales con detención física o corporal”. 
16 “(…) [E]l elemento normativo: ‘reglas de obligatorio cumplimiento’, predicable de los 
generadores de la culpa gravísima, no puede mutilares indebidamente del texto legal a opción del 
doctrinante o del operador disciplinario; con el consecuente traslado del supuesto fáctico que 
genera la violación del deber de cuidado o las otras trasgresiones, a otros ámbitos normativos, 
porque operativamente estaríamos estableciendo por vía doctrinal, condiciones jurídicas para 
desconocer el sistema de incriminación abierto que de manera general rige en materia 
disciplinaria, en favor de uno excepcional de faltas culposas a título de culpa gravísima, por 
cuanto la estructura jurídica de los generadores de esta clase de culpa sin consideración al 
predicado normativo: ‘reglas de obligatorio cumplimiento’ terminaría siendo comprensiva de todas 
las modalidades conductuales en que pueda incurrir un servidor público, con lo cual cualquiera 
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si para configurar la culpa disciplinaria, dentro de una concepción normativa de la 
culpabilidad, basta con infringir cualquier norma jurídica que se entiende como medida 
misma de la diligencia debida, aunque no sea la propia del cuidado que una persona del 
común imprime a sus actuaciones, para que exista la infracción de reglas de obligatorio 
cumplimiento. Sería impensable –dentro de esta teoría- que una norma que contiene un 
deber funcional, para el derecho disciplinario, tuviera un cumplimiento optativo por parte 
del servidor público, en el que éste pudiera, con libre albedrío, decidir si la cumple o no.  
 
Al respecto, valga la pena poner de presente que lo que tienen en común las tres 
modalidades de culpa gravísima disciplinaria, es que el servidor público ha incurrido en 
una conducta ostensible que carece de disculpa frente a la buena marcha de la 
administración pública. Por un descuido que no puede eludirse con pretextos, porque 
implica un desconocimiento del contenido literal esencial de la regla de obligatorio 
cumplimiento, que no sólo un buen servidor público entendería –como quien es 
equiparable a un profesional-, sino aquel que también es descuidado en el ejercicio de 
sus funciones. En ese orden de ideas, la regla de obligatorio cumplimiento no es aquella 
cuya observancia, en virtud de los bienes jurídicos que pretende tutelar mediante sus 
prescripciones, es ineluctable. Ello, por cuanto que toda norma jurídica que establece un 
supuesto fáctico que, una vez configurado, permite entregar una consecuencia jurídica, 
es de obligatorio cumplimiento. Así, por ejemplo, no podría decirse que, por su 
importancia, las normas de contratación estatal son de obligatorio cumplimiento, frente a 
otras que no lo serían, porque serían consideradas como “menos importantes”; ‘verbi 
gratia’, las normas sobre presupuesto, sobre administración personal de carrera en las 
entidades públicas o sobre inhabilidades e incompatibilidades para el ejercicio de cargos 
públicos. Por el contrario, toda norma trae ínsita una regla de obligatorio cumplimiento, 
sin importar la materia regida por aquella: aquella que se desprende de la simple lectura 
razonable del tenor mismo de la disposición y que todos los servidores públicos, aun los 
comúnmente llamados irresponsables, estarían en capacidad de entender y de cumplir. 
 
De contera, en lo que tiene que ver con la culpa grave, se observa que sucede lo mismo 
que con la culpa gravísima: se exige mucho cuidado y mayor diligencia que la que exige 
la debida diligencia, lo que termina en una idealización extrema del parámetro de 
conducta del buen hombre de negocios. En las dos formas censurables de culpabilidad 
disciplinaria, se le hacen reproches, en lo subjetivo, al servidor público, donde se le 
endilga no haberse comportado de una forma que sobrepasa la mediana diligencia, pero 
bajo un elevado nivel de discrecionalidad del operador disciplinario, en donde es éste 
quien determina cuál es el estándar de culpabilidad para cada caso concreto. Aquí, la 
norma de cuidado es la misma que consagra los deberes funcionales, y su infracción 
representa, además del fundamento de la falta disciplinaria, la ausencia del cuidado que 
supuestamente le es exigible. Sin embargo, la graduación de la culpa disciplinaria se 
determina, por parte del operador disciplinario, en la mayoría de los casos, más por la 
                                                                                                                                              
 
que fuera la calificación objetiva de la falta, nos encontraríamos siempre ante una imputación 
subjetiva a título de culpa gravísima e inclusiva, podríamos llegar al extremo de introducir también, 
sin autorización legal, el elemento axial de la culpa levísima como rasero subjetivo para evaluar la 
responsabilidad disciplinaria de quienes ejercen funciones públicas, consistente en exigir una 
atención mucho mayor a la promedio de aquellos frente a un asunto corriente; y no uno en 
extremo detallado o técnico, lo cual es a todas luces descabellado”  (Isaza Serrano, 2009, 180-
181). 
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gravedad de los hechos y por sus propias apreciaciones subjetivas que por 
consideraciones extraídas de la propia interpretación razonable de las normas y de la 
adecuada calificación jurídica de los hechos.  
2.2 El dolo disciplinario. Efectos sobre los derechos 
fundamentales y las garantías procedimentales. 
Paradigmático de la concepción de dolo que impera en las decisiones disciplinarias de la 
Procuraduría General de la República, resulta lo señalado en un pliego de cargos 
proferido el 21 de noviembre de 2013, por el Despacho de la Señora Procuradora 2ª 
Delegada para la Contratación Estatal. En ese caso, se dijo que por las especiales 
condiciones de tiempo, modo y lugar que rodeaban la comisión de la falta, así como el 
alto cargo desempeñado por allí disciplinado, se observaba que el disciplinado habría 
actuado con dolo por no pre-ordenar su conducta con todo lo que por esas condiciones le 
era exigible como servidor público, y decidirse libre y voluntariamente, aun a pesar de 
ello, a cometer la falta disciplinaria. 
 
Según la parte motiva del pliego de cargos: 
 
“Ha reiterado la jurisprudencia en múltiples ocasiones que la norma citada es 
contentiva de un deber objetivo de cuidado que compete a quien tiene la 
dirección de la contratación en una entidad del Estado, ya que es a éste al 
que le corresponde intervenir en la gestión contractual con la esmerada 
diligencia exigible al servicio que se le ha encomendado, y con apego a los 
postulados y mandatos de comportamientos consagrados en la legislación 
para el efecto. 
 
Pues bien, es claro que sobre las actuaciones de los agentes del Estado, en 
este caso el señor Gobernador del Magdalena (…), se debe exigir un 
comportamiento especial por su condición de servidor público y jerarquía 
dentro de la entidad territorial (…). 
 
(…) 
 
Así entonces, teniendo en cuenta las normas referidas, se encuentra que 
conforme al acervo probatorio (…) la falta disciplinaria en la cual, 
posiblemente, incurrió el señor Gobernador (…), se cometió a título de DOLO, 
toda vez que de las piezas allegadas al proceso se observa el acaecimiento 
de ingredientes integradores [sic] de dicha forma de culpabilidad, en tanto que 
la conducta, desprovista de elementos que hubieren afectado la aptitud y 
capacidad reflexiva del investigado –lo que le permitió comprender, tener 
consciencia de su conducta y orientar su comportamiento- [sic], estuvo 
asistida de conocimiento y voluntad. 
 
En ese orden de ideas, y con respecto al primero de los elementos, se tiene 
que el investigado conocía plenamente, y previo a la adjudicación, la decisión 
adoptada por el INVÍAS en cuanto a la terminación del Convenio Específico 
de Cooperación 649 de 2013, pues a la Gobernación se allegó comunicación 
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del escrito DG42006 desde el 9 de agosto de 2013, y además se informó de 
tal decisión por parte de la Procuraduría (…), y por la petición presentada por 
el señor Felipe de Vivero Arciniegas (…), todo ello antes de la audiencia. 
 
Por tal motivo, estima este Despacho que la aseveración hecha sobre el 
conocimiento que tenía el señor Gobernador encuentra soporte en lo 
manifestado en la audiencia de adjudicación (…), pues consta en el acta 
suscrita por el señor Gobernador que supo y pudo acceder al contenido 
íntegro de la decisión tomada por el Director del INVÍAS y al de la 
Procuraduría Preventiva. 
 
De igual forma, se debe recalcar que el investigado conocía ampliamente las 
competencias que tenía y la forma en que debía actuar, pues él mismo 
suscribió los convenios 1266 de 2012 y 649 de 2013, y por lo tanto conocía 
las cláusulas, la forma en que provenían los recursos, cómo se había definido 
la contratación de la interventoría, y el condicionamiento de su competencia 
para intervenir en una vía que no era departamental sino del orden nacional. 
 
Ahora bien, en cuanto al aspecto volitivo de la conducta, es menester 
recordar que dentro de las funciones propias del Gobernador del 
departamento están las de actuar como máxima autoridad del ente territorial, 
ser el representante legal, y fungir como director de la actividad contractual, 
razón por la cual se debe exigir y esperar del señor COTES HABEYCH que 
tenga conocimientos sobre la contratación pública, pues además de tratarse 
de normas socializadas y ampliamente debatidas, lo que permite fácilmente 
su conocimiento, es una aspecto propio de sus funciones constitucionales y 
legales, que atiende a la jerarquía e importancia del cargo ostentado por el 
ahora investigado. 
 
Bajo ese supuesto, se estima que el señor COTES HABEYCH tenía la 
capacidad para medir con razonada previsibilidad las consecuencias 
que sus actos podrían acarrear en caso de no solucionarse de manera 
ágil y oportuna el problema planteado por INVÍAS, así como los posibles 
incumplimientos ante el contratista y otra serie de secuelas futuras que 
afectarían el cumplimiento y cabal desarrollo del contrato adjudicado. 
 
Sin embargo, a pesar de todo ello decidió libre y voluntariamente 
adjudicar el objeto licitado, actitud que adoptó sin buscar previamente 
medidas que evitaran poner en riesgo al departamento, y que brindarán 
soluciones prontas y eficaces para la problemática presentada; en 
consecuencia, se tiene que quiso lo que hizo, y por lo tanto se configura 
con ello el DOLO que provisionalmente se imputará”17 (El énfasis es mío). 
 
En el Fallo de Primera Instancia de 16 de septiembre de 2013, la Procuraduría Delegada 
para la Moralidad Administrativa consideró –citando a Esiquio Sánchez Herrera- que el 
                                                
 
17 Procuraduría General de la Nación, Procuraduría 2ª Delegada para la Contratación Estatal, 
Rad. No. IUS 2013-129728, Auto de 21 de noviembre de 2013, .P.D. María Juliana Durán Albán. 
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investigado había actuado a título de dolo porque conocía la ilicitud de la conducta. En 
este caso, el investigado, como Alcalde, habría llegado a saber de la presunta 
aprobación ilegal de unos proyectos de acuerdos de iniciativa suya, por la información 
que habrían publicado un periódico y un programa de televisión locales, que por estar 
publicada allí se convertía en hecho notorio. Lo que, a juicio del Despacho ‘a quo’, 
constituía prueba suficiente de que estaba plenamente enterado de que al sancionar 
tales actos el disciplinado incurría en una infracción disciplinaria y de que le era exigible 
no hacerlo, al estar prohibido sancionar proyectos de acuerdo con irregularidades 
denunciadas en los medios masivos de comunicación. Esto, teniendo en cuenta que el 
exigirle al Alcalde que compruebe la veracidad de las informaciones de los medios de 
comunicación e indague sobre la regularidad del procedimiento de creación del acto 
complejo seguido en el cabildo municipal, para efectos de sancionar proyectos de 
acuerdo municipal de su propia iniciativa, llevaría a presumir el conocimiento real del 
comportamiento típico del disciplinado, y que éste se encuentre obligado, en 
consecuencia, a guardar una celosísima diligencia frente al cumplimiento de sus 
funciones.  
 
Veamos: 
 
“Este despacho no comparte la argumentación en cuanto al grado de 
culpabilidad imputado al señor PINEDA, y debe resaltar que el dolo en 
materia en disciplinaria está integrado [por] “el conocimiento del hecho que se 
realiza y el conocimiento de la exigencia del deber, es decir, el conocimiento 
de la ilicitud de la conducta” [sic]. 
 
El conocimiento real del comportamiento típico imputado al señor Pineda se 
estructuró a partir del material probatorio recaudado valorado en su conjunto, 
el cual permite predicar que el alcalde era consciente de las irregularidades 
jurídicas que viciaban los acuerdos 2 a 5 de 2010, en tanto la convocatoria y 
citación a la sesión en la cual se aprobaron no se sujetó a lo dispuesto por el 
reglamento del Concejo y a los principios de publicidad y transparencia que 
rigen la función administrativa, a tal punto que no fueron citados a dicha 
sesión el presidente, el secretario, y varios de los cabildantes que se habían 
opuesto en primer debate a dichos proyectos. 
 
Este Despacho ha descrito con anterioridad que el conocimiento de las 
irregularidades jurídicas atribuido al señor Pineda, se derivó no sólo de 
las denuncias públicas formuladas el 8 de febero de 2010 a través de los 
medios radiales y televisivos por parte del presidente del Concejo, sino 
de los demás medios probatorios obrantes en el expediente considerados 
conjuntamente”18 (El énfasis es mío). 
 
                                                
 
18 Procuraduría General de la Nación, Procuraduría Delegada para la Moralidad Pública, Rad. No. 
IUC-D-2012-878-512955, Fallo de Primera Instancia de 16 de septiembre de 2013, P.D. María 
Consuelo Cruz Mesa. 
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Sin embargo, entre los demás medios de prueba señalados para demostrar el 
conocimiento real del imputado sobre las presuntas irregularidades en la tramitación de 
las iniciativas de acuerdo en comento, que versan en su mayoría sobre los actos de 
formación de los acuerdos finalmente sancionados y sobre de que éstos fueron 
propuestos por el disciplinado como Alcalde, no se relaciona ninguno que lleve al 
convencimiento sobre ese hecho. Excepto por el del indicio de que mientras duró el 
expediente en su despacho por 4 días, el investigado pudo haber comprobado que los 
proyectos de acuerdo, entre otras cosas, no habían sido firmadas ni por el Presidente ni 
por el Secretario del Concejo, sino por sus Vicepresidentes y un Secretario ‘ad hoc’, 
como si eso por sí solo fuera un hecho contrario a derecho. Ello, además de que lo 
publicado en medios masivos de comunicación no constituye sino tan sólo prueba de que 
se realizó la publicación, no de la certidumbre de los hechos allí publicados. Y aún así, la 
decisión finaliza con la siguiente aseveración: “Todos los elementos antes descritos 
apreciados de manera integral, permiten afirmar que el señor PINEDA sí conocía que los 
acuerdos 02 a 05 de 2010 se encontraban precedidos de irregularidades de carácter 
jurídico en cuanto a la citación y convocatoria de la sesión en que fueron aprobados”. 
 
Se observa, frente al dolo disciplinario, que en la Procuraduría General de la Nación se 
aplica una presunción de hombre respecto de la existencia de la voluntad en el dolo. Esto 
es, que para evitar que se profiera un fallo disciplinario sin la certeza razonable acerca de 
la existencia de responsabilidad disciplinaria, es muy común que el operador disciplinario 
desligue la existencia de la voluntad tan sólo del conocimiento de la ilicitud de la 
conducta. Lo anterior, por supuesto, aplicando la máxima ‘si conoce y realiza la conducta 
es porque la quiere’. De todos modos, no cabe duda que el conocimiento de quien actúa 
deliberadamente para perjudicar la buena marcha de la administración pública también 
se presume, con el empleo de máximas de la experiencia. En efecto, es usual ver que 
por el hecho de ocupar un cargo de jerarquía, por haberse posesionado en el cargo o por 
tener experiencia en el desempeño de la función pública, se entiende que el funcionario 
conoce, al menos formalmente, el deber funcional y que su comportamiento puede llegar 
a ser ilícito, lo que basta para efectuar una imputación y declararlo disciplinariamente 
responsable. Esas situaciones de hecho le permiten inferir al operador disciplinario que 
quien ejerce el cargo conoce cabalmente las funciones que le corresponden como 
servidor público, porque se supone que quien ha sido aceptado cuenta, de entrada, con 
la capacidad y con las aptitudes suficientes para ocupar la correspondiente designación.  
 
Sin embargo, esos nexos lógico-deductivos son insuficientes para realmente establecer 
si a esos momentos, de todos modos previos a la comisión de la falta disciplinaria, el 
funcionario conocía el deber y sabía que comportarse, de la forma que lo hizo, constituía 
una acción u omisión contraria a derecho. Puede ser que, en la realidad, se compruebe 
que el servidor público no recibió ninguna capacitación acerca de los deberes 
funcionales, o que su experiencia en el servicio público sea amplia pero no en el cargo 
desempeñado al momento de cometer los hechos investigados; entre muchos otros 
eventos en los que se desvirtuaría la correspondiente presunción. 
 
De contera, el que para desligar el dolo del funcionario exista una renuncia subyacente a 
ese elemento psicológico de la voluntad en la realización de la conducta, que también 
termina por presumirse a partir del solo conocimiento formal de la ilicitud de la conducta y 
del deber exigible, es evidencia de que la concepción normativa del dolo tan sólo facilita 
la concreción, en el caso respectivo, de la culpabilidad disciplinaria. El evitarse la 
pregunta por la configuración normativa y fáctica de la voluntad evita tener que construir 
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un indicio sobre que lo que perseguía el sujeto disciplinable con la conducta censurable 
era, de hecho, la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio del Estado. 
Aunque esto será objeto de análisis en otro apartado de este capítulo, lo cierto es que tal 
labor hermenéutica y de valoración genera restricciones injustificadas de los derechos 
fundamentales de los investigados. 
 
En verdad, existe una lesión al principio de legalidad, representado en la denominada 
garantía jurisdiccional de que se interprete la norma que consagra el dolo disciplinario de 
conformidad con la Constitución Política y la ley, tal y como lo vimos en el caso de la 
culpa gravísima. En las decisiones arriba referidas, no se ha interpretado correctamente 
lo que debe entenderse por dolo disciplinario, pues la exigencia de una definición 
construida a partir de la integración normativa de las fuentes del derecho disciplinario 
exige en el funcionario que haya conocimiento y voluntad frente a la realización de la 
conducta considerada reprochable. Estas dos condiciones no pueden ni presumirse ni 
desligarse la una de la otra, ya que, como ‘conditio sine qua non’ de la particularidad 
misma de querer perjudicar a la Administración con pleno entendimiento de lo que va a 
realizarse, son los elementos que permiten constatar la existencia del dolo y que hacen 
que a éste se le tenga en la escala máxima del reproche en la responsabilidad 
disciplinaria. Es por eso que del solo conocimiento de la ilicitud de la conducta no puede 
evidenciarse la comisión de dolo como presupuesto de la responsabilidad disciplinaria, 
porque, es diáfano, se necesita que se produzca una determinación inefable del sujeto 
disciplinable a cometer la falta disciplinaria. Posiblemente, muchos servidores públicos 
conocen que si realizan determinadas conductas incurrirían en faltas disciplinarias, pero 
no en todas las ocasiones en que infringen las normas lo hacen de forma deliberada, 
buscando decididamente lesionar la prestación de los servicios a su cargo. 
 
Por lo demás, la propia ausencia de libre albedrío en la concepción normativa de la 
culpabilidad disciplinaria, de la que se desprende con tanta desenvoltura la existencia de 
dolo, anula por sí sola el elemento de la voluntad. Bajo este entendido, según ya lo 
vimos, como no hay ninguna otra opción posible para el servidor público de comportarse, 
sino es de forma ajustada a los deberes funcionales o infringiéndolos, no vale la pena 
preguntarse sobre si éste, previamente, se había determinado a infringir el deber, porque 
al constatarse en la realidad el conocimiento formal de la ilicitud del comportamiento y la 
infracción misma del deber funcional, puede verificarse que, al menos, el funcionario 
deseó su realización por la elección asumida frente al cumplimiento del deber funcional. 
Así, ni siquiera resulta necesario probarlo, ya que en la acción misma iría implícita la 
actitud personal frente a la incursión en el comportamiento reprochable. Todas estas 
disquisiciones, por supuesto, van en contra de las prerrogativas procedimentales del 
debido proceso administrativo, en razón a que esta manifestación subjetiva de la 
responsabilidad disciplinaria debe estar configurada en todos sus requisitos, incluso en 
uno de compleja demostración como el de la voluntad, como parte de la prueba requerida 
para sancionar; aunque sea mediante indicios. 
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2.3  La jurisprudencia de la Sección Segunda del Consejo 
de Estado sobre los aspectos sustanciales de la 
culpabilidad disciplinaria. Efectos sobre los derechos 
fundamentales y las garantías procedimentales. 
Hasta mediados de 2012, la jurisprudencia de la Sección Segunda del Consejo de 
Estado, siguiendo una de las directrices planteadas por Carlos Arturo Gómez Pavajeau 
como Viceprocurador y luego como litigante, se inclinó por aceptar que el control 
jurisdiccional de los fallos disciplinarios era de carácter excepcional y restrictivo. En 
efecto, de acuerdo con la postura jurisprudencial en comento, como el procedimiento 
disciplinario era una actuación administrativa reglada, y el Código Disciplinario Único 
traía una normatividad prolija en materia de elementos de la falta y la responsabilidad 
disciplinaria, de procedimiento administrativo especial y de valoración de pruebas, le 
estaba vedado al juez contencioso-administrativo convertirse en una tercera instancia 
respecto de lo decidido en las correspondientes instancias administrativas. Así las cosas, 
el control jurisdiccional de los fallos disciplinarios únicamente podía suscitarse en torno a 
la protección de las garantías procedimentales básicas, cuando quiera que el proceso 
mismo hubiere fracasado en esa tarea; es decir, en el evento en que el trámite 
correspondiente resultara intolerable frente al debido proceso, el derecho de defensa, la 
competencia del funcionario y frente al decreto y práctica de pruebas conforme la 
Constitución Política y la ley. 
 
De acuerdo con Gómez Pavajeau, las decisiones disciplinarias son de naturaleza 
jurisdiccional, en lo material, pues implican administración de justicia, aunque sólo en 
ciertos casos sean decisiones judiciales –como, por ejemplo, en los juicios disciplinarios 
de los abogados y los jueces y del Procurador General-. En los demás casos, como en 
las decisiones proferidas por la Procuraduría General de la República, las Personerías y 
las oficinas de control interno de las entidades públicas, se trata de decisiones 
administrativas sujetas al control de la jurisdicción de lo contencioso-administrativo. No 
obstante, varios de los elementos que rodean la adopción de una decisión disciplinaria 
hacen necesario, imprescindible y materialmente justo que a ésta se le dé un tratamiento 
diferencial frente a los demás actos administrativos, en lo atinente a su control en sede 
judicial. Es decir, teniendo en cuenta de que se trata de actos que implican ‘adjudicatio’ 
en sentido material, éstos deben ser objeto de un control judicial atemperado (Gómez 
Pavajeau, Elementos y propuestas para el control contencioso administrativo de la 
actividad disciplinaria, 2009, 107). 
 
Entre las condiciones particulares del ejercicio de la acción disciplinaria, que hacen que 
se diferencie la decisión disciplinaria de todas las demás decisiones administrativas, el 
autor en comento señala: (i) El que se trata de una función altamente especializada, en 
virtud de la relación especial de sujeción del funcionario para con el Estado, que la 
distingue de aquellas regidas por el derecho penal y por el derecho laboral administrativo; 
(ii) No resultan aplicables al procedimiento disciplinario, “(…) sin más ni más (…)”, las 
normas generales sobre procedimiento administrativo, por manifiesta incompatibilidad; 
(iii) Se trata de una función jurisdiccional en la que se ha de aplicar, como criterio auxiliar 
de aplicabilidad preferente, la jurisprudencia de casación penal; (iv) Al disciplinado se le 
deben aplicar cláusulas de garantías que son propias de la función disciplinaria, ejercidas 
por un órgano autónomo e independiente: la Procuraduría General de la Nación; y (v) La 
independencia y autonomía de los operadores disciplinarios del Ministerio Público es 
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relativa, porque están sujetos a las directrices que al respecto fije el Procurador General 
(Gómez Pavajeau, Elementos y propuestas para el control contencioso administrativo de 
la actividad disciplinaria, 2009, 114-132). 
 
Por eso, de acuerdo con Gómez Pavajeau, se necesita un control moderado y riguroso 
de la nulidad de las decisiones disciplinarias. A su juicio, el control judicial de los fallos 
disciplinarios sólo puede tener cabida por motivos distintos a alegar diferencias entre los 
criterios de hermenéutica jurídica empleados por el operador disciplinario y los que el 
juez estima apropiados. Para tal fin, el autor en comento propone que el control 
jurisdiccional, lejos de convertirse en una tercera instancia, excluya del estudio de la 
nulidad de la decisión lo que tiene que ver con la interpretación dada por el operador 
disciplinario. El juez de lo contencioso-administrativo, en estos eventos, no realiza un 
control de corrección del acto administrativo sino un control de legalidad: un control de 
legalidad circunscrito a la legitimidad del acto desde la perspectiva constitucional y legal. 
Sólo cuando el “juez” disciplinario se ha apartado de los cánones de la hermenéutica 
jurídica reconocida, podrá la jurisdicción contencioso-administrativa afirmar la ilegitimidad 
constitucional o legal de la decisión demandada. El juez disciplinario se mantiene en los 
límites constiticionales de autonomía e independencia “(…) a)”Siempre que la 
interpretación normativa que los operadores jurídicos hagan de un texto legal 
permanezca dentro del límite de lo razonable”; b) Siempre que al fijar el alcance de la 
norma lo haga en concordancia con “los valores, pincipios y derechos constitucionales 
(…)” (Gómez Pavajeau, Elementos y propuestas para el control contencioso 
administrativo de la actividad disciplinaria, 2009, 132-137). 
 
En un texto más reciente, Gómez Pavajeau expuso que del control jurisdiccional de los 
fallos disciplinarios deben quedar excluidas tanto la valoración probatoria como la 
interpretación jurídica que los fundamentan. Es decir, esto tornaría en indemandable por 
falsa motivación al fallo disciplinario, porque estarían por fuera de revisión judicial el 
apego a la verdad real y la corrección jurídica de los motivos de hecho y de derecho que 
respaldan la decisión adoptada por el operador disciplinario. El referido tratadista 
determinó que deben quedar excluidos del control judicial de los actos disciplinarios los 
siguientes asuntos: 
 
“a) El control de corrección a semejanza de lo que sucede en sede de un 
juicio de instancias; 
 
b) De la interpretación de la norma, salvo que se constante su desvío de los 
cánones hermenéuticos admitidos; 
 
c) El planteamiento de nulidades sin observancia rigurosa de los principios 
que gobiernan su declaratoria (artículo 143 parágrafo de la Ley 734 de 2002 y 
310 de la Ley 600 de 2000); y, 
 
d) La valoración probatoria, excepto cuando de manera grosera se atropellen 
las reglas de la sana crítica, la lógica y el sentido común, en una órbita que la 
enjuicie de manera integral y completa y, sobre todo, que no se trata aquí de 
reeditar, repetir o reinvertir dicha oportunidad contenciosa administrativa en la 
práctica de pruebas, pues para ello existe la institución de la revocatoria 
directa, allí sí abriendo los caminos para que dicha específica vía, por omisión 
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o acción de la autoridad administrativa, en un espacio diferente, se abran para 
el efecto probatorio las reglas del control contencioso administrativo”  (Gómez 
Pavajeau, Control contencioso y justicia disciplinaria, 2010, 28). 
 
Otro autor que comparte la misma opinión de Gómez Pavajeau es Esiquio Sánchez 
Herrera. Este doctrinante estima, con base en las referidas sentencias de la Sección 
Segunda del Consejo de Estado, que “En el máximo órgano de control contencioso se 
viene acogiendo esta importante doctrina, que es respetuosa de los principios de 
autonomía e independencia de los jueces, al punto de reconocer que la acción de nulidad 
y restablecimiento del derecho no puede funcionar como una tercera instancia, en la que 
se propicie una nueva valoración probatoria y la imposición de una personal forma de 
interpretación de los hechos y las normas jurídicas” (Sánchez Herrera, 2010, 44).  
 
Naturalmente, esto hace que se minimice cualquier discusión sobre cómo se llegó a 
demostrar la existencia de los elementos de la responsabilidad disciplinaria. En efecto, 
bajo esta comprensión, tanto para la calificación jurídica o la existencia material de los 
hechos constitutivos de falta y de responsabilidad disciplinaria, como para la 
hermenéutica jurídica de las disposiciones aplicables a esos mismos supuestos fácticos, 
no hay control jurisdiccional contencioso-administrativo. La labor misma de ‘adjudicatio’ 
que hace un funcionario experto en una especialidad jurídica particular, como el operador 
disciplinario, exige que se respete el carácter jurisdiccional del fallo disciplinario. Allí se 
reduce la revisión que sobre la presunción de legalidad realiza el juez contencioso-
administrativo a que no se haya presentado una prevaricación del operador 
disciplinario19, por interpretación jurídica torcida de las normas o por fallos 
contraevidentes. Lo mismo, relega de forma exclusiva al poder de auto-tutela de la 
autoridad administrativa disciplinaria el que, eventualmente, el fallo disciplinario pueda 
ser revocado directamente por una Administración que cree que ha obrado mal en el 
ejercicio de la acción disciplinaria y corrige las actuaciones antijurídicas que con ello haya 
podido causar. 
 
Ahora, para ilustrar, en las palabras de la Sección Segunda del Consejo de Estado, la 
anterior posición, nos permitimos transcribir la siguiente cita jurisprudencial –ratificada, 
por supuesto, en numerosas providencias20-: 
                                                
 
19 El prevaricato por acción se configura, “(…) desde su aspecto objetivo, cuando se presenta un 
ostensible distanciamiento entre la decisión adoptada por el servidor público y las normas de 
derecho llamadas a gobernar la solución del asunto sometido a su conocimiento. También ha 
señalado la Sala que al incluir el legislador en la referida descripción un elemento normativo que 
califica la conducta, el juicio de tipicidad correspondiente no se limita a la simple y llana 
constatación objetiva entre lo que la ley manda o prohíbe y lo que con base en ella se decidió, 
sino que involucra una labor más compleja, en tanto supone efectuar un juicio de valor a partir del 
cual ha de establecerse si la ilegalidad denunciada resiste el calificativo de ostensible por lo cual, 
como es apenas natural, quedan excluidas de esta tipicidad aquellas decisiones que puedan 
ofrecerse discutibles en sus fundamentos pero en todo caso razonadas, como también las que por 
versar sobre preceptos legales complejos, oscuros o ambiguos, admiten diversas posibilidades 
interpretativas por manera que no se revelan como manifiestamente contrarias a la ley (…)”. Ver, 
entre muchas otras: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Rad. No. 30847, 
Sentencia de 26 de enero de 2009, M.P. Alfredo Gómez Quintero. 
20 Ver, entre muchas otras: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo. Secc. 
Segunda, Subsecc. “A”, Rad. No. 76001-23-31-000-2002-02168-01 (2274-08), Sentencia de 20 de 
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“En lo que atañe a la competencia del Juez Administrativo en asuntos 
disciplinarios, la Corporación ha sostenido que en esta materia, la 
revisión de la legalidad de las decisiones, dadas las prerrogativas 
procesales propias de ese procedimiento, no deben repetir el debate 
agotado ante la autoridad administrativa competente. Es decir, que el 
juicio que inicia con la acción de nulidad y restablecimiento interpuesta 
ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, no puede 
constituirse en una simple extensión del trámite disciplinario, que 
involucre un nuevo examen de la prueba como si se tratara de una 
tercera instancia, pues, es funcionalmente distinto en la medida en que 
implica una especialidad y depuración del debate [sic]. Empero, tampoco 
significa la intangibilidad de los actos de juzgamiento disciplinario, pues ellos 
están sometidos a la Jurisdicción, aunque no de cualquier manera, sino con 
marcadas restricciones. 
 
Corresponde entonces a la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 
entre otras cosas, verificar que la prueba recaudada en el trámite 
disciplinario se haya ajustado a las garantías constitucionales básicas, 
es decir, la acción de nulidad resulta ser un momento propicio para la 
exclusión de la prueba, a condición de que la misma sea manifiestamente 
ilícita o producida con violación al debido proceso o de las garantías 
fundamentales, es decir, aquella en cuya práctica se han trasgredido los 
principios rectores de esa actividad imprescindible para el ejercicio del 
derecho de defensa [sic]. 
 
También es pertinente el análisis de legalidad, cuando en dicho proceso se 
ven comprometidos derechos de rango constitucional, como el debido 
proceso, la presunción de inocencia, el buen nombre, el honor y la dignidad, 
entre otros. 
 
En síntesis, a la Jurisdicción le corresponde proteger al ciudadano de la 
arbitrariedad, de la desmesura, de la iniquidad, de la ilegalidad, en fin, de 
las conductas de la Administración que atenten contra la Constitución Política 
y la ley, pero dentro del marco que se señaló precedentemente” (Consejo de 
Estado, 2013) -El énfasis es mío-. 
 
Sin embargo, a partir de 2013, dicha posición jurisprudencial cambió significativamente. 
En la nueva postura adoptada por esa Sala de Decisión, el control jurisdiccional de los 
fallos disciplinarios no es restringido ni limitado; muy por el contrario, es un control pleno 
e integral, huido de formalidades. Dicho control implica que éste se realiza a la luz del 
ordenamiento jurídico aplicable como un todo, y que no se encuentra constreñido ni por 
lo que se plantee expresamente en la demanda ni por interpretaciones restrictivas de la 
                                                                                                                                              
 
enero de 2011, C.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren; Subsecc. “B”, Rad. No. 1001-03-25-
000-2008-00078-00 (2429-08), Sentencia de 27 de mayo de 2010, C.P. Víctor Hernando Alvarado 
Ardila; Subsecc. “B”, Rad. No. 11001-03-25-000-2010-0074-00 (0710-10), Sentencia de 18 de 
octubre de 2012, C.P. Víctor Hernando Alvarado Ardila. 
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competencia de los jueces contencioso-administrativos. Esa posición jurisprudencial 
abandona el carácter de función de adjudicación de justicia material que se le había 
impreso –en algún momento aciago- a los actos de ejercicio de control disciplinario de los 
operadores jurídicos, y ratifica su carácter de función administrativa. En ese orden de 
ideas, no siendo ni la Procuraduría General de la Nación ni ningún ente de control 
disciplinario un poder omnímodo no sujeto a controles, ni una nueva rama del poder 
público, ni un nuevo juez creado sobre la marcha en contravía del diseño constitucional, 
el que se hable de “fallos” o “instancias” en el procedimiento disciplinario no puede 
asimilarse en manera alguna a las decisiones que toman los funcionarios judiciales, en 
primera o segunda instancia, o en la decisión de los recursos extraordinarios. 
 
Con el propósito de conocer en detalle la referida postura de la Sección Segunda del 
Consejo de Estado –también objeto de línea jurisprudencial en muchas providencias21-, 
consideramos pertinente citar la siguiente subregla de creación de esa Corporación, en 
las líneas que siguen: 
 
“La potestad disciplinaria constituye una de las modalidades de los poderes 
sancionatorios del Estado; en la misma medida, el derecho disciplinario es 
una modalidad del derecho sancionador, cuya concepción misma, a más de 
su ejercicio, deben estar orientados a garantizar la materialización de los 
principios propios del Estado Social de Derecho, el respeto por los derechos y 
garantías fundamentales, y el logro de los fines esenciales del Estado que 
establece la Carta Política y justifica la existencia misma de las autoridades.  
El ejercicio de la potestad disciplinaria del Estado, por tanto, se orienta a 
asegurar la apropiada gestión de la Administración Pública para que ésta 
pueda materializar los fines estatales para cuya consecución fue creada. De 
allí que el derecho disciplinario, según ha explicado la Corte Constitucional, 
“(…) busca entonces la buena marcha y el buen nombre de la administración 
pública y por ello sus normas se orientan a exigir ‘(…) a los servidores 
públicos un determinado comportamiento en el ejercicio de sus funciones’ y 
por ello sus normas se orientan a exigir ‘…a los servidores públicos un 
determinado comportamiento en el ejercicio de sus funciones’”.  
 
Luego prosigue la jurisprudencia de la Sección Segunda del Consejo de Estado: 
 
“El control que ejerce la jurisdicción contencioso-administrativa sobre los 
actos administrativos disciplinarios proferidos por la Administración Pública o 
por la Procuraduría General de la Nación es un control pleno e integral, que 
se efectúa a la luz de las disposiciones de la Constitución Política como un 
todo y de la ley en la medida en que sea aplicable, y que no se encuentra 
restringido ni por aquello que se plantee expresamente en la demanda, por 
ende no serán de recibo las interpretaciones restrictivas que limiten la función 
                                                
 
21 Ver, entre muchas otras: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Secc. 
Segunda, Subsecc. “A”, Rad. No. 11001-03-25-000-2011-00196-00 (0670-2011), Sentencia de 27 
de mayo de 2015, C.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren; Subsecc. “B”, Sentencia de 19 de 
agosto de 2010, Rad. No. 76001-23-31-000-2000-02501 (1146-05), C.P. Bertha Lucía Ramírez de 
Páez. 
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disciplinaria a simplemente garantizar el pleno apego con el orden jurídico 
como garantía de legitimidad de estas potestades públicas.  
 
La entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991, con su catálogo de 
derechos fundamentales y sus mandatos de prevalencia del derecho 
sustancial en las actuaciones de la administración de justicia (art. 228, C.P.) y 
de primacía normativa absoluta de la Constitución en tanto norma de normas 
(art. 4, C.P.), implicó un cambio cualitativo en cuanto al alcance, la dinámica y 
el enfoque del ejercicio de la función jurisdiccional, incluyendo la que ejercen 
los jueces de la jurisdicción contencioso-administrativa (incluyendo al Consejo 
de Estado). En efecto, según lo han precisado tanto el Consejo de Estado 
como la Corte Constitucional, la plena vigencia de los derechos y garantías 
fundamentales establecidos por el constituyente exige, en tanto obligación, 
que los jueces sustituyan un enfoque limitado y restrictivo sobre el alcance de 
sus propias atribuciones de control sobre los actos de la administración 
pública, por un enfoque garantista de control integral, que permita a los jueces 
verificar en casos concretos si se ha dado pleno respeto a los derechos 
consagrados en la Carta Política. 
 
Esta postura judicial de control integral del respeto por las garantías 
constitucionales contrasta abiertamente con la posición doctrinal y 
jurisprudencial prevaleciente con anterioridad, de conformidad con la cual las 
atribuciones del juez contencioso-administrativo son formalmente limitadas y 
se restringen a la protección de aquellos derechos y normas expresamente 
invocados por quienes recurren a la justicia, posición -hoy superada- que 
otorgaba un alcance excesivamente estricto al principio de jurisdicción rogada 
en lo contencioso-administrativo. Este cambio, constitucionalmente impuesto 
y de gran calado, se refleja nítidamente en un pronunciamiento reciente del 
Consejo de Estado, en el cual la Sección Segunda – Subsección “B” de esta 
Corporación, recurriendo a los pronunciamientos de la Corte Constitucional y 
dando aplicación directa a los mandatos de la Carta, rechazó expresamente 
una postura restrictiva que limitaba las facultades garantistas del juez 
contencioso-administrativo en materia de control de las decisiones 
disciplinarias de la Procuraduría General de la Nación con base en el 
principios de jurisdicción rogada, y adoptó en su reemplazo una postura 
jurisprudencial que exige a las autoridades jurisdiccionales realizar, en tanto 
obligación constitucional, un control sustantivo pleno que propenda por 
materializar, en cada caso concreto, el alcance pleno de los derechos 
establecidos en la Constitución. (…). 
 
En términos aún más contundentes, el Consejo de Estado afirmó en 
sentencia del 19 de mayo de 2011 que el juez contencioso administrativo está 
en la obligación constitucional de confrontar los actos disciplinarios 
presentados a su conocimiento con la totalidad de las disposiciones de la 
Constitución Política, y no únicamente con aquellas disposiciones legales 
expresamente invocadas en la demanda correspondiente: “en criterio de esta 
Sala no le asiste la razón al Tribunal que profirió el fallo apelado al afirmar 
que el control que efectúa esta Jurisdicción respecto de los actos 
administrativos, es únicamente de legalidad y no de constitucionalidad. Si 
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bien es cierto que el análisis que se realiza en sede Contenciosa 
Administrativa incluye la confrontación entre el acto administrativo y la Ley, 
ello no obsta para que se examinen los actos demandados a la luz de la 
Constitución que, como ya se dijo, es norma de normas.”  
 
Lo que resulta aún más importante es que el control pleno por la jurisdicción 
contenciosa forma parte de las garantías mínimas del debido proceso a las 
que tiene un derecho fundamental el sujeto disciplinado, según la Corte 
Constitucional, por lo cual este control judicial contencioso-administrativo no 
puede ser objeto de interpretaciones que restrinjan su alcance. (…)”  (Consejo 
de Estado, 2013). 
 
Por tanto, gracias a la nueva postura adoptada por la Sección Segunda del Consejo de 
Estado, es posible hoy en día que el juez contencioso-administrativo revise todos y cada 
uno de los aspectos que componen la falta y la responsabilidad disciplinaria, al igual que 
aquellos que componen el debido proceso sancionador que en sede administrativa debía 
observarse respecto del sujeto disciplinable. No existe restricción ni limitación alguna 
para que se efectúe un control contencioso-administrativo pleno e integral de las 
decisiones disciplinarias, pues como lo explicó acertadamente la jurisprudencia en cita, el 
ejercicio de la acción disciplinaria no comporta función jurisdiccional alguna sino que es 
parte del derecho administrativo sancionador. Igualmente, esas exclusiones constriñen 
las facultades garantistas del juez, que lo obligan a realizar un control sustantivo total 
tendiente a hacer efectivos, en cada caso concreto, los derechos de los sujetos 
disciplinables.  
 
Esclarecido lo anterior, vale la pone poner de presente que esa Corporación, 
recientemente, en ejercicio de sus facultades, ha entrado a efectuar un nuevo estudio de 
la culpabilidad disciplinaria del ahora demandante y otrora disciplinado. Ello, en uso de 
las atribuciones que para modificar o reformar, en la sentencia, la actuación 
administrativa demandada, por una que permita restablecer el derecho particular, le ha 
dado el inciso 3º del artículo 187 del CPACA22. Por ejemplo, en la famosa sentencia de 
Alonso Salazar, donde la Subsección “A” de la Sección Segunda del Consejo de Estado 
revocó la destitución e inhabilidad general de que le había impuesto la Procuraduría 
General de la Nación por estar viciada de falsa motivación y de desproporción en la 
sanción, la Sala de Decisión de única instancia emprendió un estudio del comportamiento 
del actor bajo la culpa disciplinaria. Esto, después de haber evidenciado que no había 
habido prueba de que hubiera obrado con dolo. Empleando un breve argumento 
indiciario, bajo una acepción penal de la culpa disciplinaria, le achaca una falta de 
previsibilidad frente a los resultados perjudiciales de su conducta de haber entregado 
informaciones y documentaciones a los medios de comunicación, relativas a la afinidad 
de uno de los candidatos a la Alcaldía de Medellín con grupos paramilitares, en época 
electoral. 
 
Según la Sentencia de 26 de marzo de 2014: 
                                                
 
22 Artículo 187, inciso 3º, CPACA: “(…) Para restablecer el derecho particular, la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo podrá estatuir disposiciones nuevas en reemplazo de las acusadas, y 
modificar o reformar éstas”. 
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“Sin embargo, por el contexto en el cual tuvo lugar dicha entrega y 
declaraciones, por la formación y el conocimiento y experiencia del señor 
Salazar en estos asuntos, por su conocimiento expreso del régimen de 
deberes y prohibiciones que le obligaba como alcalde, y por las declaraciones 
que ha hecho a lo largo de este proceso, la Sala considera que sí obró con 
imprudencia, esto es, con un grado de culpa leve al haber efectuado dicha 
entrega de información y documentación a El Colombiano. Dado que tenía el 
deber de custodiar y guardar dicha información e impedir su utilización 
indebida, pudo haber previsto que entregarla a un medio de comunicación 
podría eventualmente facilitar su utilización ilícita por terceros indeterminados. 
Sin embargo, no se trata de información sujeta a reserva legal” (Consejo de 
Estado, 2014). 
 
En otro caso, donde un policía que se había ausentado del CAI por unos minutos para 
efectuar el pago de los servicios públicos de su casa, sin avisar a sus superiores, fue 
destituido e inhabilitado por 10 años, supuestamente por ausentarse del cargo sin causa 
justificada, la Sala de Decisión en comento revocó la sanción a una suspensión e 
inhabilidad especial de 2 meses. Ello, al encontrar que no sólo no se había probado el 
supuesto dolo con el que habría actuado el demandante, sino también al verificar que 
éste, en realidad, habría actuado con culpa grave. Asimismo, haciendo uso de la 
previsión establecida en el artículo 170 del anterior Código Contencioso Administrativo23, 
procedió a modificar la sanción disciplinaria, dictando en reemplazo del acto acusado, 
una que castigara al infractor con la pena adecuada y proporcionada a su conducta. 
  
Conforme la Sentencia de 20 de marzo de 2014: 
 
“Puestas así las cosas, si se considera que: a) el actor no actuó con el ánimo 
de incurrir en la falta disciplinaria ni de afectar el servicio, sino movido por la 
urgencia en la que se encontraba por el posible corte de los servicios 
públicos; b) que el Banco se encontraba a menos de un kilómetro del sitio de 
facción; c) que la diligencia tardó aproximadamente 5 minutos; d) que el 
Agente dejó encargado del CAI a uno de sus compañeros, tal como lo 
acredita el Acta de Minuta de Guardia; y e) la trayectoria, hoja de vida y 
tiempo de servicios del señor Valle Tapia a la Policía Nacional; se concluye 
que en el caso que nos ocupa el demandante no actuó con dolo sino con 
culpa grave, “por inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona 
del común imprime a sus actuaciones”, en los términos del parágrafo del 
artículo 44 de la Ley 734 de 2002” (Consejo de Estado, 2014). 
 
Sin embargo, frente al dolo disciplinario, bajo la postura jurisprudencial de que la revisión 
judicial de los fallos disciplinarios no constituía una tercera instancia, la Subsección “A” 
                                                
 
23 Artículo 170, Código Contencioso Administrativo: “La sentencia tiene que ser motivada. Debe 
analizar los hechos en que se funda la controversia, las pruebas, las normas jurídicas pertinentes, 
los argumentos de las partes y las excepciones con el objeto de resolver todas las peticiones. 
Para restablecer el derecho particular, los organismos de lo Contencioso Administrativo podrán 
estatuir disposiciones nuevas en reemplazo de las acusadas, y modificar o reformar éstas”. 
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de la Sección Segunda del Consejo de Estado consideró ajustada a derecho la 
valoración normativa y probatoria hecha del dolo imputado en sede administrativa al 
demandante, simplemente refrendándola. En esta ocasión, la Sala de Decisión estimó 
suficiente que el actor, como Cónsul de la República de Colombia en Hong Kong 
(República Popular de China), conociera la ilicitud de la conducta para desligar su 
intención positiva de causar daño a la buena marcha de la Administración. Ello, en un 
caso en el que se le reprochó al funcionario no pagar a tiempo una prestación social a 
una ex–servidora pública del Despacho a su cargo, consignada a su nombre después de 
que ésta renunciara; no obstante ésta debía una cuenta personal de llamadas telefónicas 
al Consulado casi igual a la suma que le era debida. Además, se apoyó en una “máxima 
de la experiencia” para desvirtuar que el querer del demandante, con la conducta 
desplegada, era en realidad impedir un detrimento patrimonial al Estado: si tanto le 
interesaba cuidar el erario, ¿por qué razón terminó de todos modos pagándole dicha 
suma antes de que ella, en efecto, pagara la factura adeudada? 
 
De acuerdo con la Sentencia de 2 de mayo de 2013: 
 
“Como puede apreciarse, la entidad demandada al ejercer el poder 
disciplinario en el caso que se analiza hizo un examen sobre la culpabilidad 
del investigado tanto en el plano objetivo como subjetivo, concluyendo con un 
juicio de reproche de su comportamiento que a los ojos de la Sala no 
transgrede los postulados constitucionales en la materia, dado que en su 
condición de Cónsul –y además abogado-, debía conocer como ningún otro 
funcionario de esa dependencia el manejo que debía dar a los recursos 
públicos. 
 
Así mismo [sic], la Sala no comporta el argumento esbozado por la parte 
demandante, en el sentido de que no se tuvo en cuenta que existía un riesgo 
actual e inminente de detrimento patrimonial para el Consulado por la factura 
dejada de pagar por la señora Ramírez León, porque en la versión libre 
rendida por el disciplinario y durante el debate probatorio, no se esbozó con 
suficiente claridad este argumento y además quedó probado dentro del 
proceso, que el señor Cónsul giró la suma adeudada a la señor Ramírez 
León, antes de que ella efectuara el pago por la factura de servicio telefónico 
adeudada a la empresa , sin que le preocupara para ese momento el 
presunto detrimento patrimonial para el consulado” (Consejo de Estado, 
2013). 
 
También, bajo una concepción normativa de la culpabilidad disciplinaria, la Subsección 
“B” de la Sección Segunda del Consejo de Estado encontró que la Procuraduría General 
de la Nación había respetado el principio de legalidad durante la actuación disciplinaria 
seguida en contra del actor. Ello, por cuanto había logrado establecer que el disciplinado 
conocía la ilicitud de la conducta como su deber funcional, y que, a pesar de tal 
conocimiento, había elegido comportarse de forma contraria a lo que le ordenaban las 
normas superiores que consgraban dicho deber, infringiéndolo. Veamos: 
 
“Así, se evidencia que la Procuraduría General de la Nación identificó con 
precisión la falta imputada, hallando los elementos necesarios para endilgarle 
responsabilidad disciplinaria al actor a título de dolo, pues logró establecer 
que actuó con conocimiento tanto de su conducta como de la normatividad 
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que direccionaba su proceder; sin embargo, decidió actuar en forma distinta a 
lo ordenado por las disposiciones de carácter superior. En consecuencia, los 
cargos esbozados contra los actos demandados tendientes a cuestionar la 
falta endilgada no están llamados a prosperar” (Consejo de Estado, 2013). 
 
Vistas las anteriores citas jurisprudenciales, respecto de la efectividad de los derechos 
fundamentales y de las garantías procedimentales de los disciplinados, en punto de la 
culpabilidad disciplinaria, es preciso extraer las siguientes conclusiones. Para comenzar, 
cabe preguntarse qué efectos comporta una modificación o reforma del fallo disciplinario 
en sede judicial, cuando en dicha modificación se atenúa el grado de la culpabilidad 
disciplinaria, al comprobarse en sede de culpabilidad que el antes disciplinado no había 
actuado con dolo sino con culpa grave. No se anula por entero el acto sancionatorio, por 
falta de uno de los elementos necesarios para su expedición, sino que se realiza un 
nuevo estudio de la falta y la responsabilidad disciplinaria en la sentencia, en un 
momento donde ya el actor carece de derecho de audiencia frente a esas imputaciones. 
Si bien esto trae, como consecuencia natural, que se ajuste la proporcionalidad de la 
sanción a favor del demandante, no cabe duda que genera cuestionamientos razonables 
frente a la efectividad de sus prerrogativas fundamentales.  
 
En estricto garantismo, como parte del debido proceso sustantivo de la actuación, la 
consecuencia natural de que se comprobara que, realmente, el antes disciplinado no 
había actuado al abrigo de la modalidad de culpabilidad disciplinaria que originalmente se 
le había reprochado, es que se anule en su totalidad la decisión. Esta resolución es 
constitucionalmente admisible, en el sentido en que optimiza la garantía primigenia de 
absolución por falta de certeza respecto de la responsabilidad disciplinaria, en su matiz 
subjetivo, restableciendo la igualdad ante las cargas públicas del disciplinado. Proceder a 
mutar o a rectificar la decisión administrativa que es evidentemente ilegal, por violación 
del artículo 142 del Código Disciplinario Único –esto es, haber proferido el acto sin 
prueba que lleve a la certeza sobre los elementos de la responsabilidad disciplinaria-, 
para reemplazar la imputación errónea por la considerada correcta, implica inaplicar 
tácitamente esa disposición.  
 
En virtud del principio ‘pro homine’ o ‘pro persona’, que debe guiar la interpretación de las 
normas de este procedimiento administrativo sancionador especial24, la absolución del 
disciplinado es una consecuencia natural de la falsa motivación de la decisión, que se 
erige como sanción y control judicial de la decisión administrativa contraria a derecho. La 
Administración debe saber que no puede proferir fallos disciplinarios sino respetando el 
                                                
 
24 El principio ‘pro homine’ “(…) es un criterio hermenéutico que informa todo el derecho de los 
derechos humanos, en virtud del cual se debe acudir a la norma más amplia, o a la interpretación 
más extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos, e inversamente, a la norma o a 
la interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al 
ejercicio de los derechos o a su suspensión extraordinaria. Este principio coincide con el rasgo 
fundamental del derecho de los derechos humanos, esto es, estar siempre a favor del hombre”. 
No se olvide que en las actuaciones disciplinarias entran en juego la interpretación sobre la 
aplicación de derechos fundamentales como el debido proceso, el acceso a los cargos públicos y 
el derecho a elegir y ser elegido (artículos 29 y 40 de la Constitución Política). Ver, entre otras: 
Corte Constitucional, Sentencia T-284 de 5 de abril de 2006, M.P. Clara Inés Vargas Hernández. 
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principio de legalidad. Por eso, la decisión de restablecer el derecho de quien nunca 
debió haber sido disciplinado cambiándole la sanción original por una más benigna, al 
comprobarse que no actuó con la culpabilidad que se le enrostró sino con otra, pero sin 
que la Administración renuncie a imponerle, de todos modos, un castigo, sacrifica a un 
mayor costo la necesidad de mantener una apariencia de buena marcha de la 
administración pública frente a la efectividad de los derechos fundamentales de quien 
persigue hoy una tutela judicial efectiva. A la luz de los artículos 20 del Código Único 
Disciplinario y 3º numerales 1º y 3º del CPACA25, nada permite justificar que el Estado, a 
pesar de haber ejercido de forma ilegal la acción disciplinaria, termine ahora beneficiado 
con el control judicial de los fallos sancionatorios con el ejercicio del poder punitivo por 
parte del juez contencioso-administrativo. Aún si el juez acertara en esta apreciación, no 
podría sino utilizarla como un argumento a favor del injustamente sancionado, para 
absolverlo por la incertidumbre acerca de uno de los elementos necesarios para ser 
disciplinariamente responsable, aplicando el ‘in dubio pro disciplinado’. 
 
De igual forma, cabe la pregunta sobre si respecto de esta determinación diferente 
acerca de la culpabilidad disciplinaria, adoptada en sede judicial, debe contar con la 
concurrencia del antes disciplinado. Es decir, ¿cómo puede el juez contencioso-
administrativo imponer una nueva sanción disciplinaria al actor, así sea menos gravosa 
para él, aun cuando el demandante no ha tenido oportunidad alguna de defenderse de 
esas nuevas imputaciones, que se le han hecho sólo hasta que se ha acabado el 
correspondiente proceso ordinario de nulidad y restablecimiento del derecho? La duda 
queda porque no es el juez contencioso-administrativo el encargado de ejercer la acción 
disciplinaria ni tampoco el encargado de velar por la buena marcha de la administración 
pública. La verdadera labor del juez, al conocer de la correspondiente demanda contra el 
fallo sancionatorio, es la de frenar la tentación de arbitrariedad del operador disciplinario, 
al igual que el control pleno e integral que realiza con las demás actuaciones 
administrativas cuya pretendida ilegalidad es sometida a su conocimiento. Así, la 
intervención del juez contencioso-administrativo, en estos casos, reemplazando la 
sanción adoptada y estudiando nuevamente la configuración de los elementos 
                                                
 
25 Artículo 20, Código Disciplinario Único: “En la interpretación y aplicación de la ley disciplinaria el 
funcionario competente debe tener en cuenta que la finalidad del proceso es la prevalencia de la 
justicia, la efectividad del derecho sustantivo, la búsqueda de la verdad material y el cumplimiento 
de los derechos y garantías debidos a las personas que en él intervienen”. Artículo 3º, numerales 
1º y 3º, CPACA: “Todas las autoridades deberán interpretar y aplicar las disposiciones que 
regulan las actuaciones y procedimientos administrativos a la luz de los principios consagrados en 
la Constitución Política, en la Parte Primera de este Código y en las leyes especiales. Las 
actuaciones administrativas se desarrollarán, especialmente, con arreglo a los principios del 
debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, participación, responsabilidad, 
transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, economía y celeridad. 1. En virtud del principio 
del debido proceso, las actuaciones administrativas se adelantarán de conformidad con las 
normas de procedimiento y competencia establecidas en la Constitución y la ley, con plena 
garantía de los derechos de representación, defensa y contradicción. En materia administrativa 
sancionatoria, se observarán adicionalmente los principios de legalidad de las faltas y de 
las sanciones, de presunción de inocencia, de no reformatio in pejus y non bis in ídem. (…) 
3. En virtud del principio de imparcialidad, las autoridades deberán actuar teniendo en cuenta que 
la finalidad de los procedimientos consisten en asegurar y garantizar los derechos de todas las 
personas sin discriminación alguna y sin tener en consideración factores de afecto o de interés y, 
en general, cualquier clase de motivación subjetiva”. 
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constitutivos de falta y de responsabilidad disciplinaria para sustentarla, se muestra 
excesiva: no sólo implica someter al ahora actor a un nuevo y sumarísimo proceso 
disciplinario, efectuado en un par de párrafos al final de la parte motiva de la sentencia, 
sino también que éste no pueda defenderse de tales imputaciones, porque sólo viene a 
enterarse de ellas al proferirse la decisión de fondo.  
 
También, es pertinente preguntarse sobre el grado de acierto de la imputación efectuada 
por el juez contencioso-administrativo en reemplazo de la adoptada por la Procuraduría 
General de la Nación. Si bien el juez contencioso-administrativo puede atinar en 
descubrir los vicios de ilegalidad de que adolece la correspondiente sanción, también 
podría incurrir en yerros en señalar cuál es la falta en la que realmente habría incurrido el 
ahora demandante, cuál sería el desvalor de acción de esa conducta y cuál sería la 
culpabilidad con la que habría actuado; así sea que éstas importen una sanción de 
menor entidad que la que originalmente se le ha impuesto. No se olvide que el juez 
contencioso-administrativo, frente a los hechos investigados en sede administrativa, 
carece de toda inmediación y concentración para adoptar la correspondiente decisión de 
reemplazo, lo que podría hacerle incurrir, de la misma forma, en errores en la calificación 
jurídica de los hechos. Por supuesto, tales yerros no serían corregibles sino por vía de la 
acción de tutela contra sentencias judiciales, en tanto se inscribieran en las causales 
genéricas y específicas de procedibilidad de la misma. Situación que generaría, al menos 
teóricamente, una inseguridad jurídica de las decisiones que adopten los jueces 
contencioso-administrativo sobre la legalidad de los fallos disciplinarios en única o en 
segunda instancia, puesto que quien no estuviera de acuerdo, y encontrare el mérito, 
podría pedir que se proteja su derecho al debido proceso –o cualquier otro derecho 
fundamental que resultare lesionado o vulnerado- en sede constitucional. 
 
De lo anterior, resulta diáfano que la única decisión administrativa que cabe como 
reemplazo, cuando el operador disciplinario se equivoca en sede administrativa en la 
configuración de la modalidad de culpabilidad disciplinaria de que se trate, es la que 
declara la absolución del disciplinado, por falta de certeza acerca de la existencia de 
responsabilidad del disciplinado. 
 
Ejemplos paradigmáticos de lo anterior, lo constituyen las Sentencias de 20 de marzo y 
de 26 de marzo de 2014, en las que el alto Tribunal en comento realiza ella misma la 
nueva imputación -¿o la que realmente le cabía?- al demandante en tanto sujeto 
disciplinable, a fin de imponerle la sanción disciplinaria que su comportamiento merece. 
Veamos: 
 
“De acuerdo con la disposición transcrita, es evidente que el legislador facultó 
al juez para reformar las decisiones acusadas o estatuir nuevas en su 
reemplazo y, en consecuencia, en el sub lite nada le impide a la Sala 
reemplazar la sanción impuesta en sede administrativa, la cual, como ya 
quedó ampliamente expuesto, fue abiertamente desproporcionada. 
 
(…) 
 
En ese orden de ideas, con fundamento en la disposición legal citada, 
procede la Sala de dictar una sentencia declarando la nulidad de la sanción 
impuesta por la Policía Nacional remplazándola por la que en derecho 
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corresponde; y a restablecer el derecho del demandante en los siguientes 
términos: 
 
Habiéndose acreditado que la conducta del señor Víctor Virgilio Valle Tapia 
es: a) típica pues incurrió en la falta gravísima prevista en el numeral 27 del 
artículo 34 de la Ley 1015 de 2006, consistente en “ausentarse del lugar de 
facción o sitio donde preste su servicio sin permiso o causa justificada”; b) 
antijurídica [sic], en tanto que con ella incumplió el deber funcional que le 
impedía ausentarse del sitio de trabajo y, c) fue cometida a título de culpa 
grave, esto es, con inobservancia del cuidado necesario que cualquier 
persona del común imprime a sus actuaciones [sic]; la sanción que ha debido 
imponer la entidad no podía ser otra que la de suspensión en el ejercicio del 
cargo e inhabilidad especial, tal como lo establece el numeral 2 del artículo 44 
de la Ley 734 de 2002 (…)”. 
 
Por su parte, en la celebérrima sentencia del ex–Alcalde de Medellín Alonso Salazar, se 
dijo lo siguiente: 
 
“Como se vio en detalle, la forma en que el señor Salazar fue procesado y 
sancionado por la Procuraduría General de la Nación resultó lesiva a sus 
derechos y contraria a la Constitución y la ley, lo cual evidencia su 
anulabilidad. 
 
(…) 
 
En la reducción del reproche disciplinaria a sus justas proporciones, y en la 
debida fundamentación del mismo, radica para la Sala la medida de 
restablecimiento del derecho idónea en este caso. 
 
7.1.1 Identificación de las normas disciplinarias violadas por el señor 
Salazar. 
 
(…) 
 
En este caso, se considera que el deber incumplido por el señor Salazar, que 
a su turno causó la incursión en falta disciplinaria, fue el consagrado en falta 
disciplinaria, fue el consagrado en el artículo 34-5 del CDU (…). 
 
(…) 
 
En efecto, bajo esta disposición legal, el señor Salazar estaba en el deber de 
custodiar y cuida la información y las fotografías a las que había tenido 
acceso en virtud de su cargo como alcalde, e impedir su utilización indebida. 
El incumplimiento de este deber, teniendo en cuenta el artículo 50 del CDU, 
constituye una falta disciplinaria. 
 
(…) 
 
7.1.3 Análisis de la tipicidad de la conducta. 
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(…) 
 
A la luz de los anteriores componentes normativos, la Sala concluye que la 
acción del señor Salazar consistente en entregar al periódico El Colombiano 
fotografías e información relativas a posibles conductas punibles cometidas 
por el candidato Luis Pérez, fue una conducta típica que encuadra 
adecuadamente como violación del deber consagrado en el artículo 34-5 del 
CDU, por cuanto: 
 
(a) Se trataba, como lo ha aceptado el propio actor, de información y 
fotografías a las cuales tuvo acceso por ocupar el cargo de alcalde; 
 
(b) No era información legalmente reservada, pero sí debía manejarse con 
prudencia por su contenido y porque ya había sido puesta en conocimiento de 
la Fiscalía y otras autoridades estatales; 
 
(c) Era deber del alcalde Salazar guardar con cuidado y vigilancia esta 
información, custodiándola para, entre otras, impedir que fuera utilizada en 
forma contraria a la ética, ilícita o injusta por cualquier persona. 
 
(d) Cuando el señor Salazar hizo entrega de esta información y fotografías 
(documentos) a un medio de comunicación como El Colombiano, que las 
publicó, incumplió su deber de custodia, vigilancia y prudencia, ya que a raíz 
de la publicación esta información e imágenes fueron puestas en 
concoimiento de miles de personas (el público en general), con lo cual se 
facilitó su posible utilización indebida por parte de terceros. 
 
(…) 
 
7.1.4 Análisis de la antijuridicidad de la conducta 
 
(…) [E]n este punto concluye la Sala que se entiende, por mandato del 
Legislador, que el incumplimiento de uno de los deberes que pesan sobre los 
funcionarios públicos es en sí mismo, valga la redundancia, una violación del 
deber funcional, que configura por lo tanto el elemento de antijuridicidad o 
lesividad material de esta falta disciplinaria que se le achaca” (Consejo de 
Estado, 2014). 
 
Otro aspecto que también merece algunas líneas en el presente escrito es que la 
Sección Segunda del Consejo de Estado no haya propuesto un concepto propio de 
culpabilidad traído del derecho administrativo, siendo que el derecho disciplinario, 
inexorablemente, pertenece a la especialidad del derecho administrativo laboral –
competencia de esa Sala de Decisión-, sino que simplemente se haya plegado a la 
doctrina mayoritaria del derecho disciplinario –que es la misma que ha aceptado la 
Procuraduría General de la Nación- sobre el particular. En efecto, sorprende que el alto 
Tribunal, de un lado, haya dado una aplicación irreflexiva de las denominadas “categorías 
dogmáticas” del derecho disciplinario prohijadas por Gómez Pavajeau, Isaza Serrano, 
Sánchez Herrera y el mismo ente de control disciplinario, en las que se observa una 
restricción ostensible de los derechos fundamentales y las garantías procedimentales –
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como lo vimos en los párrafos precedentes-, para dictar sus fallos disciplinarios de 
reemplazo de los actos acusados en juicio. Pero también causa extrañeza que, de otro 
lado, la Corporación en comento afirme que realiza un control pleno e integral de los 
fallos disciplinarios, huido de formalismos, para proteger las garantías y derechos que, 
precisamente, esas definiciones de dolo y culpa disciplinarias, también utilizadas por ella, 
vulneran de forma abierta.  
 
En una responsabilidad disciplinaria donde al servidor público se lo considere un 
profesional de la función pública, en lugar de tratarlo de forma similar a un delincuente 
colado en la Administración, y en el que la medida de la culpabilidad no sea la mera 
infracción de normas o la presunción del conocimiento de la ilicitud de la falta endilgada, 
sino el verdadero comportamiento analizado en concreto a la luz de estándares de 
comportamiento de servidores públicos humanos, con sus defectos y errores, y de la 
demostración efectiva del elemento volitivo de perjudicar a la Administración, tales 
contradicciones en la aplicación del derecho disciplinario y del control judicial de los fallos 
disciplinarios rara vez tendrían lugar. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

  
 
3. Aspectos probatorios de la doctrina de la 
Procuraduría de la culpabilidad 
disciplinaria en las diferentes modalidades 
y su tratamiento en sede de control 
jurisdiccional 
Al igual que ocurre respecto de los aspectos sustanciales de la culpabilidad disciplinaria, 
en los aspectos probatorios de la doctrina de la culpabilidad disciplinaria también se 
presentan interesantes situaciones de hermenéutica jurídicamente incorrecta respecto de 
la acreditación de los supuestos fácticos de dicho elemento de la responsabilidad 
disciplinaria. En primer lugar, ya lo habrá notado el lector, el hecho de aplicar la referida 
presunción de hombre de que “quien conoce y realiza la conducta, es porque la quiere” 
en el dolo disciplinario significa renunciar a demostrar el elemento volitivo de la conducta, 
así sea indiciariamente; esto es, la intención de causar daño a la Administración con que 
obra el servidor público infractor en esos eventos. Vale la pena destacar que, aun cuando 
la ley disciplinaria no define expresamente el dolo, no se ha establecido por el Legislador 
presunción legal alguna respecto de la acreditación de sus elementos, sino, por el 
contrario, el deber para el Estado de recabar prueba suficiente que lleve a la certeza 
sobre la responsabilidad del disciplinado, so pena de no poder proferir fallo sancionatorio 
en su contra (artículo 142 del Código Disciplinario Único26). 
 
Para el caso de la culpa disciplinaria, lo que sucede, como lo hemos advertido en 
párrafos precedentes, es que el empleo de una concepción normativa de la culpabilidad 
exime, por antonomasia, al operador disciplinario de tener que demostrar la impericia, la 
negligencia, la imprudencia o la ausencia de cuidado rayanas en la temeridad o en la 
incuria que supuestamente ha desplegado el disciplinado. No sólo la culpa gravísima 
deja de ser evaluada en comparación a un estándar de culpa básica que ni un 
funcionario negligente desplegaría, para terminar configurándose como una extensión 
misma de la infracción de normas que se produce en punto de la falta disciplinaria –el 
quebrantar ese deber funcional es por sí solo signo de falta de diligencia-, sino que 
cualquier norma jurídica, por la exagerada relevancia que se le concede en los fallos al 
bien jurídico que protege, se convierte en una regla de obligatorio cumplimiento. Por su 
parte, en el caso de la culpa grave, incluso conductas que se ubicarían como propias de 
                                                
 
26 Artículo 142, Código Disciplinario Único: “No se podrá proferir fallo sancionatorio sin que obre 
en el proceso prueba que conduzca a la certeza sobre la existencia de la falta y de la 
responsabilidad del investigado”. 
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una esmerada diligencia terminan siendo exigibles al disciplinado. Bajo inferencias de 
dudosa construcción técnica o científica, provenientes de consideraciones subjetivas del 
operador disciplinario, se termina acreditando que cualquier persona del común –o a 
veces, un servidor público “en las mismas condiciones que el disciplinado”, como 
estándar no autorizado por el parágrafo del artículo 44 del Código Disciplinario Único- 
pudo haberse comportado, sin problema, y a diferencia del disciplinado, con aquella 
mayor diligencia que se echa de menos. 
 
En segundo lugar, es muy común que tanto el dolo como la culpa en derecho disciplinario 
sean probados a partir de inferencias respecto de los hechos constitutivos de infracción 
disciplinaria y de las circunstancias de tiempo, modo y lugar que han rodeado su 
supuesta comisión. No obstante, tales inferencias lógico-deductivas no cumplen, por lo 
general, con los requisitos establecidos en los artículos 284 y ss. de la Ley 600 de 2000. 
Es decir, que como indicios, tales construcciones lógicas se basen en una verdadera 
máxima de la experiencia, que el hecho indicador del que se desprenden se encuentre 
probado y que éstas sean graves, concordantes y convergentes respeto de los demás 
medios de prueba que obran en la actuación procesal. Lo que sucede, normalmente, es 
que los indicios terminan construyéndose bajo apreciaciones meramente personales del 
operador disciplinario acerca de lo que éste considera, a partir del análisis los supuestos 
fácticos que constituyen una supuesta falta disciplinaria bajo un criterio absolutamente 
discrecional, como constitutivo de culpa o dolo. 
 
Y en tercer lugar, es bastante frecuente que el ente de control disciplinario en comento –y 
como lo veremos, también otros operadores jurídicos, como la Personería de Bogotá, 
D.C.- varíe la calificación jurídica de la culpabilidad en el fallo definitivo, y no antes de 
que sea proferido el fallo de primera o de única instancia, como lo dispone el inciso 5º del 
artículo 165 del Código Disciplinario Único. En esta tipología de eventos relacionados con 
la prueba de la culpabilidad, se incorpora en el pliego de cargos un juicio de reproche por 
determinada modalidad, y en el fallo de primera instancia, se sanciona al disciplinado 
porque el operador jurídico encuentra probado que éste incurrió no en esa sino en otra 
diferente.  
 
Sin embargo, al momento de proferir el fallo disciplinario ocurre una de dos cosas. De un 
lado, puede ser que se cambie de una imputación en sede de culpabilidad muy gravosa a 
una más benigna –v. gr. de dolo a culpa grave-, porque se acreditó durante la actuación 
que respecto de la más gravosa no se habían producido todos sus supuestos. Esto 
permite dar juego a la aplicación de otros criterios dirigidos a atenuar la gravedad de la 
infracción en la calificación jurídica de la misma, como el establecido en el numeral 9º del 
artículo 43 del Código Disciplinario Único27. Pero de otro lado, como sucede normalmente 
al imputar la comisión de faltas gravísimas, se varía originalmente el dolo reprochado en 
el pliego de cargos y se cambia en el fallo definitivo por una imputación de culpa 
gravísima. Situación que, de todos modos, mantiene ‘sub judice’ al implicado por la más 
onerosa de las sanciones disciplinarias, ya que según el numeral 1º del artículo 44 del 
                                                
 
27 Artículo 43, numeral 9º, Código Disciplinario Único: “Las faltas gravísimas están taxativamente 
señaladas en este código. Se determinará si la falta es grave o leve de conformidad con los 
siguientes criterios: (…) 9. La realización típica de una falta objetivamente gravísima cometida con 
culpa grave, será considerada falta grave”. 
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Código Disciplinario Único28, la incursión en una falta gravísima, sea a título de dolo o de 
culpa gravísima, genera destitución e inhabilidad para el ejercicio de cargos públicos y 
para contratar con el Estado.  
 
Al margen, obsérvese que esta variación del juicio de reproche en el fallo definitivo ha 
ocurrido sin que el disciplinado haya tenido la oportunidad de defenderse y de aportar o 
pedir pruebas de esta nueva calificación jurídica de la culpabilidad, así ésta sea más 
benigna que la inicialmente endilgada. Lo mismo, téngase en cuenta que si el operador 
disciplinario, teniendo la carga de la prueba y el deber de investigación integral respecto 
de los hechos materia del procedimiento, no logra demostrar la culpa o el dolo con que 
levantó el pliego de cargos en contra del servidor público disciplinado, lo acorde con las 
garantías propias del debido proceso es que dicho funcionario archive definitivamente las 
diligencias. Esto, porque no logró demostrar que existiera la culpa o el dolo reprochados 
en el pliego de cargos que no fue objeto de variación oportuna. Y no, como sucede en la 
práctica, que sustituya la imputación de culpabilidad no acreditada por otra que sí ha 
encontrado probada, pero sólo hasta el final del proceso. 
 
El inciso 5º del artículo 165 del Código Disciplinario Único es clarísimo afirmar que la 
oportunidad para variar el pliego de cargos, cuantas veces sea necesario, sólo puede 
hacerse hasta antes del fallo de primera o única instancia, y cuando exista error en la 
calificación jurídica de la infracción y de la responsabilidad disciplinaria o prueba 
sobreviniente. Así: “El pliego de cargos podrá ser variado luego de concluida la práctica 
de pruebas y hasta antes del fallo de primera o única instancia, por error en la 
calificación jurídica o por prueba sobreviniente. La variación se notificará en la misma 
forma del pliego de cargos y se otorgará un término prudencial para solicitar y practicar 
otras pruebas, el cual no podrá exceder la mitad del fijado para la actuación original” (El 
énfasis es mío).  
 
Por supuesto, los criterios para aplicar el numeral 9º del artículo 43 del mismo Código 
sólo se pueden dar para, precisamente, efectuar la calificación jurídica de los elementos 
constitutivos de falta y de responsabilidad disciplinaria. Por algo, la norma tiene como 
encabezado el título “Criterios para determinar la gravedad o levedad de la falta”. 
Igualmente, es en ese sentido que el Legislador ha obligado al operador disciplinario a 
que, al momento de proferir la decisión mediante la cual se formulen cargos al 
investigado, se incluya “(…) La exposición fundada de los criterios tenidos en cuenta para 
determinar la gravedad o la levedad de la falta, de conformidad con lo señalado en el 
artículo 43 de este código”, conforme al numeral 6º del artículo 163 de la Ley 734 de 
2002. Lo anterior, porque de cara al derecho de defensa y de contradicción, resultaría 
inaceptable que el operador disciplinario llegara a proferir fallo de primera instancia sin 
siquiera tener claro a qué título de responsabilidad disciplinaria ha actuado el funcionario 
investigado. No es posible imaginar, entonces, una decisión que varíe de forma 
inconsulta la responsabilidad disciplinaria, con las incidencias que ello tenga en la 
apreciación de la falta, sin que se le haya permitido al disciplinado defenderse de aquella. 
Mucho menos, con la excusa de que como tal variación es más benigna y beneficia al 
                                                
 
28 Artículo 44, numeral 1º, Código Disciplinario Único: “El servidor público está sometido a las 
siguientes sanciones: 1. Destitución e inhabilidad general, para las faltas gravísimas dolosas o 
realizadas con culpa gravísima. (…)”. 
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sujeto procesal, entonces no se le viola ninguna prerrogativa procedimental 
constitucional. 
 
En la jurisprudencia de la Corte Constitucional, al respecto, se ha establecido que no 
resulta lesivo de los derechos fundamentales de los disciplinados el que en el fallo de 
primera instancia se los sancione bajo una modalidad de culpabilidad más benigna, pero 
siempre y cuando se haya hecho oportunamente la variación de la calificación jurídica. 
Esta idea es consecuencia lógica de la interpretación armónica de las normas arriba 
señaladas, y es propuesta en los siguientes términos, que aquí transcribimos en extenso: 
 
“En efecto, en múltiples determinaciones, de constitucionalidad y de tutela, 
esta Corporación ha considerado que la calificación que de una conducta 
punible se hace en la resolución de acusación tiene carácter provisional dado 
que es posible que ella se varíe en la etapa de juzgamiento, bien porque 
concurran pruebas que den cuenta de una adecuación típica diferente, o bien 
porque se tome conciencia en cuanto a que al momento de la calificación se 
incurrió en un error en la adecuación típica del comportamiento. En tales 
oportunidades, la Corte ha resaltado la compatibilidad que existe entre el 
instituto de la variación de la calificación jurídica provisional y el Texto 
Superior pues nada se opone a que los cargos formulados se adecuen a las 
resultas del período probatorio del juicio.  Sobre este particular, un precedente 
muy significativo es la Sentencia C-491-96, M. P. José Gregorio Hernández 
Galindo, que declaró exequible la expresión  “provisional” que hacía parte del 
artículo 442 del Decreto 2700 de 1991, relativo a los requisitos formales de la 
resolución de acusación y, entre estos, a la calificación jurídica provisional de 
la conducta punible.  Con posterioridad, esta doctrina se ha desarrollado en 
las Sentencias T-439-97, C-541-98, C-132-99, C-620-01, C-760-01, C-199-02 
y C-416-02.  
 
Y en derecho procesal disciplinario, la Corte, en la Sentencia C-1076-02, M.P. 
Clara Inés Vargas Hernández, con excepción de las expresiones “de ser 
necesario”, declaró exequible el inciso final del artículo 165 de la Ley 734 de 
2002, que regula la variación de la calificación que de la conducta se hace en 
el pliego de cargos. En este pronunciamiento se resaltó el carácter provisional 
de esa calificación, la legitimidad de la variación dispuesta en la norma 
demandada y la compatibilidad existente entre, por un lado, la calificación 
provisional y la posibilidad de variación y, por otro, la exigencia de respeto de 
la presunción de inocencia del disciplinado. No obstante, se resaltó que 
frente a la nueva calificación debía garantizarse el derecho de defensa, 
fundamentalmente brindando la posibilidad de solicitar y practicar 
pruebas en torno a esa nueva adecuación. 
 
En este orden de ideas, frente a la Carta Política es legítimo que, habiéndose 
proferido pliego de cargos por una falta disciplinaria, se profiera fallo por una 
conducta diferente, siempre y cuando se haya variado la calificación 
provisional y se haya respetado el derecho de defensa del disciplinado. 
 
47.  En el caso planteado por el actor, se está ante la variación de la 
calificación de la falta disciplinaria pero no de una conducta a otra diferente 
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sino de una imputación dolosa a una imputación culposa en relación con una 
misma conducta.  
 
(…) 
 
Para la Corte, no contraría ni los fundamentos, ni la dinámica del derecho 
disciplinario el que se formulen cargos por una falta cometida a título de dolo 
y que en el fallo se declare la responsabilidad por esa misma falta pero 
cometida a título de culpa. Y ello tiene sentido pues puede ocurrir que, como 
consecuencia de las pruebas solicitadas en la contestación de los cargos y 
luego practicadas, se desvirtúe o atenúe la inicial forma de imputación, lo que 
es consecuente con el debido proceso disciplinario y con el derecho de 
defensa que le asiste al disciplinado. Carecería de sentido que formulada 
una imputación dolosa, no haya lugar a su atenuación a título de culpa 
gravísima o incluso grave o leve pues la calificación de la falta realizada 
en el pliego de cargos no puede reputarse definitiva y de allí que, si se 
aducen elementos probatorios que conduzcan a  su reconsideración, 
pueda haber lugar a ella” (Corte Constitucional, 2005).  
 
Nos adentraremos, entonces, en el estudio de los casos en los que se evidencias las 
tipologías antes mencionadas, en los párrafos sucedáneos. 
3.1 Prueba de la culpa gravísima, grave y leve. Efectos 
sobre los derechos fundamentales y las garantías 
procedimentales. 
Ha sido una constante, en las decisiones de los operadores disciplinarios del Ministerio 
Público, desligar la culpa disciplinaria a partir de indicios. Los indicios, aunque 
teóricamente diferentes a las presunciones –utilizadas para comprometer la 
responsabilidad disciplinaria a título de dolo-, tienen en la práctica las mismas 
consecuencias. Tanto los indicios como las presunciones, como lo explica Michele 
Taruffo, son “(…) cualquier cosa o circunstancia de la que se puedan extraer inferencias 
y formular conclusiones sobre la verdad o falsedad de un enunciado que se refiere a una 
hecho relevante para la decisión”. Sólo que en materia penal, es frecuente hablar de 
indicios, mientras que en materia civil se hace referencia a las presunciones simples. En 
realidad, señala Taruffo, la acepción ‘indicio’ abarca un espectro muy amplio de 
situaciones probatorias, que incluye a todas las pruebas indirectas, referidas a hechos en 
los que se basa un razonamiento para probar otros hechos, y a las pruebas por 
inducción. Ello, cuando se quiere resaltar que su estructura argumentativa se basa en 
inferencias en las que, a partir de una premisa construida con base en lo que se asume 
como indicio, se llega a consecuencias sobre un ‘factum probandum’ (Taruffo, 
Observaciones sobre la prueba por indicios, 2011, 101-102). 
 
De acuerdo con el referido autor, la estructura fundamental de las pruebas 
circunstanciales está determinada por la conexión inferencia por medio de la cual el 
juzgador vincula una circunstancia (el ‘el factum probans’) con un hecho en disputa (el 
‘factum probandum’). El ‘factum probandum’, según Taruffo, se describe por medio de un 
enunciado acerca de un hecho principal y el ‘factum probans’ describe una circunstancia 
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que el fallador conoce por haberla percibido directamente, como un medio de prueba real 
o demostrativo, o porque esta circunstancia ha sido demostrada mediante medio de 
prueba específicos. Sin embargo, lo más importante de la estructura de esta clase de 
pruebas es la inferencia que el juzgador realiza al conectar la circunstancia con el hecho 
en disputa. Como a partir del ‘factum probans’ es posible extraer una cantidad 
teóricamente ilimitada de inferencias, existe entonces el problema de si ese hecho puede 
ser o no la premisa de una inferencia que conduzca a una conclusión relacionada 
específicamente con el ‘factum probandum’. Lo anterior, como lo explica este autor, 
porque “Si esta inferencia es posible, la circunstancia es realmente probans, porque 
servirá para sustentar una conclusión sobre la verdad de enunciado sobre un hecho un 
litigio; si no lo es, esa circunstancia carece de cualquier valor probatorio y no puede ser 
considerada propiamente como un medio de prueba” (Taruffo, La prueba, 2008, 105-
106). 
 
Así, resulta de cardinal importancia determinar cuáles son las reglas que el juzgador 
utiliza para realizar las inferencias lógico-deductivas que llevan al convencimiento sobre 
la existencia del hecho en disputa. El profesor italiano menciona que las reglas más 
generalmente utilizadas son aquellas “(…) generalizaciones proveídas por –y justificadas 
en- el sentido común, la experiencia o la cultura media existente en la época y el lugar en 
los cuales se toma la decisión”. Estas, por supuesto, no son otras que las llamadas 
“máximas de la experiencia” o “reglas de la sana crítica”. Aunque no cabe duda de que el 
juzgador tiene que basarse en su ‘background’ de conocimientos y en nociones de 
sentido común para poder establecer una conexión significativa entre el ‘factum 
probandum’ y el ‘factum probans’, lo cierto es que la mayoría de las veces estas 
inferencias se basan en generalizaciones aproximadas, nociones vagas y máximas 
extraídas del sentido común y de la cultura media. Dado que la fuerza racional de las 
inferencias y el valor probatorio de las pruebas circunstanciales están en relación directa 
con el valor cognitivo y la fiabilidad racional de las reglas o estándares que el juzgador 
emplear como criterio para fundar inferencias, cuando ésta no se basa en leyes y 
generalizaciones técnicas o científicas, el valor probatorio de los hechos litigiosos 
inferidos es bastante bajo, pues no tendrían vocación de ser inferencias generales o 
cuasi-generales (Taruffo, La prueba, 2008). 
 
El propio autor, tomando para ello el esquema propuesto para entender el indicio 
propuesto por Stephen Toulmin, lo explica de esta manera. Un indicio (“I”) confirma la 
hipótesis sobre el hecho (“H”), en función del criterio de inferencia (“CI”) que permite 
formular una conexión entre indicio y hecho. Dada la importancia de CI como regla que 
permite formular esa conexión, aspecto fundamental del indicio, y teniendo en cuenta que 
los criterios de inferencia no son datos ‘a priori’, es necesario que esa inferencia tenga 
cierta fuerza, un grado de predictibilidad de la conclusión que se extrae de ella. Esto es lo 
que se conoce como la gravedad del indicio, que según la naturaleza y el contenido del 
criterio de inferencia empleado, definirá el valor probatorio de la circunstancia que sirve 
de premisa a la inferencia indiciaria. Así, un indicio será más o menos grave dependiendo 
de si la inferencia que se basa en él hace alusión a criterios más o menos idóneos para 
confirmar la conclusión a la que se llega. Lo anterior implica estudiar qué pasa si el 
criterio de inferencia se hace con base en leyes naturales de carácter general, o si por el 
contrario, se hace con fundamento en generalizaciones supuestamente cimentadas en la 
experiencia de conocimientos similares a aquel que es objeto de decisión (Taruffo, 
Observaciones sobre la prueba por indicios, 2011, 108-109). 
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A pesar de la falta de claridad de la distinción, de que la cultura general y las reglas de la 
experiencia contienen muchas generalizaciones espurias, y de que, por ende, se corre el 
riesgo de llegar a conclusiones cuyo conocimiento se ha basado en unos supuestos 
indicios que en realidad no tienen ningún valor probatorio, de todos modos el juzgador, 
en la construcción del indicio, no debe renunciar a la adopción de criterios que ofrezcan 
un fundamento cognoscitivo. En ese caso –dice Taruffo-, la inferencia probatoria se debe 
poder articular en una serie bastante compleja de argumentaciones para justificar el 
criterio que sirve para que a partir de I se pueda formular la hipótesis sobre H (Taruffo, 
Observaciones sobre la prueba por indicios, 2011, 110). 
 
En palabras de Michele Taruffo: 
 
“Si el criterio de la inferencia se construye a partir de una ley natural de 
carácter general –de manera tal que “todas las veces que I, entonces también 
H”-, la inferencia tiene una estructura deductiva y se puede considerar que la 
conclusión sobre H fue establecida con certeza, es decir, con el máximo 
grado posible de previsibilidad. A esta hipótesis límite se pueden asimilar los 
casos en los cuales el criterio disponible se acerca mucho a la generalidad –
como la identificación establecida con una prueba de ADN, que tiene una 
probabilidad de aproximadamente el 99%-, ya que en este caso la conclusión 
se puede considerar como prácticamente cierta y puede prescindirse del 
margen de error. 
 
Sin embargo, es mucho más frecuente que se formule una inferencia con 
base en generalizaciones supuestamente fundadas en la experiencia de 
acontecimientos similares a aquel que es objeto de decisión, pero que no 
tienen un carácter general, ni siquiera un valor específico de probabilidad 
estadística [sic]. En esta situación es necesario distinguir –siguiendo a 
Schauer- [sic] aquellas generalizaciones con un contenido cognoscitivo válido, 
en las que existen buenas razones para sostener que es verdadero que 
“usualmente si I entonces H”, sobre la base del id qoud plerumque accidit; de 
las generalizaciones espurias, que se denominan así porque responden a 
estereotipos o prejuicios, pero, no se basan en conocimientos efectivos y 
controlables. Las generalizaciones del primer tipo pueden dar un grado 
apreciable de previsibilidad a la conclusión de la inferencia, es decir, una 
fuerza o gravedad suficiente, pues permiten sostener que, si el caso particular 
encaja en la normalidad de los acontecimientos de ese tipo, será razonable 
que también en el caso particular “si I entonces H”. 
 
Naturalmente, la razonabilidad de esta conclusión supone un grado de 
tolerancia al margen de error que supone una generalización de este tipo, que 
no tiene el carácter de generalidad ni de cuasigeneralidad y, asimismo, 
supone que se pueda prescindir de la hipótesis del Cisne Negro, es decir, de 
la posibilidad de que ocurra un hecho imprevisible e improbable [sic]. Sin 
embargo, con frecuencia, ocurre que algunas selecciones importantes se 
basan en inferencias que se refiere a criterios fundados sobre lo que se opina 
que es normal o bastante frecuente, aunque en estos casos, el riesgo de 
formular erradas pueda ser elevado o ni siquiera pueda ser determinado con 
precisión. Viceversa, no se puede fundar ninguna inferencia que pretenda 
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tener valor cognoscitivo con base en generalizaciones espurias, y las 
conclusiones a las que éstas conducen son inevitablemente falsas” (Taruffo, 
Observaciones sobre la prueba por indicios, 2011, 109-110) 
 
Una crítica bastante dura, parecida a la de Michele Taruffo, es la que presenta Jordi 
Nieva Fenoll, para quien las máximas de la experiencia deben dejar de provenir de los 
dictados del sentido común del juzgador, para pasar a tener verdadero un fundamento 
técnico-científico, en las que las inferencias puedan alcanzar un mayor nivel de 
generalidad y validez. De acuerdo con este autor: “En realidad, ningún tribunal ni 
legislador parece haberse preocupado realmente de la cuestión probatoria, al menos en 
lo referido a las máximas de experiencia. Las máximas son siempre citadas 
genéricamente a mayor abundamiento, como una especie de cláusula de estilo que obvia 
cualquier otro razonamiento. Y cuando se mencionan, no significan otra cosa que una 
referencia a una especie de imaginario colectivo que se toma como ejemplo de consenso 
social o científico de cuál es el id quod plerumque accidit. De ese modo se ha creado, 
como dice Taruffo [sic], un “insieme caotico e indeterminato” en torno a este concepto, de 
manera que, incluso, como añade este mismo autor, prácticamente nunca que se alude a 
una máxima de experiencia dicha máxima posee esa naturaleza, puesto que, en realidad, 
se está haciendo referencia, en ocasiones, como ya he dicho, a simples convenciones 
sociales que, por cierto, están llenas de prejuicios y no atienden en absoluto al método 
científico”  (Nieva Fenoll, 2010, 211). 
 
Por su parte, los fallos disciplinarios de la Procuraduría General de la Nación no han 
estado exentos de incurrir en la construcción de máximas de la experiencia bajo 
apreciaciones del juzgador con elevadas dosis de subjetividad. Según se apreciará en los 
casos que se citan a continuación, las generalizaciones que los operadores disciplinarios 
efectúan para desligar la culpa disciplinaria no son más que generalizaciones ilegítimas, 
que se basan en una interpretación de la normalidad de la ocurrencia de los 
acontecimientos destinada únicamente al propósito de sancionar. Por supuesto, esto 
redunda negativamente en las garantías procedimentales del disciplinado, puesto que se 
lo juzga no sólo interpretando y aplicando la ley disciplinaria con desconocimiento de la 
búsqueda de la verdad como una de sus finalidades, sino que además se viola la 
prohibición de fallar con base en pruebas cuya ilegalidad se basa en su incompatibilidad 
con las formas propias del juicio disciplinario. Esto es, por tratarse indicios construidos a 
partir de generalizaciones basadas en estereotipos o prejuicios cuyo valor probatorio es 
nulo, por su evidente falsedad (artículos 6º y 2029, Código Disciplinario Único). 
 
Por ejemplo, en el Fallo de Segunda Instancia de 28 de abril de 2014, la Sala 
Disciplinaria determinó que el disciplinado había actuado con culpa gravísima por 
desatención elemental de sus funciones, puesto que, como secretario técnico de la Junta 
Directiva de una empresa territorial para la salud –de aquellas que manejan las 
concesiones de juegos de suerte y azar- no había verificado que una de las funcionarias 
que componían ese cuerpo colegiado hubiera estado debidamente delegada por el 
                                                
 
29 Artículo 20, Código Disciplinario Único: “En la interpretación y aplicación de la ley disciplinaria el 
funcionario competente debe tener en cuenta que la finalidad del proceso es la prevalencia de la 
justicia, la efectividad del derecho sustantivo, la búsqueda de la verdad material y el cumplimiento 
de los derechos y garantías debidos a las personas que en él intervienen”. 
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Gobernador para ejercer tal designación. A juicio del operador disciplinario, la 
desatención elemental radica en que el disciplinado debía verificar con precisión y 
minuciosidad que quienes atendían a las sesiones de Junta Directiva estaban 
debidamente delegados para actuar; y no simplemente creer, de buena fe, que si 
concurrían a tales actos lo hacían en ejercicio de un acto de delegación. Ello se había 
probado porque el investigado no había aportado prueba alguna del acto de delegación –
en lugar de que, teniendo la carga de la prueba, así lo hubiera hecho el Despacho ‘a 
quo’- y porque la carpeta que contenía los respectivos actos de delegación nunca había 
aparecido ni había sido allegada al expediente. Además, se aplicó un indicio acerca de 
su incursión en una conducta temeraria o incuriosa a partir del solo hecho de ser Gerente 
de la referida empresa, contraria a la mayor exigencia de responsabilidad que por 
ostentar esta calidad debía asumir. 
 
Veamos: 
 
“Recordemos que nunca el investigado aportó al expediente el original del 
acto mediante el cual se delegó a la señora María Joves Ramírez, por parte 
del gobernador del Caldas, ni apareció el folder que contenía las 
delegaciones que pudieron haber evidenciado el cumplimiento del requisito 
formal de la delegación ni aparece evidencia de que haya dado instrucciones 
para que lograra obtener el acto de delegación en fecha posterior a la que se 
realizó a la sesión de la Junta Directiva de EDSA del 16 de enero de 2009, 
según las declaraciones de la señora Paula Andrea Parra, lo que nos permite 
inferir que tal acto de delegación no fue verificado por el implicado el día de la 
reunión, teniendo el deber de hacerlo, por lo que podemos afirmar con 
certeza que el encartado no fue diligente con su labor de secretario técnico de 
la Junta Directiva de EDSA. 
 
Amén de lo anterior, del hecho que el secretario técnico de la Junta Directiva 
de EDSA sea el gerente de esa entidad, dada su preparación intelectual, se 
puede deducir la mayor exigencia de responsabilidad; pues además de 
tener en cuenta que cuando una persona se posesiona en un cargo público, 
previo cumplimiento de los requisitos que éste exige, se compromete a 
cumplir con la Constitución y con la ley, en el investigado confluyen los 
conocimientos básicos en manejo empresarial que por su cargo de gerente le 
asisten. En este caso el gerente de EDSA, en calidad de secretario técnico de 
la Junta Directiva de EDSA era conocedor de la función que le había sido 
encomendada: en este caso llamar a lista, verificar el quórum y las debidas 
acreditaciones de los participantes, por lo que verificar el cumplimiento de la 
formalidad de la delegación contenida en la norma, era cuando menos una 
labor que debía realizar con especial cuidado, así como era elemental 
ceñirse a las atribuciones propias de su cargo y no asumir las funciones del 
gobernador al invitar sin ninguna autorización a miembros de los gremios para 
conformar la Junta Directiva de la empresa que gerenciaba, por lo que la 
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Sala concluye que su conducta no tiene justificación alguna”30 (El énfasis 
es mío). 
 
Otro caso, de relevancia para la presente investigación, es uno fallado por la Personería 
de Bogotá, D.C. en segunda instancia, el 26 de diciembre de 2014. Aunque no es 
estrictamente de la Procuraduría General de la Nación, vale la pena traer a colación por 
su alta importancia científica para lo que se ha venido discutiendo. En la decisión del 
Despacho ‘ad quem’, se modificó la decisión de operador disciplinario ‘a quo’ de 
sancionar, con destitución e inhabilidad por 10 años, a un director del Instituto Distrital de 
Recreación y Directo (IDRD), por incurrir en una falta gravísima por participación en la 
contratación de la entidad, por desatender los actos de adjudicación de un convenio 
interadministrativo celebrado por la Asesora Jurídica del Instituto, como delegataria de 
dicha facultad. En empleo de una inferencia lógico-deductiva, la Personería Delegada 
para la Segunda Instancia encontró que el disciplinado no habría actuado con incuria ni 
con temeridad, porque uno de los testigos –el Secretario General del IDRD- había 
declarado que frente a la eventual adjudicación éste tenía dudas y que era menester 
revisar el asunto antes de actuar. En el sentir de la Personería en comento, ello 
solamente le merecía un juicio de reproche de culpa grave, puesto que a pesar de haber 
adoptado medidas para que se verificaran las circunstancias presuntamente ilegales de 
la adjudicación, éste finalmente se había desentendido del asunto, inobservando el 
cuidado que cualquier persona del común imprimiría a una situación tan delicada como la 
contratación estatal. 
 
De acuerdo con esa decisión: 
 
“En este sentido, entiende el Despacho, tal modalidad de culpa gravísima 
[violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento] prevista en el 
parágrafo del artículo 44 de la ley 734 de 2002, se presente para aquellos 
casos en que el servidor público actúa con total desatención de sus deberes 
funcionales. No obstante, en el caso sometido a estudio, se encuentra que si 
bien el acusado incurrió en la conducta por la que fue llamado a responder 
disciplinariamente, no fue con total inobservancia de sus deberes funcionales, 
sino por no observar el cuidado necesario que cualquier persona imprime a 
sus actuaciones, esto es, con culpa grave. 
 
Ello, en tanto el señor MÁXIMO NORIEGA informó en el comité de 
contratación celebrado el 18 de diciembre de 2013 –minuto 0:53:18- “Yo esto 
se lo planteé a JAVIER, JAVIER me dice MÁXIMO tengo dudas, pero de 
todas formas reúnete con el equipo y discútanlo”, y lo reafirmó al minuto -
01:56:12- indicando haber hablado con “JAVIER”, quien le dijo “MÁXIMO yo 
también tengo dudas, busca si hay fórmulas, discútanlo…”, significando que si 
bien en un principio adoptó las medidas necesarias para verificar la situación 
que le era planteada, posteriormente desatendió el asunto, no obstante la 
insistencia del Secretario General de la entidad sobre la inconveniencia de la 
                                                
 
30 Procuraduría General de la Nación, Sala Disciplinaria, Rad. No. IUS 2010-242852 (161-5270), 
Fallo de Segunda Instancia de 28 de abril de 2014, P.D. Juan Carlos Novoa Buendía. 
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contratación bajo la modalidad del convenio, tema que ha sido tratado en 
extenso a lo largo del presente proveído”31. 
 
En todos estos eventos en donde los operadores disciplinarios han empleados máximas 
de la experiencia para desligar la culpa gravísima o grave de los disciplinados, se aprecia 
que ninguna de las conclusiones a las que arriban, para desligar una negligencia tan 
comprometedora como la culpa gravísima, se basa en una ley natural de carácter general 
o cuasi-general, o en una generalización razonable de un conocimiento científico o 
técnico. De un lado, en el caso del gerente de la empresa territorial para la salud, el 
criterio de inferencia para desligar la culpa gravísima de aquel es la creencia personal del 
operador disciplinario de que quien ocupa un cargo directivo de esa naturaleza, por 
causa de su investidura, debe ser más diligente que lo que exige la mediana diligencia, y 
no presumir la buena fe de los funcionarios que concurrieron a la Junta Directiva de la 
entidad sin identificarse como plenamente capaces para comprometer a quienes allí 
representaban, sino sospechar su mala fe. Y de otro lado, en el caso del ex–Director del 
IDRD donde se resolvió variar la calificación jurídica de la conducta antes de culpa 
gravísima, a última hora, en el fallo de segunda instancia, a una de culpa grave, se 
empleó, como criterio de inferencia, la apreciación subjetiva de que, frente a la 
suscripción de un contrato estatal en el que hay dudas sobre lo correcto de la elección 
del procedimiento de selección, para ser medianamente diligente no sólo basta con 
consultar al comité de contratación y al asesor jurídico sobre si su celebración es 
procedente, y después de eso convenir en que quien está delegado para hacerlo lo firme, 
sino que también es necesario evitar que el contrato finalmente llegue a celebrarse. 
3.2 Prueba del dolo y sus efectos sobre los derechos 
fundamentales y las garantías procedimentales 
La flexibilización del deber de probar la culpabilidad disciplinaria, lograda gracias al 
abandono de la concepción psicológica de la culpabilidad disciplinaria –la que, por 
tratarse de un derecho sancionador enmarcado dentro del ámbito de las relaciones 
laborales administrativas, le conviene más a esta especialidad- ha hecho carrera tanto en 
la prueba del dolo como de la culpa disciplinaria. En lo que concierne al dolo disciplinario, 
según lo hemos adelantado, en los fallos de la Procuraduría General de la Nación han 
sido de socorrido uso las presunciones de hombre o de creación del operador 
disciplinario, donde a partir de algunos hechos probados relacionados con las 
circunstancias del ejercicio de la función pública –el cargo que ocupa el disciplinado, su 
experiencia en el ejercicio de la función pública, el acto de posesión en el cargo, etc.-, se 
ha inferido el conocimiento de la ilicitud de la conducta desplegada. Según se recordará, 
el conocimiento de la ilicitud de la falta, por parte del disciplinado, es el elemento cardinal 
de la concepción normativa del dolo disciplinario, pues el hecho de conocer que la 
contracara de la única elección posible frente al cumplimiento del deber –que es 
cumplirlo- es incumplirlo, permite, a su vez, inferir que a pesar de dicho conocimiento, el 
disciplinado optó por comportarse de otra manera diferente a la que le era jurídicamente 
exigida. 
                                                
 
31 Personería de Bogotá, D.C., Rad. No. 1504-2014, Resolución PSI No. 649 de 26 de diciembre 
de 2014, P. Dist. Ricardo María Cañón Prieto. 
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Estas presunciones, como lo ha mencionado Fernando Brito Ruiz, tienen supuestamente 
origen en el artículo 122 de la Constitución Política. Según esa norma Superior, el 
funcionario, al momento de asumir sus funciones, se compromete solemnemente a 
cumplir la Constitución, la ley y los reglamentos que rigen la función o el servicio que va a 
desempeñar. Eso significa –nuevamente, bajo otra máxima de la experiencia “de sentido 
común”- que entiende el compromiso que adquiere y que se obliga, no solo a observar 
las normas, sino a tener conocimiento de ellas y de la manera en que deben aplicarse. 
Por lo anterior, a juicio del referido autor, el servidor público ha de soportar una carga 
mayor y superior en materia de responsabilidad. Así, para excusarse de cumplir con sus 
deberes, debe probar, de manera fehaciente, que ha sido contra su querer o ajena a su 
voluntad la actuación que vulnera el ordenamiento, o que su propósito fue diferente al 
conseguido, o que actuó suponiendo unos resultados pero sobrevinieron otros diferentes 
(Brito Ruiz, 2012). 
 
Recuérdese que las presunciones, de conformidad con la doctrina y la jurisprudencia, 
implican, en el fondo, una inversión de la carga de la prueba para quien resultado 
afectado con ella. Quien alega la existencia de la presunción no debe acreditar el hecho 
que se estima probado por su sola configuración, sino que, por el contrario, es aquel 
contra quien se alega quien debe hacer el esfuerzo probatorio de desvirtuarla. De 
acuerdo con Michele Taruffo, “Las presunciones legales están reguladas por 
disposiciones expresas incluidas en códigos y leyes. Sin embargo, en muchos casos los 
tribunales hacen a un lado, modifican, adaptan o incluso subvierten las normas y los 
principios legales que determinan la carga de la prueba cuando resuelven causas 
específicas. En realidad, parece que a menudo los tribunales no se sienten vinculados 
por esas normas y principios; más parece que creen tener la facultad de manipular y 
ajustar discrecionalmente los criterios jurídicos que rigen la carga de la prueba. Por ello, 
muchas presunciones jurídicas son creadas por los tribunales sin ninguna vinculación a 
disposición legal alguna” (Taruffo, 2008, 153). En el sentir de la Corte Constitucional, 
“(…) las presunciones relevan de la carga probatoria a los sujetos a favor de quienes 
operan. Una vez demostrado aquello sobre lo cual se apoyan, ya no es preciso mostrar 
valiéndose de otros medios de prueba lo presumido (…) [sic]”  (Corte Constitucional, 
2005). Esto significa, volviendo al derecho disciplinario, que el sujeto procesal de quien 
se presume la situación jurídica desfavorable de haber actuado dolosamente debe 
demostrar que ha sido un factor extraño a su voluntad el que ha generado el hecho que 
ha desencadenado la presunción, o que a pesar de desplegar todas las medidas idóneas 
disponibles para que ello no ocurra, pudiendo prever su ocurrencia, no ha sido posible 
resistírsele.  
 
En derecho disciplinario, para desligar el dolo de la falta disciplinaria y de las 
circunstancias propias del caso, se usan varias de las formas de presumir la 
responsabilidad penal establecidas de antaño por la doctrina. Para comenzar, tenemos, 
según Yesid Reyes Alvarado, que los principales indicios en materia penal son (i) La 
capacidad para delinquir, (ii) El móvil para delinquir, (iii) La oportunidad para delinquir, (iv) 
Las huellas del delito y (v) Las manifestaciones del delito. En primer lugar, la capacidad 
para delinquir se refiere a la aptitud que determinada persona posea para la comisión del 
hecho punible. Esta aptitud puede ser común a todas las personas o solamente a un 
grupo reducido, y también puede ser referida a aspectos físicos o morales. De un lado, la 
capacidad física para delinquir se refiere a las aptitudes personales de carácter físico o 
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intelectual que poseen todos los hombres para cometer ciertos delitos, o solamente 
algunos para incurrir en conductas punibles que requieren especiales aptitudes. Según 
Reyes Alvarado, la fuerza probatoria de este indicio será más fuerte cuando el delito 
necesite un autor con capacidades especiales que sólo posea un número reducido, y su 
fuerza disminuirá si se trata de ilícitos que pueden ser cometidos por sujetos con una 
capacidad general (Reyes Alvarado, 1984, 128-129). 
 
Este es el principal indicio utilizado por los operadores disciplinarios para llegar a la 
certeza sobre que el disciplinado conoce los elementos constitutivos de la infracción y del 
deber funcional violentado, y que quiere su realización. A juicio del Ministerio Público, la 
capacidad intelectual del servidor público es un indicio grave de su culpabilidad 
disciplinaria. Es la sola condición de servidor público, según el nivel en el que se 
encuentre en la Administración –directivo, asesor, profesional, técnico, asistencial- 
sometido a una supuesta relación especial de sujeción, la que le permite a los operados 
disciplinarios desligar que éstos tienen plenas aptitudes para cometer la falta 
disciplinaria, sin que sea necesario llegar a analizar ningún otro aspecto para construir de 
forma lógica-deductiva el ‘factum probans’. Veamos, para ilustrar este punto, algunos 
ejemplos en las propias decisiones de la Procuraduría General de la Nación y de otros 
entes de control disciplinario.  
 
En el Fallo de Única Instancia de 27 de noviembre de 2013, donde se condenó al 
Superintendente Financiero Gerardo Hernández Correa a destitución e inhabilidad por 12 
años –a quien, según se conoce ahora, la segunda instancia le modificó la falta y la 
sanción a una suspensión de 10 meses-32, por una supuesta falta de vigilancia estatal en 
la intervención y toma de posesión de Interbolsa S.A. en aquel tristemente célebre 
escándalo, volviendo sobre los elementos constitutivos del dolo disciplinario –los mismos 
de la culpabilidad penal bajo una concepción normativa: atribuibilidad de la conducta, 
accesibilidad normativa al momento de conocer el hecho, exigibilidad de comportamiento 
diverso, conciencia de la ilicitud, conocimiento de la situación típica y voluntad-, el 
Despacho del Procurador General de la Nación estatuyó lo siguiente: 
 
“Finalmente, sobre la culpabilidad debe tenerse en cuenta que al señor 
Gerardo Alfredo Hernández Correa, se le imputó en el segundo cargo la 
comisión de una falta gravísima a título de dolo, por tanto dentro del presente 
procedimiento se pudieron determinar los siguientes aspectos: 
 
(…) 
 
 
2. Accesibilidad normativa al momento de cometer el hecho, elemento que 
concurre en el disciplinado, no solo por el ejercicio profesional de la 
abogacía sino por la experiencia profesional y ser la máxima autoridad 
administrativa del ente de supervisión financiera y bursátil sino que el 
conocimiento de la obligación legal de denunciar aquellas conductas 
                                                
 
32 http://www.wradio.com.co/noticias/judicial/procuraduria-absuelve-a-superintendente-financiero-
gerardo-hernandez/20150304/nota/2658627.aspx. Fecha y hora de consulta: 10 de marzo de 
2015, 1:28 p.m. 
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constitutivas de un delito investigables de oficio es inherente al ejercicio 
de la función pública, lo cual en efecto permite predicar el conocimiento y el 
acceso que tenía el implicado a la norma que establecía el deber, lo que por 
ende permite verificar la consciencia que tenían respecto de ese deber y 
sobre la obligación de actualizarlo. 
 
(…) 
 
 
4. Conciencia de la ilicitud, la cual se desprende del conocimiento que por 
virtud de sus calidades profesionales y de ejercer el cargo de 
Superintendente Financiero de Colombia, sabía que al omitir y retardar  
formular las denuncias sobre los hechos de los que contaba con información 
contundente y conducente, referente a que los mismos constituían una 
conducta punible, actúo en contravía del mandato y compromiso 
constitucional y legal, adquirido al momento de posesionarse como 
funcionario público. (…)”33 (El énfasis es mío). 
 
Por su parte, la Personería Delegada para Asuntos Disciplinarios I de la Personería de 
Bogotá, D.C., mediante Fallo Sancionatorio de 2 de febrero de 2015, declaró que la 
disciplinada, en otro asunto bajo su examen, habría actuado con dolo porque, entre otras 
cosas, “(…) conocía sus deberes como servidora pública y sus especiales 
relaciones de sujeción que le impedían actuar contrario a derecho y aun así 
continuó su actuar con desprecio total de la función pública, pues desconoció sus 
funciones y no cumplió con las obligaciones y deberes que le imponían su cargo como 
Directora General de la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos – UAESP”34 
(El énfasis es mío). 
 
De otro lado, de acuerdo con Yesid Reyes Alvarado, la capacidad moral para delinquir 
hace referencia a la personalidad del sindicado. Su fuerza probatoria depende 
teóricamente de la mayor o menor inclinación que las personas muestren hacia el delito. 
Sin embargo, como lo menciona el autor en comento, se trata de un indicio de 
responsabilidad penal basado en la peligrosidad, que tiene un valor probatorio muy 
reducido y que, de ordinario, sólo tiene un grado leve, lo que lo coloca como una 
circunstancia que solamente servirá para orientar la investigación  (Reyes Alvarado, 
1984, 129-134).  
 
En segundo lugar, el móvil para delinquir consiste en que si todo acto humano posee 
motivos y el delito es comportamiento propio del hombre, todo hecho punible posee 
móviles, que serían esos motivos que tiene el hombre para violar las reglas penales. De 
acuerdo con Reyes Alvarado, no existe delito sin móvil, por más fútil o abyecto que éste 
                                                
 
33 Procuraduría General de la Nación, Despacho del Procurador General, Rad. No. IUS 2012-
430271 (IUC-D-2012-792-566614), Fallo de Única Instancia de 27 de noviembre de 2013, P.G. 
Alejandro Ordóñez Maldonado. 
34 Personería de Bogotá, D.C., Personería Delegada para Asuntos Disciplinarios I, Rad. No. 
2010ER7087, Fallo de Primera Instancia de 2 de febrero de 2015, P.D. Helmut Dioney Vallejo 
Tunjo. 
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pueda llegar a ser. Explicado esto, el autor en comento señala que existen cinco clases 
de móviles para delinquir: comunes, personales, de ímpetu y reflexivos. Los móviles 
comunes son aquellos que por lo general posee todo individuo y que están presentes en 
todos los hombres. Motivos para delinquir como la codicia o la necesidad, por estar 
presentes en los seres humanos por igual, apenas conforman un indicio leve. Por su 
parte, los móviles personales son aquellas especiales razones que un sujeto posee para 
vulnerar los derechos ajenos, y que solamente están en él o en un reducida cantidad de 
persona. Dado que estos indicios son propios de un pequeño número de individuos, 
puede reducirse notablemente el círculo de sospechosos, lo que le confiere mayor 
entidad a los móviles personales que a los comunes, que según las circunstancias 
propias del caso en concreto siempre serán indicios graves. Ahora, los móviles de ímpetu 
son aquellos que tienen lugar cuando un sujeto incurre en comportamientos delictivos, 
impulsado por actos violentos y no meditados. Finalmente, los móviles reflexivos son 
aquellos que se producen cuando el autor del delito ha estudiado las consecuencias de 
su actuar y se resuelve a actuar de forma contraria a derecho. En el móvil reflexivo, la 
persona tiene tiempo suficiente no solamente para decidir si delinque o no, sino además 
para escoger la forma como llevará a cabo su hecho doloso. Se trata, por lo general, de 
indicios de escasa eficacia probatoria (Reyes Alvarado, 1984, 134-138). 
 
En los fallos disciplinarios de la Procuraduría General de la Nación, pareciera que el 
operador jurídico tuviera en cuenta para fallar algunos indicios sobre los móviles para la 
infracción del deber funcional, si no es porque en una concepción normativa de la 
culpabilidad disciplinaria poco importa si el servidor público infractor tuvo tiempo de 
meditar sobre si cometía o no la conducta o sobre la forma de comisión del delito. Ello, 
no se olvide, en razón a que la única elección existente para el servidor público, desde su 
limitadísimo libre albedrío, frente al cumplimiento de sus deberes es cumplirlos o 
infringirlos. Es decir, en este caso, el indicio empleado por los funcionarios disciplinantes 
es aún más débil, pues no parte de un hecho que permita deducir un interés deliberado 
del servidor público en infligir daño a la Administración, sino de una suposición infundada 
acerca de su libertad de acción frente al cumplimiento del deber funcional. No otras cosa 
se desprende del ya aludido Fallo de Única Instancia de 27 de noviembre de 2013, 
cuando menciona, entre otras cosas, que en la conducta dolosa del Superintendente 
Financiero Hernández Correa se había evidenciado“(…) Exigibilidad de comportamiento 
diverso, dado que el implicado contaba con una alternativa diferente a la que optó, 
la cual era en efecto actuar conforme lo exige el ordenamiento jurídico, es decir 
formulando oportunamente las correspondientes denuncias, ya que contaban con 
información suficiente para deducir la comisión de un posible delito en los actos que 
rodearon la manipulación del precio de la acción de la especie Fabricato y la liquidez de 
la BMC, lo que sugiere para el despacho que el investigado contaba con tal alternativa y 
era consciente de la misma, pero sin embargo decidió abstraerse del cumplimiento de su 
deber”35 (El énfasis es mío).  
 
Lo mismo ocurrió en el Fallo de Única Instancia de 9 de diciembre de 2013, donde se 
sancionó al Alcalde Mayor de Bogotá Gustavo Petro Urrego con destitución e inhabilidad 
                                                
 
35 Procuraduría General de la Nación, Despacho del Procurador General, Rad. No. IUS 2012-
430271 (IUC-D-2012-792-566614), Fallo de Única Instancia de 27 de noviembre de 2013, P.G. 
Alejandro Ordóñez Maldonado. 
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por 15 años por la adopción de un esquema público de recolección de basuras en la 
ciudad36. En esa decisión, se dijo que al Alcalde Mayor podía exigírsele que actuara de 
forma diferente a como lo hizo y reprochársele que no lo haya hecho, pues conocía la 
ilicitud de las conductas por él desplegadas; y a sabiendas de ello, se empeñó en violar 
los principios de la contratación estatal y de la libre competencia. De acuerdo con esa 
decisión:  
 
“En el presente caso, el señor GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO 
tenía la capacidad de ser motivado por la norma prohibitiva; conocía los 
hechos; sabía y quería que las empresas del Distrito asumieran, a como 
diera lugar, la prestación del servicio público se aseo en la ciudad de 
Bogotá. Para ello, tuvo la voluntad de actuar de esa manera, aspecto que se 
evidenció en la determinación sobre el entonces director de la UAESP y los 
gerentes de la EAAB y la empresa Aguas de Bogotá para que suscribieran los 
contratos interadministrativos 017 y 809 de 2012, los cuales fueron totalmente 
irregulares porque ninguna de estas empresas contaba con la experiencia y la 
capacidad técnica y operativa para prestar el servicio público de aseo en la 
ciudad capital. 
 
Igualmente, el señor GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO siempre 
tuvo el conocimiento de los hechos y, en especial, el conocimiento de la 
ilicitud sobre su conducta, pues antes, durante y después de la 
suscripción de los contratos interadministrativos 017 y 809 de 2012 el 
disciplinado pudo saber que la decisión de que las entidades del Distrito 
asumieran la prestación del servicio público de aseo era contraria a 
derecho.  
 
Para ello, en el proceso existe prueba de las múltiples advertencias y 
recomendaciones que fueron enviadas por diferentes entidades del 
orden nacional y distrital, en donde se ponían de presente sobrados 
elementos de juicio para concluir que las entidades del Distrito no tenían 
la experiencia y capacidad para asumir la prestación del servicio. Entre 
estas entidades, se destaca la Contraloría Distrital y la Procuraduría Delegada 
Preventiva para la Función Pública. Así mismo, fue constante el 
acompañamiento que estas y muchas otras entidades le hicieron a las 
entidades del Distrito, como lo evidencian principalmente las reuniones de7 y 
13 de noviembre de 2012, en donde aquellas y otras entidades como la 
Superintendencia de Industria y Comercio, la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios, la CRA y el Ministerio del Medio Ambiente, le hacían 
caer en cuenta a los funcionarios del Distrito, entre ellos el director de la 
UAESP y el gerente de la EAAB la inconveniencia de las decisiones del señor 
                                                
 
36 Fallo disciplinario que, como bien se sabe, se encuentra demandado ante la Sección Segunda 
del Consejo de Estado, en proceso de única instancia, y hoy cuenta con una medida de 
suspensión provisional, recurrida por la Procuraduría General de la Nación en súplica. Ver: 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Secc. Segunda,  Subsecc. “B”, Rad. 
No. 11001-03-25-000-2014-00360-00(1131-2014), Auto de 13 de mayo de 2014, C.P. Gerardo 
Arenas Monsalve. 
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alcalde mayor de Bogotá. Por si fuera poco, el mismo señor gerente DIEGO 
BRAVO, para los meses de julio y agosto de 2012, le hizo saber al señor 
alcalde mayor de Bogotá que la EAAB no estaba lista para asumir la 
prestación del servicio público de aseo”37 (El énfasis es mío). 
 
En tercer lugar, Yesid Reyes Alvarado se refiere a los denominados móviles de 
oportunidad para delinquir. Los indicios basados en la oportunidad para delinquir se 
refieren a las especiales circunstancias de tiempo y lugar en que se encontraba 
determinada persona con respecto al objeto material del delito, y en razón de los cuales 
podía cometer el hecho punible. Citando a Pietro Ellero, Reyes Alvarado define tales 
indicios, entonces, como el conjunto de condiciones favorables o desfavorables en que el 
acusado se encontraba, ya por sus cualidades personales, ya por sus relaciones con las 
cosas, y gracias a las que resulta para él más o menos fácil la perpetración del delito. La 
fuerza probatoria de este indicio, según Reyes Alvarado –con excepción del indicio de las 
huellas dactilares, que demuestran inequívocamente que cierta persona estuvo en 
contacto directo con el objeto donde su impresión ha sido hallada-, es muy variable y 
depende de las especiales circunstancias que rodeen el caso (Reyes Alvarado, 1984, 
140-141). 
 
En cuarto lugar, el autor en cita se refiere al indicio de las huellas del delito, constituido 
por los rastros que el hecho punible deja tras de sí, y que pueden ser percibidos 
sensorialmente. De acuerdo con una jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la 
Corte Suprema de Justicia, citada por Reyes Alvarado, este indicio apunta a las 
improntas que hechos punibles de resultado material dejan en el medio ambiente, sobre 
personas o cosas, y que son susceptibles de ser percibidas sensorialmente. Según ese 
alto Tribunal, ejemplo de tales indicios “(…) es el desgarramiento himeneal en la violación 
sexual; es la raspadura de papel para borrar la palabra que se sustituye por una apócrifa 
en la falsedad material, es la mano amputada por acción del machetazo en las lesiones 
personales”. Igualmente, lo sería la posesión de los instrumentos con que se cometió el 
delito o el “modus operandi” de algunos delincuentes. Sin embargo, tales indicios no 
tienen sino un valor igualmente relativo, porque la posesión de esos instrumentos del 
delito puede deberse a muchos factores ajenos a la infracción penal, o si los medios 
están al alcance de todos o de muchos, se debilitará la fuerza del indicio en razón del 
número de personas que pudieron emplear el mismo medio (Reyes Alvarado, 1984, 146-
147). 
 
Por último, Yesid Reyes Alvarado se refiere a los indicios de manifestaciones o de actitud 
sospechosa, que pueden ser anteriores o posteriores al delito. Se trata, entonces, de 
todo el conjunto de aptitudes que adopta el procesado en derredor del hecho punible. 
Como manifestaciones anteriores al delito, se tienen todas aquellas actuaciones que 
realizó el procesado antes del hecho punible, y que sirven para mostrar la existencia o 
inexistencia de su intención criminal. Por ejemplo, las amenazas, los consejos, los 
encuentros, los planes, etc. Estos indicios tienen una fuerza probatoria relativa, porque 
para su correcta apreciación es preciso tener en cuenta muchos factores: la personalidad 
                                                
 
37 Procuraduría General de la Nación, Sala Disciplinaria, Rad. No. IUS 2012-447489 (IUC-D-2013-
661-576188), Fallo de Única instancia de 9 de noviembre de 2013, P.D. Juan Carlos Novoa 
Buendía. 
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del sujeto que lanza una amenaza a una víctima, el tiempo transcurrido entre la amenaza 
y la comisión del delito, los estados emocionales de quien profiere amenazas, el lugar 
donde hayan sido proferidas las amenazas, etc. De contera, las manifestaciones 
posteriores al delito comprenden “(...) todas las actividades desarrolladas por el sindicado 
luego de la comisión del ilícito, y a partir de las cuales puede inferirse su participación o 
ajenidad con relación a él”. Entre tales manifestaciones, el referido autor cita –siguiendo 
en ello a Piero Ellero- la declaración de haber cometido una acción reprobada en general, 
o ciertos actos que constituyen circunstancias del delito, la deposición falsa, el silencio o 
impotencia para justificar y negar la inculpación, el remordimiento, la transacción con la 
víctima, etc. (Reyes Alvarado, 1984 150-151). 
 
Al parecer, tal fue el indicio utilizado en el ya referido Fallo de Segunda Instancia de 27 
de noviembre de 2014, de la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, 
frente a la responsabilidad dolosa que le cabría al Gerente de la EICE concedente del 
chance en el Departamento de Sucre, por la adjudicación de un contrato de concesión a 
una empresa respecto de la cual se habían hecho observaciones negativas por parte de 
los organismos de control y frente a la que el Gobernador había pedido se decretara la 
caducidad. Veamos: “Denota también una conducta dolosa del disciplinado el hecho de 
que habiendo recibido el recurso de reposición de APOSUCRE S.A. en horas del 
mediodía del 30 de agosto de 2013, ese mismo día hubiera resuelto el recurso de 
reposición y revocado la Resolución n.° 047 del 20 de agosto de 2013 y al día siguiente 
hábil hubiera adjudicado la licitación y suscrito el contrato en horas de la mañana, todo 
sin haber convocado a la Junta Directiva de EMCOAZAR como lo había hecho en otras 
ocasiones frente a las observaciones de las diferentes autoridades”38. 
 
En esta clase de indicios, vale la pena tener en cuenta aquellos denominados de 
disculpa, de mentira o de mala justificación. Éstos comprenden todos los 
comportamientos desplegados por el sindicado para tratar de evadir la responsabilidad 
penal mediante el engaño en la información a las autoridades policivas y jurisdiccionales. 
Sin embargo, advierte Reyes Alvarado que, al igual que sucede con las otras clases de 
indicio, darle un valor desmesurado a éste puede resultar contraproducente. Una mentira 
puede decirse por muchas razones, bien sea para salvar a un pariente, por temor a ser 
injustamente condenado o por la creencia de que así se podrá defender mejor. Por ello, 
siempre deben tenerse en cuenta las posibles justificaciones que tenga una determinada 
persona para haber callado o dicho mentiras frente a un hecho que pretende endilgársele 
como conducta reprochable. Sin embargo, ante estos indicios, el autor en comento 
efectúa la misma advertencia que con los otros, basándose, para ello, en una cita de 
Francesco Carrara –hace más de un siglo-: “(…) [S]iempre he considerado la apreciación 
de los indicios como un juicio en que hay que proceder con criterios concretos y con el 
apoyo de la lógica, antes que con generalidades abstractas y con autoridades 
doctrinales” (Reyes Alvarado, 1984, 157-160). 
 
                                                
 
38 Procuraduría General de la Nación, Sala Disciplinaria, Rad. No. IUC-D-2013-608-244909 (161-
5925), Fallo de Segunda Instancia de 27 de noviembre de 2014, P.D. María Eugenia Carreño 
Gómez. 
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Por su parte, la Procuraduría General de la Nación ha sido implacable en desestimar 
aquellas actitudes de los disciplinados en las que intentan ofrecer explicaciones o 
excusas de sus comportamientos vistos como constitutivos de culpa o dolo en sede 
disciplinaria. A título ilustrativo, nótese lo estatuido en el Fallo de Segunda Instancia de 
27 de noviembre de 2014, frente a aquellos comportamientos desplegados por los 
funcionarios allí, y ofrecidos como exculpatorios, para abstenerse de imponerle una multa 
a un contratista que había desplegado garantías para paliar el incumplimiento parcial en 
que había incurrido en la ejecución de una obra pública. Así, “Resultan inadmisibles las 
explicaciones dadas tanto por el contratista, por la interventoría como por la supervisión 
de la DIAN, y es deplorable la falta de exigencia y compromiso de parte de MARÍA DE 
LOURDES BENAVIDES en requerirles a éstos, la realización de una labor eficiente para 
determinar el estado real de ejecución del contrato, toda vez que se conformaron con la 
promesa del contratista de corregir los problemas de calidad en la medida en que se 
fueran detectando, y fue suficiente para ellos, que la Unión Temporal DIAN realizara 
algunos ítems únicamente en las sedes de Medellín, Sogamoso, Pereira, Cartagena, 
aduanas de Cúcuta, Sincelejo y Neiva, soslayando las demás sedes que también 
presentaban numerosos y reiterados incumplimientos, a lo que se suma que la propia 
administración sabía que el contratista incontables veces había ignorado los 
requerimientos que hacía la entidad. Así mismo, se doblegaron ante la suma que 
restituyó el contratista, cuando a ello no se contraía el incumplimiento”39. 
 
La utilización indiscriminada de estas presunciones o indicios ha sido ampliamente 
criticada. El fundamento principal de esta crítica, como lo expone Michele Taruffo, es la 
amplísima discrecionalidad del juzgador para determinar los criterios de inferencia que 
unen al hecho indicador con el hecho indicado, lo que expone el fallo a la arbitrariedad y 
el capricho en la valoración de la prueba. A juicio del mencionado autor, lo que ocurre en 
la mayoría de ordenamientos jurídicos en donde la práctica de las presunciones de 
hombre o judiciales es frecuente, es que los falladores se atribuyen la potestad de 
trastocar y acomodar a su antojo los criterios jurídicos que rigen la carga de la prueba, 
aun a expensas de las normas que expresamente regulan a quién corresponde la carga 
de la prueba. Por supuesto, tales presunciones judiciales o de hombre, jurídicamente, 
carecen de justificación razonable alguna. Independiente de la justo o injusto de la 
decisión, una que se apega a la corrección jurídica en la aplicación del derecho 
sustantivo y de las normas sobre carga probatoria no puede ceder a una en la que 
prevalezca la propia percepción subjetiva y alejada de las normas del juzgador frente a 
los hechos del caso. Es lo que ocurre, en la práctica, con la aplicación del artículo 128 del 
Código Disciplinario Único, en el que la carga de la prueba de la responsabilidad 
disciplinaria –de la que hace parte la culpabilidad- le corresponde al Estado40, y en 
donde, según se observa, se han establecido presunciones de hombre por parte del 
operador disciplinario para burlar dicha carga probatoria en materia de culpabilidad 
disciplinaria. 
 
                                                
 
39 Procuraduría General de la Nación, Sala Disciplinaria, Rad. No. IUC-D-650-322740 (161-5605), 
Fallo de Segunda Instancia de 27 de noviembre de 2014, P.D. María Eugenia Carreño Gómez. 
40 Artículo 128, Código Disciplinario Único: “Toda decisión interlocutoria y el fallo disciplinario 
deben fundarse en pruebas legalmente producidas y aportadas al proceso por petición de 
cualquier sujeto procesal o en forma oficiosa. La carga de la prueba corresponde al Estado” (El 
énfasis es mío). 
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Las palabras del profesor italiano, en la materia, son tan elocuentes y razonables, que 
merecen ser reproducidas en su totalidad: 
 
“Las presunciones legales están reguladas por disposiciones expresas 
incluidas en códigos o leyes. Sin embargo, en muchos casos los 
tribunales hacen a un lado, modifican, adaptan o incluso subvierten las 
normas y los principios legales que determinan la carga de la prueba 
cuando resuelven causas específicas. En realidad, parece que a menudo 
los tribunales no se sienten vinculados por esas normas y principios, 
más bien parece que creen tener la facultad de manipular y ajustar 
discrecionalmente los criterios jurídicos que rigen la carga de la prueba. 
Por ello, muchas presunciones jurídicas son creadas por los tribunales 
sin ninguna vinculación a disposición legal alguna [sic]. En los sistemas 
de common law, donde las facultades creativas de los tribunales son muy 
amplias, esto no es sorprendente [sic], hasta el punto de que la mayoría de 
las presunciones son de su creación [sic]. Algunas veces, estas 
presunciones se aplican de forma constante y convierten en 
regulaciones permanentes, como, por ejemplo, en el caso de la presunción 
res ipsa loquitur, que se aplica en las demandas por negligencia [sic]. La 
situación es, en cambio, diferente en los sistemas de civil law, donde son 
también frecuentes las presunciones creadas por los tribunales, pero este 
fenómeno puede ser criticado simplemente porque no hay ninguna 
disposición que les confiera la facultad de manipular cargas probatorias. Sin 
embargo, los tribunales usan diversas técnicas para crear presunciones. Una 
técnica “silenciosa” consiste en manipular las cargas o en decidir una causa 
sin aplicar estrictamente las reglas y sin enunciar expresamente por qué se 
tomó este tipo de decisión. (…) Los tribunales alemanes, por su parte, 
emplean una técnica más compleja para manipular las cargas probatorias. 
Consiste en la creación de un nuevo tipo de pruebas llamado 
Anscheinsbeweis (algo así como “pruebas prima facie”). Se basan en la 
asunción de que, en algunos casos, una de las partes tiene sólo la carga 
de probar la “apariencia” o la “verosimilitud” del hecho que sustenta su 
pretensión, y no una carga real de presentar pruebas plenas y completas 
que demuestren ese hecho. Esta parte puede aducir algunos elementos 
de prueba circunstanciales o puede simplemente mostrar que el hecho 
corresponde a una “pauta típica” que suele ocurrir en ese tipo de 
situación. Esta apariencia de correspondencia de un hecho con el curso 
normal de acontecimientos se considera suficiente para trasladar a la 
otra parte la carga de probar lo contrario; esto es, demostrar que, en el 
caso específico, el hecho fue realmente diferente de lo que parece prima 
facie. (…). 
 
Las facultades discrecionales que los tribunales crean para sí mismos no son 
fáciles de explicar ni de justificar, en especial en los sistemas de civil law, en 
los que la carga de la prueba se regula específicamente mediante normas 
legales expresas. En realidad, es dudoso que los tribunales estén 
autorizados a utilizar estos mecanismos, silenciosos o manifiestos, con 
el fin de modificar la regulación de situaciones jurídicas específicas. En 
algunos casos, una decisión tomada en aplicación estricta del derecho 
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sustantivo y de las normas que regulan la carga de la prueba puede 
parecer injusta, pero cabe preguntarse si en esos casos se debe permitir 
a los tribunales prescindir de las normas existentes y crear su propia 
“norma sobre el caso”, manipulando las cargas probatorias para 
adoptar decisiones que consideren “justas”, en algún sentido de la 
palabra. De hecho, es dudoso que los tribunales tengan esa facultad de 
manipular el resultado sustantivo final de causas concretas tras la apariencia 
de estar ajustando los criterios sobre las cargas probatorias. Realmente, más 
valdría que el derecho proveyera a los tribunales y a las partes de criterios 
generales con los que determinen decisiones consistentes y previsibles que 
no se basen exclusivamente en consideraciones ad hoc para el caso 
específico” -El énfasis es mío-  (Taruffo, La prueba, 2008, 153-155). 
3.3 La jurisprudencia de la Sección Segunda del Consejo 
de Estado sobre los aspectos probatorios de la 
culpabilidad disciplinaria y sus efectos sobre los 
derechos fundamentales y las garantías 
procedimentales 
A pesar de que la jurisprudencia de la Sección Segunda del Consejo de Estado ha 
prohijado una concepción normativa de la culpabilidad disciplinaria en varias de sus 
decisiones, por el contrario, en ocasiones, ha sido bastante estricta en la exigencia de 
una prueba que demuestre, en su totalidad, los elementos constitutivos de dolo o culpa 
de parte del funcionario disciplinado. Es decir, en materia probatoria, al parecer, la 
Corporación en comento defiende una concepción psicológica de la culpabilidad 
disciplinaria. Sobre todo, en materia de dolo, cuando se evidencia que alguno de los 
elementos –en especial, el elemento volitivo- no ha sido demostrado de forma fehaciente 
por el operador jurídico disciplinario. 
 
Al respecto, resultan paradigmáticas las decisiones adoptadas en la sentencia de Alonso 
Salazar y en la providencia que concedió la medida de suspensión provisional de los 
fallos sancionatorios con destitución e inhabilidad general de Gustavo Petro. En la 
primera de esas providencias, la Sala de Decisión en comento encontró que no había ni 
una sola prueba que demostrara que el allí disciplinado hubiera actuado con la intención: 
“No obran en el expediente elementos que permitan a la Sala concluir que el señor 
Salazar obró con dolo o mala fe al hacer entrega de la información y documentación a los 
medios de comunicación” (Consejo de Estado, 2014). Por su parte, en el auto de 
concesión de la medida cautelar al hoy Alcalde de Bogotá, la misma Corporación 
encontró, al menos en el examen preliminar sobre la legalidad del acto a que la obliga el 
inciso 1º del artículo 231 del CPACA41, que éste no habría querido que las empresas del 
                                                
 
41 Artículo 231, inciso 1º, CPACA: “Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la 
suspensión provisional de sus efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas en 
la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del 
análisis del acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como 
violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se 
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Distrito Capital se involucraran, a cualquier costo, en la prestación exclusiva del servicio 
de aseo en Bogotá. Por el contrario, lo que encontró el Consejero Ponente de la decisión 
era que, aunque cuestionable, la decisión tomada por el disciplinado frente a la 
prestación del referido servicio público no sólo había sido objeto del capricho –sinónimo 
del querer del Alcalde de perjudicar a la administración pública-, sino que, al menos, a 
ese momento del proceso, tenía un grado de plausibilidad razonable. 
 
Según el Auto de 13 de mayo de 2014: 
 
“Del análisis y confrontación de las normas que se invocan y que han sido 
citadas en esta providencia, se tiene que en el acto sancionatorio la 
imputación se hizo a título de dolo bajo consideraciones, que a juicio de este 
Despacho no constituyen una motivación que de manera razonable y con 
suficiencia argumentativa y probatoria, permita atribuir sin dubitación alguna 
que la falta disciplinaria es imputable a título de dolo.  
 
El dolo como elemento subjetivo debe estar plenamente probado y la 
valoración de la conducta debe comprender a su vez el análisis del 
elemento volitivo o motivación del acto, el cual también requiere de su 
plena comprobación.  
 
De manera crítica debe decirse que, según se indica en el acto sancionatorio, 
el señor GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO “conocía los hechos”, y 
“quería que las empresas del Distrito asumieran, a como diera lugar, la 
prestación del servicio público de aseo en la ciudad de Bogotá…”.  La 
expresión transcrita implica que el ente disciplinario no solamente valoró 
negativamente las motivaciones que el señor PETRO URREGO expuso a lo 
largo del trámite disciplinario, sino que, tal expresión califica la conducta como 
un mero capricho del actuar. Para el Despacho se evidencia que dicha 
valoración no contiene la entidad suficiente para convencer objetivamente de 
la intención que motivó la actuación del agente y permita atribuir el dolo como 
el título más gravoso de culpabilidad en materia de responsabilidad 
disciplinaria.  
 
Además, ese “querer” que se manifiesta en el acto como elemento que 
determina la voluntad del sujeto disciplinado, obedece en el caso concreto, a 
una interpretación y valoración de la conducta por parte de la autoridad 
administrativa, en la que no se tuvieron en cuenta otros elementos que 
permitieran razonablemente determinar el grado de culpabilidad del agente y 
la gravedad de la falta imputada, como lo sería el haber analizado las causas 
que motivaron dicho actuar, entre ellas, la adopción de una política pública 
por parte del Alcalde a través de la inclusión de la población recicladora en la 
prestación del servicio público de aseo.  
 
                                                                                                                                              
 
pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios deberá probarse al 
menos sumariamente la existencia de los mismos. (…)”. 
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De otra parte, y bajo la misma línea de análisis, en cuanto a la falta 
disciplinaria contenida en el numeral 60 del artículo 48 del CDU, que también 
se imputa a título de dolo, se reitera en el acto sancionatorio, el juicio de valor 
sobre el querer del actuar del Alcalde Mayor de Bogotá, al señalarse que 
“quería que empresas distintas a las del Distrito no pudieran prestar el 
servicio de aseo en la ciudad de Bogotá en igualdad de condiciones”. Ese 
querer, no es evidencia por si solo de la “voluntad para realizar u omitir 
el deber o la prohibición” como elemento de la culpabilidad.  
 
En este orden de ideas, de acuerdo con el acto administrativo 
sancionatorio impugnado en el presente caso, en criterio del Despacho, 
no se encuentra plenamente acreditado que el Alcalde Mayor de Bogotá, 
haya desplegado la conducta imputada de manera voluntaria, con la 
unívoca e inequívoca intención de desconocer sus deberes funcionales 
y transgredir el ordenamiento jurídico. A ello debe agregarse que, 
consecuente con lo anterior, si bien se demostraron a lo largo de la actuación 
hechos que pueden evidenciar una violación a los deberes que 
funcionalmente le competían al Alcalde Mayor de Bogotá, para efectos de fijar 
la sanción atribuida al disciplinado debieron tenerse en cuenta los criterios 
que la ley ha señalado para determinar la gravedad o levedad de la falta, 
entre los que cuenta, las modalidades y circunstancias en que la misma se 
cometió, aspecto que se echa de menos en el acto sancionatorio. Esta 
circunstancia vulnera el debido proceso administrativo por desconocimiento 
del principio de proporcionalidad de la sanción.  
 
Las razones aquí expresadas resultan suficientes para decretar la medida 
cautelar con fundamento en el artículo 231 del CPACA, consistente en la 
suspensión provisional de los actos administrativos sancionatorios por 
violación directa del artículo 29 de la C.P., en concordancia con los artículos 
13, 18, 19 y 43 del CDU” -El énfasis es mío-  (Consejo de Estado, 2014). 
 
Sin embargo, en otras oportunidades, mucho menos afortunadas, la Sección Segunda 
del Consejo de Estado ha terminado aceptando las presunciones judiciales empleadas 
por los operadores jurídicos, e invirtiendo, a la larga, la carga de la prueba del Estado en 
materia de acreditación de todos los elementos constitutivos de la modalidad de culpa 
disciplinaria. En una reciente providencia, de 20 de octubre de 2014, la Subsección “A” 
de esa Honorable Corporación estableció que como no existía medio de convicción 
alguno que respaldara la excusa ofrecida por el disciplinado, de que no se había 
sustraído unos elementos de su lugar de trabajo para provecho propio sino para 
realizarles una revisión, se encontraba plenamente demostrada su intención de causar 
daño a la administración pública, pues si conocía plenamente sus funciones, al igual que 
la ilicitud de su conducta, debía comportarse como se lo exigía su deber. Es imposible no 
dejar de poner de presente que el alto Tribunal, en este caso, desligue mediante una 
inferencia que no llena los requisitos legales para su construcción, la existencia del 
elemento volitivo del dolo en el comportamiento del disciplinado -y ahora demandante-, 
mientras que en los demás exija una prueba casi que directa del querer daño del autor de 
la conducta disciplinariamente reprochable.  
 
Veamos: 
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“La Sala no halla acervo probatorio al interior del proceso que permita 
exonerar al actor de la responsabilidad disciplinaria atribuida, pues los 
argumentos de defensa que pretende hacer valer, consistentes en que “el día 
de los hechos lo pretendido era sacar los elementos que llevaba en el maletín 
para practicarles una revisión”, no están soportados en razones y pruebas 
que justifique su proceder, toda vez que como empleado del DAS a la luz de 
la ley disciplinaria y de los manuales de funciones está llamado a cumplir con 
diligencia y eficacia el servicio que le fue encomendado ejerciendo vigilancia 
sobre los bienes y valores que le han sido dados en custodia, evitando 
obtener beneficios personales.  
 
Lo anterior permite válidamente sostener que el demandante conocía sus 
funciones y sabía que sustraer elementos de propiedad de la entidad sin 
autorización compone una falta disciplinaria y/o delito penal, conducta que en 
esta oportunidad le permite al operador disciplinario considerarla gravísima a 
título de dolo y no de culpa como erradamente pretende hacerlo ver el 
demandante” (Consejo de Estado, 2014). 
 
La existencia de tantas posiciones encontradas al interior de las Subsecciones de la 
Corporación en comento revela no sólo la ausencia de una uniformidad en la 
jurisprudencia contencioso-administrativa en cuanto al manejo de la culpabilidad 
disciplinaria en sede administrativa; también, que las concepciones normativa y 
psicológica de la culpa se aplican de forma discrecional y en atención a lo que considere 
el Consejero Ponente en cada caso. Nada más contraproducente, a nuestro juicio, para 
la seguridad jurídica y para la garantía de legalidad y de efectividad de los derechos de 
los administrados que constituye el control jurisdiccional de los actos administrativos, la 
falta de claridad conceptual acerca de los aspectos probatorios de la culpabilidad 
disciplinaria. Es así como, por ejemplo, resulta bastante diciente que el mismo Consejero 
que fue ponente en la decisión de Alonso Salazar, haya suscrito sin salvar su voto la 
Sentencia de 20 de octubre de 2014, que trae una postura diametralmente opuesta en 
materia de prueba del dolo a la suya. 
 
Por supuesto, la incidencia de tales posturas jurisprudenciales sobre los derechos 
fundamentales y las garantías procedimentales de los disciplinados es altamente 
negativa. De un lado, la ausencia de un criterio único para la demostración de la 
culpabilidad disciplinaria ocasiona incertidumbre frente a la eventual prosperidad o 
fracaso de una demanda de nulidad y restablecimiento del derecho en la que, 
precisamente, se busca acreditar el incumplimiento del deber de investigación integral y 
de carga de la prueba del operador disciplinario en demostrar los elementos constitutivos 
de la culpa o dolo disciplinarios. Resulta imposible predecir, de forma más o menos 
razonable, el resultado de la decisión final, con base en el estudio de una jurisprudencia 
en demasía dispersa. Y de otro lado, han quedado confirmadas las críticas que hace rato 
viene haciendo la doctrina foránea del derecho procesal frente a la legitimidad de las 
presunciones de hombre que permiten justificar el denominado juicio de reproche 
disciplinario, que no sólo se reproducen en sede administrativa sino que ahora vienen a 
ser convalidadas, bajo los mismos presupuestos, en sede judicial. ‘Verbi gratia’, no se 
entiende de qué manera podía creer la Corporación en comento, al igual que la entidad 
demandada, que el demandante conocía su deber y que estaba obligado 
inexorablemente a cumplirlo, sino es asumiendo subjetivamente, como ‘una cosa que 
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ocurre con frecuencia”, que el hecho de ocupar un cargo y de estar obligado a conocer la 
función pública permite desligar la voluntad de realizar una conducta disciplinariamente 
censurable cuando quien, como funcionario, la realiza, se comporta de forma contraria a 
sus deberes funcionales. 
 
Por el contrario, en nuestro sentir, lo adecuado es que la jurisprudencia contencioso-
administrativa adoptara una postura unívoca en torno a la prueba de la culpabilidad 
disciplinaria, sea la que pregona una concepción normativa o una concepción psicológica 
de la culpabilidad disciplinaria. No obstante, como lo veremos en los párrafos siguientes, 
dada la irracionalidad que caracteriza el fundamento de las presunciones judiciales 
empleadas por la Procuraduría General de la Nación para desligar la existencia de 
culpabilidad disciplinaria –fundamento ratificado por la jurisprudencia contencioso-
administrativa-, y su notorio alejamiento de las reglas sobre carga de la prueba existentes 
en el Código Disciplinario Único, lo adecuado es que el alto Tribunal se aboque a abordar 
estas cuestiones bajo los rigores propios del ‘onus probandi’ en materia de 
procedimientos administrativos sancionadores, y evalúe la seriedad y gravedad de los 
indicios construidos para acreditar los elementos constitutivos de culpa o dolo 
disciplinario en los casos de su conocimiento.

 
 
 
 
4. Una propuesta de interpretación normativa 
jurídicamente correcta de la culpabilidad 
disciplinaria en sede administrativa, bajo el 
concepto de “buen servidor público” 
4.1 Alcance normativo de la culpabilidad disciplinaria 
Evidenciadas las violaciones a las garantías procedimentales fundamentales de los 
disciplinados que plantean los conceptos doctrinarios dominantes sobre culpabilidad 
disciplinaria, resulta pertinente efectuar una propuesta de hermenéutica de las normas 
sustanciales y procesales sobre la materia que resulte propia al derecho laboral 
administrativo. Es decir, no es bajo criterios ajenos a la función pública y a su buena 
marcha –y por el contrario, mucho más cercanos de las conductas punibles, propias de 
delincuentes- que se deben analizar los comportamientos que se dan en el seno de una 
actividad profesional como lo es el prestar servicios personales a la Administración. El 
principio inspirador de la función pública, hoy inspirada por los modelos de gestión 
privada, debe ser el de la eficiencia administrativa, en donde el funcionario hace parte de 
los recursos humanos respecto de los que ha de propugnarse por su optimización. Es 
ésta racionalidad, la que considera que el servidor público es un profesional pasible de 
perfeccionamiento, y no la que cree que el servidor público vive preso en el insalvable 
dilema de comportarse o no conforme a la ley, por causa de una supuesta relación 
especial de sujeción constitucionalmente insostenible, la que debe guiar la aplicación del 
derecho disciplinario en la atribución subjetiva de responsabilidad disciplinaria. 
 
Sin embargo, y a pesar de las Leyes 489 de 1998 y 909 de 2004, que modernizaron el 
servicio público en el país, el panorama actual está lejos de considerar al funcionario 
como parte de los recursos humanos optimizables de las entidades públicas. El 
disciplinado hoy es objeto de juicios de reproche y no de un examen concreto acerca de 
la intencionalidad del actor respecto de la conducta. Hoy existe un temor generalizado y 
fundamentado para asumir el ejercicio de la función pública. Lo anterior, por lo 
desmedido de las sanciones administrativas aplicadas bajo un régimen de 
responsabilidad objetiva con desprecio total por la culpabilidad disciplinaria. Carlos 
Pachón Lucas describe el fenómeno de la siguiente forma: 
 
“En la situación actual de las restricciones legales, infracciones y castigos, el 
ejercicio de funciones como servidores públicos o como colaboradores 
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particulares al sector oficial, son actividades de alto riesgo para la 
tranquilidad, la libertad y el patrimonio de las personas. 
 
Se percibe un justificado temor al asumir cargos de servidores públicos o, en 
general, desempeñar funciones públicas o manejar recursos del Estado, 
temor que aumenta en proporción al conocimiento que se tenga sobre el 
régimen legal del servicio público. Las causas de la preocupación se pueden 
clasificar: 
 
Endurecimiento de las inhabilidades, incompatibilidades y prohibiciones, 
incluso de por vida. 
 
(…) 
 
Deficiencias en la proporcionalidad o gradualidad de las sanciones. 
 
Dispersión normativa: las restricciones y faltas de todo orden en el ejercicio 
de las funciones públicas surgen de multiplicidad de normas que, como minas 
antipersona, no se detectan con facilidad. 
 
Aplicación de la responsabilidad objetiva a la calificación de las conductas con 
desconocimiento del principio de la responsabilidad subjetiva de las personas” 
(Pachón Lucas, 2014, 199-200). 
 
Por todas estas consideraciones, resulta una abierta contradicción que el derecho 
administrativo laboral hoy sea partícipe de las corrientes de la nueva gestión pública, más 
próximos de la eficiencia y la eficacia administrativa, y que los servidores públicos tengan 
que estar sometidos a un régimen disciplinario de inspiración inquisitiva premoderna, so 
pretexto de que con la restricción de sus derechos fundamentales y con su consideración 
como criminales inclinados a siempre perjudicar a la Administración se va a proteger la 
buena marcha de aquella. En ese orden de ideas, el estándar de conducta del servidor 
público debe ser medido de cara a su actitud frente al ejercicio personal, continuo y 
desintersado de la función pública. Es oportuno, en ese sentido, reorientar la deontología 
del servicio público hacia una deontología basada en la culpa profesional. De manera 
que, como se señala en el título de este trabajo, la noción de “buen servidor público” ha 
de construirse sobre los mismos cimientos de las obligaciones profesionales que se 
desprenden de la responsabilidad civil, pero con las especificidades del derecho público; 
esto es, un estándar de conducta basado en el “(…) buen profesional de la especialidad 
a que corresponda el caso concreto” (Ariza Fortich, El criterio de imputación de la 
responsabilidad profesional, 2014, 31).  
 
Para Jacques Chevalier, en su afamada publicación “El Estado posmoderno”, la profunda 
transformación sufrida por los Estados occidentales a partir de los años ochenta fue la 
introducción de la “nueva gestión pública”. Esta corriente se inspira en las ideas de 
reducción del costo de funcionamiento de los servicios administrativos, de favorecimiento 
de la “eficacia pública” gracias a la definición de indicadores de resultados, de 
mejoramiento del servicio prestado a los usuarios, de atemperación de las normas de 
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gestión de la función pública, y de practicar una amplia delegación de responsabilidades, 
en particular, de una gestión autónoma de las actividades. Este tipo de modelo 
empresarial introdujo en la Administración las técnicas de gestión de los recursos 
humanos originados en el sector privado. De acuerdo con este autor, ““Administrar los 
recursos humanos” en la administración significa que el funcionario debe ser tratado 
como un asalariado del sector privado, que las diferencias de estatuto desaparecen o se 
vuelven secundarias al examen de las exigencias comunes: en la administración, como 
en la empresa, los individuos aparecen como un potencial, un “recurso”, que es 
necesario utilizar lo mejor posible, en una lógica de “optimización”; y conveniente 
pretender de manera permanente mejorar el nivel de satisfacción de los interesados, con 
el fin de reforzar su motivación y favorecer su identificación con la organización” 
(Chevallier, 2011, 142). 
 
De acuerdo con esa comprensión, de plena aplicación en la esfera del servicio público en 
Colombia, no puede seguir pensándose a la culpabilidad disciplinaria como una 
extensión retórica de la infracción al deber funcional, sea por incumplimiento de normas, 
por abuso del cargo o por extralimitación en las funciones. Esta caracterización de la 
culpabilidad disciplinaria, sin duda, es extraña a la efectividad de los principios de la 
función administrativa, y no se corresponde con las funciones de la sanción disciplinaria 
ni con el derecho disciplinario como un instrumento de ‘ultima ratio’ para preservar la 
buena marcha de la administración pública. Intentaremos, en las líneas que siguen, 
ofrecer algunos criterios razonables para la interpretación jurídica y valoración probatoria 
de la culpabilidad disciplinaria, de conformidad con un estándar de “buen servidor 
público” como profesional en el ejercicio de la función pública. 
 
Efectuadas las precedentes explicaciones acerca del efecto negativo de la influencias del 
derecho penal en la construcción de la categoría de culpabilidad disciplinaria, no cabe 
duda de que es posible construir un precedente administrativo plausible de la culpabilidad 
disciplinaria, tanto en su cariz sustancial como probatorio, con fundamento en la noción 
de buen servidor público. En principio, la noción del buen servidor público es equiparable 
a aquella definida por la doctrina civil francesa como la del buen profesional. De acuerdo 
con Philippe Le Tourneau, haciendo un estudio del artículo 1382 del Code Civile –cuyo 
contenido es idéntico al del artículo 2342 del Código Civil colombiano- “La culpa subjetiva 
de los artículos 1382 y 1383 se aprecia abstractamente (in abstracto) en comparación 
con un modelo que, para el profesional, es el buen profesional de la misma especialidad 
(como en el dominio contractual…)” (Le Tourneau, 2014, 127). Entre las obligaciones 
mismas de todo profesional que, de acuerdo con las exigencias de los principios de la 
función pública, pueden ser extrapoladas y adecuadas al universo deontológico del 
servicio público regido por el derecho disciplinario, se encuentran las de lealtad para con 
el servicio público y de exigencia de eficiencia en la prestación de los servicios. Estos 
deberes jurídicos surgen de que al profesional servidor público puede exigírsele un buen 
comportamiento, en todo instante y durante todo el tiempo en que esté vinculado, en la 
prestación de los servicios, a la función pública. 
 
En primer lugar, existen claras obligaciones de información para el servidor público, en 
las que a éste se le impone, primeramente, el deber de informarse. Así, para poder 
ejercer el servicio público con conocimiento de causa, es necesario que el profesional 
servidor público solicite, de sus superiores, de sus co-equiperos o de los mismos 
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administrados, información acerca de sus necesidades y de sus objetivos. Por eso, antes 
de acometer cualquier labor, incumbe al profesional servidor público proceder a efectuar 
estudios previos, averiguaciones y pesquisas sobre aquello que será objeto de la función 
administrativa a desempeñar. Por eso, en segundo lugar, como contrapartida de lo 
anterior, el profesional servidor público también está obligado a informar a sus superiores 
y a sus colegas acerca de (i) Las contraindicaciones del ejercicio de la función 
administrativa en ese caso, de (ii) Sus restricciones técnicas, de (iii) Los límites de las 
prestaciones envueltas y de su eficacia, y de (iv) Los riesgos materiales o jurídicos que 
ésta comporta para la Administración, para los administrados y para la buena marcha de 
la función pública (Le Tourneau, 2014, 179). 
 
En segundo lugar, al servidor público, en tanto profesional de la función pública, se le 
impone una obligación de confidencialidad, respecto de conservar el secreto sobre todas 
los documentos, las informaciones y los conocimientos cuya divulgación atente contra la 
transparencia y la moralidad administrativa y la buena fe. Es decir, al servidor público –
aparte de las repercusiones penales y civiles que pueda haber en la materia- le está 
absolutamente vedado utilizar tales informaciones y conocimientos de manera indebida 
para favorecerse a sí mismo o a un tercero. Lo anterior, por supuesto, sin perjuicio de la 
existencia de alguna reserva legal sobre tales documentos, informaciones y 
conocimientos (Le Tourneau, 2014, 185-187). De la misma forma, al profesional servidor 
público le atañe una obligación de seguridad frente a sus colegas y frente a los usuarios 
de la Administración. Este deber jurídico se identifica con una verdadera obligación de 
resultado, en la que éste deberá preservar la seguridad de toda persona relacionada con 
él, de una manera u otra, con ocasión del ejercicio de la función pública. En ese sentido, 
por ejemplo, un jefe de una determinada dependencia pública debe adoptar las medidas 
necesarias para garantizar la seguridad y la salud de sus subordinados y de los usuarios 
de las instalaciones (Le Tourneau, 2014, 187-190). 
 
También, en tercer lugar, es claro que el servidor público deber ser proactivo. Esto es, 
que en tanto profesional de la función pública, no puede esperar pasivamente los eventos 
y quedarse de brazos cruzados: es preciso que dé prueba de discernimiento, de que es 
vigilante de la ejecución de la función administrativa a su cargo, así sea sólo para 
mostrarse eficaz (Le Tourneau, 2014, 195-196). Sin embargo, esta obligación de ser 
proactivo y vigilante en el cumplimiento de sus funciones no le impone al servidor público, 
como lo han entendido erróneamente la Procuraduría General de la Nación y otros 
operadores disciplinarios, un deber de micro-gerencia. La obligación de proactividad y de 
vigilancia ha sido llevada, de forma irracional, como lo vimos, al punto de reprocharle al 
servidor público el no haber adoptado las medidas propias de una extrema y celosa 
diligencia en el ejercicio de sus funciones, propia de la culpa levísima, e inclusive el no 
haberse anticipado a la ocurrencia de hechos constitutivos de infracción de sus 
subordinados o de sus delegatarios. Tal consideración, por supuesto, va en detrimento 
de los artículos 27 inciso 2º y 34 numeral 25 del Código Disciplinario Único, frente a los 
requisitos legales para que se configure la comisión por omisión de faltas disciplinarias y 
frente a la exigencia que se le hace al subordinado de informar a su jefe de los hechos 
que pueden llegar a perjudicar a la Administración y de proponer iniciativas útiles para el 
mejoramiento del servicio. 
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Asimismo, en cuarto lugar, el profesional servidor público está obligado a perseverar en 
el cumplimiento de la función administrativa encomendada. Como profesional, el 
funcionario está llamado, en razón de su competencia y de su reputación, según los 
medios de que disponga para la prestación de los servicios, a hacer frente a las 
dificultades inherentes al ejercicio de la función pública, sean previstas o imprevistas. 
Tanto sus superiores jerárquicos, como sus colegas y usuarios de la Administración 
tienen la expectativa legítima de esperar que el profesional servidor público vaya hasta el 
fin de la tarea que le ha sido asignada, salvo término especial, contraorden o separación 
del cargo (Le Tourneau, 2014, 196-197). Igualmente, dentro de la deontología del 
servicio público que aquí proponemos, el profesional al servicio de la Administración está 
obligado a ejecutar fielmente sus deberes funcionales, ateniéndose a los límites 
constitucionales y legales del servicio público. Ello significa que, a falta de disposición 
expresa acerca de una materia propia, serán los principios de la función administrativa 
los que orienten la ejecución de tal o cual labor a cargo del respectivo funcionario, 
cuidándose, particularmente, de no incumplir sus funciones, ni de extralimitarse en ellas, 
ni de abusar de su cargo.  
 
En especial, el servidor público observará el principio de la buena fe, consagrado en el 
numeral del artículo 3º del CPACA, que le exigirá –al igual que sucede, en el derecho de 
los contratos- tener un poco de inventiva e iniciativa para hacer frente a las vicisitudes y 
necesidades diarias y cambiantes de la prestación de los servicios. Parafraseando a Le 
Tourneau, hay que decir, entonces, que la verdadera fidelidad al cumplimiento de 
obligaciones es inventiva, pues al agotar el dinamismo de la vida, termina por integrar 
todos los incidentes y eventos que sobrevengan durante el ejercicio de la función 
administrativa. Así, el respeto por el ejercicio de los deberes funcionales no es ni 
integrismo ni fanatismo de los textos legales que los contienen -como lo han pretendido 
la Procuraduría General de la Nación y varios doctrinantes del derecho disciplinario-, sino 
fidelidad a las intenciones queridas y a los equilibrios perseguidos por el Constituyente, 
del Legislador, del Ejecutivo y de la entidad misma cuando tiene poder de 
reglamentación, permeados por la razonabilidad y la proporcionalidad (Le Tourneau, 
2014, 197-200). 
 
Por supuesto, en quinto lugar, el profesionalismo del servicio público, extrapolado del 
derecho privado al derecho de la función pública, implica que el servidor público deba 
actuar de la manera que mejor consulte la efectividad de los derechos y deberes de los 
administrados y la realización de los fines del Estado. No sólo porque se trata de una 
verdadera exigencia legal, en virtud del artículo 1º del CPACA, sino porque en virtud de 
su vinculación legal y reglamentaria –sea por el nexo que sea- con la Administración, el 
servidor público está obligado a sugerir y a utilizar las técnicas más perfeccionadas y 
recientes para el ejercicio de la función pública, sino también, en caso de siniestro, a 
hacer lo que sea posible para minimizar los perjuicios que se hayan causado (Le 
Tourneau, 2014, 202-203). 
 
En sexto lugar, es necesario que el servidor público asuma ciertos deberes morales, 
como parte de la observancia de ciertas calidades o virtudes que se espera de él en 
virtud de la lealtad y la probidad en el ejercicio de la función pública. De esta manera, el 
respeto, la buena educación, la paciencia, la puntualidad, la discreción, la delicadeza, el 
dominio de sí mismo frente a reclamos o quejas excesivas de sus colegas, superiores, 
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subalternos o usuarios, la humildad y la búsqueda del bien común hacen parte de la ética 
del servicio público que, en virtud de las modificaciones introducidas por un modelo de 
Estado posmoderno, hoy debe hacer carrera en las entidades estatales (Le Tourneau, 
2014, 206-217). 
 
Por último, en séptimo lugar, el servidor público debe ejercer sus funciones teniendo en 
cuenta que su carácter mismo de profesional se lo confiere la creencia de la sociedad en 
su conjunto acerca de la eficacia de su gestión. En concreto, el profesional servidor 
público debe procurar la eficacia técnica y práctica de su gestión, sobre todo, tratándose 
de sus intervenciones intelectuales y materiales en el ejercicio de la función pública. En el 
mismo sentido, la eficacia implica la competencia del servidor público. Esto supone, 
desde luego, que éste haya hecho esfuerzos por conocer, razonablemente, las normas y 
reglas que rigen la función pública esencial para la que ha sido vinculado a la 
Administración. Asimismo, tal deber supone que el profesional servidor público (i) se 
encuentre actualizado en la evolución de su especialización, cualquiera que sea su 
campo. Igualmente, que (ii) Conozca y respete los usos particulares de su profesión u 
oficio, incluidos los de origen deontológico. Lo mismo, que (iii) Ejerza una facultad 
plausible de previsión frente a las eventualidades de la buena marcha de la 
administración pública; y que (iv) Como conocedor de su ‘lex artis’, mida sus límites y 
rechace su intervención como profesional cuando no sea competente para ello, pidiendo 
que se reasigne la función a un verdadero especialista. También, que (v) Se apreste a la 
formación profesional permanente, buscando la modernización al corriente de las 
evoluciones técnicas y jurídicas de su profesión. Igualmente, que (vi) Actúe, en la medida 
de lo posible, con prontitud y en tiempo útil, sin caer en la precipitación; y que (vii) Tenga 
espíritu de iniciativa, dando fe de su inteligencia –la del corazón y la de la razón-, 
ejerciendo de forma reflexiva la función pública sin limitarse a ser un ejecutante ciego del 
contenido literal de las normas que la delimitan. Y, finalmente, que (viii) Tienda a la 
simplicidad en el ejercicio de la función pública: “La simplicidad requiere en efecto más 
esfuerzos que lo complejo, y la complejidad no es a menudo más que el fruto de la 
pereza. (…) La oscuridad no es signo de profundidad, sino generalmente de una labor 
insuficiente y de un desprecio por el otro” (Le Tourneau, 2014, 217-226).  
 
Establecidos los criterios deontológicos bajo los que debe ser interpretada jurídicamente 
la culpabilidad disciplinario, tanto en su plano volitivo como en su plano sicológico, para 
establecer un estándar abstracto de conducta profesional del servidor público a fin de 
analizar sus posibilidades concretas de cumplimiento de los deberes funcionales en el 
caso que se investiga, en las líneas siguientes propondremos los derroteros que deben 
guiar la labor hermenéutica del operador disciplinario para constatar la existencia de 
culpa y de dolo disciplinario en las investigaciones administrativas a su cargo. 
4.2 La culpa disciplinaria bajo una óptica puramente 
administrativa 
En ese orden de ideas, en primer lugar, en punto de la culpa disciplinaria, hay que decir 
que, teniendo en cuenta el estándar de “buen servidor público”, al igual que los 
elementos psicológicos y volitivos integrantes de dicha categoría subjetiva, será el 
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operador disciplinario quien deba acreditar, dentro de la actuación administrativa, la 
negligencia, la impericia o la imprudencia con la que habría actuado el servidor público. 
Por supuesto, la culpabilidad disciplinaria va más allá de la simple infracción al deber 
objetivo de cuidado –esto es, según el derecho penal clásico, la voluntaria omisión de 
diligencia en calcular las consecuencias posibles y previsibles del propio hecho-, puesto 
que en una concepción de la culpabilidad disciplinaria como la aquí propuesta, el hombre 
común y corriente del parágrafo del artículo 44 del Código Disciplinario Único, por las 
circunstancias propias del ejercicio de la función pública, se ha de convertir en el “buen 
servidor público”. Es decir, en un profesional del servicio público con fortalezas pero 
también con debilidades, tanto desde el punto de vista personal como del servicio que 
presta, que imponen, de suyo, para evaluar si ha obrado con el cuidado y la diligencia 
que demandan su vinculación legal y reglamentaria con la Administración, considerar las 
circunstancias que rodearon la comisión culposa de la falta, la mayor o menor 
previsibilidad de su ocurrencia según el estado del arte de sus deberes funcionales 
concretos y los medios de que disponía, en ese evento específico, para contrarrestar su 
ocurrencia. 
 
En este cometido, por supuesto, no es posible apreciar la culpa del servidor público 
únicamente comparándolo consigo mismo y las conductas que normalmente imprimiría 
en su cotidiano ejercicio de la función pública, a fin de determinar cuál fue el error de 
conducta. Por eso, es necesario que la conducta exigible general del servidor público que 
hemos construido en las líneas anteriores tenga en cuenta las siguientes 
consideraciones: (i) La ausencia de previsión o la previsión tardía de la lesión en la 
buena marcha de la administración pública que podría causar la conducta del presunto 
responsable, en el momento en que las exigencias concretas del servicio le impusieron 
preverlo; y (ii) La posibilidad que tenía, de acuerdo con los conocimientos y la cultura 
razonables –extraídos no del capricho del operador jurídico sino de una experiencia vital 
basada en la ciencias exactas y en las ciencias humanas- de evitar la lesión a dicha 
buena marcha –que no se circunscribe, como lo pretende la concepción normativista, al 
mero cumplimiento mismo del deber funcional- y a la provocación de riesgos que 
excedan los ordinarios o corrientes del ejercicio normal de la función pública 
desempeñada por el agente42.  
 
Acto seguido, corresponderá al operador disciplinario evaluar el grado de culpa con que 
ha obrado el servidor público que ha incurrido en una negligencia, impericia o 
imprudencia en el cumplimiento de sus deberes funcionales. Esta gradación de la 
culpabilidad disciplinaria, en tanto concepción psicológica que tiene en cuenta –como ya 
lo adelantamos- el mayor o menor cuidado que el agente estaba en capacidad de 
proveer, de acuerdo con las circunstancias que afectaron, en la subjetivo, la comisión de 
la conducta, no puede asimilarse a otro baremo que el establecido en el artículo 63 del 
Código Civil y en el artículo 6º de la Ley 678 de 2001. Son estos, y no los derroteros del 
derecho penal –propios de un criminal que al Estado le interesa castigar, y 
eventualmente resocializar, y no de un funcionario al que a la Administración le interesa 
                                                
 
42 http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/4/1559/26.pdf. Fecha y hora de consulta: 18 de octubre de 
2015, 10: 05 p.m. 
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mantener dentro del servicio, y sólo en casos extremos, retirar-, los que permiten calificar 
la responsabilidad subjetiva personal del agente de una forma no sólo respetuosa de sus 
garantías procedimentales fundamentales sino de conformidad con los principios 
generales de la función administrativa. 
 
En efecto, diremos que la culpa gravísima disciplinaria será asimilable a la culpa grave 
civil y de la acción repetición, en tanto que implica una desidia y una temeridad tales en 
el comportamiento del servidor público disciplinariamente responsable, que se manifiesta 
en una infracción directa del ordenamiento jurídico o en una inexcusable omisión o 
extralimitación en el ejercicio de la función pública. No es, en ningún caso, la 
inobservancia de la máxima diligencia o del celosísimo cuidado en el ejercicio de las 
funciones –que, por el contrario, correspondería a la culpa levísima-, como lo han 
pretendido los operadores disciplinarios en el país. Lo anterior, porque, en tanto culpa 
asimilable, en punto de la calificación jurídica de la falta y de la sanción, al dolo, implica 
una negligencia tal propia en el ejercicio de la función pública que no desplegarían ni 
siquiera aquellos servidores públicos negligentes suelen emplear ellos mismos en el 
desempeño de sus cargos. Esto es, una violación directa, manifiesta e inexcusable a la 
Constitución Política o a la ley –esto es, se entiende, de sus mandatos esenciales 
extraídos del tenor literal de sus disposiciones- o de una omisión o extralimitación en el 
ejercicio de los deberes funcionales con esas mismas notas características. En suma, la 
culpa grave refleja un total desapego por los mínimos de previsibilidad frente a los 
posibles riesgos mitigables en el ejercicio de los deberes funcionales que manifiesta casi 
un deseo oculto de perjudicar a la Administración, y que, por ende, no puede exteriorizar 
sino un descuido deliberado del servidor público que carece de toda justificación, en los 
que parece que éste “quisiera”, al igual que en el dolo, que se concretara un perjuicio 
dado a la buena marcha de la Administración mediante la comisión de la infracción. 
 
No sobra decir que las presunciones de culpa grave para el ejercicio de la acción de 
repetición resultan bastante útiles –aunque no aplicables al derecho disciplinario en tanto 
presunciones legales- para discernir entre las diferentes hipótesis de culpa gravísima 
disciplinaria que podrían presentarse en la práctica. Sin embargo, no se olvide que el 
parágrafo del artículo 44 del Código Disciplinario Único consagra las hipótesis de 
desatención elemental, violación manifiesta e ignorancia supina de reglas de obligatorio 
cumplimiento –reglas ínsitas en toda norma jurídica y que se extraen del mandato jurídico 
discernible, por cualquier servidor público, de su tenor literal, sin necesidad de labor 
hermenéutica alguna-, en tanto modalidades admisibles de culpa gravísima disciplinaria. 
Por eso, para efectos de interpretar dicha norma sustancial y poder atribuir, bajo medios 
de prueba admisibles, la responsabilidad disciplinaria a dicho título, es necesario insistir –
como lo hicimos en los párrafos precedentes- en que tales hipótesis implican una 
negliencia tal que no la desplegarían ni los funcionarios poco cuidadosos cuando ejercen 
sus propios deberes funcionales. En ese caso, la ignorancia supina tiene lugar por una 
falta de cuidado elemental del servidor público en conocer reglas de obligatorio 
cumplimiento; esto es, reglas que debe y puede conocer por el imperativo fácilmente 
comprensible que se extrae del tenor literal de las normas que la consagran. En el caso 
de la desatención elemental, el funcionario ha sido enterado debida y oportunamente del 
deber funcional contenido en la regla de obligatorio cumplimiento, y aún así hace caso 
omiso de su contenido pasando por encima las consecuencias apenas obvias, de fácil 
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comprensión y evidentes de su aplicación en el cumplimiento del deber funcional. Por 
último, en los eventos de violación manifiesta, el disciplinado, por una falta de cuidado 
básico, termina incumpliendo de forma palmaria sus funciones contenidas en el mandato 
esencial de la regla de obligatorio cumplimiento que lo consagra. 
 
Por su parte, afirmaremos que la culpa grave disciplinaria será igual a la culpa leve civil, 
por cuanto que conlleva a la existencia de un descuido, de una impericia o de una 
negligencia en la que normalmente incurriría un buen servidor público; esto es, la falta de 
aquella diligencia razonable que los servidores públicos emplean ordinariamente en el 
desempeño de sus deberes funcionales. Siendo ello así, al servidor público sólo puede 
atribuírsele responsabilidad disciplinaria si se demuestra que ha faltado a prever lo que le 
imponía la diligencia que se considera suficiente por las gentes capaces y conscientes en 
las relaciones y en las clases y esferas de personas de que se trate. Esto es, tratándose 
de vinculación legales y reglamentarias con la Administración para la prestación de los 
servicios anejos al ejercicio de la función pública, la de un buen servidor público 
considerado en abstracto, puesto en las mismas circunstancias de tiempo, modo y lugar 
que quien supuestamente habría incurrido en una falta disciplinaria culposa. 
4.3 El dolo disciplinario bajo una óptica puramente 
administrativa 
De contera, en segundo lugar, bajo el estándar del “buen servidor público”, en punto del 
dolo, será necesario acreditar, bajo cualquiera de los medios de convicción aceptados 
por la Ley 734 de 2002 y la Ley 600 de 2000 –incluida la prueba indiciaria, de recibo en 
sede disciplinaria pero con el lleno de los requisitos establecidos en los artículos 130 del 
Código Disciplinario Único y 284 a 286 de la Ley 600 de 2000- tanto la intención como la 
voluntad de causar, de forma deliberada, un perjuicio a la Administración con la comisión 
de la conducta reprochable. No será, bajo dicho presupuesto, admisible que a partir de 
inferencias débilmente construidas bajo retóricas cuestionables que, según lo hemos 
comprobado en los párrafos anteriores, no cumplen con los requisitos de ser basadas en 
la experiencia –por la arbitrariedad misma con la que se construye la supuesta máxima 
de la experiencia o la regla de la sana crítica aplicable-, se extraiga de la infracción 
misma la pre-configuración mental y el deseo encarnado de cometerla.  
 
Por el contrario, se impone, en esta concepción profesionalizante de la culpabilidad 
disciplinaria, como bien atinó a decirlo la Sección Segunda del Consejo de Estado, en 
providencia transcrita en las líneas precedentes, que se constate la existencia de hechos 
y circunstancias que permitan colegir que el disciplinado incurrió en la falta disciplinaria 
de manera voluntaria, con la unívoca e inequívoca intención de desconocer sus deberes 
funcionales y transgredir deliberadamente el ordenamiento jurídico a fin de causarle 
daño. Sin duda, como la prueba psicológica del dolo muchas veces no es directa sino 
referencial o circunstancial, será necesario apreciar los respectivos indicios acerca de la 
configuración de los elementos del dolo disciplinario teniendo en cuenta su importancia 
para los hechos materia de la investigación, su conformidad y coherencia entre sí y 
respecto de tales supuestos fácticos, así como su concurrencia mancomunada a 
demostrar de forma unánime la presencia de una intención positiva de perjudicar a la 
Administración. Ello, considerando su relación mediata o inmediata con los medios de 
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prueba que obren en la respectiva actuación administrativa, de los que dependerá en 
gran medida su fuerza probatoria. 
 
Por supuesto, en el dolo disciplinario, al igual que ha sido establecido en el artículo 63 del 
Código Civil y en el artículo 5º de la Ley 678 de 2001, deberán demostrarse los 
supuestos de hecho que fundamentan dicha categoría de la culpabilidad: la 
intencionalidad y la voluntad de perjudicar la prestación normal de los servicios que 
envuelve el ejercicio de la función pública. Esto es, que el servidor público haya 
perseguido de forma libre y consciente buscar causar daño a la buena marcha de la 
Administración, y que, enseguida, haya procurado, por su propia cuenta, realizar todos 
los actos preparatorios idóneos que exterioricen su fin de comportarse deliberadamente 
buscando materializar el referido daño –así dicho perjuicio se concrete o no-. No cabe 
duda que situaciones como el haber obrado con desviación de poder, el haber expedido 
un acto administrativo viciado de falsa motivación por inexistencia material de los hechos 
o por la aplicación de normas inexistentes, o el haberlo hecho con presencia del mismo 
vicio pero ahora por desviación de la realidad u ocultamiento de los hechos que le sirven 
de fundamento a la decisión o haber, entre otros, son excelentes ejemplos de la voluntad 
y la intención de que se produzca un hecho ajeno a las finalidades del servicio del 
Estado. Por eso, constituirá dolo disciplinario –y en ello parafraseamos a la Sala de 
Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, citada por la Corte Constitucional- 
cuando se llegue al convencimiento razonable de cualquier pretensión, de parte del 
servidor público, de alcanzar un resultado contrario a derecho, caracterizada por la 
conciencia de quebrantar un deber jurídico estatal o de vulnerar el interés general o los 
principios de la función administrativa (Corte Constitucional, 2010), al igual que la 
ejecución material de actos determinantes tendientes a la concreción de dicho hecho 
querido que es ajeno a las finalidades del Estado. 
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5. Una propuesta de valoración probatoria 
fácticamente correcta de la culpabilidad 
disciplinaria en sede administrativa, bajo el 
concepto  de “buen servidor público” 
5.1 El tratamiento de la prueba directa y de la prueba 
indiciaria de la culpabilidad disciplinaria en sede 
administrativa 
Tal como lo hemos venido sugiriendo en los párrafos precedentes, son muy raras las 
ocasiones en las que se logra una prueba directa de la culpabilidad disciplinaria. A 
menos de que la conducta obre en un documento –como una interceptación de 
comunicaciones, una grabación de voz o un registro audiovisual-, de la que se pueda 
extraer, dadas las circunstancias y el contexto en el que se cometió la conducta 
reprochable, que existe una intención positiva del servidor público o que existe una 
negligencia, impericia o imprudencia en el ejercicio de los deberes funcionales –en 
cualquiera de sus diferentes graduaciones-, lo más frecuente es que se llegue a la 
culpabilidad disciplinaria por vía de la prueba indiciaria. Sin embargo, es preciso poner de 
presente que, de cara a lo establecido en los artículos 128, 129, 130 y 142 del Código 
Disciplinario Único, la carga de la prueba de la responsabilidad disciplinaria –tanto de su 
aspecto objetivo, la ilicitud sustancial, como de su aspecto subjetivo, la culpabilidad- le 
corresponde al Estado, bajo total libertad de los medios de prueba, pero teniendo en 
cuenta que sólo puede declararla acreditada en el acto administrativo definitivo cuando 
se ha establecido su existencia más allá de toda duda razonable. Por supuesto, como ya 
lo hemos visto, estas disposiciones –contrario a lo que se ve en la práctica- tienen por 
objeto ceñir este procedimiento administrativo sancionador especial al principio de 
legalidad, en el que se busca un escrupuloso respeto por la presunción de inocencia 
como parte de las garantías procedimentales del disciplinado (artículos 29 de la 
Constitucional Política y 9º del Código Disciplinario Único). 
 
Tales normas tienen verdaderas implicaciones para la instrucción y sustanciación de los 
procedimientos disciplinarios. En primer lugar, para poder proferir pliego de cargos –el 
primer escenario donde se hace un análisis de la culpabilidad-, el artículo 162 del Código 
Disciplinario Único impone que la decisión sólo se proferirá, entre otras cosas, cuando 
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existe prueba que comprometa la responsabilidad del investigado. De acuerdo con la 
Corte Constitucional, estudiando un precepto muy similar en la Ley 200 de 1995, lo cierto 
es que en este estadio sólo podría entenderse comprometida la responsabilidad del 
disciplinado siempre que existan medios de convicción oportuna y legalmente allegado a 
la investigación administrativa de los que se pueda extraer que existen razones graves, 
importantes y de consideración acerca de la necesidad de tener por cierto, sin conocerlo 
de manera directa, que el investigado ha obrado con dolo o culpa disciplinaria, aunque 
dicha responsabilidad subjetiva, en ese estadio, no esté del todo comprobada o 
demostrada (Corte Constitucional, 1999). Sin embargo, en segundo lugar, a fin de 
efectuar la calificación definitiva de la falta –por oposición a la de carácter provisional que 
se hace en el pliego de cargos-, sí es necesario que exista, entre otras cosas, prueba 
que conduzca a la certeza sobre la responsabilidad del investigado, insistimos, conforme 
a los artículos 13, 142 y 170 numerales 3º y 6º del Código Disciplinario Único. La única 
forma de lograr ese cometido, dada la imposibilidad de acometer una prueba directa de la 
culpabilidad, es colocar como baremo a la racionalidad misma y a la correspondencia de 
la verdad probabilística a la que se ha llegado con la realidad de los hechos, mediante la 
prueba indiciaria (Bustamante Rúa, 2010). 
 
En nuestro sentir, es esto lo que, en efecto, se echa de menos en este escrito en las 
decisiones disciplinarias analizadas en los párrafos precedentes: su falta de conformidad 
con la razón y con el ideal racionalista de la verdad, a la vez que su proximidad del 
capricho y la arbitrariedad. Por eso, al tiempo que es necesario que la conclusión se 
derive, conforme a la razón, de las pruebas practicadas, también es fundamental que los 
hechos de que dan cuenta las pruebas se aproximen lo más posible, concluido el debate 
probatorio, al conocimiento de las afirmaciones efectuadas en el pliego de cargos 
(Bustamante Rúa, 2010). Dada la altísima discrecionalidad con la que es posible que el 
juzgador, imprimiendo sus propias creencias subjetivas, establezca pruebas indiciarias o 
presunciones de hombre para demostrar la culpabilidad disciplinaria, cuyo carácter 
irrefragable se torna en inquebrantable para el disciplinado, la única forma de asegurar 
un tratamiento proporcionado de la prueba indiciaria es la verificación estricta de la 
presencia de todos elementos que condicionan su validez. De lo contrario, no será 
posible que dichas pruebas alcancen la eficacia probatoria que permita enervar la 
presunción de inocencia, como garantía absoluta del servidor público investigado, por lo 
menos, no sin terminar sujetas al control judicial del fallo de fondo por violación de la ley 
superior en que tales determinaciones debían fundarse. 
 
En ese orden de ideas, los indicios deben encontrarse plenamente probados –esto es, 
que haya prueba directa de los hechos indicadores-, sin que sea posible de que se trate 
de meras sospechas acerca de la culpabilidad disciplinaria del investigado, para lo que el 
operador disciplinario expondrá en el fallo correspondiente el razonamiento seguido a 
partir de los indicios hasta llegar a la convicción sobre la culpabilidad disciplinaria del 
investigado. El operador disciplinario deberá ser bastante cuidadoso cuando pruebe los 
hechos indicados con base en hechos indicadores deducidos de indicios, siempre que 
cada uno de ellos guarde su carácter racional. En ese razonamiento, el funcionario 
competente expondrá cómo encontró que los hechos constitutivos de culpabilidad 
disciplinaria se dedujeron los indicios probados, haciendo mención expresa de tales 
indicios probados y del engarce lógico entre esos indicios y la afirmación indicada. 
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También, expondrá la armonía y la concomitancia de los indicios plural y no aisladamente 
considerados –a menos que exista uno con una extraordinaria fuerza suficiente para 
corroborar la existencia de culpabilidad disciplinaria-, lo que permitirá excluir el azar y la 
inducción a error en la decisión. Ese carácter periférico es lo que permitirá verificar si 
existe o no una interrelación o correspondencia directa y material, más allá de lo 
circunstancial y temporal, que permita extraer una conexión estricta con el hecho 
necesitado de prueba. En última lugar, la racionalidad de la inferencia debe exteriorizar 
que el enlace entre el hecho indicador y el hecho indicado ha surgido de forma normal, 
según los datos ciertos que arrojan los conocimientos científicos –de las ciencias exactas 
y las ciencias humanas- sobre el fluir ordinario de las cosas (Cordón Aguilar, 2011, 198 y 
ss.).  
 
Lo anterior, no tiene otra razón de ser que facilitarle al juez contencioso-administrativo el 
control judicial posterior sobre la racionalidad de la inferencia; esto es, que se encuentren 
alejados del capricho y la arbitrariedad y más próximos de una comprensión razonable de 
la realidad normalmente vivida y apreciada conforme a los criterios colectivos vigentes 
(Cordón Aguilar, 2011, 198 y ss.). Es decir, la prueba indiciaria debe respetar todas las 
reglas de la racionalidad inductiva, en la que no entre en controversia con conclusiones 
incompatibles que el operador disciplinario considere fundadas ni con hechos 
considerados probados que tengan la fuerza suficiente para derrotarla (Fernández López, 
2007). Sin embargo, como lo hemos puesto de presente en las líneas precedentes, la 
solución no deja de ser insatisfactoria, puesto que la utilización recurrente de las 
máximas de la experiencia o de las llamadas reglas de la sana crítica no escapa del todo 
a la intuición y a los sentimientos del operador disciplinario, quien, como se constató en 
este trabajo, termina convirtiendo el acto administrativo en un acto de mero voluntarismo. 
No obstante lo anterior, no puede renunciarse a encontrar, bajo criterios de razonabilidad, 
la capacidad probatoria de la prueba indiciaria. Así las cosas, la capacidad probatoria de 
la prueba indiciaria vendrá determinada por la corrección en el uso de dichas máximas de 
la experiencia, entendidas como “regularidades empíricamente observadas” basadas en 
un principio de normalidad; y por tanto, por su conclusividad, por la fuerza misma de la 
inferencia (Miranda Estrampes, 2012).  
 
Con lo que, según lo ha entendido la doctrina, la prueba indiciaria que reúna lo requisitos 
arriba señalados no impediría alcanzar el estándar de prueba de la certeza o más allá de 
toda duda razonable, como baremo de la apreciación de la prueba de la culpabilidad 
disciplinaria, de la forma que lo veremos en las líneas siguientes. 
5.2 La valoración probatoria de la culpabilidad 
disciplinaria en sede administrativa 
Con el propósito de lograr una valoración probatoria de la culpabilidad disciplinaria en 
sede administrativa que respete las garantías, ésta solo puede llevarse a cabo si la 
apreciación de la prueba indiciaria está siempre guiada por los límites impuestos por la 
presunción de inocencia. Es decir, más allá del empleo de las no siempre confiables 
reglas de la sana crítica, de la concesión del mérito razonado a cada uno de los medios 
de convicción producidos dentro del proceso y de la apreciación en conjunto de las 
pruebas, según lo ordena el artículo 141 del Código Disciplinario Único, el operador 
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jurídico disciplinario siempre está atado a que tales medios de convicción superen el 
umbral de la duda razonable. De conformidad con la doctrina extranjera, el estándar de la 
certeza o de más allá de la duda razonable, traído del derecho estadounidense (‘beyond 
reasonable doubt’) y propio del derecho penal, es un criterio de valoración de la prueba 
que se sitúa entre dos extremos. Uno, el de la evidencia “más allá de toda sombra de 
duda” –que es la que pareciera aplicarse en las decisiones administrativas analizadas en 
este trabajo-, que es a todas luces irrazonable, pues en ese caso sería necesario 
descartar por completo cualquier otra versión de los hechos distinta a la inculpatoria, ya 
que tendrían el carácter de hipótesis posibles pero improbables. Y otro, sensiblemente 
inferior el de la prueba preponderante, el del estándar de ‘más probable que no”, en el 
que apenas se exige la existencia de un hecho quede más acreditada que su 
inexistencia. En estos eventos, entre las diferentes hipótesis posibles en torno a un 
mismo hecho el juez deberá preferir aquella que cuenta con un grado más elevado de 
probabilidad. Así, “(…) desde una perspectiva cuantitativa, podría afirmarse que para que 
una hipótesis pueda darse por probada, aplicando dicho estándar, su grado de 
acreditación debe ser como mínimo de un 51%” (Miranda Estrampes, 2012) (Fernández 
López, 2007). 
 
Por eso, la introducción del estándar de la certeza o de más allá de toda duda razonable 
en el derecho disciplinario, por cuenta del pluricitado artículo 142 del Código Disciplinario 
Único, parte de una importancia de naturaleza ético o ética-política. Parafraseando al 
profesor Michele Taruffo, dicho criterio de valoración de la prueba busca lograr que el 
operador jurídico sólo pueda emitir un fallo condenatorio cuando haya alcanzado –al 
menos en tendencia- el conocimiento seguro y claro de la culpabilidad reprochada al 
implicado. Mientras que el implicado deberá quedar absuelto todas las veces en las que 
existan dudas razonables, a pesar de las pruebas en su contra, de que sea inocente. 
Dado que en el derecho penal entran en juego las garantías a favor de los acusados, que 
carecen de equivalente en el caso del proceso civil, este estándar probatorio es, por lo 
mismo, particularmente elevado, que refleja la elección de una política pública (‘policy’). 
Aquí, la policy escogida es de limitar las condenas en derecho sancionador –en este 
caso, las criminales- únicamente a los casos en los que el operador jurídico haya 
establecido con certeza o casi-certeza –o sea, sin que exista, con base en las pruebas, 
ninguna probabilidad razonable de duda- que el implicado es culpable. Conforme con el 
profesor italiano, aunque existen explicaciones menos relevantes y con mínimo poder de 
convencimiento, lo cierto es que este estándar de prueba es compatible con las garantías 
procesales de los investigados y con el deber de racionalidad de la decisión definitiva y 
de su justificación, que corresponde al operador jurídico. Lo anterior, porque refleja una 
opción moral que persigue que se reduzca al mínimo la eventualidad de que se condene 
a un inocente, aun a costa de incrementar sustancialmente el número de los casos en los 
que se absuelvan implicados culpables (Taruffo, La prueba, artículos y conferencias, 
2012, 112-113, 115). 
 
Con todo, como sucede con otros criterios relacionados con la prueba que han sido 
estudiados en este documento –como el de las máximas de la experiencia o el de las 
reglas de la sana crítica-, Michele Taruffo reconoce que se trata de un criterio propio de 
la denominada ‘fuzzy logic’ o de los conceptos jurídicos indeterminados. Con todo, 
advierte que no por la vaguedad mismo del concepto, ni aun cuando la exigencia de 
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certeza práctica en la culpabilidad del implicado no pueda traducirse en determinaciones 
del grado de prueba que corresponde, en cada caso, a ese nivel de certeza, hay que 
menospreciar su altísimo valor de garantía aplicable por los operadores jurídico al decidir, 
como sucede, por ejemplo, con las normas constitucionales y con los principios o 
cláusulas generales. Volviendo al derecho disciplinario, dado que la adopción del criterio 
en cuestión hace más exigentes los requisitos para probar la culpabilidad suficiente que 
justifique la condena del implicado, no cabe duda que éste, de forma razonable, permite 
minimizar la frecuencia de los fallos sancionatorias para dar paso a otros mecanismos de 
normalización de las relaciones de derecho laboral administrativo –por ejemplo, a la 
preservación del orden interno del artículo 51 del Código Disciplinario Único-, como 
elección de política pública sancionatoria de una función pública libre de relaciones 
especiales de sujeción pero conformada por profesionales del servicio público, sin 
importar si las absoluciones corresponden a servidores públicos inocentes o culpables 
(Taruffo, La prueba, artículos y conferencias, 2012, 116-117). 
 
De contera, la doctrina extranjera también señala que la prueba indiciaria, al igual que las 
demás pruebas oportuna y legalmente practicadas dentro del proceso o procedimiento de 
que se trata, es plenamente compatible con el estándar de más allá de toda duda 
razonable. Y ello es así en el procedimiento disciplinario. En efecto, siendo contemplada 
por todos los ordenamientos jurídico-procesales como una prueba más, y en el caso del 
derecho disciplinario, contemplada en los artículos 284 a 287 de la Ley 600 de 2000 –
aplicables por remisión expresa del artículo 130 del Código Disciplinario Único, 
modificado por el artículo 50 del Estatuto Anticorrupción-, el indicio cumple sin duda una 
condición de prueba suficiente para estimar destruida la presunción de inocencia en 
punto de la culpabilidad disciplinaria. Por supuesto, como ya se adelantó, la eficacia 
probatoria de los indicios en la valoración de las pruebas en sede administrativa 
sancionadora, en el caso que nos ocupa, insistimos en que el encontrar demostrada por 
esta vía referencial la culpabilidad disciplinaria depende del empleo correcto de las 
máximas de la experiencia que permiten deducir el hecho indicado, bajo un presupuesto 
de causalidad. Según lo ha establecido la opinión consultada, “Desde el plano 
epistemológico no hay diferencias cualitativas entre las pruebas directas y las indirectas y 
ambas permiten alcanzar la verdad (entendida como conocimiento probable) en términos 
de correspondencia con la realidad [sic]. (…) No puede sostenerse la tesis de que la 
prueba indiciaria deja un margen más amplio de duda que la directa. Como he dicho con 
anterioridad, la única diferencia entre ambas es el número de pasos o secuencias 
inferenciales, y si bien es cierto que cuanto sea mayor sea número menor es el grado de 
probabilidad, [sic], ello no es obstáculo para poder fundamentar una sentencia 
condenatoria sobre la base de una prueba indiciaria. Todo dependerá del uso que se 
haga de la misma, esto es, de su buen uso y, por tanto, de su calidad 
epistemológica” (Miranda Estrampes, 2012) –El subrayado y la negrilla son míos-. 
 
Teniendo claro que en la valoración probatoria de la prueba referencial o circunstancial 
de la culpabilidad disciplinaria es necesario no sólo tener en cuenta la razonabilidad del 
indicio sino también que lleve al grado de certeza sobre la existencia misma, que excluya 
otras hipótesis razonables sobre la inocencia del implicado, pasaremos ahora a proponer 
un método de control jurisdiccional de los fallos disciplinarios en materia de culpabilidad 
disciplinaria que tenga en cuenta los estándares arriba propuestos para la consideración 
en sede judicial de dicha categoría dogmática del derecho disciplinario. Lo anterior, no 
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sin antes poner de presente la relevancia de construir un precedente administrativo con 
la aplicación de los referidos criterios hermenéuticos y de ponderación de las evidencias, 
a fin de promover la seguridad jurídica y la confianza legítima de los actos de la 
Administración, y de garantizar el respeto por los derechos fundamentales de los 
presuntos responsables disciplinarios. 
 
 
  
 
6. Conclusiones: una propuesta para el 
control jurisdiccional de los fallos 
disciplinarios de la Procuraduría en materia 
de culpabilidad disciplinaria, bajo el 
concepto de “buen servidor público” 
6.1 La construcción de una “doctrina administrativa” de 
la interpretación y valoración probatoria de la 
culpabilidad disciplinaria 
Según el artículo 10 del CPACA, “Al resolver los asuntos de su competencia, las 
autoridades aplicarán las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias de 
manera uniforme a situaciones que tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos. 
Con este propósito, al adoptar las decisiones de su competencia, deberán tener en 
cuenta las sentencias de unificación jurisprudencial del Consejo de Estado en las que se 
interpreten y apliquen dichas normas”. De acuerdo con lo anterior, se ha consagrado en 
nuestro ordenamiento jurídico un precedente administrativo, en el que la Administración 
crea subreglas con el efecto de los actos propios con posibilidad de que con sus 
consideraciones jurídicas en relación y conflictos resueltos por ella puedan ser invocados 
posteriormente por terceros en procura de seguridad e igualdad.  
 
En el derecho administrativo, el precedente administrativo tiene fuerza vinculante por su 
sujeción al principio de legalidad, en tanto que haga efectiva la igualdad y la buena fe 
entre los administrados. Para Jaime Orlando Santofimio Gamboa, “(…) lo que se busca 
con la elaboración de un concepto de precedente administrativo es que a través de 
decisiones administrativas sujetas a la legalidad, pero también, respetuosas de los 
principios constitucionales de igualdad y buena fe, se ofrezca plena seguridad jurídica a 
los asociados, para lo cual inevitablemente se le debe reconocer fuerza vinculante a las 
decisiones administrativas que fijen de manera consistente el alcance y aplicación de las 
normas, principios y valores a las que se encuentra sujeta la administración en relación 
con un evento determinado, de manera tal, que un caso o asunto administrativo a ser 
resuelto por la autoridad administrativa correspondiente, y que coincida en sus razones 
fácticas con otro ya resuelto por el mismo reparto o dependencia administrativa, le sea 
aplicable la misma concepción jurídica y solución en derecho, no por la vía de la 
costumbre o de prácticas históricas de la administración, sino, por el contrario, por la 
reiteración de sólidos y razonables [sic] argumentos jurídicos que han hecho vivencial el 
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sistema jurídico garantizando plenamente la igualdad y la legalidad [sic]” (Santofimio 
Gamboa, 2011, 144). 
 
Con todo, como lo ha advertido la doctrina extranjera, en la aplicación del precedente 
administrativo deben considerarse varios principios que animan a la aplicación de los 
precedentes administrativos, y que realzan su carácter verdaderamente vinculante. En 
primer lugar, se encuentra el principio de predictibilidad, según el cual la Administración 
no podría tener dos pronunciamientos totalmente antagónicos frente a casos idénticos, 
en los cuales se presentan los mismos argumentos y se aplica igual normatividad. Desde 
la perspectiva procedimental, el procedimiento fijado reglas aplicables a todos los 
administrados, en cuanto a tiempos y requisitos, evita que el interesado llegue a recibir 
de la Administración un resultado distinto del esperado, siempre que cumpla con las 
exigencias prefijadas. En segundo lugar, se encuentra el principio de igualdad ante la ley, 
que le impone a la Administración, al emitir un acto administrativo, a no diferenciar de 
modo que si se le presentan situaciones análogas, debe resolver de la misma forma. Así, 
“La aplicación de los precedentes administrativos supone el establecimiento de 
consideraciones vinculantes que resultan aplicables a todos los administrados, en tanto 
los alcances de la decisión sean utilizables en un caso concreto, ya que el efecto erga 
omnes de los precedentes se encuentra establecido sobre la base del presente principio” 
(Cairampoma Arroyo, 2014, 499-500). 
 
En tercer lugar, de acuerdo con la opinión doctrinal en cita –citando a Luis Diez Picazo-, 
el principio de seguridad jurídica impone que los precedentes administrativos den la 
posibilidad de predecir que los poderes públicos, en un caso concreto, actuarán o dejarán 
de hacerlo y que, si actúan, lo harán de un modo determinado y no de otro. Como lo 
expresa Alberto Cairampoma Arroyo, la fijación de precedentes administrativos supone 
un avance hacia la creación de una institucionalidad sustentada en el aseguramiento de 
derechos y de reglas claramente preestablecidas que no admiten variación injustificada 
alguna. Es decir, el precedente administrativo es garantía de una uniformidad relevante 
de los criterios, de modo que se regule de manera estable y permanente la actividad de 
la Administración (Cairampoma Arroyo, 2014, 495,501). Es por ello que el precedente 
administrativo no puede cambiarse sino con base en las siguientes razones justificadas: 
(i) Cuando el precedente anterior se funda en antecedentes fácticos diferentes al nuevo 
caso, sin que ello implique que la nueva interpretación pueda aplicarse a situaciones 
anteriores salvo que fuere más favorable a los administrados; (ii) Cuando ocurra un 
cambio en la fuente jurídica, esto es, en el supuesto en que las modificaciones que se 
pueden dar en las normas no recojan lo que se establecía en el precedente y se alejen 
del mismo; (iii) Cuando existe un fundamento racional, adecuado y razonable del cambio 
del precedente administrativo; (iv) Cuando se declare la ilegalidad del acto anterior, 
puesto que la Administración no puede repetir una actuación que está viciada de 
invalidez, en tanto que ésta no se ha realizado conforme a las normas superiores que le 
sirven de fundamento (Cairampoma Arroyo, 2014, 492, 496). 
 
En cuarto lugar, en la aplicación de los precedentes administrativos, es menester 
respetar el principio de buena fe, según el cual existe una legítima expectativa de que 
deben producirse las mismas consecuencias que se produjeron en casos similares. 
Según el autor en comento, “En tanto los precedentes administrativos demarcan el marco 
[sic] de acción de la Administración Pública, acarrean una serie de disposiciones tácitas 
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de orden ético respecto del comportamiento, el cual debe respetar la legalidad y el 
criterio administrativo que vincula a la estructura y funcionarios que la conforman”. Este 
principio, por supuesto, está vinculado con la famosa teoría de los actos propios, en la 
que se le impone a la Administración respetar sus precedentes administrativos, pues 
apartarse de las interpretaciones en ellos establecidos implicaría ir en contra de aquellos, 
alegando su propia torpeza (Cairampoma Arroyo, 2014, 501, 503). 
 
En la actualidad, aunque hay un cierto consenso acerca de la aplicación de la concepción 
normativista de la culpabilidad disciplinaria y del establecimiento de presunciones de 
responsabilidad disciplinaria, los operadores disciplinarios los aplican a voluntad sin tener 
en cuenta no sólo que ya hay una doctrina consolidada al interior de la Procuraduría al 
respecto, sino también dependiendo de los intereses en juego en cada procedimiento 
administrativo. No se olvide que en los entes de control, los operadores disciplinarios 
carecen de autonomía e independencia para fallar, puesto que son funcionarios de libre 
nombramiento y remoción que dependen del jefe o representante legal de la entidad, 
tanto a nivel de política disciplinaria como a nivel jerárquico. Sin embargo, teniendo en 
cuenta lo arriba manifestado, resulta clarísimo que, en materia de culpabilidad 
disciplinaria, tanto la Procuraduría General de la Nación como las Personerías 
municipales y distritales y las oficinas de control disciplinario deberán respetar sus 
propios precedentes administrativos. Tales precedentes, a fin de salvaguardar la buena 
fe, la seguridad jurídica y la predictibilidad de las actuaciones administrativas, deberán 
tener plena eficacia vertical.  
 
También, los operadores disciplinarios están obligados a aplicarlos a todos los sujetos 
disciplinables en los procedimientos disciplinarios de su competencia. Sobre todo, en 
aquellos casos en que hayan establecido reglas de interpretación para casos similares en 
donde se aplique el principio de favorabilidad o el ‘in dubio pro disciplinado’. Esto es, si 
finalmente deciden que es son las actuales concepciones normativista de la culpabilidad 
disciplinaria y de presunción de responsabilidad disciplinaria las que son las 
constitucional y legalmente deseables, a pesar de venir siendo rebatidas –aunque con 
timidez- por el juez contencioso-administrativo, entonces deberán fijar claramente cada 
una de las llamadas categorías dogmáticas de la responsabilidad disciplinaria en el plano 
subjetivo por esta vía. Por supuesto, la aplicación rigurosa del precedente administrativo 
les impone ser consecuentes con los conceptos sistemáticamente adoptados en 
múltiples decisiones, y además, con la jurisprudencia de la Sección Segunda o de la Sala 
Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado. Jurisprudencia ésta en la 
que, según vimos, podría ocurrir en poco tiempo un viraje en la materia, que obligue a 
replantear todas las ideas hoy vigentes en los organismos de control acerca del dolo y la 
culpa y su prueba. 
 
Es incontestable que en esta materia queda aún mucho por establecer, dada la novedad 
de su consagración en el CPACA, y sobre que aún no se han provocado 
pronunciamientos judiciales de importancia en la materia, más allá de los que fijan sus 
requisitos. Por ello, que será necesario esperar, durante algunos años, que se decante la 
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aplicación de la figura de los precedentes administrativos. Aun así, sea oportuno decir 
que el viraje de la jurisprudencia contencioso-administrativa en punto de la culpabilidad 
disciplinaria dependerá, en gran medida, de que el juez contencioso-administrativo se 
sensibilice con un control pleno e integral de los fallos disciplinarios de acuerdo con los 
criterios de estudio de los cargos de anulación por falsa motivación y por violación de las 
normas en que los actos enjuiciados debían fundarse que propondremos en los párrafos 
siguientes. 
6.2 Dimensión del control jurisdiccional de los fallos 
disciplinarios de la Procuraduría en materia de 
culpabilidad disciplinaria 
Visto, como ha quedado, de la lectura de los apartados precedentes, no cabe duda que 
el medio de control por excelencia de los actos administrativos sancionatorios que, por 
razones de hecho o de derecho, violan las normas sustanciales o probatorias relativas a 
la culpabilidad disciplinaria, es el contencioso subjetivo de anulación –hoy conocido como 
la pretensión de nulidad y restablecimiento del derecho- bajo cargos de falsa motivación 
de la decisión de fondo o de violación de la ley por interpretación jurídica errónea. Lo 
anterior, no sin antes recalcar, como lo hiciera la Sección Segunda del Consejo de 
Estado, que el control judicial de los actos administrativos disciplinarios es un control 
pleno e integral tanto de sus motivaciones de hecho como de sus argumentos jurídicos. 
Esta apreciación encuentra razón de ser en que el control jurisdiccional de la culpabilidad 
disciplinaria versa necesariamente sobre los motivos de derecho, sobre la calificación 
jurídica de los hechos o sobre la existencia misma de los hechos constitutivos de dolo o 
de culpa en sus tres diferentes vertientes –tanto las que permiten aplicar una sanción 
disciplinaria como las que no-. El éxito de dicho control, por supuesto, teniendo en cuenta 
tanto el carácter rogado de la jurisdicción contencioso-administrativa frente a las 
facultades de interpretar la demanda del juez contencioso-administrativo, depende en 
gran medida de que el litigante sepa proponer en el libelo correspondiente (i) Cuál es la 
calificación jurídica errónea de los hechos constitutivos de culpabilidad disciplinaria; (ii) 
Cuáles son los hechos constitutivos de culpabilidad disciplinaria que se tuvieron por 
existentes pero que, de acuerdo con el material probatorio disponible, nunca lo fueron; o 
(iii) Cuáles fue la interpretación jurídica errónea de las normas relativas a la culpabilidad 
disciplinaria que hizo el operador disciplinario, bien frente a sus aspectos sustanciales, 
bien frente a sus aspectos probatorios. 
 
Ello nos obliga, entonces, a adentrarnos en el estudio de la falsa motivación de los actos 
administrativos como evento que puede llevar a su anulación. En primer lugar, diremos 
que la falsa motivación, como vicio de ilegalidad que permite anular los actos 
administrativos, consiste en la incursión de la Administración en errores de hecho o de 
derecho que afectan, tornándolos en fácticamente irreales o jurídicamente artificiales, los 
motivos que preceden, en el acto administrativo mismo, a la decisión administrativa 
definitiva que allí se adopta. Según la jurisprudencia de todas las Secciones del Consejo 
de Estado, al igual que las demás causales de anulación previstas en la ley, la razón de 
ser de la sanción legal de la falsa motivación de los actos administrativos es el freno 
mismo de la arbitrariedad de la Administración. Por supuesto, la más sencilla razón para 
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explicar el control judicial bajo el filtro de la falsa motivación es que las mentiras no 
pueden sostener decisión administrativa alguna, so pena de contrariar la buena fe y la 
confianza legítima de los ciudadanos. En una inveterada pero concienzuda jurisprudencia 
del Consejo de Estado, sobre el particular, se sostuvo que: 
 
“(…) Pero es igualmente cierto que cuando la administración expresa motivos 
para prescindir de los servicios de una persona, éstos deben estar inspirados 
en hechos verdaderos. Entre varias razones que existen para ello, hay una 
elemental: Si la jurisprudencia contenciosa-administrativa, como parece 
olvidado, es el control o freno de la administración, para evitar los excesos e 
que ella pueda incurrir, considera amparados por la presunción de legalidad 
todos sus actos, tiene el deber ineludible de pedirle también que sea 
verdadera en los motivos que indique para tomar una determinación, pues de 
lo contrario no haría otra cosa distinta de colaborar en el relajamiento de esta 
administración. Si comienza por robustecer con su autoridad las mentiras de 
aquélla, abre brecas cuyos resultados nocivos es difícil prever. Un agente 
público que funda sus actos en la mentira no puede tener en manera alguna 
la confianza de los administrados. Y al tolerarse, por esta jurisdicción, 
semejantes procederes, se aparta de los fines que le son propios y fomenta el 
desequilibrio democrático” (Consejo de Estado S. d., 1959). 
 
Así, diremos que en punto de la falsa motivación, en el derecho administrativo francés –
inspiración directa de nuestro derecho administrativo-, el juez contencioso-administrativo 
puede ejercer un control normal de la calificación jurídica de los hechos que, como 
motivos, efectúa la administración pública al proferir una decisión. Dicho control normal, 
que es amplio e irrestricto, se ejerce en la medida en que, como sucede en el derecho 
disciplinario, el operador jurídico de las Procuradurías, Personerías y oficinas de control 
disciplinario ejerce competencias regladas –profusamente, como las que hoy existen en 
la Ley 734 de 2002 y las normas que la han modificado o adicionado-. De contera, sólo 
en el caso del ejercicio de un poder discrecional, el juez de lo contencioso-administrativo 
ejercerá un control restringido de la calificación jurídica de los hechos, pues respetará la 
oportunidad y la conveniencia de la decisión adoptada por la administración pública.  
 
El principio es bastante sencillo: si la declaratoria de responsabilidad disciplinaria 
impuesta a un funcionario no se compagina con la gravedad de los hechos que han sido 
encuadrados en la infracción al deber funcional, en la ilicitud sustancial de la misma y en 
la modalidad de culpabilidad que le son reprochadas, habrá prosperidad del contencioso 
subjetivo de anulación iniciado por el accionante. Según la profesora Jacqueline Morand-
Deviller: 
 
“Llamado a tener mayor desarrollo, por lo demás, el control de la 
calificación jurídica de los hechos otorga al juez el poder de censurar el 
error cometido en la gestión intelectual (objetiva) de la autoridad 
administrativa. Tal poder es particularmente fuerte cuando la condición legal 
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de referencia es muy general, como en los asuntos de policía en los que hay 
que investigar si “la amenaza al orden público” (calificación jurídica) era real 
(situación de hecho). Así, al rehacer el razonamiento de la administración, el 
juez deberá interrogarse sobre si las circunstancias (de hecho) en las cuales 
una reunión debía tener lugar podían ser vistas jurídicamente (según el 
artículo L.2212-2 del Código general de colectividades locales) como 
naturalmente aptas para ocasionar perturbaciones graves al orden público 
(ver fallo “Benjamin”, 1933). 
 
Otros ejemplos de los poderes del juez para descalificar, recalificar o 
confirmar la calificación hecha por la administración se identifican con 
el contencioso disciplinario de la función pública –el juez investigará si 
el comportamiento del funcionario (situación de hecho) constituye o no 
una falta de tal naturaleza que justifica una sanción disciplinaria 
(calificación jurídica)- y con el contencioso de publicaciones –cuando ellas 
son de tal naturaleza que representan un “peligro para la juventud” 
(calificación jurídica). 
 
El interés en tal técnica de investigación es tal que la calificación 
jurídica es utilizada con frecuencia como criterio de delimitación entre el 
control normal y el control restringido, estando ésta en el origen de los 
más recientes métodos destinados a encuadrar el poder discrecional de 
la administración, en particular el error manifiesto de apreciación. 
 
El control de la calificación jurídica de los hechos no interviene sino cuando 
hay competencia reglada (control normal). Empero, éste no tendrá lugar en 
la hipótesis del poder discrecional (control restringido). Así, si hay 
competencia reglada, es porque el texto a aplicar es lo suficientemente 
preciso para que el juez pueda averiguar si la administración, vinculada 
por disposiciones claras e imperativas, ha “calificado” correctamente el 
hecho. Si hay competencia discrecional, los textos, mucho menos precisos, 
dejarán entonces a la administración un margen de elección según la 
oportunidad de la decisión, con lo que el juez no podrá hacer uso de la 
calificación de hechos en tanto las reglas sean maleables en su aplicación… 
salvo, entiéndase bien, para censurar el error grosero” (Morand-Deviller J., 
1999, 699-700) -El subrayado y la negrilla son míos-. 
 
Por su parte, en el derecho colombiano, Luis Guillermo Berrocal Guerrero explica que la 
falsa motivación se produce cuando existe una disparidad entre las razones que justifican 
la expedición del acto y la realidad fáctica o jurídica atinente al mismo. En ese orden de 
ideas, en la opinión del referido autor: 
 
“(…) Este vicio se presenta cuando la sustentación fáctica del acto 
carece de veracidad, es decir, no hay correspondencia entre lo que se 
afirma en las razones de hecho o de derecho que se aducen para proferir el 
acto y la realidad fáctica y/o jurídica, de allí que sé en las siguientes 
situaciones: 
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- Por falsedad en los hechos, esto es, cuando se invocan hechos que nunca 
ocurrieron, o se describen de forma distinta a como ocurrieron. 
 
- Por apreciación errónea de los hechos, de suerte que los hechos 
aducidos efectivamente ocurrieron, pero no tienen los efectos o el 
alcance que les da el acto administrativo o no corresponden a los 
supuestos descritos en las normas que se invocan. 
 
Ha de tenerse en cuenta que la falsa motivación tiene la virtud de afectar la 
validez del acto, cuando el error afecta el sentido de la decisión, de allí que 
los errores puramente mecánicos o formales, no genera nulidad del mismo 
[sic]” (Berrocal Guerrero, 2014, 544 y ss.). 
 
En el mismo sentido, la profesora Morand-Deviller expone que hacen parte de la falsa 
motivación, asimismo, los vicios relativos a la inexistencia material de los hechos y a las 
interpretaciones jurídicas erróneas. Frente a los errores de derecho producto de 
interpretaciones jurídicas erróneas, refiere que se trata de vicios de razonamiento en la 
aplicación de un precepto, sea porque la autoridad ha aplicado una norma distinta a la 
que para ello se le imponía –fenómeno que se conoce como la violación directa de un 
derecho-; sea porque ésta ha interpretado de manera errónea un texto legal –lo que se 
conoce como una mala interpretación de normas y la falta de fundamento legal de la 
interpretación- (Morand-Deviller, Jacqueline, 1999). Mientras tanto, la inexistencia 
material de los hechos, referida en sí misma al hecho en bruto y a la corrección sobre su 
carácter fenomenológico, implica un control sobre las evidencias tenidas en cuenta por el 
operador disciplinario para arribar a la certeza sobre la existencia de culpabilidad 
disciplinaria del investigado. Este control, según la profesora Morand-Deviller, se realiza 
así: “Este control del hecho en sí mismo y de su existencia fue introducido dos años 
después del fallo “Gomel” por el fallo “Camino” de 14 de enero de 1916: El alcalde de 
Hendaye había sido removido del cargo por decreto arguyéndose que no había velado 
por la decencia durante un cortejo fúnebre, pero como los “hechos y las alegaciones en 
las pruebas allegadas al expediente establecían la inexactitud” de tales supuestos 
fácticos, el decreto tuvo que ser anulado. Otro fallo frecuentemente citado como ejemplo 
para ilustrar tal tipo de control es el de la decisión de remover de su cargo a un prefecto 
“por su propia petición”, caso en el que, hechas las verificaciones, se descubrió que el 
prefecto no había jamás formulado tal requerimiento –C.E. 20 de enero de 1922-, 
“Trépont”” (Morand-Deviller, Jacqueline, 1999). 
 
Sin embargo, en el ordenamiento jurídico colombiano, la mala interpretación de normas y 
la falta de fundamento legal de la interpretación ha sido ubicado dentro de la causal de 
infracción de las normas en las que ha debido fundarse el acto administrativo. Aquí, se 
supone que debe ocurrir una contravención legal directa por parte de la decisión 
enjuiciada, que ocurrirá bien por (i) Falta de aplicación de la norma superior, por (ii) 
Aplicación indebida de la norma superior o por (iii) Interpretación de la norma superior. 
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De acuerdo con la Sección Cuarta del Consejo de Estado, tales causales tienen la 
explicación que a continuación se transcribe:  
 
“Según la doctrina judicial del Consejo de Estado [sic], ocurre la primera 
forma de violación, esto es, la falta de aplicación de una norma, ya porque el 
juzgador ignora su existencia, o porque a pesar de que conoce la norma, 
tanto que la analiza o sopesa, sin embargo, no la aplica a la solución del 
caso. También sucede esa forma de violación cuando el juez acepta una 
existencia ineficaz de la norma en el mundo jurídico, pues no tiene validez en 
el tiempo o en el espacio. En los dos últimos supuestos, el juzgador puede 
examinar la norma pero cree, equivocadamente, que no es la aplicable al 
asunto que la resuelve, evento en el cual se está ante un típico caso de 
violación por falta de aplicación, no de interpretación errónea, en razón de 
que la norma por no haber sido aplicada no trascendió al caso. 
 
Se presenta la segunda manera de violación directa, esto es, por aplicación 
indebida, cuando el precepto o preceptos jurídicos que se hacen valer se 
usan o se aplican a pesar de no ser los pertinentes para resolver el asunto 
que es objeto de decisión. El error por aplicación indebida puede originarse 
por dos circunstancias: 1.- Porque el juzgador se equivoca al escoger la 
norma por inadecuación valoración del supuesto de hecho que la norma 
consagra y 2.- Porque no se establece de manera correcta la diferencia o la 
semejanza existencia entre la hipótesis legal y la tesis del caso concreto [sic]. 
 
Y finalmente, se viola la norma sustancial de manera directa, cuando 
ocurre una interpretación errónea. Sucede cuando el precepto o 
preceptos que se aplican son los que regulan el asunto por resolver, 
pero el juzgador los entiende equivocadamente, y así, erróneamente 
comprendidos, los aplica. Es decir, ocurre cuando el juzgador le asigna 
a la norma un sentido o alcance que no le corresponde” (Consejo de 
Estado, 2012). 
 
Hechas estas precisiones, volvamos una vez más sobre los aspectos que deberá tener 
en cuenta el juez contencioso administrativo. El primero de ellos es el que tiene que ver 
con los aspectos sustanciales de la culpabilidad. Es aquí donde vendrá a jugar la causal 
de nulidad de interpretación errónea de los actos administrativos, en punto del control 
judicial de los fallos disciplinarios. El juez contencioso-administrativo verificará, entonces, 
si conforme a los criterios objetivos extraídos de la noción de buen servidor público, en la 
situación concreta de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se cometió la 
supuesta falta disciplinaria, el operador disciplinario aplicó correctamente las categorías 
dogmáticas de dolo o culpa disciplinaria, en algunas de sus modalidades. Ello debe 
hacerse contrastando los contenidos sustanciales de cada categoría de culpabilidad con 
los motivos jurídicos argüidos por el operador jurídico acerca de lo que, en la especia, 
constituye una intención positiva de dañar a la Administración o una negligencia, 
impericia o imprudencia del servidor público según la gravedad con que se cometa dicho 
descuido. Sin embargo, nada obsta para que se reclame la nulidad del acto 
administrativo porque el operador jurídico haya aplicado indebidamente los artículos 22 a 
25 del Código Penal, relativos al dolo y a la culpa penales, a la culpabilidad disciplinaria, 
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cuando se ha constatado, en este escrito, que las concepciones normativistas de la 
culpabilidad penal son incompatibles con la naturaleza misma del derecho disciplinario y 
con la culpabilidad disciplinaria psicológica y por gradación de culpas establecida por el 
Legislador y reconocida por la jurisprudencia contencioso-administrativa. 
 
Por su parte, la causal de nulidad por falsa motivación por inexistencia material de los 
hechos tendrá que pasar por el control de todos los elementos de los indicios –prueba de 
los hechos indicadores, convergencia de los indicios y razonabilidad de la inferencia-, a 
fin de dilucidar si los hechos indicados que se tienen como supuestos fácticos existieron 
o no en la realidad. Recuérdese que, en el plano probatorio, la calidad epistemológica de 
la prueba indiciaria, que es lo que el operador disciplinario deberá tener en cuenta para 
tener un indicio sobre la culpabilidad disciplinaria como razonable, antes de lanzarse a 
conclusiones caprichosas sobre la existencia de dolo o culpa disciplinarios, ya lo 
adelantamos, tiene por fundamento la solidez y la conclusividad de la inferencia. Una 
inferencia excesivamente abierta o débil, en la medida en que admita otras hipótesis 
alternativas razonables (por probables), deberá dar lugar a que el juez contencioso-
administrativo se decante por aquella que más favorezca al disciplinado, por aplicación 
del principio ‘in dubio pro reo’ consagrado en el artículo 9º del Código Disciplinario Único. 
En otras palabras, la hipótesis de culpabilidad disciplinaria podrá ser acreditada mediante 
prueba indiciaria siempre que se descarte la opción por otras hipótesis probables de 
absolución, lo que sucederá cuando el cuadro sea concordante en cuanto todos los 
indicios, examinados en su conjunto, sean compatibles entre sí y apunten hacia una 
única hipótesis de existencia de la culpabilidad disciplinara. Por supuesto, el juez 
contencioso-administrativo será riguroso en verificar que los fallos disciplinarios, al 
analizar la culpabilidad disciplinaria del implicado cumplan con las exigencias de 
“completud” y suficiencia; es decir, será necesario constatar que el operador jurídico haya 
explicitado los indicios y los medios a través de los cuales han resultado acreditados, así 
como la fundamentación de las máximas o reglas de la lógica empleados para inferir la 
existencia de la culpabilidad disciplinaria (Miranda Estrampes, 2012). 
 
Sin embargo, en punto de la prueba indiciaria del dolo disciplinario, hay que decir que no 
resultaría posible, en ningún caso, sustituir la existencia del elemento volitivo por 
presunciones basadas en la realización misma de la infracción típica en tanto 
incumplimiento de los deberes. Lo anterior, porque del hecho de comportarse de forma 
contraria a derecho, ‘per se’, no es posible deducir razonablemente una intención 
deliberada de causar daño a la administración pública, dado que, en derecho 
disciplinario, ninguna de las conductas es ‘prima facie’ dolosa por su condición de 
conductas típicas de ‘numerus apertus’ – salvo algunas pocas excepciones, tratándose 
de faltas gravísimas; éstas sí de ‘numerus clausus’43. Esta clase de conductas propias 
                                                
 
43 Como, por ejemplo, los consagrados en los numerales 5º (realización de actos contra grupos 
nacionales, étnicos, raciales, religiosos, políticos o sociales, con la intención de destruirlos total o 
parcialmente), 6º (ocasionar la muerte, por su pertenencia a uno de esos grupos, la muerte de uno 
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del derecho disciplinario, como ya lo adelantamos, no entraña la intencionalidad en sí 
misma dentro de su descripción típica sino el descuido en el ejercicio de la función 
pública. Así, según lo vimos, la regla general es que, bajo este sistema de imputación, los 
comportamientos considerados constitutivos de falta disciplinaria sean primero 
estudiados a título de culpa y no de dolo. Con ello, queda eliminada la posibilidad de 
aplicar el aforismo “si realiza la conducta, es porque la quiere” para la demostración del 
elemento volitivo del dolo, y su aplicación queda sujeta, entonces, a la consecuente 
anulación del fallo disciplinario que la contenga, por falsa motivación por inexistencia de 
los hechos. Esto, debido a que sólo a partir de la ponderación de las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar que rodearon la comisión de la falta, además de lo que se haya 
evidenciado acerca del deseo del actor perseguido con la comisión de la infracción 
disciplinaria por otros medios de prueba, a la luz de lo que normalmente haría un buen 
servidor público en la situación descrita, podrá establecerse un hecho indicador 
debidamente acreditado que permita llegar razonablemente a la conclusión de que 
existe, en verdad, una deliberada intención de perjudicar a la Administración. 
 
Y por último, la causal de nulidad por falsa motivación por calificación jurídica errónea de 
los hechos es la que tiene que ver, estrictamente, con la confrontación de los hechos 
realmente probados con los supuestos fácticos y la consecuencia jurídica atribuida al 
disciplinado por parte del operador disciplinario en materia de culpabilidad disciplinaria. 
Trascendiendo el correcto entendimiento de cada una de las categorías dogmáticas de la 
culpabilidad disciplinaria, el juez contencioso-administrativo deberá verificar, cuando así 
se alegue en la demanda, que los hechos considerados como constitutivos de culpa o 
dolo tengan los efectos o el alcance que les da el acto administrativo frente a las 
categorías dogmáticas que fueron atribuidas al disciplinado en la respectiva calificación 
provisional de la falta y la responsabilidad, o que correspondan a los supuestos descritos 
en las normas que se invocan. Así, cualquier confusión de las nociones de culpabilidad 
disciplinaria en la que atribuya al actor una culpa gravísima por una conducta que se ha 
evidenciado como cometida bajo un menor grado de negligencia –incluso de negligencia 
levísima, fuera del resorte del derecho disciplinario-, o en la que se tenga por dolosa una 
conducta que apenas constituiría culpa grave, o que en punto de la culpa gravísima fije 
de forma caprichosa lo que debe entenderse por una desatención inexcusable–en 
cualquiera de sus vertientes- del mandato literal de una norma jurídica, frente a lo que 
realmente le era exigible al sujeto en punto del cumplimiento de los deberes funcionales 
(sobre todo, para las faltas gravísimas de la contratación estatal), deberá ser corregida 
por el juez contencioso-administrativo con la anulación de la referida decisión 
disciplinaria.  
 
                                                                                                                                              
 
o varios de sus miembros, con el propósito de destruir total o parcialmente el mismo), 8º (someter 
a una persona a tortura con el fin de obtener información o confesión, de castigarla por un acto 
real o presunto o de intimidarla o coaccionarla por cualquier razón que comporte algún tipo de 
discriminación), 40 (utilizar el cargo con el fin de presionar a particular o subalternos a respaldar 
una causa política) y 42 (influir en otro servidor público, prevalido del cargo, para conseguir una 
actuación, concepto o decisión que pueda generar directa o indirectamente beneficio) del artículo 
48 del Código Disciplinario Único. 
    
 
     
Capítulo (…) 143 
 
Como colofón de esta última parte, vale la pena resaltar que, felizmente, hoy por hoy, la 
denominada naturaleza de justicia rogada de la jurisdicción contencioso-administrativo, 
que por muchos años fue acogida por varias de las Secciones del Consejo de Estado, ha 
sido reducida a su mínima expresión. Así que cuando el demandante, por falta de técnica 
jurídica de su apoderado, o por impericia en la proposición de los cargos, no proponga de 
forma correcta el concepto de la violación de normas superiores para provocar la 
declaratoria de ilegalidad de los fallos disciplinarios enjuiciados, puede gozar del 
beneficio de la interpretación de la demanda, derivado de la efectividad del derecho al 
acceso a la administración de justicia y del principio ‘pro actione’. Esta figura de creación 
pretoriana permite al juez contencioso-administrativo “extraer”, del contenido ‘in toto’ del 
libelo –hechos, alegaciones y peticiones-, la pretensión principal de la reclamación y la 
‘causa petendi’ en que se sustentan las actuaciones de ilegalidad contra el acto 
demandado. No obstante, se trata de una facultad del juez de la causa de la que no se 
puede abusar, so pena de desequilibrar las cargas procesales de las partes: si bien el 
juez puede desentrañar de la demanda o de su reforma argumentos jurídicos que nutran 
causales de anulación no expresamente previstas por ese documento, éste no puede 
identificar en el proceso causales de nulidad de los actos enjuiciados que no aparezcan 
manifiestamente de la lectura de los hechos, las pretensiones y las alegaciones 
efectuadas por el demandante. Lo anterior, con el fin de respetar el derecho de defensa 
del demandado y preservar la congruencia de la sentencia. 
 
Según la Sección Quinta del Consejo de Estado, en una sentencia bastante explicativa 
de la regla que acabamos de mencionar: 
 
“Tal poder judicial le permite al juez desentrañar la intención del demandante 
cuando la falta de técnica jurídica de la demanda dificulta la comprensión de 
alguno de los presupuestos que orientarán su labor en el proceso. El límite a 
la interpretación de la demanda por parte del juez en estos eventos está 
marcado por la iniciativa del interesado, razón por la cual no puede tener por 
demandado lo que no surge del libelo introductorio. [sic] 
 
(…) 
 
(...) [E]l carácter rogado de la jurisdicción contencioso administrativa no 
impide que el juez interprete la demanda en un sentido útil y eficaz que le 
permita al demandante acceder a la administración de justicia para que se le 
resuelva de fondo el conflicto jurídico que plantea. De hecho, la facultad que 
tiene el juez para interpretar la demanda electoral deriva directamente del 
principio constitucional según el cual el derecho sustancial debe prevalecer 
sobre la formalidad, de tal manera que se garantice a toda persona el derecho 
de acceso a la administración de justicia y, en especial, el derecho a 
interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y la ley (artículos 
228, 229 y 40, numeral 6º, de la Carta)” (Consejo de Estado, 2006). 
 
144 La culpabilidad disciplinaria en los fallos de la Procuraduría General de la Nación 
y su interpretación jurídica y valoración probatoria de cara al estándar de “buen 
servidor público” 
 
Título de la tesis o trabajo de investigación 
 
Sin embargo, la aplicación de esta regla viene matizada, por supuesto, por lo establecido 
en el inciso 4º del artículo 281 del Código General del Proceso –establecida de antaño en 
el inciso 4º del artículo 305 del Código de Procedimiento Civil-. En esa norma se permite 
expresamente que se incluyan hechos sobrevinientes modificatorios o extintivos del 
derecho sustancial en litigio, siempre que hayan sido probados en el expediente y que 
hayan sido alegados a más tardar en los alegatos de conclusión. De conformidad con 
esa disposición, “(…) En la sentencia se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo o 
extintivo del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse 
propuesto la demanda, siempre que aparezca probado y que haya sido alegado por la 
parte interesada a más tardar en su alegato de conclusión o que la ley permita 
considerarlo de oficio”. Por tanto, no resulta cierto, como lo manifiesta la sentencia 
aludida, que exista una violación del derecho de defensa de permitir que el actor, en los 
alegatos de conclusión y no en la demanda, exponga una nueva causal de anulación 
siempre que haya estado probada dentro del proceso. 
 
Todo esto, para poner de relieve que, tratándose de actos administrativos como los fallos 
disciplinarios, donde están de por medio garantías constitucionales de los servidores 
públicos y el ejercicio de la función pública, como expresión del derecho fundamental a 
elegir y a ser elegido (artículo 40 de la Constitución Política y artículo 23 numeral 1º de la 
Convención Interamericana sobre Derechos Humanos), es posible que el juez 
contencioso-administrativo tenga en cuenta la existencia de estas causales, pero sólo si 
de entre los hechos alegados y las pruebas aportadas es posible desprender la 
existencia de la referida inconformidad con la legalidad del acto enjuiciado como 
pretensión propia del ‘petitum’. Lo anterior, aun cuando tales alegaciones sobre cargos 
nuevos y conceptos de la violación no se hayan hecho expresamente en la demanda ni 
en su reforma. De manera que si el juez encuentra probada alguna causal de anulación 
de los fallos disciplinarios, respecto de la culpabilidad disciplinaria, por falsa motivación 
en sus dos vertientes, o de violación de la ley por interpretación errónea, éste podrá 
pronunciarse sobre ella siempre que ésta haya aparecido probada en el expediente y que 
el interesado en su alegación la haya puesto de presente a más tardar en su escrito de 
conclusiones finales o, si es el caso, en la respectiva audiencia, según lo determine el 
juez, de conformidad con el artículo 182 del CPACA. 
 
Por lo demás, retomando un poco las consideraciones hechas en otro de los apartados 
de este trabajo, consideramos que la facultad que tiene el juez contencioso-
administrativo de estatuir disposiciones nuevas en reemplazo de las acusadas y 
modificarlas o reformarlas en la sentencia, de conformidad con el artículo 187 inciso 3º 
del CPACA, no puede ejercerse apreciación de la culpabilidad más benigna, por ser eso 
lo que ha encontrado probado que realmente ocurrió, carece de toda función de 
reparación del daño causado a los derechos e intereses del injustamente declarado 
responsable en sede administrativa. Sin duda alguna, no se regresa al actor al estado 
que tenía antes de la ejecutoria del fallo disciplinario afectado de nulidad imponiéndole, 
en lugar de absolverlo de toda responsabilidad por no encontrar verdaderamente 
satisfechos todos los elementos constitutivos de falta y de responsabilidad disciplinaria, 
una nueva imputación de la que no ha tenido oportunidad alguna de defenderse. Mucho 
menos, cuando ésta se profiere al cabo de una sentencia judicial, que bien puede gozar 
de segunda instancia o ser de única instancia.  
 
    
 
     
Capítulo (…) 145 
 
En el primer evento, podría suceder que la decisión que haya anulado los fallos 
disciplinarios enjuiciados, pero recalificado los elementos constitutivos de responsabilidad 
disciplinaria, deje inconformes tanto al Estado como al actor. Eso significaría que no sólo 
actor perdería el beneficio de la ‘reformatio in pejus’ al no ser el único apelante, sino 
además que tenga que defenderse de nuevas imputaciones sin lugar a contradicción 
probatoria alguna, ya que la práctica de pruebas en segunda instancia quedaría relegada 
a las hipótesis del artículo 212 inciso 4º del CPACA –que no tendría aplicación, porque 
sobre ese punto no habría podido recaer ‘thema probandum’ alguno, ya que no se pudo 
discutir en ningún momento de la primera instancia44- y a la de la prueba de oficio, que 
quedaría como facultativa del juez contencioso-administrativo, según el artículo 213 del 
CPACA45. En el segundo evento, es incontestable, no queda ningún otro recurso 
ordinario –diferente a la acción de tutela, cuya procedencia subsidiaria sería casi 
impensable- para mostrarse inconforme con una determinación judicial semejante. 
Entonces, antes que propender por la reparación de los daños causados al justiciable 
con la inculpación disciplinaria evidenciada ilegal, lo que hacen estas modificaciones de 
las disposiciones acusadas es re-victimizarlo, sancionándolo ahora bajo un juicio 
sumarísimo y sin posibilidad de contradicción alguna por incurrir en una infracción y en 
un dolo o culpa disciplinarias del que sólo se enteró cuando se notificó de la sentencia. 
Por lo tanto, a nuestro juicio, para garantizar que el contencioso subjetivo de anulación 
permita la efectividad de los derechos reconocidos en la Constitución Política y la ley, 
conforme al artículo 103 del CPACA, el juez deberá abstenerse de proferir actos 
modificatorios o reformatorios de aquellos fallos disciplinarios enjuiciados que profiera el 
juez contencioso-administrativo en la sentencia que decrete su anulación que no tiendan 
a restablecer el derecho del justiciable, y proceder, en consecuencia, a absolver al 
justiciable de responsabilidad disciplinaria concreta por los cargos planteados en las 
decisiones acusadas. 
 
                                                
 
44 Tal vez la única hipótesis aplicable para pedir, en esa ocasión, pruebas en segunda instancia en 
contra de las imputaciones hechas por vía de la modificación de los disciplinarios enjuiciados, 
sería la del numeral 4º del inciso 4º del artículo 212 del CPACA. A nuestro juicio, constituiría una 
circunstancia verdaderamente irresistible e imprevisible –y por tanto, de fuerza mayor- la 
recalificación sorpresiva de la falta y de la responsabilidad disciplinaria que haría el juez 
contencioso administrativo en uso de la facultad que le confiere el artículo 187 inciso 3º del 
CPACA. No así la establecida en el numeral 3º del inciso 4º del artículo 212 del mencionado 
código, puesto que no se trata de hechos acaecidos después de transcurrida la oportunidad 
probatoria en primera instancia sino de hechos constatados a partir de la corrección de la 
calificación jurídica errónea de aquellos que constituyen los motivos de las decisiones 
administrativas acusadas. 
45 Artículo 213, inciso 1º, CPACA: “En cualquiera de las instancias el Juez o Magistrado Ponente 
podrá decretar de oficio las pruebas que considere necesarias para el esclarecimiento de la 
verdad. Se deberán decretar y practicar conjuntamente con las pedidas por las partes” (El 
subrayado y la negrilla son míos). 
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Ahora bien, hechas estas precisiones, como último punto a desarrollar dentro de este 
escrito, pasemos ahora a revelar cuál es el papel de la unificación y de la extensión de la 
jurisprudencia contencioso administrativa en materia de culpabilidad disciplinaria. Ello, 
poniendo de presente, así sea de forma preliminar, la importancia que adquirirán las sub-
reglas jurisprudenciales creadas por la Sección Segunda del Consejo de Estado –y 
eventualmente, por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo de dicha Corporación- 
respecto de la definición de una categoría de culpabilidad disciplinaria propia del derecho 
administrativo y de la función pública, que no se pliegue ciegamente a la doctrina 
“penalista” predominante en el derecho disciplinario ni se limite a simplemente refrendar 
lo que la Procuraduría General de la Nación ha tenido supuestamente por probado dentro 
de la actuación administrativa cuestionada. 
6.3 La unificación y extensión de la jurisprudencia 
contencioso-administrativa en materia de 
culpabilidad disciplinaria 
Para terminar, resulta de cardinal importancia, para efectos de la presente investigación, 
referirnos al papel que juegan hoy en día los mecanismos de unificación y extensión de la 
jurisprudencia contencioso-administrativa; y en concreto, en el cometido de afianzar, en 
tanto actividad propia del Consejo de Estado como órgano de cierre, las consideraciones 
razonables que los jueces y Tribunales de esta especialidad jurisdiccional han de tener 
en cuenta acerca de los aspectos sustanciales y probatorios de la culpabilidad 
disciplinaria. Comencemos, entonces, por decir que las sentencias de unificación de la 
jurisprudencia contencioso-administrativa, conforme el artículo 270 del CPACA, son 
aquellas que ha proferido el Consejo de Estado, antes o después de la entrada en 
vigencia de dicha ley, por importancia jurídica o trascendencia económica o social, o por 
la necesidad de unificar la jurisprudencia. Asimismo, son también sentencias de 
unificación de jurisprudencia las proferidas al decidir los recursos extraordinarios 
contencioso-administrativos y las relativas al mecanismo eventual de revisión en materia 
de acciones populares. 
 
Por su parte, la extensión de la jurisprudencia contencioso-administrativa, prevista en los 
artículos 102 y 269 del CPACA, tiene por cometidos los siguientes –aunque todos se 
reducen, básicamente, al de la nomofilaquia o interpretación uniforme de la ley-: “(…) i) 
lograr una aplicación uniforme y consiste del ordenamiento jurídico; ii) contribuir a la 
materialización de la igualdad frente a la ley y de la igualdad de trato por parte de las 
autoridades administrativas y judiciales; iii) garantizar principios de la función 
administrativa como la eficacia, economía, celeridad e imparcialidad; iv) contribuir a 
disminuir la congestión que aqueja a la jurisdicción contencioso-administrativa, entre 
otras” (Consejo de Estado, 2014). Básicamente, como lo mencionan las normas en 
comento, esta actuación administrativa –que luego derivará en un recurso extraordinario 
ante el Consejo de Estado, de resolverse desfavorablemente en esa sede- tiene por 
objeto procurar que la Administración se sujete al principio de legalidad, haciendo una 
interpretación uniforme y conforme de las normas jurídicas que garantiza el derecho a la 
igualdad y a la seguridad jurídica. 
 
    
 
     
Capítulo (…) 147 
 
Además de los requisitos establecidos en las mencionadas disposiciones para la 
presentación y para la procedencia del respectivo escrito de solicitud de extensión, así 
como del eventual recurso extraordinario a presentarse en el Consejo de Estado, es 
preciso poner de presente que la Sala de Consulta y Servicio Civil ha exigido 
expresamente que la sentencia jurisprudencia vaya a extenderse sea una de unificación 
jurisprudencial, en donde exista como propósito la uniformización de las sub-reglas de 
creación pretoriana de esa Sala de Decisión, se haya proferido con o sin antelación al 
CPACA. De acuerdo con esa Corporación, interpretando el artículo 270 del CPACA, que 
defina “(…) es indudable que la expresión “las que profiera o haya proferido” denota que 
en el concepto de sentencias de unificación quedaron incluidas no sólo las que se 
empezaron a expedir con posterioridad a la ley, sino también las que antes de la misma 
fueron proferidas con esa finalidad; de manera que la disposición es coherente con el 
desarrollo jurisprudencial a que se hizo referencia en la primera parte de este concepto, 
en el sentido de que la labor de unificación jurisprudencial del Consejo de Estado no 
nace con la ley 1437 de 2011, en la medida en que es connatural a la condición de 
Tribunal Supremo que la otorga el artículo 237 de la Constitución Política. Por tanto, una 
interpretación en contrario, que sólo reconociera como sentencias de unificación 
jurisprudencial las proferidas a partir de la ley 1437 de 2011, carecería de fundamento 
constitucional y legal y, en consecuencia, no sería atendible” (Consejo de Estado, 2013). 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, cabe decir que, al igual que cualquier otra autoridad 
administrativa, e igual a como sucedería en cualquier otra actuación administrativa, la 
Procuraduría General de la Nación, las Personerías Distritales y Municipales y las 
oficinas de control interno disciplinario estarían obligadas a la aplicación de la 
jurisprudencia del Consejo de Estado en materia de la potestad disciplinaria de la 
Administración en la sustanciación y juzgamiento de las investigaciones disciplinarias. 
Ello, bajo los siguientes criterios: (i) Los operadores disciplinarios deben acatar las 
sentencias de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado en las que se han 
interpretado las normas aplicables al caso concreto; (ii) El deber de observar las 
interpretaciones hechas por la Corte Constitucional y por el Consejo de Estado como 
órganos de cierre forma parte del debido proceso y del principio de legalidad al que se 
encuentran sujetos los operados disciplinarios; por tanto, su inobservancia afecta 
directamente la validez de las decisiones administrativas; (iii) El deber de motivación 
adecuada de los fallos disciplinarios conlleva para los operadores disciplinarios la 
obligación de considerar expresamente no sólo la normatividad aplicable al caso 
concreto, sino también la jurisprudencia de los órganos de cierre en que dichas normas 
se han interpretado; (iv) Los operadores disciplinarios –en especial, la Procuraduría- no 
pueden invocar el principio de autonomía judicial para defender una facultad de 
autonomía interpretativa de las normas; por tanto, en su caso la vinculación a las 
sentencias de los órganos de cierre de la jurisdicción constitucional es aún más estricta 
de lo que lo es para los propios jueces; (v) La posibilidad de apartamiento del 
precendente judicial por las autoridades administrativas sólo procede de manera 
excepcinal y exige una carga exigente y rigurosa de argumentación que debe ser 
suficiente y motivada; (vi) En los casos en qu aún no exista una interpretación aplicable al 
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asunto o de que existan interpretaciones judiciales disimiles que no han sido unificadas, 
la Administración está obligada en todo caso a optar de manera motivada por la 
interpretación que mejor desarrolle los principios y valor constitucionales y la protección 
de los derechos reconocidos a las personas (Consejo de Estado, 2013).  
 
La cuestión, a nuestro juicio, es de suma importancia para los efectos de lo que aquí se 
ha venido tratando. Es inexorable que el derecho disciplinario –y también la categoría de 
la culpabilidad disciplinaria- se irá desarrollando tanto es sus carices sustanciales como 
en sus aspectos procedimentales y probatorios, al adquirir mayor trascendencia jurídica, 
social y mediática debido a la interpretación extensiva de la competencia para disciplinar 
asumida por la actual administración de la Procuraduría General de la Nación; aun a 
pesar de que en ciertos casos, con esa ampliación del espectro de la órbita sancionadora 
de los servidores públicos, se estarían violando normas de derecho internacional de 
derechos humanos46. Por eso, de un lado, serán los ciudadanos, contando con la 
proactividad y el interés del Consejo de Estado en los asuntos de derecho disciplinario, 
quienes, en consideración a los requisitos establecidos en el artículo 257 del CPACA, y 
buscando que la aplicación uniforme y la interpretación unívoca del derecho permita 
garantizar la reparación de los agravios inferidos con la sentencia de segunda instancia 
objeto del recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia, soliciten la 
correspondiente conformidad de dicha providencia con las sentencias de unificación del 
                                                
 
46 Como, por ejemplo, en el juzgamiento disciplinario de funcionarios de elección popular –como 
Congresistas, Alcaldes y Gobernadores-, ratificada incluso por la Corte Constitucional, cuya falta 
de control de convencionalidad con la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
devendría en condenas internacionales en contra de la Nación. Lo anterior, puesto que viola el 
artículo 23 numeral 2º de dicho tratado internacional, ya que las sanciones disciplinarias de 
destitución e inhabilidad para ejercer cargos públicos, cuya consecuencia natural no es la mera 
separación del cargo –que sí sería justificable desde el punto de vista internacional-, sino la 
inhabilidad temporal para ejercer cargos públicos –que implica una restricción al derecho de elegir 
y ser elegido-, no la estaría imponiendo un juez penal sino apenas una autoridad administrativa. 
Esto contravendría, sin duda alguna, abiertamente la norma internacional transcrita. Por ejemplo, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al respecto, ha señalado que “La Corte es 
consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio de la ley y, por ello, están 
obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado 
ha ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte del 
aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de 
las disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la aplicación de leyes contrarias a 
su objeto y fin, y que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder 
Judicial debe ejercer una especie de “control de convencionalidad” entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. En esta tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino 
también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la 
Convención Americana”. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Almonacid Arellano y 
otros vs. Chile. Sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas de 26 de 
septiembre de 2006; Caso La Cantuta vs. Perú, Sentencia de fondo, reparaciones y costas de 29 
de noviembre de 2006. 
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Consejo de Estado, mediante el recurso de unificación de jurisprudencia. Y de otro lado, 
las futuras sentencias que la Sección Segunda del Consejo de Estado, y eventualmente 
la Corte Constitucional –sobre la exequibilidad del controvertido proyecto de “Código 
General Disciplinario” presentado por el actual Procurador General de la Nación, al que el 
Presidente de la República no impartió sanción-, en las que se fije la interpretación 
uniforme de las normas relativas a la culpabilidad disciplinaria, podrán, a su turno, ser 
objeto de extensiones de jurisprudencia ante la entidad misma y luego ante la respectiva 
Corporación, o aplicadas como precedente constitucional, según sea el caso, cuando 
tales entes de control disciplinario se sustraigan de forma irrazonable a su aplicación.
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